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PRESENTACIÓN 

 
 
Efectivamente, como se predecía en la Memoria del pasado año 2008, las 
Compañías Aéreas y los Proveedores, mantuvieron con inusitado ímpetu la 
campaña de agresión y acoso a nuestro sector. Ya, no fue sólo Iberia L.A.E. la 
que intentó y pretendió situarnos en la  “comisión 0”, sino también otras 
Compañías y algunos proveedores que, además, han agudizado sus 
pretensiones de reducir substancialmente la cuantía de la Comisión o, 
suprimir a las Agencias de Viajes en su operativa con ellas, su naturaleza 
jurídica de mediadores, con las consecuencias, de toda índole, que ello 
comporta. Pero se han encontrado siempre y sistemáticamente con la firme 
oposición de UNAV, que la ha expresado, con la necesaria energía, no sólo en 
los medios, sino también en todos los Foros oficiales y privados en que ha 
intervenido. La realidad es que dichos “personajes” no han conseguido su 
propósito , manteniéndose en la actualidad la pugna. 
 
En tal línea, aquí y ahora debemos hacer expresa mención al Contencioso 
interpuesto por UNAV, frente a la Jurisdicción Penal que, todavía, sigue en 
el principio de su sustanciación, y ello ante las artificiales dificultades que 
para su localización y materialización enarbola la Compañía Aérea. No 
obstante ello, estamos seguros y confiamos en que la Justicia, aunque lenta, 
prevalecerá, como siempre, en este caso y no quedará impune la arbitraria 
decisión de Ryanair de marginar a las Agencias de Viajes mediante el insulto 
y la gratuita descalificación. 
 
En otro orden de cosas, UNAV, en defensa de las Agencias de Viajes sigue 
con especial atención las campañas de publicidad en cuanto a descuentos y da 
fe del significativo crecimiento de su número de asociados que contribuye no 
poco, a mejorar sustancialmente el panorama asociativo español, pues resulta 
evidente que, a pesar de la hostilidad del escenario, la auténtica beligerancia 
operativa surge de UNAV y a ello no es ajeno las buenas relaciones que ésta 
mantiene con otras Asociaciones del sector. 
 
Por otra parte, la posición activa de UNAV ha permitido y permite clarificar 
el enorme confusionismo, queremos creer que involuntario, que en el clima 
asociativo y del sector se ha producido mezclando conceptualmente la entidad 
que constituye el Grupo de Gestión Empresarial sin diferenciarla de la 
Asociación Empresarial, cuando, como es sabido son dos conceptos 
completamente distintos que, deben, forzosamente complementarse, siendo, 
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de esta manera, perfectamente eficientes y eficaces, como la realidad 
demuestra. Por otra parte UNAV contribuye, y así lo ha hecho también 
durante el ejercicio de 2008 a la formación de los Agentes de Viajes y fue 
pionera, pilotando el propio plan de formación continua, en cuyo campo hay 
que seguir interviniendo intensamente. 
 
Se ha asumido también, el impacto, para las Agencias de Viajes en general y 
para las tradicionales, en particular, de Internet y las “On-line” habiéndose 
conseguido la normal convivencia de ambos sistemas. 
 
Todo lo anterior demuestra que no es gratuito que UNAV haya cumplido 
recientemente, como se conmemoró en 2007, su treinta aniversario, lo que la 
posiciona como Decana de las Organizaciones Empresariales de nuestro 
sector en España y cuente con mayor número de integrantes. Es por ello que, 
la Memoria tiene gran extensión, por cuanto se reproducen literalmente 
algunas normas, que, entendemos, son de capital trascendencia en el día a día 
de nuestras oficinas. 
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CENSO Y MOVIMIENTO DE ASOCIADOS 
 
A 31 de Diciembre de 2008, el número total de Asociados y Miembros 
Adheridos asciende a 955, una vez computadas las altas y bajas en la 
Asociación, expresadas en la siguiente forma: 

 
ALTAS EN LA ASOCIACIÓN 

 
Agencias de Viajes socios 
independientes 9
 
 9 
Grupo 
Airmet 87
 
 
 
 
 87 
Grupo 
Plantour 9
 
 
 
 
 9 
 
 

 
 

BAJAS EN LA ASOCIACIÓN 
 
 
Socios 
independiente 19
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 19 
Grupo 
Airmet 100
 
 
 
 
 100 
Grupo 
Plantour 59
 
 
 
 59 
 
  

 
 
En el correspondiente apartado se relacionan los miembros UNAV a 
31/12/2008 
  

 4 4 



 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

REGLAMENTACIONES Y NORMATIVAS 

 5 5 



 

 
REAL DECRETO 231/2008, DE 15 DE FEBRERO POR 
EL QUE SE REGULA EL SISTEMA ARBITRAL DE 

CONSUMO  
 
 
Como todos nuestros asociados recuerdan, UNAV está integrada en el 
Procedimiento de Conciliación Administrativa, establecido por la Dirección 
General de Turismo por la Comunidad de Madrid, al que también se hace 
explícita en ésta Memoria.  
 
Recuerdan también nuestros asociados la diferencia existente entre 
Conciliación y Arbitraje, en le sentido de que la primera, si no se alcanza, sólo 
tiene, si el reclamante o usuario decide continuar su queja, el recurso al pleito 
en el Juzgado; el Arbitraje, una vez aceptado, en los términos de la Ley, es 
vinculante y, por tanto, obligatorio para ambas partes, teniendo éste último 
la ventaja de que crea un distintivo o pegatina que puede tener el efecto de 
promoción comercial ante el público. A continuación trascribimos este Real 
Decreto: 
 
 
“El artículo 51 de la Constitución insta a los poderes Públicos a garantizar la 
defensa de los consumidores y Usuarios, protegiendo, mediante 
procedimientos eficaces, su seguridad, salud y sus legítimos intereses 
económicos. 
La Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores 
y Usuarios, en el artículo 31 preveía que el Gobierno debía establecer, previa 
audiencia de los sectores interesados y de las asociaciones de consumidores 
y usuarios, un sistema arbitral que, sin formalidades especiales, atienda y 
resuelva con carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes, las quejas o 
reclamaciones de los consumidores o usuarios. 
Por Real Decreto 636/1993, de 3 mayo, se procedió a la regulación del 
Sistema Arbitral de Consumo. 
La Ley 44/2006, de 29 de diciembre, de mejora de la protección de los 
consumidores y usuarios, prevé en su disposición final sexta que en el plazo 
de un año desde su entrada en vigor, el Gobierno, contando con el parecer de 
las comunidades autónomas a través de la Conferencia Sectorial de Consumo 
y con audiencia del Consejo de Consumidores y Usuarios, dictará una nueva 
regulación del Sistema Arbitral de Consumo, regulando también el arbitraje 
virtual. 
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Asimismo, la disposición final sexta establece que reglamentariamente se 
determinarán los supuestos en que podrá interponerse reclamación ante la 
Junta Arbitral Nacional frente a las resoluciones de las Juntas Arbitrales  
territoriales sobre la admisión o inadmisión de las solicitudes de arbitraje, y 
los supuestos en los que actuará un árbitro único en la administración del 
arbitraje de consumo. 
Tras la aprobación del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, estas 
previsiones y el régimen legal general del arbitraje de consumo se recogen en 
sus artículos 57 y 58. 
Igualmente, es necesario adecuar la regulación del Sistema Arbitral de 
Consumo a la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. 
En este marco jurídico, este reglamento mantiene las características 
esenciales del arbitraje de consumo, introduciendo las modificaciones 
necesarias para incrementar la seguridad jurídica de las partes y la 
homogeneidad del sistema, como presupuestos necesarios para reforzar la 
confianza en él de empresas o profesionales y consumidores o usuarios, 
asegurando el recurso a este sistema extrajudicial de resolución de 
conflictos que, como tal, es de carácter voluntario. 
Con este objetivo, se resuelven en este real decreto cuestiones que, ante la 
falta de regulación expresa, habían sido objeto de controversias en las 
Juntas Arbitrales de Consumo, llevando a pronunciamientos dispares y a la 
disgregación del sistema. Se aclaran, en consecuencia, cuestiones tales como 
las materias que pueden ser objeto de arbitraje de consumo, la regulación 
aplicable a la actividad de las Juntas Arbitrales de Consumo y a los órganos a 
los que se encomienda la resolución del conflicto, la admisibilidad de la 
reconvención en el arbitraje de consumo y el papel de la mediación en el 
procedimiento arbitral, absteniéndose de regular este instituto de resolución 
de conflictos por congruencia con las competencias autonómicas sobre la 
materia. 
Adicionalmente, en orden al funcionamiento integrado del Sistema Arbitral 
de Consumo y para garantizar la seguridad jurídica de las partes, se 
establecen mecanismos que favorecen la previsibilidad del sistema. Para ello 
se crean dos instituciones fundamentales, la Comisión de las Juntas 
Arbitrales de Consumo y el Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo. 
A la primera, integrada por tres presidentes de Juntas Arbitrales de 
Consumo, se le encomienda la resolución de los recursos frente a la admisión 
o inadmisión de solicitudes de arbitraje con causa en la materia objeto de 
arbitraje, la emisión de informes técnicos, dictámenes o recomendaciones 
que faciliten la labor de los órganos 
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arbitrales y eviten pronunciamientos contradictorios y la emisión de informe 
preceptivo en la admisión de las ofertas públicas de adhesión limitada al 
Sistema Arbitral de Consumo. Este informe preceptivo es, además, vinculante 
cuando su pronunciamiento sea contrario a la admisibilidad de la oferta. 
Los miembros de la Comisión de las Juntas Arbitrales actuarán asistidos por 
dos bitros en representación de las asociaciones de consumidores y usuarios 
y de las organizaciones empresariales o profesionales. 
Con la doble finalidad de garantizar la transparencia en el funcionamiento del 
sistema y reforzar la seguridad jurídica de las partes, se introduce 
expresamente la publicidad de las resoluciones de la Comisión de las Juntas 
Arbitrales de Consumo y del resto de las informaciones relevantes sobre el 
Sistema Arbitral de Consumo. 
A la segunda de las instituciones señaladas, el Consejo General del Sistema 
Arbitral de Consumo, integrado por una amplia representación de la 
Administración General del Estado, de las Juntas Arbitrales de Consumo y de 
las organizaciones sociales, se le encomiendan las funciones relativas al 
establecimiento de criterios generales del funcionamiento del sistema, con 
idéntica finalidad a la señalada. 
Con los mismos fines, se establecen criterios claros sobre la competencia 
territorial de las Juntas Arbitrales que integran el Sistema Arbitral de 
Consumo, se apuesta decididamente por la capacitación de los árbitros, por la 
creación de colegios sectoriales y especializados, por las ofertas públicas de 
adhesión sin limitación o por la creación de un distintivo específico cuando se 
admitan ofertas públicas de adhesión limitadas, con el objeto de permitir al 
consumidor conocer de antemano la existencia de limitaciones y evitar la 
competencia desleal en el uso del distintivo de adhesión al sistema. 
Configurada la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo  y, en consecuencia, 
el uso del distintivo de adhesión como un elemento adicional de calidad que 
empresas y profesionales ofrecen a los consumidores y usuarios, se regula 
expresamente la retirada del uso de dicho distintivo a quienes no mantengan 
altos estándares de calidad en sus relaciones con los consumidores y usuarios 
En la regulación de los órganos arbitrales, se posibilita el conocimiento de los 
asuntos por un órgano unipersonal, cuando las partes lo acuerden o la escasa 
cuantía  y complejidad del asunto así lo aconsejen, y se establecen 
detalladamente las funciones del secretario arbitral. 
Manteniendo el antiformalismo del Sistema Arbitral de Consumo, se 
establecen con claridad los requisitos mínimos de la solicitud de arbitraje, se 
fija con precisión el momento de inicio del procedimiento arbitral, se apuesta 
por la utilización de las tecnologías en todas las fases del procedimiento, se 
garantizan los principios de audiencia, contradicción, igualdad de las partes y 
gratuidad, y se establecen de forma objetiva los plazos para dictar laudo, 
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asegurando que, aún cuando formalmente tales plazos se amplían, el laudo se 
dicta sin una demora irrazonable respecto de la fecha de solicitud. 
Asimismo, se flexibilizan los requisitos de la notificación de las actuaciones 
arbitrales estando al acuerdo de las partes y estableciendo la aplicación 
supletoria de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
Dos novedades de notable trascendencia se incorporan, por último, en este 
reglamento: la regulación del arbitraje de consumo electrónico y del arbitraje 
de consumo colectivo. 
En el arbitraje de consumo electrónico, que se sustanciará conforme a la 
regulación general prevista en el real decreto, se aborda la regulación de 
aquéllos aspectos concretos necesarios para su funcionamiento, tales como la 
determinación de la Junta Arbitral competente, el uso de la firma 
electrónica, el lugar del arbitraje y la notificación, introduciendo la 
publicación edictal electrónica ante la imposibilidad de la notificación en el 
lugar designado por las partes. 
En el arbitraje de consumo colectivo, al que igualmente le serán de aplicación 
las disposiciones generales del real decreto, se abordan expresamente sus 
particularidades en relación con la determinación de la competencia 
territorial de las Juntas, la iniciación del procedimiento, el llamamiento a los 
consumidores y usuarios cuyos intereses individuales pudieran haberse visto 
afectados por los hechos de los que trae su causa el arbitraje y la fecha de 
iniciación del plazo para dictar laudo, haciéndolo coincidir con la finalización 
del plazo para el llamamiento y, en consecuencia, con el momento en el que se 
habrán formalizado válidamente la mayor parte de los convenios arbitrales 
que permitirán el conocimiento y resolución de este arbitraje colectivo. 
La tramitación del arbitraje colectivo determinará la acumulación en este 
procedimiento de las solicitudes de arbitraje individual y la posibilidad de que 
el reclamado se oponga a tal tramitación individual. Adicionalmente, se prevé 
en la norma la acumulación de procedimientos individuales. 
Asimismo, haciendo uso de la facultad concedida por la disposición adicional 
única de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, se establece la 
decisión en equidad, salvo que las partes opten expresamente por el arbitraje 
en derecho, recordando la aplicación supletoria de la Ley en lo no previsto en 
este real decreto. 
La disposición final tercera modifica el texto del anexo del Real Decreto 
1163/2005, de 30 de septiembre, por el que se regula el distintivo público de 
confianza en los servicios de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico, así como los requisitos y el procedimiento de concesión, al objeto 
de incluir en la descripción del distintivo público de confianza en línea las 
medidas en píxeles propias de su utilización en formatos electrónicos. 
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Este real decreto se dicta en cumplimiento de lo dispuesto en la disposición 
final sexta de la Ley 44/2006, de 29 de diciembre, de mejora de la 
protección de los consumidores y usuarios, conforme a lo previsto los 
artículos 57 y 58 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, contando con el 
parecer de las comunidades autónomas a través de la Conferencia Sectorial 
de Consumo y con audiencia del Consejo de Consumidores y Usuarios y de las 
organizaciones empresariales. 
En su virtud, a propuesta de los Ministros de Sanidad y Consumo y de Justicia, 
con la aprobación previa de la Ministra de Administraciones Públicas, de 
acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 15 de febrero de 2008, 
  
D I S P O N G O : 
CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 
Artículo 1. Objeto. 
1. Esta norma tiene por objeto regular la organización del Sistema Arbitral 
de Consumo y el procedimiento del arbitraje de consumo. 
2. El Sistema Arbitral de Consumo es el arbitraje institucional de resolución 
extrajudicial, de carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes, de los 
conflictos surgidos entre los consumidores o usuarios y las empresas o 
profesionales en relación a los derechos legal o contractualmente reconocidos 
al consumidor. 
Artículo 2. Materias objeto de arbitraje de consumo. 
1. Únicamente podrán ser objeto de arbitraje de consumo los conflictos a que 
se refiere el artículo 1.2 que versen sobre materias de libre disposición de 
las partes conforme a derecho. 2. No obstante lo previsto en el apartado 
anterior, no podrán ser objeto de arbitraje de consumo los conflictos que 
versen sobre intoxicación, lesión, muerte o aquéllos en que existan indicios 
racionales de delito, incluida la responsabilidad por daños y perjuicios 
directamente derivada de ellos, conforme a lo previsto en el artículo 57.1 del 
Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias. 
Artículo 3. Regulación aplicable. 
1. El arbitraje de consumo se rige por lo dispuesto en la presente norma y, en 
lo no previsto en ella, por la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. 
2. La actividad de las Juntas Arbitrales de Consumo es de carácter 
administrativo, siéndoles de aplicación en lo no previsto expresamente en 
esta norma, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
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3. El arbitraje electrónico y los actos realizados por vía electrónica, en lo no 
previsto expresamente en esta norma, se regirá por lo dispuesto en la Ley 
11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
servicios públicos. 
Artículo 4. Organización del Sistema Arbitral de Consumo. 
El Sistema Arbitral de Consumo se organiza a través de las Juntas Arbitrales 
de Consumo, la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo, el Consejo 
General del Sistema Arbitral de Consumo y los órganos arbitrales. 
CAPÍTULO II 
Organización del Sistema Arbitral de Consumo 
SECCIÓN 1.ª JUNTAS ARBITRALES DE CONSUMO 
Artículo 5. Juntas Arbitrales de Consumo. 
1. Las Juntas Arbitrales de Consumo son los órganos administrativos de 
gestión del arbitraje institucional de consumo y prestan servicios de carácter 
técnico, administrativo y de secretaría, tanto a las partes como a los árbitros. 
2. Son Juntas Arbitrales de Consumo: 
a) La Junta Arbitral Nacional, adscrita al Instituto Nacional del Consumo 
b) Las Juntas Arbitrales territoriales constituidas mediante convenio de 
colaboración entre las Administraciones públicas y el Instituto Nacional del 
Consumo, en el que podrá preverse la constitución de delegaciones de la Junta 
Arbitral territorial, ya sean territoriales o sectoriales. 3. Las comunicaciones 
entre las Juntas Arbitrales de Consumo precisas para la administración del 
arbitraje se realizarán en el plazo de 10 días desde la fecha de entrada en la 
Junta Arbitral remitente de los documentos que deban trasladarse, salvo que 
en esta norma se prevea un plazo distinto. 
Artículo 6. Funciones de las Juntas Arbitrales de Consumo. 
Las Juntas Arbitrales de Consumo desempeñan las siguientes funciones: 
a) Fomentar el arbitraje de consumo entre empresas o profesionales, 
consumidores o usuarios y sus respectivas asociaciones, procurando la 
adhesión de las empresas o profesionales al Sistema Arbitral de Consumo 
mediante la realización de ofertas públicas de adhesión. 
b) Resolver sobre las ofertas públicas de adhesión y conceder o retirar el 
distintivo de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo, así como gestionar y 
mantener actualizados los datos de las empresas o profesionales que estén 
adheridos al Sistema Arbitral de Consumo a través de la Junta Arbitral de 
Consumo. 
c) Comunicar al registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral 
de Consumo los datos actualizados de las empresas o profesionales que hayan 
realizado ofertas públicas de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo a 
través de la Junta Arbitral de Consumo. 
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d) Dar publicidad de las empresas o profesionales adheridos al Sistema 
Arbitral de Consumo mediante ofertas públicas de adhesión, en particular en 
el respectivo ámbito territorial. 
e) Elaborar y actualizar la lista de árbitros acreditados ante la Junta Arbitral 
de Consumo.  
f) Asegurar el recurso a la mediación previa al conocimiento del conflicto por 
los órganos arbitrales, salvo que no proceda conforme a lo previsto en el 
artículo 38. 
g) Gestionar el archivo arbitral, en el que se conservarán y custodiarán los 
expedientes arbitrales. 
h) Llevar los libros de registro relativos a los procedimientos arbitrales a 
través de las aplicaciones informáticas correspondientes y, en su defecto, 
manualmente. 
i) Gestionar, custodiar o depositar ante la institución que se acuerde los 
bienes y objetos afectos a los expedientes arbitrales, cuando lo acuerde el 
órgano arbitral que conozca del conflicto o el presidente de la Junta Arbitral, 
a solicitud de las partes antes de la designación del órgano arbitral. 
j) Impulsar y gestionar los procedimientos arbitrales de consumo. 
k) Proveer de medios y realizar las actuaciones necesarias para el mejor 
ejercicio de las funciones de los órganos arbitrales y, en su caso, de los 
mediadores. 
l) Gestionar un registro de laudos emitidos, cuyo contenido, respetando la 
privacidad de las partes, será público. 
m) Poner a disposición de los consumidores o usuarios y de las empresas o 
profesionales formularios de solicitud de arbitraje, contestación y 
aceptación, así como de ofertas públicas de adhesión al Sistema Arbitral de  
Consumo. 
n) En general, cualquier actividad relacionada con el apoyo y soporte a los 
órganos arbitrales para la resolución de los conflictos que se sometan a la 
Junta Arbitral de Consumo. 
Artículo 7. Composición de las Juntas Arbitrales de Consumo. 
1. Las Juntas Arbitrales de Consumo estarán integradas por su presidente y 
el secretario, cargos que deberán recaer en personal al servicio de las 
Administraciones públicas, y por el personal de apoyo adscrito a dicho órgano. 
El presidente y el secretario de la Junta Arbitral de Consumo serán 
designados por la Administración de la que dependa la Junta, publicándose su 
nombramiento en el diario oficial que corresponda al ámbito territorial de la 
Junta Arbitral de Consumo. 
2. Salvo lo dispuesto en el artículo 36, las resoluciones de los presidentes de 
las Juntas Arbitrales de Consumo podrán fin a la vía administrativa. 
3. El secretario de la Junta Arbitral de Consumo garantizará el 
funcionamiento administrativo de la  Junta, siendo responsable de las 
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notificaciones de los actos de la Junta, que se efectuarán conforme a lo 
dispuesto en los artículos 58 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. 
Cuando se creen delegaciones territoriales o sectoriales de la Junta Arbitral 
de Consumo, se podrán designar presidentes y secretarios de la delegación 
territorial o sectorial. 
Lo previsto en el párrafo anterior, se entenderá sin perjuicio de la capacidad 
del presidente de la Junta Arbitral de Consumo para designar órganos 
arbitrales que conozcan de los conflictos en los ámbitos territoriales en los 
que no exista Junta Arbitral territorial o delegaciones de la Junta Arbitral 
de Consumo. 
Artículo 8. Competencias para conocer de las solicitudes individuales de 
arbitraje. 
1. Será competente para conocer de las solicitudes individuales de arbitraje 
de los consumidores o usuarios, la Junta Arbitral de Consumo a la que ambas 
partes, de común acuerdo, sometan la resolución del conflicto. 
2. En defecto de acuerdo de las partes, será competente la Junta Arbitral 
territorial en la que tenga su domicilio el consumidor, salvo lo previsto en el 
apartado siguiente. 
Si conforme a este criterio existieran varias Juntas Arbitrales territoriales 
competentes, conocerá el asunto la de inferior ámbito territorial.  
3. Cuando exista una limitación territorial en la oferta pública de adhesión al 
Sistema Arbitral de Consumo, será competente la Junta Arbitral de Consumo 
a la que se haya adherido la empresa o profesional, y si éstas fueran varias, 
aquélla por la que opté el consumidor. 
SECCIÓN 2.ª COMISIÓN DE LAS JUNTAS ARBITRALES DE CONSUMO 
Artículo 9. Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo. 
La Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo es un órgano colegiado, 
adscrito funcionalmente al Instituto Nacional del Consumo a través de la 
Junta Arbitral Nacional, con competencia para el establecimiento de 
criterios homogéneos en el Sistema Arbitral de Consumo y la resolución de 
los recursos frente a las resoluciones de los presidentes de las Juntas 
Arbitrales de Consumo en los supuestos previstos en el artículo 36. 
Artículo 10. Composición y funcionamiento. 
1. La Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo estará integrada por su 
presidente, que será el presidente de la Junta Arbitral Nacional, y dos 
vocales designados, por un período de dos años, por el Consejo General del 
Sistema Arbitral de Consumo, entre los presidentes de las Juntas Arbitrales 
territoriales. 
El secretario de la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo, que asistirá 
a las reuniones con voz, pero sin voto, será designado entre el personal del 
Instituto Nacional del Consumo. 
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2. La Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo estará asistida por dos 
árbitros designados, por un período de dos años por el Consejo General del 
Sistema Arbitral de Consumo, entre los árbitros propuestos por los 
representantes en dicho órgano del Consejo de Consumidores y Usuarios y de 
las organizaciones empresariales y profesionales. 
3. Los vocales y árbitros designados por el Consejo podrán ser reelegidos por 
un máximo de tres mandatos, procediéndose a la cobertura de las vacantes 
que se produzcan mediante nueva designación del Consejo por el tiempo que 
reste de mandato al vocal o árbitro sustituido.  
4. En caso de vacante, ausencia o enfermedad el presidente será sustituido 
por el vocal más antiguo en el cargo. 
5. Los acuerdos de la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo se 
adoptarán por mayoría de votos emitidos entendiéndose válidamente 
adoptados si en la votación concurren, al menos, una mayoría de sus miembros. 
Artículo 11. Competencias de la Comisión de las Juntas Arbitrales de 
Consumo. 
Son competencias de la Comisión de las Juntas Arbitrajes de Consumo: 
1. La resolución de los recursos que planteen las partes sobre la admisión o 
inadmisión a trámite de una solicitud de arbitraje, conforme a lo previsto en 
el artículo 36. 
2. La emisión de informes técnicos, dictámenes o recomendaciones que sirvan 
de apoyo a los árbitros en el ejercicio de sus funciones, en particular ante la 
existencia de laudos contradictorios que lleguen a pronunciamientos 
divergentes ante hechos, fundamentos y pretensiones sustancialmente 
iguales. Los informes, dictámenes o recomendaciones salvaguardan la 
independencia e imparcialidad de los árbitros que, motivadamente, podrán 
apartarse de su contenido. 
Los informes, dictámenes o recomendaciones se emitirán a iniciativa de los 
presidentes de las Juntas Arbitrales, de los árbitros o de las partes en el 
procedimiento arbitral, en el plazo máximo de 30 días a contar desde el 
siguiente a la recepción de la solicitud por la Comisión de las Juntas 
Arbitrales de Consumo y publicados en la página Web del Instituto Nacional 
del Consumo. 
Los informes, dictámenes o recomendaciones, para cuya emisión podrá 
recabarse de las Juntas Arbitrales toda la documentación e información que 
se considere oportuna, serán públicos y deberán ser notificados por la 
secretaría de la Comisión a las Juntas Arbitrales de Consumo y a sus 
delegaciones. 
3. La emisión del informe preceptivo en la admisión de ofertas publicas de 
adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo. El informe negativo de la 
Comisión será, además, vinculante para la Junta Arbitral de Consumo.  
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El informe, que tendrá en cuenta las directrices fijadas por el Consejo 
General del Sistema Arbitral de Consumo y, en su caso, las razones alegadas 
por la Junta Arbitral competente para resolver, se pronunciará igualmente 
sobre la procedencia de conceder el distintivo de adhesión limitada al 
Sistema Arbitral de Consumo.  
4. La emisión del informe preceptivo y no vinculante en el procedimiento de 
retirada de la acreditación como árbitro del Sistema Arbitral de Consumo, 
en los casos previstos en el artículo 23.1.  
5. Los informes previstos en los apartados 3 y 4 se emitirán en el plazo de 15 
días desde el siguiente a la recepción en la Comisión de la solicitud de la Junta 
Arbitral competente. 
SECCIÓN 3.ª CONSEJO GENERAL DEL SISTEMA ARBITRAL DE 
CONSUMO 
Artículo 12. Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo. 
El Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo es el órgano colegiado, 
adscrito funcionalmente al Instituto Nacional del Consumo, de 
representación y participación en materia de arbitraje de consumo. 
Artículo 13. Composición del Consejo General del Sistema Arbitral de 
Consumo. 
1. El Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo estará constituido por 
el presidente, el vicepresidente y los consejeros. 
2. El presidente del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo es el 
Presidente del Instituto Nacional del Consumo  
3. El vicepresidente del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo es 
el Director del Instituto Nacional del Consumo 
4. Son consejeros del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo: 
a) El presidente de la Junta Arbitral Nacional  
b) Cuatro presidentes de las Juntas Arbitrales territoriales, designados de 
forma paritaria respectivamente por la Comisión de Cooperación de Consumo 
y por la asociación de mayor implantación en el ámbito estatal representativa 
de las entidades locales. 
c) Un representante del Ministerio de Justicia, designado por el 
Subsecretario de este Departamento.  
d) Un representante del Ministerio de Administraciones Públicas, designado 
por el Subsecretario de este Departamento. 
e) Un representante del Ministerio de Economía y Hacienda, designado por el 
Subsecretario de este Departamento. 
f) Un representante del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, 
designado por el Subsecretario de este Departamento. 
g) Dos representantes de la Administración de consumo de las comunidades 
autónomas o ciudades con Estatuto de Autonomía, uno, el Presidente del 
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Grupo de Trabajo de Arbitraje de la Comisión de Cooperación de Consumo, y 
otro designado por la propia Comisión  
h) Dos representantes de la asociación de mayor implantación en el ámbito 
estatal representativa de las Entidades Locales. 
i) Tres representantes del Consejo de Consumidores y Usuarios, designados 
por este órgano de consulta y representación institucional de los 
consumidores y usuarios a través de sus organizaciones.  
j) Dos representantes de las organizaciones empresariales y profesionales, 
al menos uno de los cuales representará a las PYMES, designados por las 
organizaciones más representativas de ámbito estatal.  
k) Un representante del Consejo Superior de las Cámaras de Comercio, 
designado por este órgano. 
l) Un representante del Consejo General de la Abogacía, designado por este 
órgano. 
La duración del mandato de los consejeros no natos será de cuatro años, 
cesando en el cargo por renuncia, revocación de la designación, incapacidad 
permanente apreciada por el pleno del Consejo General del Sistema Arbitral 
de Consumo, previa audiencia del interesado, o por finalización del mandato. 
5. La secretaría será desempeñada por el titular de la Subdirección General 
de Normativa y Arbitraje del Consumo del Instituto Nacional del Consumo. 
Artículo 14. Funcionamiento del Consejo General del Sistema Arbitral de 
Consumo. 
1. El Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo funcionará en pleno y 
en secciones  
2. El pleno del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo, que se 
reunirá al menos una vez al año, se considerará válidamente constituido 
cuando concurran al menos la mitad de los vocales, adoptándose sus acuerdos 
por mayoría de los votos emitidos. En caso de empate, el voto del presidente 
actuará como voto dirimente. 
3. El Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo decidirá las secciones 
permanentes o temporales que constituye para el estudio, análisis o 
seguimiento de asuntos específicos, determinándose su composición y 
funcionamiento en el momento de su constitución. 
4. La asistencia técnica a las secciones se prestará por el Instituto Nacional 
del Consumo. 
Artículo 15. Funciones del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo. 
Son funciones del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo: 
a) El seguimiento, apoyo y las propuestas de mejora del Sistema Arbitral de 
Consumo. 
b) La aprobación de la memoria anual del Sistema Arbitral de Consumo  
c) La aprobación de los programas comunes de formación de los árbitros y la 
fijación de los criterios de honorabilidad y cualificación para su acreditación. 
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d) La elaboración de directrices generales sobre los supuestos de admisión 
de las ofertas públicas de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo. 
e) La aprobación de planes estratégicos de impulso del Sistema Arbitral de 
Consumo. 
f) La propuesta de convenios marco de constitución de las Juntas Arbitrales 
territoriales. 
g) La designación de los miembros no natos de la Comisión de las Juntas 
Arbitrales de Consumo. 
h) La habilitación de instrumentos que favorezcan la cooperación y 
comunicación entre las Juntas Arbitrales de Consumo y los árbitros. 
i) La edición y divulgación de los informes técnicos, dictámenes y 
recomendaciones de la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo y de los 
laudos dictados por las Juntas Arbitrales de Consumo. 
j) El establecimiento de criterios homogéneos sobre la creación de órganos 
arbitrales sectoriales y especializados. 
k) El resto de las funciones previstas legal o reglamentariamente y, en su 
caso, las que le encomiende el Instituto Nacional del Consumo y la Conferencia 
Sectorial de Consumo. 
SECCIÓN 4.ª ÓRGANOS ARBITRALES 
Artículo 16. Propuesta de árbitros y lista de árbitros acreditados. 
1. La Administración, entre personal a su servicio, las asociaciones de 
consumidores y usuarios inscritas en el Registro estatal de asociaciones de 
consumidores y usuarios o que reúnan los requisitos exigidos por la normativa 
autonómica que les resulte de aplicación, las organizaciones empresariales o 
profesionales legalmente constituidas y, en su caso, las Cámaras de Comercio, 
propondrán al presidente de la Junta Arbitral de Consumo las personas que 
actuarán como árbitros en los procedimientos arbitrales que se sustancien en 
ella.  
2. Las personas propuestas deberán solicitar al presidente de la Junta 
Arbitral de Consumo su acreditación para actuar ante ella. Dicha solicitud 
implicará la aceptación de su inclusión en la lista de árbitros acreditados ante 
la Junta Arbitral de Consumo y la aceptación del cargo de árbitro en los 
procedimientos en que sea designado como tal. 
3. Concedida la acreditación, ésta se notificará a las personas propuestas, 
procediéndose a su inclusión en la lista de árbitros acreditados ante la Junta 
Arbitral de Consumo, que será pública. 
4. El secretario de la Junta Arbitral de Consumo mantendrá 
permanentemente actualizada la lista de árbitros acreditados ante la 
respectiva Junta Arbitral de Consumo y las listas de árbitros especializados 
acreditados para conocer los conflictos que, conforme a los criterios del 
Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo, deban ser resueltos por 
órganos arbitrales especializados.  
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Artículo 17. Acreditación de los árbitros. 
La acreditación de los árbitros para participar en los órganos arbitrales del 
Sistema Arbitral de Consumo se realizará por el presidente de la Junta 
Arbitral de Consumo en la que hayan de intervenir, atendiendo a los requisitos 
de honorabilidad y cualificación establecidos por el Consejo General del 
Sistema Arbitral de Consumo. 
En todo caso, además, los árbitros acreditados a propuesta de la 
Administración deberán ser licenciados en derecho, ya resuelvan en equidad 
o en derecho. 
Tales requisitos, de carácter objetivo, serán públicos. 
El presidente de la Junta Arbitral de Consumo se entenderá acreditado en 
todo caso para actuar como árbitro. 
Artículo 18. Órganos arbitrales. 
1. Los órganos arbitrales, unipersonales o colegiados, son los competentes 
para decidir sobre la solución de los conflictos. 
2. El órgano arbitral estará asistido por el secretario arbitral, al que 
corresponde: 
a) Velar por el cumplimiento de todas las decisiones que adopten los órganos 
arbitrales en el ejercicio de su función. 
b) Dejar constancia de la realización de actos procedimentales por el órgano 
arbitral o ante éste y de la producción de hechos con trascendencia 
procedimental mediante las oportunas diligencias. Cuando se utilicen medios 
técnicos de grabación o reproducción, el secretario arbitral garantizará la 
autenticidad e integridad de lo grabado o reproducido. 
c) Asegurar el funcionamiento del registro de recepción de documentos que 
se incorporen a las actuaciones arbitrales, expidiendo en su caso las 
certificaciones que en esta materia sean solicitadas por las partes. 
d) Expedir certificaciones de las actuaciones arbitrales no reservada a las 
partes, con expresión de su destinatario y el fin para el cual se solicitan. 
e) Documentar y formar los expedientes del procedimiento arbitral, dejando 
constancia de las resoluciones que se dicten. 
f) Facilitar a las partes interesadas y a cuantos manifiesten y justifiquen un 
interés legítimo y directo, la información que soliciten sobre el estado de las 
actuaciones arbitrales no declaradas reservadas. 
g) Ordenar e impulsar el procedimiento, salvo en las actuaciones reservadas 
a los árbitros.  
h) Levantar acta de las audiencias. 
i) Realizar las notificaciones de las actuaciones arbitrales. 
El secretario arbitral será el secretario de la Junta Arbitral de Consumo o el 
designado por el presidente de la Junta Arbitral de Consumo, entre el 
personal que preste servicios en ella, con carácter permanente o para un 
procedimiento o procedimientos concretos. 
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3. Sobre los actos de ordenación, tramitación e impulso del procedimiento 
reservados a los órganos arbitrales resolverá el presidente del colegio 
arbitral en el caso de los órganos colegiados. 
Artículo 19. Órganos arbitrales unipersonales. 
1. Conocerá de los asuntos un árbitro único: 
a) Cuando las partes así lo acuerden 
b) Cuando lo acuerde el presidente de la Junta Arbitral de Consumo, siempre 
que la cuantía de la controversia sea inferior a 300 € y que la falta de 
complejidad del asunto así lo aconseje. 
2. Las partes podrán oponerse a la designación de un árbitro único, en cuyo 
caso se procederá a designar un colegio arbitral. 
3. El árbitro único será designado entre los árbitros acreditados propuestos 
por la Administración pública, salvo que las partes, de común acuerdo, 
soliciten por razones de especialidad que dicha designación recaiga en otro 
árbitro acreditado. 
Artículo 20. Órganos arbitrales colegiados. 
1. En los supuestos no previstos en el artículo anterior, conocerá de los 
asuntos un colegio arbitral integrado por tres árbitros acreditados elegidos 
cada uno de ellos entre los propuestos por la Administración, las asociaciones 
de consumidores y usuarios y las organizaciones empresariales o 
profesionales. Los tres árbitros actuarán de forma colegiada, asumiendo la 
presidencia el árbitro propuesto por la Administración. 
2. Las partes de común acuerdo podrán solicitar la designación de un 
presidente del órgano arbitral colegiado distinto del árbitro propuesto por la 
Administración pública, cuando la especialidad de la reclamación así lo 
requiera o en el supuesto de que la reclamación se dirija contra una entidad 
pública vinculada a la Administración a la que esté adscrita la Junta Arbitral 
de Consumo.  
Artículo 21. Designación de los árbitros en el procedimiento arbitral. 
1. La designación de los árbitros que deban conocer sobre los respectivos 
procedimientos arbitrales corresponde al presidente de la Junta Arbitral de 
Consumo.  
En los arbitrajes que deban decidirse en derecho, los árbitros designados 
entre los acreditados a propuesta de las asociaciones de consumidores y 
usuarios y de las organizaciones empresariales o profesionales, deberán ser 
licenciados en derecho. 
2. La designación de árbitros se realizará por turno, entre los que figuren en 
la lista de árbitros acreditados ante la Junta Arbitral de Consumo, general o 
de árbitros especializados, en aquéllos supuestos en que, conforme a los 
criterios del consejo general del Sistema Arbitral de Consumo, deban conocer 
los asuntos órganos arbitrales especializados. 
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3. En el mismo acto el presidente designará, igualmente por turno, árbitros 
suplentes, sin que tal nombramiento implique que corra su turno para 
ulteriores designaciones como árbitros titulares. 
Artículo 22. Abstención y recusación de los árbitros. 
1. Los árbitros actuarán en el ejercicio de su función con la debida 
independencia, imparcialidad y confidencialidad. 
No podrán actuar como árbitros quienes hayan intervenido como mediadores 
en el mismo asunto o en cualquier otro que tuviera relación estrecha con aquel. 
2. Las partes podrán recusar a los árbitros en el plazo de diez días desde la 
fecha en que les sea notificada su designación para decidir el conflicto o 
desde el conocimiento de cualquier circunstancia que dé lugar a dudas 
justificadas sobre su imparcialidad o independencia. 
3. Planteada la recusación, el árbitro recusado deberá decidir si renuncia a 
su cargo en un plazo de 48 horas. Si examinadas las razones alegadas, el 
árbitro recusado decide no renunciar a su cargo, en el plazo de cuarenta y 
ocho horas, el presidente de la Junta Arbitral de Consumo resolverá sobre la 
recusación, previa audiencia del árbitro y, en su caso, del resto de los árbitros 
del colegio arbitral. 
La resolución aceptando o rechazando la recusación, que deberá ser motivada, 
será notificada al árbitro, al resto de los miembros del colegio arbitral y a 
las partes. 
4. Si el árbitro recusado tuviera la condición de presidente de la Junta 
Arbitral de Consumo, aceptará la recusación planteada. 
5. Aceptada la recusación, se procederá al llamamiento del árbitro suplente 
y a la designación de un nuevo árbitro suplente, en la misma forma en que fue 
designado el sustituido. El nuevo árbitro decidirá si continúa el procedimiento 
iniciado, dándose por enterado de las actuaciones practicadas o si ha lugar a 
repetir actuaciones ya practicadas. 
Si el nuevo árbitro o árbitros decidieran que se repitieran actuaciones, se 
acordará una prórroga por el tiempo necesario para practicarlas, que no podrá 
ser superior a dos meses. 
6. Si no prosperase la recusación planteada, la parte que la instó podrá hacer 
valer la recusación al impugnar el laudo. 
7. El procedimiento quedará en suspenso mientras no se haya decidido sobre 
la recusación, ampliándose el plazo para dictar laudo previsto en el artículo 
49 por el tiempo que haya durado la suspensión y, en su caso, por el tiempo 
que se haya acordado de prorroga conforme a lo previsto en el apartado 5. 
Artículo 23. Retirada de la acreditación a los árbitros. 
1. El presidente de la Junta Arbitral de Consumo ante la que esté acreditado 
el árbitro, le retirará la acreditación cuando deje de reunir los requisitos 
exigidos para ella, conforme al artículo 17 y, previo informe preceptivo de la 
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Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo, cuando incumpla o haga 
dejación de sus funciones. 
En el procedimiento de retirada de la acreditación, que podrá iniciarse de 
oficio o por denuncia de parte interesada, serán oídos en todo caso el árbitro 
y, en su caso, la entidad que lo propuso. 
2. La competencia para retirar la acreditación como árbitro al presidente de 
la Junta Arbitral de Consumo corresponde a la Administración que lo designó, 
conforme a lo previsto en el artículo 7.1, debiendo ajustarse al procedimiento 
establecido en el apartado anterior. 
3. La retirada de la acreditación para actuar como árbitro del Sistema 
Arbitral de Consumo se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
19 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, respecto de la falta 
o imposibilidad de ejercicio de las funciones arbitrales en el curso de un 
procedimiento arbitral. No obstante, en tales casos la pretensión de remoción 
se sustanciará conforme a lo dispuesto en los apartados precedentes. 
CAPÍTULO III 
Convenio arbitral 
Artículo 24. Convenio Arbitral. 
1. El convenio arbitral, que podrá adoptar la forma de cláusula incorporada a 
un contrato o de acuerdo independiente de las partes, deberá expresar la 
voluntad de las partes de resolver a través del Sistema Arbitral de Consumo 
las controversias que puedan surgir o hayan surgido en una relación jurídica 
de consumo. 
El convenio arbitral deberá constar por escrito, en un documento firmado por 
las partes o en intercambio de cartas, telegramas, telex, fax u otros medios 
de comunicación electrónica que permitan tener constancia del acuerdo, 
considerándose cumplido este requisito cuando el convenio arbitral conste y 
sea accesible para su ulterior consulta en soporte electrónico, óptico o de 
otro tipo. 
2. Cuando exista oferta pública de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo, 
el convenio arbitral estará válidamente formalizado por la mera presentación 
de la solicitud, siempre que coincida con el ámbito de la oferta. 
3. Igualmente, se entenderá válidamente formalizado el convenio arbitral por 
la mera presentación de la solicitud si consta acreditado que ésta se 
formaliza durante el tiempo en el que la empresa o profesional utiliza el 
distintivo público de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo, aún cuando 
carezca del derecho a tal uso conforme a lo previsto en esta norma. 
4. En caso de que no conste la existencia de convenio arbitral en cualquiera 
de las formas señaladas en los apartados precedentes, la Junta Arbitral de 
Consumo, recibida una solicitud de arbitraje dará traslado al reclamado para 
su aceptación, conforme a lo previsto en el artículo 37.3, apartado b). 
Artículo 25. Oferta pública de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo. 
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1. Las empresas o profesionales podrán formular por escrito, por vía 
electrónica a través del procedimiento previsto en el capítulo V, sección 1.ª, 
o en cualquier otro soporte que permita tener constancia de la presentación 
y de su autenticidad, una oferta unilateral de adhesión al Sistema Arbitral 
de Consumo que tendrá carácter público. 
En la oferta pública de adhesión se expresará si se opta por que el arbitraje 
se resuelva en derecho o en equidad, así como, en su caso, el plazo de validez 
de la oferta y si se acepta la mediación previa al conocimiento del conflicto 
por los órganos arbitrales. En el supuesto de no constar cualquiera de estos 
extremos, la oferta se entenderá realizada en equidad, por tiempo indefinido 
y con aceptación de la mediación previa.  
2. La oferta pública de adhesión será única y se entenderá realizada a todo 
el Sistema Arbitral de Consumo. 
3. A efectos de lo dispuesto en este capítulo no se considerarán ofertas 
públicas de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo, aquéllas que 
tengan carácter temporal, siempre que la adhesión se realice por un período 
no inferior a un año, o aquéllas que limiten la adhesión a las Juntas Arbitrales 
de Consumo correspondientes al territorio en el que la empresa o profesional 
desarrolle principalmente su actividad.  
En todo caso, se entiende que la empresa o profesional desarrolla 
principalmente su actividad en un determinado territorio cuando comercialice 
sus bienes y servicios exclusivamente a través de establecimientos abiertos 
al público en dicho ámbito territorial. 
Tampoco se considerará oferta pública de adhesión limitada aquélla que 
condicione el conocimiento del conflicto a través del Sistema Arbitral de 
Consumo a la previa presentación de la reclamación ante los mecanismos de 
solución de conflictos habilitados por la empresa o profesional, siempre que 
el recurso a tales mecanismos sea gratuito y se preste información sobre su 
existencia y modo de acceder a ellos en la información precontractual y en el 
contrato. 
4. La oferta pública de adhesión, ya sea total o limitada, así como su denuncia 
habrá de efectuarse por el representante legal de la empresa o profesional 
con poder de disposición, previo acuerdo, en su caso, del órgano de gobierno 
correspondiente. 
Artículo 26. Oferta pública de adhesión limitada al Sistema Arbitral de 
Consumo. 
Podrán admitirse ofertas públicas de adhesión limitada al Sistema Arbitral 
de Consumo, en particular, en sectores que presenten un importante número 
de consultas y reclamaciones o en los que no exista una suficiente 
implantación del sistema, previo informe preceptivo de la Comisión de las 
Juntas Arbitrales de Consumo. El informe negativo a la admisión de la oferta 
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pública de adhesión limitada será, además, vinculante para la Junta Arbitral 
de Consumo. 
Artículo 27. Competencia territorial para resolver sobre las ofertas públicas 
de adhesión. 
1. Será competente para conocer de las ofertas públicas de adhesión al 
Sistema Arbitral de Consumo, la Junta Arbitral correspondiente al ámbito 
territorial en el que la empresa o profesional desarrolle principalmente su 
actividad. Si en el ámbito territorial en el que la empresa o profesional 
desarrolla principalmente su actividad existieran varias Juntas Arbitrales, 
será competente la Junta Arbitral de superior ámbito territorial. 
2. La Junta Arbitral de Consumo ante la que se haya presentado la oferta 
pública de adhesión la trasladará a la Junta Arbitral competente para 
resolver en un plazo máximo de diez días. 
3. La Junta Arbitral de Consumo notificará a la Comisión de las Juntas 
Arbitrales de Consumo la resolución que adopte en la tramitación de las 
ofertas públicas de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo.  
Artículo 28. Distintivo de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo. 
1. El presidente de la Junta Arbitral de Consumo competente para conocer 
de la oferta pública de adhesión, resolverá motivadamente sobre su 
aceptación o rechazo y, en caso de aceptarla, otorgará a la empresa o 
profesional el distintivo oficial que figura en el anexo I. 
2. La resolución en la que se acuerde la admisión de una oferta pública de 
adhesión limitada, contendrá un pronunciamiento expreso sobre la 
procedencia de otorgar el distintivo previsto en el anexo II, en el que conste 
explícitamente y de forma clara, que se trata de una oferta limitada. 
En todo caso, atendiendo al contenido de la limitación el presidente de la 
Junta Arbitral podrá aceptar la oferta pública de adhesión limitada, negando 
el derecho a utilizar el distintivo oficial. 
3. El distintivo de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo podrá figurar en 
castellano o en las demás lenguas cooficiales del Estado en las respectivas 
comunidades autónomas donde se utilice. 
4. Las empresas o profesionales adheridos al Sistema Arbitral de Consumo 
podrán utilizar en sus comunicaciones comerciales el distintivo oficial 
concedido. En el caso de ofertas públicas de adhesión limitada, las 
comunicaciones comerciales en las que se utilice el distintivo oficial concedido 
deberán poner a disposición del consumidor el modo de acceder a la 
información sobre el ámbito de la oferta de adhesión realizada. 
5. La concesión del distintivo público de adhesión al Sistema Arbitral de 
Consumo y su retirada, se publicará en el diario oficial que corresponda al 
ámbito territorial de la Junta Arbitral de Consumo competente para adoptar 
las respectivas resoluciones. 
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Artículo 29. Denuncia de la oferta pública de adhesión al Sistema Arbitral de 
Consumo.  
1. Los empresas o profesionales que hubiesen realizado oferta pública de 
adhesión al Sistema Arbitral de Consumo, podrán denunciar dicha oferta ante 
la Junta Arbitral de Consumo competente conforme a lo previsto en el 
artículo 27, por escrito, por vía electrónica a través del procedimiento 
previsto en el capítulo V, sección 1.ª o en cualquier soporte que permita tener 
constancia de la denuncia y de su autenticidad. 
Desde la fecha en que se produzca la comunicación de la denuncia a la Junta 
Arbitral competente la empresa o profesional perderá el derecho a usar el 
distintivo oficial. 
Si incumpliendo lo previsto en el párrafo anterior, la empresa o profesional 
continuara utilizando el distintivo, se entenderán válidamente formalizados 
los convenios arbitrales en los que concurran las circunstancias previstas en 
el artículo 24.3. 
2. La denuncia tendrá efectos a partir de los 30 días naturales de su 
comunicación a la Junta Arbitral, salvo que en la oferta pública de adhesión 
se prevea un plazo distinto o en la denuncia se establezca un plazo mayor. 
3. La denuncia no afectará a los convenios arbitrales válidamente 
formalizados con anterioridad a la fecha en que esta deba surtir efecto. 
Artículo 30. Retirada del distintivo de empresa adherida al Sistema Arbitral 
de Consumo. 
1. Se perderá el derecho al uso del distintivo de empresa adherida y, en su 
caso, se procederá a la baja en el registro público de empresas adheridas al 
Sistema Arbitral de Consumo por las siguientes causas: 
a) Expiración del plazo para el que se realizó la oferta pública de adhesión o 
denuncia de dicha oferta, conforme a lo previsto en el artículo anterior. 
b) Utilización fraudulenta o engañosa del distintivo. 
c) Incumplimiento reiterado de los laudos  
d) Reiteradas infracciones calificadas como graves o muy graves en materia 
de protección al consumidor y usuario, sancionadas, con carácter firme, por 
las Administraciones públicas competentes. 
e) Realización de prácticas, constatadas por las Administraciones públicas 
competentes en materia de protección al consumidor y usuario, que lesionen 
gravemente los derechos e intereses legítimos de los consumidores y 
usuarios. 
2. El presidente de la Junta Arbitral que hubiera concedido el distintivo 
oficial, previa audiencia de la empresa o profesional, dictará resolución 
motivada de retirada del distinto de adhesión y, en su caso, de baja en el 
registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de Consumo, 
excepto en los supuestos previstos en la letra a) del apartado anterior, en el 
que no será precisa la motivación. 
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3. La retirada del distintivo determinará la pérdida del derecho de las 
empresas y profesionales a su uso en cualquier actividad o comunicación. 
Artículo 31. Registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de 
Consumo.  
1. Se crea el registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de 
Consumo, que será gestionado por el Instituto Nacional de Consumo. 
2. A través del procedimiento normalizado que se habilite, las Juntas 
Arbitrales de Consumo notificarán al registro las ofertas públicas de 
adhesión o su denuncia, así como los acuerdos de concesión o retirada del 
distintivo de empresas adheridas y cualquier modificación conocida que 
afecte a los datos de estas empresas o profesionales. 
3. El registro comunicará a todas las Juntas Arbitrales y a sus delegaciones 
de forma inmediata y en todo caso, en un plazo que no excederá de cinco días, 
las modificaciones registrales producidas. 
4. El Instituto Nacional del Consumo y las Juntas Arbitrales de Consumo 
facilitarán el acceso a la información del registro público de empresas 
adheridas al Sistema Arbitral de Consumo, que tendrá carácter público, de 
forma rápida y gratuita, especialmente por vía electrónica.  
Artículo 32. Fomento de la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo. 
1. Las Administraciones públicas instarán a las empresas o entidades 
pertenecientes al sector público o a las concesionarias que comercialicen 
bienes o servicios destinados a consumidores o usuarios en régimen de 
derecho privado, a presentar oferta publica de adhesión al Sistema Arbitral 
de Consumo. 
2. Las Administraciones públicas podrán establecer incentivos en el ámbito 
de sus competencias para las empresas o profesionales, que faciliten el 
acceso a la justicia de consumidores y usuarios, mediante la oferta pública de 
adhesión al Sistema Arbitral de Consumo. 
 
CAPÍTULO IV 
Procedimiento arbitral 
Artículo 33. Normas aplicables a la solución del litigio. 
1. El arbitraje de consumo se decidirá en equidad, salvo que las partes opten 
expresamente por la decisión en derecho. 
Si, conforme a lo previsto en el artículo 25.1, la oferta publica de adhesión al 
Sistema Arbitral de Consumo se hubiera realizado al arbitraje en derecho y 
salvo que el consumidor o usuario haya aceptado expresamente dicho 
arbitraje en su solicitud, se comunicará este hecho al reclamante para que 
manifieste su conformidad con la decisión en derecho. En caso de no estar de 
acuerdo, se tratará la solicitud como si fuera dirigida a una empresa 
no adherida . 
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2. Las normas jurídicas aplicables y las estipulaciones del contrato servirán 
de apoyo a la decisión en equidad que, en todo caso, deberá ser motivada. 
3. Cuando el arbitraje de consumo deba resolverse en derecho y tenga 
carácter internacional, según lo previsto en la Ley 60/2003, de 23 de 
diciembre, la determinación de la legislación aplicable al fondo del asunto se 
realizará de conformidad con lo previsto en los convenios internacionales en 
los que España sea parte o en la legislación comunitaria que resulte de 
aplicación. 
Artículo 34. Presentación de solicitudes. 
1. Los consumidores y usuarios que consideren que se han vulnerado sus 
derechos reconocidos legal o contractualmente, podrán presentar por 
escrito, por vía electrónica a través del procedimiento previsto en el capítulo 
V, sección 1.ª, o por cualquier otro medio que permita tener constancia de la 
solicitud y de su autenticidad, la solicitud de arbitraje, que deberá reunir al 
menos los siguientes requisitos: 
a) Nombre y apellidos, domicilio, lugar señalado a efectos de notificaciones y 
nacionalidad del solicitante, y, en su caso, de su representante; en el caso de 
ciudadanos españoles, se expresará el número del documento nacional de 
identidad y, tratándose de extranjeros, se expresará el número de identidad 
de extranjero o, en su defecto, el de su pasaporte o documento de viaje. 
b) Nombre y apellidos o razón social y domicilio del reclamado, así como, si 
fuera conocido por el reclamante, el domicilio a efecto de notificaciones, o, 
en último caso, si el consumidor o usuario no dispone de tales datos, cualquier 
otro que permita la identificación completa del reclamado. 
c) Breve descripción de los hechos que motivan la controversia, exposición 
sucinta de las pretensiones del reclamante, determinando, en su caso, su 
cuantía y los fundamentos en que basa la pretensión.  
e) En su caso, copia del convenio arbitral.  
f) En el caso de que existiera oferta pública de adhesión al arbitraje en 
derecho, el reclamante deberá indicar si presta su conformidad a que se 
resuelva de esta forma. 
g) Lugar, fecha y firma, convencional o electrónica. Si la solicitud de arbitraje 
se formula por escrito deberá presentarse, junto con la documentación que 
la acompañe, por duplicado. 
2. Si la solicitud no reuniera los requisitos mínimos exigidos en el apartado 
anterior, el secretario de la Junta Arbitral de Consumo requerirá al 
reclamante su subsanación en un plazo que no podrá exceder de 15 días, con 
la advertencia de que de no subsanarse en el plazo concedido se le tendrá por 
desistido de la solicitud, procediéndose al archivo de las actuaciones. No 
obstante, si faltara el requisito contemplado en el párrafo f), se procederá 
conforme a lo dispuesto en el artículo 33.1, párrafo segundo. 
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3. Junto a la solicitud podrán aportarse o proponer las pruebas de que el 
reclamado intente valerse.  
4. Las Juntas Arbitrales de Consumo dispondrán de modelos normalizados 
para facilitar, al menos, la solicitud y la contestación a ésta, así como la 
aceptación del arbitraje en caso de que se trate de una empresa no adherida 
al Sistema Arbitral de Consumo. 
Artículo 35. Causas de inadmisión de solicitudes de arbitraje de consumo. 
1. Además de por las causas previstas en el artículo 2, el presidente de la 
Junta Arbitral podrá acordar la inadmisión de las solicitudes de arbitraje que 
resulten infundadas y aquéllas en las que no se aprecie afectación de los 
derechos y legítimos intereses económicos de los consumidores o usuarios. 
2. Salvo lo previsto en el artículo siguiente, dicha resolución pone fin a la vía 
administrativa. 
3. En el supuesto que se trate de impugnar la admisión, habiendo sido 
notificada ya al árbitro o colegio arbitral su designación, será éste quien 
decida acerca de su propia competencia, incluida la oposición a la admisión de 
la solicitud Artículo 36. Recurso contra la admisión o inadmisión de la solicitud 
de arbitraje. 
1. La resolución del presidente de la Junta Arbitral de Consumo sobre la 
admisión o inadmisión de la solicitud de arbitraje en los supuestos previstos 
en el artículo 2, podrá ser recurrida ante la Comisión de las Juntas Arbitrales 
de Consumo en el plazo de 15 días desde la notificación del acuerdo que se 
impugna. 
2. El recurso se podrá interponer ante la Comisión de las Juntas Arbitrales 
de Consumo o ante el presidente de la Junta Arbitral territorial que dictó la 
resolución recurrida, en cuyo caso se dará traslado del recurso, con su 
informe y copia completa y ordenada del expediente, a la Comisión de las 
Juntas Arbitrales de Consumo en el plazo de quince días. 
3. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses 
desde que se interpuso. Transcurrido este plazo sin que recaiga resolución, 
se podrá entender desestimado el recurso. 
4. La resolución de este recurso pone fin a la vía administrativa. 
Artículo 37. Iniciación del procedimiento. 
1. El presidente de la Junta Arbitral de Consumo conocerá sobre la 
competencia territorial de la Junta, trasladándola, en otro caso, a la Junta 
Arbitral de Consumo competente en el plazo de quince días desde la 
presentación de la solicitud. 
Determinada la competencia territorial de la Junta Arbitral de Consumo, el 
presidente conocerá sobre la admisión a trámite de la solicitud de arbitraje, 
actuando a continuación conforme a lo previsto en los apartados siguientes. 
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2. En los supuestos previstos en el artículo 35, el presidente de la Junta 
Arbitral de Consumo acordará la inadmisión de la solicitud, ordenando su 
notificación al reclamante. 
3. En el supuesto de no apreciar la existencia de causas de inadmisión de la 
solicitud:  
a) Si consta la existencia de convenio arbitral válido en cualquiera de las 
formas previstas en el artículo 24, apartados 1 a 3, ambos inclusive, el 
presidente de la Junta Arbitral acordará la iniciación del procedimiento 
arbitral y ordenará su notificación a las partes. 
En la resolución que acuerde el inicio del procedimiento arbitral constará 
expresamente la admisión de la solicitud de arbitraje, la invitación a las 
partes para alcanzar un acuerdo a través de la mediación previa en los 
supuestos en que proceda y el traslado al reclamado de la solicitud de 
arbitraje para que, en el plazo de 15 días, formule las alegaciones que estime 
oportunas para hacer valer su derecho y, en su caso, presente los documentos 
que estime pertinentes o proponga las pruebas de que intente valerse. 
b) Si no consta la existencia de convenio arbitral previo o éste no es válido, 
en el plazo previsto en el apartado 4, se dará traslado de la solicitud de 
arbitraje al reclamado haciendo constar que ésta ha sido admitida a trámite, 
dándole un plazo de quince días para la aceptación del arbitraje y de la 
mediación previa en los supuestos en que proceda, así como para, en su caso, 
contestar a la solicitud formulando las alegaciones que estime oportunas para 
hacer valer su derecho y, en su caso, presentar los documentos que estime 
pertinentes o proponer las pruebas de que intente valerse. 
Transcurrido dicho plazo sin que conste la aceptación del arbitraje por el 
reclamado, el presidente de la Junta Arbitral de Consumo ordenará el archivo 
de la solicitud, notificándoselo a las partes. En la notificación al reclamante 
de la resolución de archivo de actuaciones se hará constar expresamente la 
admisión a trámite de la solicitud de arbitraje. 
Si el reclamado contesta aceptando el arbitraje de consumo, se considerará 
iniciado el procedimiento en la fecha de entrada de la aceptación en la Junta 
Arbitral de Consumo, debiendo dictar su presidente, no obstante, acuerdo 
expreso de iniciación del procedimiento. En la notificación al reclamante del 
acuerdo de iniciación del procedimiento se hará constar expresamente la 
admisión a trámite de la solicitud de arbitraje y la invitación a la mediación 
previa, en el caso de que no conste realizado este trámite. 
4. El plazo para dictar las resoluciones previstas en los apartados 2 y 3.a) 
será de treinta días desde el día siguiente a la recepción en la Junta 
competente de la solicitud o su subsanación. 
Artículo 38. Mediación en el procedimiento arbitral. 1. Cuando no existan 
causas de inadmisión de la solicitud de arbitraje se intentará mediar para que 
las partes alcancen un acuerdo que ponga fin al conflicto, salvo oposición 
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expresa de cualquiera de las partes o cuando conste que la mediación ha sido 
intentada sin efecto. 
2. La mediación se regirá por la legislación sobre la materia que resulte de 
aplicación, correspondiendo, no obstante, al secretario de la Junta Arbitral 
de Consumo dejar constancia en el procedimiento arbitral de la fecha de inicio 
y fin de la mediación, así como del resultado de esta.  
3. En todo caso, quien actúe como mediador en el procedimiento arbitral está 
sujeto en su actuación a los mismos requisitos de independencia, 
imparcialidad y confidencialidad exigidos a los árbitros. 
Artículo 39. Designación de los árbitros y acumulación de procedimientos. 
1. Admitida la solicitud de arbitraje y verificada la existencia de convenio 
arbitral válido, el presidente de la Junta Arbitral de Consumo designará al 
árbitro o árbitros que conocerán el conflicto, notificando a las partes tal 
designación. La designación de los árbitros podrá realizarse en la resolución 
de inicio del procedimiento arbitral. 
La designación deberá recaer en árbitros especializados cuando, conforme a 
los criterios establecidos por el Consejo General del Sistema Arbitral de 
Consumo, el conflicto deba ser conocido por un órgano arbitral especializado. 
2. El presidente de la Junta Arbitral de Consumo podrá acordar la 
acumulación de las solicitudes presentadas frente a un mismo reclamado en 
las que concurra idéntica causa de pedir, para que sean conocidas en un único 
procedimiento por el órgano arbitral designado al efecto. 
Artículo 40 Arbitraje de consumo sectorial y especializado. 
1. En aquellos arbitrajes de carácter sectorial que por su naturaleza 
requieran la inmediatez de su tramitación, podrá convocarse a las partes a 
audiencia, sin más trámite, siempre que se haya verificado la admisibilidad de 
la solicitud y la validez del convenio arbitral y se haya procedido a la 
designación del el árbitro o árbitros que conocerán del conflicto. 
2. Cuando la Junta Arbitral de Consumo ante la que deba sustanciarse el 
arbitraje especializado no tenga una lista de árbitros especializados 
acreditados ante ella, recabará dicha lista de la Junta Arbitral de Consumo 
de superior ámbito territorial que disponga de ella, al objeto de designar 
entre los árbitros especializados acreditados incluidos en esta lista a aquéllos 
que deban conocer el conflicto. 
Artículo 41. Principios del procedimiento arbitral de consumo. 
1. El procedimiento arbitral de consumo se ajustará a los principios de 
audiencia, contradicción, igualdad  entre las partes y gratuidad. 
2. Los árbitros, los mediadores, las partes y quienes presten servicio en las 
Juntas Arbitrales de Consumo, están obligados a guardar confidencialidad de 
la información que conozcan en el curso del procedimiento arbitral.  
Artículo 42. Procedimiento. 
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1. El órgano arbitral dirigirá el procedimiento con sujeción a lo dispuesto en 
esta norma, pudiendo instar a las partes a la conciliación. 
2. Las alegaciones presentadas por el reclamado conforme a lo previsto en el 
artículo 37, tendrán el valor de contestación a la solicitud de arbitraje y se 
integrarán, junto con la solicitud y la documentación aportada por las partes, 
en el procedimiento arbitral. 
3. De todas las alegaciones escritas, documentos y demás instrumentos que 
una de las partes aporte a los árbitros se dará traslado a la otra parte. 
Asimismo, se podrán a disposición de las partes los documentos, dictámenes 
periciales y otros instrumentos probatorios en los que el órgano arbitral 
pueda fundar su decisión. 
Artículo 43. Reconvención y modificación de las pretensiones de las partes. 
1. En cualquier momento antes de la finalización del trámite de audiencia, las 
partes podrán modificar o ampliar la solicitud y la contestación, pudiendo 
plantearse reconvención frente a la parte reclamante. La ampliación de la 
solicitud o la reconvención no modifican la competencia del órgano arbitral 
designado por el presidente de la Junta Arbitral de Consumo, conforme a lo 
previsto en los artículos 19 y 20. 
2. Planteada la reconvención, los árbitros la inadmitirán si versa sobre una 
materia no susceptible de arbitraje de consumo o si no existiera conexión 
entre sus pretensiones y las pretensiones de la solicitud de arbitraje.  
La inadmisión de la reconvención se recogerá en el laudo que ponga fin a la 
controversia.  
3. Admitida la reconvención, se otorgará al reclamante un plazo de quince días 
para presentar alegaciones y, en su caso proponer prueba, procediendo a 
retrasar, si fuera preciso, la audiencia prevista. 
Artículo 44. Audiencia. 
1. La audiencia a las partes podrá ser escrita, utilizando la firma convencional 
o electrónica, u oral, ya sea presencialmente o a través de videoconferencias 
u otros medios técnicos que permitan la identificación y comunicación directa 
de los comparecientes. 
Las partes serán citadas a las audiencias con suficiente antelación y con 
advertencia expresa de que en ella podrán presentar las alegaciones y 
pruebas que estimen precisas para hacer valer su derecho. 
2. De la audiencia se levantará acta que será firmada por el secretario del 
órgano arbitral.  
Artículo 45. Prueba. 
1. El órgano arbitral resolverá sobre la aceptación o rechazo de las pruebas 
propuestas por las partes, proponiendo, en su caso, de oficio la práctica de 
pruebas complementarias que se consideren imprescindibles para la solución 
de la controversia. 
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Serán admisibles como prueba los medios de reproducción de la palabra, el 
sonido y la imagen, así como los instrumentos que permitan archivar y conocer 
o reproducir palabras, datos, cifras y otras operaciones relevantes para el 
procedimiento. 
2. El acuerdo del órgano arbitral sobre la práctica de la prueba será 
notificado a las partes con expresión de la fecha, hora y lugar de celebración, 
convocándolas a la práctica de aquéllas en las que sea posible su presencia. 
3. Los gastos ocasionados por las pruebas practicadas a instancia de parte 
serán sufragados por quien las haya propuesto y las comunes o coincidentes 
por mitad.  
Las pruebas propuestas de oficio por el órgano arbitral, serán costeadas por 
la Junta Arbitral de Consumo o por la Administración de la que dependa, en 
función de sus disponibilidades presupuestarias. 
En el supuesto de que el órgano arbitral aprecie en el laudo, mala fe o 
temeridad, podrá distribuir los gastos ocasionados por la práctica de las 
pruebas en distinta forma a la prevista en el párrafo anterior. 
4. En el arbitraje electrónico cuando se acuerde la práctica presencial de la 
prueba, ésta se realizará por videoconferencia o por cualquier medio técnico 
que permita la identificación y comunicación directa de los comparecientes. 
En el resto de los procedimientos arbitrales, podrán utilizarse igualmente 
tales medios, cuando así lo acuerde el órgano arbitral. 
Artículo 46. Falta de comparecencia e inactividad de las partes. 
1. Con carácter general, la no contestación, inactividad o incomparecencia 
injustificada de las partes en cualquier momento del procedimiento arbitral, 
incluida la audiencia, no impide que se dicte el laudo, ni le priva de eficacia, 
siempre que el órgano arbitral pueda decidir la controversia con los hechos y 
documentos que consten en la demanda y contestación, si ésta se ha 
producido. 
2. El silencio, la falta de actividad o la incomparecencia de las partes no se 
considerará como allanamiento o admisión de los hechos alegados por la otra 
parte.  
Artículo 47. Adopción de decisiones colegiadas. 
En caso de que el órgano arbitral esté compuesto por tres árbitros, el laudo 
arbitral, o cualquier acuerdo o resolución diferentes de la mera ordenación e 
impulso de las actuaciones arbitrales, se adoptarán por mayoría. Si no 
existiera acuerdo de la mayoría decidirá el Presidente.  
Artículo 48. Terminación de las actuaciones y laudo. 
1. La forma y el contenido del laudo que, en todo caso, será motivado, se regirá 
por lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. 
2. Si durante las actuaciones arbitrales las partes llegan a un acuerdo que 
ponga fin, total o parcialmente, al conflicto, el órgano arbitral dará por 
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terminadas las actuaciones con respecto a los puntos acordados, incorporando 
el acuerdo adoptado al laudo, salvo que aprecie motivos para oponerse. 
3. El órgano arbitral también dará por terminadas sus actuaciones y dictará 
laudo poniendo fin al procedimiento arbitral, sin entrar en el fondo del asunto: 
a) Cuando el reclamante no concrete la pretensión o no aporte los elementos 
indispensables para el conocimiento del conflicto. 
b) Cuando las partes acuerden dar por terminadas las actuaciones, o 
c) Cuando el órgano arbitral compruebe que la prosecución de las actuaciones 
resulta imposible. En este laudo se hará constar si queda expedita la vía 
judicial. 
Artículo 49. Plazo para dictar el laudo. 
1. El plazo para dictar un laudo será de seis meses desde el día siguiente al 
inicio del procedimiento arbitral, pudiendo ser prorrogado por el órgano 
arbitral mediante decisión motivada, salvo acuerdo en contrario de las partes, 
por un período no superior a dos meses. 
El plazo para dictar laudo se suspenderá, además de por las causas y en los 
plazos previstos en el artículo 22, para el intento de mediación previa prevista 
en el artículo 38, por un periodo no superior a un mes desde el acuerdo de 
iniciación del procedimiento arbitral. 
2. Si las partes lograran un acuerdo conciliatorio sobre todos los aspectos del 
conflicto, una vez iniciadas las actuaciones arbitrales, el plazo para dictar el 
laudo conciliatorio será de quince días desde la adopción del acuerdo. 
Artículo 50. Notificación de las actuaciones arbitrales y del laudo. 
La notificación de las actuaciones arbitrales, incluido el laudo, se realizará, a 
falta de acuerdo de las partes conforme a la práctica de la Junta Arbitral de 
Consumo, según lo previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
CAPÍTULO V 
Disposiciones especiales 
SECCIÓN 1.ª ARBITRAJE DE CONSUMO ELECTRÓNICO 
Artículo 51. Arbitraje de consumo electrónico. 
1. El arbitraje de consumo electrónico es aquel que se sustancia íntegramente, 
desde la solicitud de arbitraje hasta la terminación del procedimiento, 
incluidas las notificaciones, por medios electrónicos, sin perjuicio de que 
alguna actuación arbitral deba practicarse por medios tradicionales. 
Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende, sin perjuicio de la utilización 
por las Juntas Arbitrales de Consumo o los órganos arbitrales de medios 
electrónicos para facilitar las comunicaciones o para la realización de 
actuaciones arbitrales concretas. 
2. El arbitraje de consumo electrónico se sustanciará, conforme a lo previsto 
en esta norma, a través de la aplicación electrónica habilitada por el 
Ministerio de Sanidad y Consumo para el Sistema Arbitral de Consumo.  
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Las Juntas Arbitrales de Consumo, en los términos que conste en los 
respectivos convenios de constitución, se adscribirán a la administración del 
arbitraje de consumo electrónico incorporándose a la aplicación prevista en 
el párrafo anterior. 
3. Las Administraciones públicas competentes en materia de consumo 
fomentarán la utilización del arbitraje de consumo electrónico para resolver 
los conflictos a que se refiere el artículo 1.2. 
Artículo 52. Determinación de la Junta Arbitral competente. 
La competencia para conocer de las solicitudes de arbitraje se determinará 
conforme a las reglas previstas en el artículo 8, entre las Juntas Arbitrales 
adscritas al arbitraje de consumo electrónico. 
Artículo 53. Firma electrónica. 
Sin perjuicio de la utilización de otras técnicas que aseguren la autenticidad 
de la comunicación y la identidad del remitente, el uso de la firma electrónica 
garantiza la autenticidad de las comunicaciones y la identidad de las partes y 
del órgano arbitral. 
Artículo 54. Notificaciones y cómputo de los plazos. 
Las notificaciones se realizarán en la sede electrónica designada por las 
partes a tales efectos, entendiéndose realizadas a todos los efectos legales 
el día siguiente a aquél en que conste el acceso al contenido de la actuación 
arbitral objeto de notificación. 
No obstante, si el notificado no hubiera accedido al contenido de la actuación 
arbitral transcurridos diez días desde la fecha y hora en que se produjo su 
puesta a disposición, la notificación se considerará que se ha intentado sin 
efecto, procediéndose a la publicación edictal en las sedes electrónicas de 
las Juntas Arbitrales de Consumo adscritas al arbitraje de consumo 
electrónico. 
Artículo 55. Lugar del arbitraje. 
El lugar de celebración del arbitraje de consumo electrónico es aquél en el 
que tenga su sede la Junta Arbitral de Consumo o la delegación territorial de 
la Junta Arbitral competente para conocer el procedimiento, salvo que en el 
laudo dictado figure un lugar distinto, en cuyo caso se entenderá como lugar 
de celebración del arbitraje aquél en el que se hubiera dictado el laudo. 
SECCIÓN 2.ª ARBITRAJE DE CONSUMO COLECTIVO 
Artículo 56. Arbitraje de consumo colectivo. 
El arbitraje de consumo colectivo tiene por objeto resolver en un único 
procedimiento arbitral de consumo los conflictos que, en base al mismo 
presupuesto fáctico, hayan podido lesionar los intereses colectivos de los 
consumidores y usuarios, afectando a un número determinado o determinable 
de éstos. 
Artículo 57. Junta Arbitral competente para conocer el arbitraje de consumo 
colectivo. 
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Conocerá de los procedimientos arbitrales colectivos, la Junta Arbitral de 
Consumo que sea competente en todo el ámbito territorial en el que estén 
domiciliados los consumidores y usuarios, cuyos legítimos derechos e 
intereses económicos hayan podido verse afectados por el hecho. 
Conforme a la regla anterior, la competencia para conocer de los 
procedimientos arbitrales colectivos que afecten a los legítimos derechos e 
intereses de los consumidores y usuarios domiciliados en más de una 
comunidad autónoma, corresponde a la Junta Arbitral Nacional.  
Artículo 58. Iniciación de actuaciones. 
1. Las actuaciones se iniciarán por acuerdo del presidente de la Junta Arbitral 
de Consumo competente, de  oficio o/a instancia de las asociaciones de 
consumidores representativas en el ámbito territorial en el que se haya 
producido la afectación a los intereses colectivos de los consumidores o de 
las Juntas Arbitrales de inferior ámbito territorial. 
2. Adoptado el acuerdo de iniciación de actuaciones, la Junta Arbitral de 
Consumo requerirá a las empresas o profesionales responsables de los hechos 
susceptibles de lesionar los derechos e intereses colectivos de los 
consumidores para que manifestara, en el plazo de 15 días desde la 
notificación, si aceptan someter al Sistema Arbitral de Consumo la resolución, 
en un único procedimiento, de los conflictos con los consumidores y usuarios 
motivados por tales hechos y, en su caso, para que propongan un acuerdo 
conciliatorio que satisfaga total o parcialmente los derechos de los 
potenciales consumidores o usuarios afectados. 
Si las empresas o profesionales no aceptan la adhesión al Sistema Arbitral 
de Consumo en este único procedimiento arbitral, se procederá al archivo de 
las actuaciones sin más trámite, dando traslado a todas las Juntas Arbitrales 
de Consumo y, en su caso, a quién instó la iniciación del procedimiento. 
Artículo 59. Aceptación del arbitraje por la empresa y llamamiento a los 
afectados. 
1. Aceptada la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo ésta se notificará a 
las Juntas Arbitrales de Consumo, procediéndose al llamamiento de los 
consumidores afectados para que hagan valer sus legítimos derechos e 
intereses individuales en este procedimiento arbitral mediante la publicación 
de un anuncio al efecto en el diario Oficial que corresponda al ámbito 
territorial del conflicto. 
El presidente de la Junta Arbitral de Consumo, adicionalmente, podrá acordar 
otros medios para dar publicidad al llamamiento. 
2. El llamamiento a los afectados se realizará por un plazo de dos meses desde 
su publicación y deberá contener el acuerdo de iniciación de actuaciones del 
presidente, la indicación del lugar en el que los interesados podrán tener 
acceso, en su caso, a la propuesta de acuerdo conciliatorio realizada por las 
empresas o profesionales, así como la advertencia de los efectos previstos 
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en el artículo 61 para la presentación de la solicitud de arbitraje fuera del 
plazo de dos meses.  
3. Efectuado el llamamiento, el presidente de la Junta Arbitral de Consumo 
procederá a la designación del órgano arbitral. 
Artículo 60. Suspensión de la tramitación de las solicitudes de arbitraje y 
excepción de arbitraje colectivo.  
1. La notificación de la aceptación por las empresas o profesionales para 
resolver en un único procedimiento arbitral los intereses colectivos de los 
consumidores y  usuarios afectados, suspende la tramitación de las 
solicitudes individuales de arbitraje que tengan su causa en los mismos 
hechos, salvo que se hayan iniciado las actuaciones del órgano arbitral, 
debiendo procederse a su traslado a la Junta Arbitral competente para 
conocer el arbitraje colectivo en el plazo de 15 días desde la notificación de 
la aceptación. 
El acuerdo de suspensión y de traslado se notificará al reclamante y al 
reclamado, si ya se le hubiera trasladado la solicitud de arbitraje conforme 
a lo previsto en el artículo 37. 
2. Opuesta por el reclamado, en cualquier momento del procedimiento, 
incluida la audiencia, la excepción de estar tramitándose un arbitraje 
colectivo, el órgano arbitral se inhibirá de su conocimiento y trasladará las 
actuaciones a la Junta Arbitral de Consumo competente para conocerlo, 
dando por terminadas las actuaciones.  
Artículo 61. Solicitudes de arbitraje presentadas fuera del plazo de 
llamamiento.  
1. Las solicitudes de arbitraje de los consumidores o usuarios presentadas 
transcurrido el período de dos meses desde la publicación del llamamiento, 
únicamente serán admitidas cuando su presentación sea anterior a la fecha 
prevista para la audiencia. La admisión de estas solicitudes no retrotraerá las 
actuaciones, pudiendo intervenir el consumidor o usuario en todos los 
trámites posteriores a dicha admisión. 
2. La competencia para resolver sobre la admisión de estas solicitudes es del 
órgano arbitral.  
Artículo 62. Plazo para dictar laudo. 
Trascurridos dos meses desde la publicación del llamamiento a los afectados 
en el diario oficial que corresponda al ámbito del conflicto, se iniciará el 
cómputo del plazo para dictar laudo previsto en el artículo 49.  
SECCIÓN 3.ª SOPORTE ADMINISTRATIVO DE OTROS ARBITRAJES 
Artículo 63. Soporte administrativo de otros arbitrajes. 
Las Juntas Arbitrales de Consumo podrán asumir, en los términos que se 
acuerde por las respectivas Administraciones públicas competentes, la 
gestión y administración de arbitrajes sectoriales distintos al arbitraje de 
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consumo, siempre que su gestión y administración haya sido encomendada 
legal o reglamentariamente a una Administración pública. 
Artículo 64. Procedimiento. 
En estos casos, la actividad de la Junta Arbitral de Consumo que preste el 
soporte administrativo y el procedimiento arbitral que se siga se ajustará a 
lo dispuesto por la normativa que resulte de aplicación al arbitraje sectorial. 
Disposición transitoria primera. Adaptación de los convenios arbitrales. 
1. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta norma, se 
adaptarán los vigentes convenios de constitución de las Juntas Arbitrales de 
Consumo para adecuarlos a lo dispuesto en ella. 
En tanto se suscriban tales convenios, las Juntas Arbitrales seguirán 
actuando en base a los convenios vigentes a la fecha de entrada en vigor de 
la norma. 
2. La Junta Arbitral de Consumo mantendrá la competencia en relación con 
los procedimientos arbitrales que se hubieran iniciado antes del transcurso 
del plazo previsto en el apartado anterior, aún en el caso de que no se 
produzca la adaptación del convenio. 
Disposición transitoria segunda. Registro público de empresas adheridas al 
Sistema Arbitral de Consumo y ofertas públicas de adhesión.  
1. A la entrada en vigor de esta norma, los presidentes de las Juntas 
Arbitrales de Consumo remitirán al registro público de empresas adheridas 
al Sistema Arbitral de Consumo la información normalizada sobre las 
empresas adheridas al Sistema Arbitral de Consumo a través de las 
respectivas Juntas Arbitrales de Consumo. 
En los dos meses siguientes a la finalización del plazo previsto en el apartado 
anterior, deberán estar a disposición del público los datos del referido 
registro. 
2. A la entrada en vigor de esta norma, los presidentes de las Juntas 
Arbitrales que hubieran admitido ofertas públicas de adhesión limitada al 
Sistema Arbitral de Consumo, las trasladarán a la Junta Arbitral competente 
para pronunciarse sobre su admisión conforme a lo previsto en esta norma. 
Las Juntas Arbitrales competentes para conocer de la admisión de las 
ofertas públicas de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo, en el 
plazo de 12 meses desde la entrada en vigor de la norma, deberán emitir un 
pronunciamiento expreso sobre la admisión de tales ofertas, verificada su 
adecuación a lo dispuesto en esta norma, con audiencia de la empresa o 
profesional y previo informe de la Comisión de las Juntas Arbitrales de 
Consumo. 
3. En caso de que no se considerara válida la limitación y la empresa o 
profesional no presentara nueva oferta, el presidente de la Junta Arbitral 
de Consumo notificará a la empresa o profesional que hubiera efectuado 
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inadmisión de la oferta a partir de la fecha de la resolución y procederá a la 
retirada del distintivo de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo. 
4. Los empresarios o profesionales que hayan realizado ofertas públicas de 
adhesión al Sistema Arbitral de Consumo antes de la entrada en vigor de los 
artículos 25 y 27 de esta norma, deberán adecuar la oferta de adhesión a los 
términos previstos en el artículo 25 en el plazo de seis meses previsto como 
vacatio legis para la entrada en vigor del resto del articulado de la norma, en 
otro caso, se entenderá que aceptan la adhesión al Sistema Arbitral de 
Consumo en los términos previstos en el artículo 25.1, párrafo segundo, último 
inciso.  
Disposición transitoria tercera. Acreditación de árbitros. 
Los árbitros que vinieran ejerciendo sus funciones con anterioridad a la 
entrada en vigor de esta norma, se entenderán acreditados por el presidente 
de la Junta Arbitral de Consumo, sin necesidad de cumplir los requisitos 
previstos en el artículo 17 y sin perjuicio de la formación continúa que se 
prevea. 
Disposición transitoria cuarta. Procedimientos arbitrales iniciados antes de 
la entrada en vigor.  
Los procedimientos arbitrales cuya tramitación se hubiera iniciado antes de 
la entrada en vigor de esta norma, proseguirán su tramitación conforme a la 
normativa vigente con anterioridad a dicha entrada en vigor. 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
Queda derogado el Real Decreto 636/93, de 3 de mayo, por el que se regula 
el Sistema Arbitral de Consumo.  
Disposición final primera. Título competencial. 
Esta norma se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1, 5.ª y 6.ª 
de la Constitución, que atribuyen al Estado las competencias exclusivas en 
materia de administración de justicia y de legislación procesal, 
respectivamente.  
Disposición final segunda. Habilitación para el desarrollo normativo. 
Se habilita al Ministro de Sanidad y Consumo para dictar las disposiciones 
precisas para la aplicación de esta norma. 
Disposición final tercera. Modificación del Real Decreto 1163/2005, de 30 
de septiembre, por el que se regula el distintivo público de confianza en los 
servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico, así como 
los requisitos y el procedimiento de concesión. 
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LEY 34/2002,  DE 11 DE JULIO DE SERVICIOS DE LA SOCIEDAD DE 
LA INFORMACIÓN Y DE COMERCIO ELECTRÓNICO 

 
 

Para conocimiento y utilidad de nuestros asociados, a la vista de las 
numerosísimas modificaciones anteriores que ha sufrido la inicial ley 
reguladora de 11 de julio de 2002, a continuación transcribimos la versión 
consolidada actual y vigente de dicha ley, que es la siguiente: 
 
 
La presente Ley tiene como objeto la incorporación al ordenamiento jurídico 
español de la Directiva 2000/31/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 8 de junio, relativa a determinados aspectos de los servicios de la sociedad 
de la información, en particular, el comercio electrónico en el mercado 
Interior (Directiva sobre el comercio electrónico). Asimismo, incorpora 
parcialmente la Directiva 98/27/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 19 de mayo, relativa a las acciones de cesación en materia de protección 
de los intereses de los consumidores, al regular, de conformidad con lo 
establecido en ella, una acción de cesación contra las conductas que 
contravengan lo dispuesto en esta Ley. 
Lo que la Directiva 2000/31/CE denomina sociedad de la información viene 
determinado por la extraordinaria expansión de las redes de 
telecomunicaciones y, en especial, de Internet como vehículo de transmisión 
e intercambio de todo tipo de información. Su incorporación a la vida 
económica y social ofrece innumerables ventajas, como la mejora de la 
eficiencia empresarial, el incremento de las posibilidades de elección de los 
usuarios y la aparición de nuevas fuentes de empleo. Pero la implantación de 
Internet y las nuevas tecnologías tropieza con algunas incertidumbres 
jurídicas, que es preciso aclarar con el establecimiento de un marco jurídico 
adecuado, que genere en todos los actores intervinientes la confianza 
necesaria para el empleo de este nuevo medio. 
Eso es lo que pretende esta Ley, que parte de la aplicación a las actividades 
realizadas por medios electrónicos de las normas tanto generales como 
especiales que las regulan, ocupándose tan sólo de aquellos aspectos que, ya 
sea por su novedad o por las peculiaridades que implica su ejercicio por vía 
electrónica, no estén cubiertos por dicha regulación. 

II. 
Se acoge, en la Ley, un concepto amplio de servicios de la sociedad de la 
información, que engloba, además de la contratación de bienes y servicios por 
vía electrónica, el suministro de información por dicho medio (como el que 
efectúen los periódicos o revistas que pueden encontrarse en la red), las 
actividades de intermediación relativas a la provisión de acceso a la red, a la 
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transmisión de datos por redes de telecomunicaciones, a la realización de 
copia temporal de las páginas de Internet solicitadas por los usuarios, al 
alojamiento en los propios servidores de información, servicios o aplicaciones 
facilitados por otros o a la provisión de instrumentos de búsqueda o de 
enlaces a otros sitios de Internet, así como cualquier otro servicio que se 
preste a petición individual de los usuarios (descarga de archivos de vídeo o 
audio...), siempre que represente una actividad económica para el prestador. 
Estos servicios son ofrecidos por los operadores de telecomunicaciones, los 
proveedores de acceso a Internet, los portales, los motores de búsqueda o 
cualquier otro sujeto que disponga de un sitio en Internet a través del que 
realice alguna de las actividades indicadas, incluido el comercio electrónico. 
Desde un punto de vista subjetivo, la Ley se aplica, con carácter general, a 
los prestadores de servicios establecidos en España. Por establecimiento se 
entiende el lugar desde el que se dirige y gestiona una actividad económica, 
definición esta que se inspira en el concepto de domicilio fiscal recogido en 
las normas tributarias españolas y que resulta compatible con la noción 
material de establecimiento predicada por el Derecho comunitario. La Ley 
resulta igualmente aplicable a quienes sin ser residentes en España prestan 
servicios de la sociedad de la información a través de un establecimiento 
permanente situado en España. En este último caso, la sujeción a la Ley es 
únicamente parcial, respecto a aquellos servicios que se presten desde 
España. 
El lugar de establecimiento del prestador de servicios es un elemento esencial 
en la Ley, porque de él depende el ámbito de aplicación no sólo de esta Ley, 
sino de todas las demás disposiciones del ordenamiento español que les sean 
de aplicación, en función de la actividad que desarrollen. Asimismo, el lugar 
de establecimiento del prestador determina la ley y las autoridades 
competentes para el control de su cumplimiento, de acuerdo con el principio 
de la aplicación de la ley del país de origen que inspira la Directiva 
2000/31/CE. 
 
 
Por lo demás, sólo se permite restringir la libre prestación en España de 
servicios de la  
sociedad de la información procedentes de otros países pertenecientes al 
Espacio Económico Europeo en los supuestos previstos en la Directiva 
2000/31/CE, que consisten en la producción de un daño o peligro graves 
contra ciertos valores fundamentales como el orden público, la salud pública 
o la protección de los menores. Igualmente, podrá restringirse la prestación 
de servicios provenientes de dichos Estados cuando afecten a alguna de las 
materias excluidas del principio de país de origen, que la Ley concreta en su 
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artículo 3, y se incumplan las disposiciones de la normativa española que, en 
su caso, resulte aplicable a las mismas. 

 
III. 

Se prevé la anotación del nombre o nombres de dominio de Internet que 
correspondan al prestador de servicios en el registro público en que, en su 
caso, dicho prestador conste inscrito para la adquisición de personalidad 
jurídica o a los solos efectos de publicidad, con el fin de garantizar que la 
vinculación entre el prestador, su establecimiento físico y su establecimiento 
o localización en la red, que proporciona su dirección de Internet, sea 
fácilmente accesible para los ciudadanos y la Administración pública. 
La Ley establece, asimismo, las obligaciones y responsabilidades de los 
prestadores de servicios que realicen actividades de intermediación como las 
de transmisión, copia, alojamiento y localización de datos en la red. En 
general, éstas imponen a dichos prestadores un deber de colaboración para 
impedir que determinados servicios o contenidos ilícitos se sigan divulgando. 
Las responsabilidades que pueden derivar del incumplimiento de estas normas 
no son sólo de orden administrativo, sino de tipo civil o penal, según los bienes 
jurídicos afectados y las normas que resulten aplicables. 
Destaca, por otra parte, en la Ley, su afán por proteger los intereses de los 
destinatarios de servicios, de forma que éstos puedan gozar de garantías 
suficientes a la hora de contratar un servicio o bien por Internet. Con esta 
finalidad, la Ley impone a los prestadores de servicios la obligación de 
facilitar el acceso a sus datos de identificación a cuantos visiten su sitio en 
Internet, la de informar a los destinatarios sobre los precios que apliquen a 
sus servicios y la de permitir a éstos visualizar, imprimir y archivar las 
condiciones generales a que se someta, en su caso, el contrato. Cuando la 
contratación se efectúe con consumidores, el prestador de servicios deberá, 
además, guiarles durante el proceso de contratación, indicándoles los pasos 
que han de dar y la forma de corregir posibles errores en la introducción de 
datos, y confirmar la aceptación realizada una vez recibida. 
En lo que se refiere a las comunicaciones comerciales, la Ley establece que 
éstas deban identificarse como tales, y prohíbe su envío por correo 
electrónico u otras vías de comunicación electrónica equivalente, salvo que el 
destinatario haya prestado su consentimiento. 

IV. 
Se favorece igualmente la celebración de contratos por vía electrónica, al 
afirmar la Ley, de acuerdo con el principio espiritualista que rige la perfección 
de los contratos en nuestro Derecho, la validez y eficacia del consentimiento 
prestado por vía electrónica, declarar que no es necesaria la admisión expresa 
de esta técnica para que el contrato surta efecto entre las partes, y asegurar 
la equivalencia entre los documentos en soporte papel y los documentos 
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electrónicos a efectos del cumplimiento del requisito de forma escrita que 
figura en diversas leyes. 
Se aprovecha la ocasión para fijar el momento y lugar de celebración de los 
contratos electrónicos, adoptando una solución única, también válida para 
otros tipos de contratos celebrados a distancia, que unifica el criterio dispar 
contenido hasta ahora en los Códigos Civil y de Comercio. 
Las disposiciones contenidas en esta Ley sobre aspectos generales de la 
contratación electrónica, como las relativas a la validez y eficacia de los 
contratos electrónicos o al momento de prestación del consentimiento, serán 
de aplicación aun cuando ninguna de las partes tenga la condición de prestador 
o destinatario de servicios de la sociedad de la información. 
La Ley promueve la elaboración de códigos de conducta sobre las materias 
reguladas en esta Ley, al considerar que son un instrumento de 
autorregulación especialmente apto para adaptar los diversos preceptos de 
la Ley a las características específicas de cada sector. Por su sencillez, 
rapidez y comodidad para los usuarios, se potencia igualmente el recurso al 
arbitraje y a los procedimientos alternativos de resolución de conflictos que 
puedan crearse mediante códigos de conducta, para dirimir las disputas que 
puedan surgir en la contratación electrónica y en el uso de los demás servicios 
de la sociedad de la información. Se favorece, además, el uso de medios 
electrónicos en la tramitación de dichos procedimientos, respetando, en su 
caso, las normas que, sobre la utilización de dichos medios, establezca la 
normativa específica sobre arbitraje. 
De conformidad con lo dispuesto en las Directivas 2000/31/CE y 98/27/CE, 
se regula la acción de cesación que podrá ejercitarse para hacer cesar la 
realización de conductas contrarias a la presente Ley que vulneren los 
intereses de los consumidores y usuarios. Para el ejercicio de esta acción, 
deberá tenerse en cuenta, además de lo dispuesto en esta Ley, lo establecido 
en la Ley general de incorporación de la Directiva 98/27/CE. 
La Ley prevé, asimismo, la posibilidad de que los ciudadanos y entidades se 
dirijan a diferentes Ministerios y órganos administrativos para obtener 
información práctica sobre distintos aspectos relacionados con las materias 
objeto de esta Ley, lo que requerirá el establecimiento de mecanismos que 
aseguren la máxima coordinación entre ellos y la homogeneidad y coherencia 
de la información suministrada a los usuarios. 
Finalmente, se establece un régimen sancionador proporcionado pero eficaz, 
como indica la Directiva 2000/31/CE, para disuadir a los prestadores de 
servicios del incumplimiento de lo dispuesto en esta Ley. 
Asimismo, se contempla en la Ley una serie de previsiones orientadas a hacer 
efectiva la accesibilidad de las personas con discapacidad a la información 
proporcionada por medios electrónicos, y muy especialmente a la información 
suministrada por las Administraciones públicas, compromiso al que se refiere 
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la resolución del Consejo de la Unión Europea de 25 de marzo de 2002, sobre 
accesibilidad de los sitios Web públicos y de su contenido. 
La presente disposición ha sido elaborada siguiendo un amplio proceso de 
consulta pública y ha sido sometida al procedimiento de información en 
materia de normas y reglamentaciones técnicas previsto en la Directiva 
98/34/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de junio, modificada 
por la Directiva 98/48/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de 
julio, y en el Real Decreto 1337/1999, de 31 de julio. 

 
 

TÍTULO I. 
DISPOSICIONES GENERALES. 

CAPÍTULO I. 
OBJETO. 

 
Artículo 1. Objeto. 

1. Es objeto de la presente Ley la regulación del régimen jurídico de los 
servicios de la sociedad de la información y de la contratación por vía 
electrónica, en lo referente a las obligaciones de los prestadores de servicios 
incluidos los que actúen como intermediarios en la transmisión de contenidos 
por las redes de telecomunicaciones, las comunicaciones comerciales por vía 
electrónica, la información previa y posterior a la celebración de contratos 
electrónicos, las condiciones relativas a su validez y eficacia y el régimen 
sancionador aplicable a los prestadores de servicios de la sociedad de la 
información. 
2. Las disposiciones contenidas en esta Ley se entenderán sin perjuicio de lo 
dispuesto en otras normas estatales o autonómicas ajenas al ámbito 
normativo coordinado, o que tengan como finalidad la protección de la salud y 
seguridad pública, incluida la salvaguarda de la defensa nacional, los intereses 
del consumidor, el régimen tributario aplicable a los servicios de la sociedad 
de la información, la protección de datos personales y la normativa reguladora 
de defensa de la competencia. 

 
CAPÍTULO II. 

ÁMBITO DE APLICACIÓN. 
Artículo 2. Prestadores de servicios establecidos en España. 

1. Esta Ley será de aplicación a los prestadores de servicios de la sociedad 
de la información establecidos en España y a los servicios prestados por ellos. 
Se entenderá que un prestador de servicios está establecido en España 
cuando su residencia o domicilio social se encuentren en territorio español, 
siempre que éstos coincidan con el lugar en que esté efectivamente 
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centralizada la gestión administrativa y la dirección de sus negocios. En otro 
caso, se atenderá al lugar en que se realice dicha gestión o dirección. 
2. Asimismo, esta Ley será de aplicación a los servicios de la sociedad de la 
información que los prestadores residentes o domiciliados en otro Estado 
ofrezcan a través de un establecimiento permanente situado en España. 
Se considerará que un prestador opera mediante un establecimiento 
permanente situado en territorio español cuando disponga en el mismo, de 
forma continuada o habitual, de instalaciones o lugares de trabajo, en los que 
realice toda o parte de su actividad. 
3. A los efectos previstos en este artículo, se presumirá que el prestador de 
servicios está establecido en España cuando el prestador o alguna de sus 
sucursales se haya inscrito en el Registro Mercantil o en otro registro público 
español en el que fuera necesaria la inscripción para la adquisición de 
personalidad jurídica. 
La utilización de medios tecnológicos situados en España, para la prestación 
o el acceso al servicio, no servirá como criterio para determinar, por sí solo, 
el establecimiento en España del prestador. 
4. Los prestadores de servicios de la sociedad de la información establecidos 
en España estarán sujetos a las demás disposiciones del ordenamiento 
jurídico español que les sean de aplicación, en función de la actividad que 
desarrollen, con independencia de la utilización de medios electrónicos para 
su realización. 
Artículo 3. Prestadores de servicios establecidos en otro Estado miembro 
de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo. 
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 7.1 y 8, esta Ley se aplicará a 
los prestadores de servicios de la sociedad de la información establecidos en 
otro Estado miembro de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo 
cuando el destinatario de los servicios radique en España y los servicios 
afecten a las materias siguientes: 
Derechos de propiedad intelectual o industrial. 
Emisión de publicidad por instituciones de inversión colectiva. 
Actividad de seguro directo realizada en régimen de derecho de 
establecimiento o en régimen de libre prestación de servicios. 
Obligaciones nacidas de los contratos celebrados por personas físicas que 
tengan la condición de consumidores. 
Régimen de elección por las partes contratantes de la legislación aplicable a 
su contrato. 
Licitud de las comunicaciones comerciales por correo electrónico u otro medio 
de comunicación electrónica equivalente no solicitadas. 
2. En todo caso, la constitución, transmisión, modificación y extinción de 
derechos reales sobre bienes inmuebles sitos en España se sujetará a los 
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requisitos formales de validez y eficacia establecidos en el ordenamiento 
jurídico español. 
3. Los prestadores de servicios a los que se refiere el apartado 1 quedarán 
igualmente sometidos a las normas del ordenamiento jurídico español que 
regulen las materias señaladas en dicho apartado. 
4. No será aplicable lo dispuesto en los apartados anteriores a los supuestos 
en que, de conformidad con las normas reguladoras de las materias 
enumeradas en el apartado 1, no fuera de aplicación la ley del país en que 
resida o esté establecido el destinatario del servicio. 
Artículo 4. Prestadores establecidos en un Estado no perteneciente a la 
Unión Europea o al Espacio Económico Europeo.  
A los prestadores establecidos en países que no sean miembros de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo, les será de aplicación lo dispuesto 
en los artículos 7.2 y 11.2. 
Los prestadores que dirijan sus servicios específicamente al territorio 
español quedarán sujetos, además, a las obligaciones previstas en esta Ley, 
siempre que ello no contravenga lo establecido en tratados o convenios 
internacionales que sean aplicables. 
Artículo 5. Servicios excluidos del ámbito de aplicación de la Ley. 
1. Se regirán por su normativa específica las siguientes actividades y servicios 
de la sociedad de la información: 
Los servicios prestados por notarios y registradores de la propiedad y 
mercantiles en el ejercicio de sus respectivas funciones públicas. 
Los servicios prestados por abogados y procuradores en el ejercicio de sus 
funciones de representación y defensa en juicio. 
2. Las disposiciones de la presente Ley, con la excepción de lo establecido en 
el artículo 7.1, serán aplicables a los servicios de la sociedad de la información 
relativos a juegos de azar que impliquen apuestas de valor económico, sin 
perjuicio de lo establecido en su legislación específica estatal o autonómica. 
 

TÍTULO II. 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LA SOCIEDAD DE LA 

INFORMACIÓN. 
CAPÍTULO I. 

PRINCIPIO DE LIBRE PRESTACIÓN DE SERVICIOS. 
 

Artículo 6. No sujeción a autorización previa. 
La prestación de servicios de la sociedad de la información no estará sujeta 
a autorización previa. 
Esta norma no afectará a los regímenes de autorización previstos en el 
ordenamiento jurídico que no tengan por objeto específico y exclusivo la 
prestación por vía electrónica de los correspondientes servicios. 
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Artículo 7. Principio de libre prestación de servicios. 
1. La prestación de servicios de la sociedad de la información que procedan 
de un prestador establecido en algún Estado miembro de la Unión Europea o 
del Espacio Económico Europeo se realizará en régimen de libre prestación 
de servicios, sin que pueda establecerse ningún tipo de restricciones a los 
mismos por razones derivadas del ámbito normativo coordinado, excepto en 
los supuestos previstos en los artículos 3 y 8. 
2. La aplicación del principio de libre prestación de servicios de la sociedad 
de la información a prestadores establecidos en Estados no miembros del 
Espacio Económico Europeo se atendrá a los acuerdos internacionales que 
resulten de aplicación. 
 
Artículo 8. Restricciones a la prestación de servicios y procedimiento de 
cooperación intracomunitario.  
 
1. En caso de que un determinado servicio de la sociedad de la información 
atente o pueda atentar contra los principios que se expresan a continuación, 
los órganos competentes para su protección, en ejercicio de las funciones que 
tengan legalmente atribuidas, podrán adoptar las medidas necesarias para 
que se interrumpa su prestación o para retirar los datos que los vulneran. Los 
principios a que alude este apartado son los siguientes: 
 
a. La salvaguarda del orden público, la investigación penal, la seguridad pública 
y la defensa nacional. 
b. La protección de la salud pública o de las personas físicas o jurídicas que 
tengan la condición de consumidores o usuarios, incluso cuando actúen como 
inversores. 

c. El respeto a la dignidad de la persona y al principio de no discriminación por 
motivos de raza, sexo, religión, opinión, nacionalidad, discapacidad o cualquier 
otra circunstancia personal o social, y 

d. La protección de la juventud y de la infancia. 
 

En la adopción y cumplimiento de las medidas de restricción a que alude este 
apartado se respetarán, en todo caso, las garantías, normas y procedimientos 
previstos en el ordenamiento jurídico para proteger los derechos a la 
intimidad personal y familiar, a la protección de los datos personales, a la 
libertad de expresión o a la libertad de información, cuando estos pudieran 
resultar afectados. 
En todos los casos en los que la Constitución y las Leyes reguladoras de los 
respectivos derechos y libertades así lo prevean de forma excluyente, sólo la 
autoridad judicial competente podrá adoptar las medidas previstas en este 
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artículo, en tanto garante del derecho a la libertad de expresión, del derecho 
de producción y creación literaria, artística, científica y técnica, la libertad 
de cátedra y el derecho de información. 
 
2. La adopción de restricciones a la prestación de servicios de la sociedad  de 
la información provenientes de prestadores establecidos en un Estado de la 
Unión Europea o del Espacio Económico Europeo distinto a España deberá 
seguir el procedimiento de cooperación intracomunitario descrito en el 
siguiente apartado de este artículo, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
legislación procesal y de cooperación judicial. 
 
3. Cuando un órgano competente acuerde, en ejercicio de las competencias 
que tenga legalmente atribuidas, y de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo 
a del apartado 4 del artículo 3 de la Directiva 2000/31/CE, establecer 
restricciones que afecten a un servicio de la sociedad de la información que 
proceda de alguno de los Estados miembros de la Unión Europea o del Espacio 
Económico Europeo distinto de España, dicho órgano deberá seguir el 
siguiente procedimiento: 
 
a. El órgano competente requerirá al Estado miembro en que esté establecido 
el prestador afectado para que adopte las medidas oportunas. En el caso de 
que no las adopte o resulten insuficientes, dicho órgano notificará, con 
carácter previo, a la Comisión Europea o, en su caso, al Comité Mixto del 
Espacio Económico Europeo y al Estado miembro de que se trate las medidas 
que tiene intención de adoptar. 
b. En los supuestos de urgencia, el órgano competente podrá adoptar las 
medidas oportunas, notificándolas al Estado miembro de procedencia y a la 
Comisión Europea o, en su caso, al Comité Mixto del Espacio Económico 
Europeo con la mayor brevedad y, en cualquier caso, como máximo, en el plazo 
de quince días desde su adopción. Así mismo, deberá indicar la causa de dicha 
urgencia. 

 
Los requerimientos y notificaciones a que alude este apartado se realizarán 
siempre a través del órgano de la Administración General del Estado 
competente para la comunicación y transmisión de información a las 
Comunidades Europeas. 
 
4. Los órganos competentes de otros Estados Miembros de la Unión Europea 
o del Espacio Económico Europeo podrán requerir la colaboración de los 
prestadores de servicios de intermediación establecidos en España en los 
términos previstos en el apartado 2 del artículo 11 de esta Ley si lo estiman 
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necesario para garantizar la eficacia de las medidas de restricción que 
adopten al amparo del apartado anterior. 
 
5. Las medidas de restricción que se adopten al amparo de este artículo 
deberán, en todo caso, cumplir las garantías y los requisitos previstos en los 
apartados 3 y 4 del artículo 11 de esta Ley. 

 
CAPÍTULO II. 

OBLIGACIONES Y RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD DE LOS 
PRESTADORES DE SERVICIOS DE LA SOCIEDAD DE LA 

INFORMACIÓN. 
SECCIÓN I. OBLIGACIONES. 

 
Artículo 9. Constancia registral del nombre de dominio.  
 
Artículo 10. Información general. 
 
1. Sin perjuicio de los requisitos que en materia de información se 
establecen en la normativa vigente, el prestador de servicios de la sociedad 
de la información estará obligado a disponer de los medios que permitan, 
tanto a los destinatarios del servicio como a los órganos competentes, 
acceder por medios electrónicos, de forma permanente, fácil, directa y 
gratuita, a la siguiente información: 
 
a. Su nombre o denominación social; su residencia o domicilio o, en su 
defecto, la dirección de uno de sus establecimientos permanentes en España; 
su dirección de correo electrónico y cualquier otro dato que permita 
establecer con él una comunicación directa y efectiva. 
 
b.  Los datos de su inscripción en el Registro Mercantil en el que, en su 
caso, se encuentren inscritos o de aquel otro registro público en el que lo 
estuvieran para la adquisición de personalidad jurídica o a los solos efectos 
de publicidad. 
 
 
c. En el caso de que su actividad estuviese sujeta a un régimen de 
autorización administrativa previa, los datos relativos a dicha autorización y 
los identificativos del órgano competente encargado de su supervisión. 

 
d. Si ejerce una profesión regulada deberá indicar: 
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1. Los datos del Colegio profesional al que, en su caso, pertenezca y número 
de colegiado. 
2. El título académico oficial o profesional con el que cuente. 
3. El Estado de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo en el que 
se expidió dicho título y, en su caso, la correspondiente homologación o 
reconocimiento. 
4. Las normas profesionales aplicables al ejercicio de su profesión y los 
medios a través de los cuales se puedan conocer, incluidos los electrónicos. 
 
e. El número de identificación fiscal que le 
corresponda.  
 
f. Cuando el servicio de la sociedad de la información haga referencia a 
precios, se facilitará información clara y exacta sobre el precio del producto 
o servicio, indicando si incluye o no los impuestos aplicables y, en su caso, 
sobre los gastos de envío o en su caso aquello que dispongan las normas de las 
Comunidades Autónomas con competencias en la materia. 
g. Los códigos de conducta a los que, en su caso, esté adherido y la manera de 
consultarlos electrónicamente. 
 
2. La obligación de facilitar esta información se dará por cumplida si el 
prestador la incluye en su página o sitio de Internet en las condiciones 
señaladas en el apartado 1. 
 
3.Cuando se haya atribuido un rango de numeración telefónica a servicios de 
tarificación adicional en el que se permita el acceso a servicios de la sociedad 
de la información y se requiera su utilización por parte del prestador de 
servicios, esta utilización y la descarga de programas informáticos que 
efectúen funciones de marcación, deberán realizarse con el consentimiento 
previo, informado y expreso del usuario. 
 
A tal efecto, el prestador del servicio deberá proporcionar al menos la 
siguiente información: 
 
a. Las características del servicio que se va a proporcionar. 
b. Las funciones que efectuarán los programas informáticos que se 
descarguen, incluyendo el número telefónico que se marcará. 
c. El procedimiento para dar fin a la conexión de tarificación adicional, 
incluyendo una explicación del momento concreto en que se producirá dicho 
fin, y 
d. El procedimiento necesario para restablecer el número de conexión previo 
a la conexión de tarificación adicional. 
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La información anterior deberá estar disponible de manera claramente visible 
e identificable. 
 
Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de lo establecido en 
la normativa de telecomunicaciones, en especial, en relación con los requisitos 
aplicables para el acceso por parte de los usuarios a los rangos de numeración 
telefónica, en su caso, atribuidos a los servicios de tarificación adicional. 
 
Artículo 11. Deber de colaboración de los prestadores de servicios de 
intermediación.  
 
1. Cuando un órgano competente hubiera ordenado, en ejercicio de las 
competencias que legalmente tenga atribuidas, que se interrumpa la 
prestación de un servicio de la sociedad de la información o la retirada de 
determinados contenidos provenientes de prestadores establecidos en 
España, y para ello fuera necesaria la colaboración de los prestadores de 
servicios de intermediación, dicho órgano podrá ordenar a los citados 
prestadores que suspendan el correspondiente servicio de intermediación 
utilizado para la provisión del servicio de la sociedad de la información o de 
los contenidos cuya interrupción o retirada hayan sido ordenados 
respectivamente. 
 
2. Si para garantizar la efectividad de la resolución que acuerde la 
interrupción de la prestación de un servicio o la retirada de contenidos 
procedentes de un prestador establecido en un Estado no perteneciente a la 
Unión Europea o al Espacio Económico Europeo, el órgano competente 
estimara necesario impedir el acceso desde España a los mismos, y para ello 
fuera necesaria la colaboración de los prestadores de servicios de 
intermediación establecidos en España, dicho órgano podrá ordenar a los 
citados prestadores de servicios de intermediación que suspendan el 
correspondiente servicio de intermediación utilizado para la provisión del 
servicio de la sociedad de la información o de los contenidos cuya interrupción 
o retirada hayan sido ordenados respectivamente. 
 
3. En la adopción y cumplimiento de las medidas a que se refieren los 
apartados anteriores, se respetarán, en todo caso, las garantías, normas y 
procedimientos previstos en el ordenamiento jurídico para proteger los 
derechos a la intimidad personal y familiar, a la protección de los datos 
personales, a la libertad de expresión o a la libertad de información, cuando 
estos pudieran resultar afectados. 
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En todos los casos en que la Constitución, las normas reguladoras de los 
respectivos derechos y libertades o las que resulten aplicables a las 
diferentes materias atribuyan competencia a los órganos jurisdiccionales de 
forma excluyente para intervenir en el ejercicio de actividades o derechos, 
sólo la autoridad judicial competente podrá adoptar las medidas previstas en 
este artículo. En particular, la autorización del secuestro de páginas de 
Internet o de su restricción cuando ésta afecte a los derechos y libertades 
de expresión e información y demás amparados en los términos establecidos 
en el artículo 20 de la Constitución solo podrá ser decidida por los órganos 
jurisdiccionales competentes. 
 
4. Las medidas a que hace referencia este artículo serán objetivas, 
proporcionadas y no discriminatorias, y se adoptarán de forma cautelar o en 
ejecución de las resoluciones que se dicten, conforme a los procedimientos 
administrativos legalmente establecidos o a los previstos en la legislación 
procesal que corresponda. 
 
Artículo 12. Deber de retención de datos de tráfico relativos a las 
comunicaciones electrónicas.  
 
Artículo 12 bis. Obligaciones de información sobre seguridad.  
 
1. Los proveedores de servicios de intermediación establecidos en España de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2 de esta Ley que realicen actividades 
consistentes en la prestación de servicios de acceso a Internet, estarán 
obligados a informar a sus clientes de forma permanente, fácil, directa y 
gratuita, sobre los diferentes medios de carácter técnico que aumenten los 
niveles de la seguridad de la información y permitan, entre otros, la 
protección frente a virus informáticos y programas espía, y la restricción de 
los correos electrónicos no solicitados. 
 
2. Los proveedores de servicios de acceso a Internet y los prestadores de 
servicios de correo electrónico o de servicios similares deberán informar a 
sus clientes de forma permanente, fácil, directa y gratuita sobre las medidas 
de seguridad que apliquen en la provisión de los mencionados servicios. 
 
3. Igualmente, los proveedores de servicios referidos en el apartado 1 
informarán sobre las herramientas existentes para el filtrado y restricción 
del acceso a determinados contenidos y servicios en Internet no deseados o 
que puedan resultar nocivos para la juventud y la infancia. 
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4. Los proveedores de servicios mencionados en el apartado 1 facilitarán 
información a sus clientes acerca de las posibles responsabilidades en que 
puedan incurrir por el uso de Internet con fines ilícitos, en particular, para 
la comisión de ilícitos penales y por la vulneración de la legislación en materia 
de propiedad intelectual e industrial. 
 
5. Las obligaciones de información referidas en los apartados anteriores se 
darán por cumplidas si el correspondiente proveedor incluye la información 
exigida en su página o sitio principal de Internet en la forma establecida en 
los mencionados apartados. 
 

SECCIÓN II. RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD. 
 

Artículo 13. Responsabilidad de los prestadores de los servicios de la 
sociedad de la información. 
 
1. Los prestadores de servicios de la sociedad de la información estén sujetos 
a la responsabilidad civil, penal y administrativa establecida con carácter 
general en el ordenamiento jurídico, sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley. 
2. Para determinar la responsabilidad de los prestadores de servicios por el 
ejercicio de actividades de intermediación, se estará a lo establecido en los 
artículos siguientes. 
 
Artículo 14. Responsabilidad de los operadores de redes y proveedores de 
acceso. 
 
1. Los operadores de redes de telecomunicaciones y proveedores de acceso a 
una red de telecomunicaciones que presten un servicio de intermediación que 
consista en transmitir por una red de telecomunicaciones datos facilitados 
por el destinatario del servicio o en facilitar acceso a ésta no serán 
responsables por la información transmitida, salvo que ellos mismos hayan 
originado la transmisión, modificado los datos o seleccionado éstos o a los 
destinatarios de dichos datos. 
No se entenderá por modificación la manipulación estrictamente técnica de 
los archivos que alberguen los datos, que tiene lugar durante su transmisión. 
 
2. Las actividades de transmisión y provisión de acceso a que se refiere el 
apartado anterior incluyen el almacenamiento automático, provisional y 
transitorio de los datos, siempre que sirva exclusivamente para permitir su 
transmisión por la red de telecomunicaciones y su duración no supere el 
tiempo razonablemente necesario para ello. 
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Artículo 15. Responsabilidad de los prestadores de servicios que realizan 
copia temporal de los datos solicitados por los usuarios. 
Los prestadores de un servicio de intermediación que transmitan por una red 
de telecomunicaciones datos facilitados por un destinatario del servicio y, 
con la única finalidad de hacer más eficaz su transmisión ulterior a otros 
destinatarios que los soliciten, los almacenen en sus sistemas de forma 
automática, provisional y temporal, no serán responsables por el contenido de 
esos datos ni por la reproducción temporal de los mismos, si: 
 
a. No modifican la información. 
b. Permiten el acceso a ella sólo a los destinatarios que cumplan las 
condiciones impuestas a tal fin, por el destinatario cuya información se 
solicita. 
c. Respetan las normas generalmente aceptadas y aplicadas por el sector para 
la actualización de la información. 
d. No interfieren en la utilización lícita de tecnología generalmente aceptada 
y empleada por el sector, con el fin de obtener datos sobre la utilización de 
la información, y 
 
e. Retiran la información que hayan almacenado o hacen imposible el acceso a 
ella, en cuanto tengan conocimiento efectivo de: 
 
1. Que ha sido retirada del lugar de la red en que se encontraba inicialmente. 
2. Que se ha imposibilitado el acceso a ella, o 
3. Que un tribunal u órgano administrativo competente ha ordenado retirarla 
o impedir que se acceda a ella. 
 
Artículo 16. Responsabilidad de los prestadores de servicios de alojamiento 
o almacenamiento de datos. 
 
1. Los prestadores de un servicio de intermediación consistente en albergar 
datos proporcionados por el destinatario de este servicio no serán 
responsables por la información almacenada a petición del destinatario, 
siempre que: 
 
a. No tengan conocimiento efectivo de que la actividad o la información 
almacenada es ilícita o de que lesiona bienes o derechos de un tercero 
susceptibles de indemnización, o 
b. Si lo tienen, actúen con diligencia para retirar los datos o hacer imposible 
el acceso a ellos. 
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Se entenderá que el prestador de servicios tiene el conocimiento efectivo a 
que se refiere el párrafo a) cuando un órgano competente haya declarado la 
ilicitud de los datos, ordenado su retirada o que se imposibilite el acceso a 
los mismos, o se hubiera declarado la existencia de la lesión, y el prestador 
conociera la correspondiente resolución, sin perjuicio de los procedimientos 
de detección y retirada de contenidos que los prestadores apliquen en virtud 
de acuerdos voluntarios y de otros medios de conocimiento efectivo que 
pudieran establecerse. 
 
2. La exención de responsabilidad establecida en el apartado 1 no operará en 
el supuesto de que el destinatario del servicio actúe bajo la dirección, 
autoridad o control de su prestador. 
 
Artículo 17. Responsabilidad de los prestadores de servicios que faciliten 
enlaces a contenidos o instrumentos de búsqueda. 
1. Los prestadores de servicios de la sociedad de la información que faciliten 
enlaces a otros contenidos o incluyan en los suyos directorios o instrumentos 
de búsqueda de contenidos no serán responsables por la información a la que 
dirijan a los destinatarios de sus servicios, siempre que: 
a. No tengan conocimiento efectivo de que la actividad o la información a la 
que remiten o recomiendan es ilícita o de que lesiona bienes o derechos de un 
tercero susceptibles de indemnización, o 
b. Si lo tienen, actúen con diligencia para suprimir o inutilizar el enlace 
correspondiente. 
Se entenderá que el prestador de servicios tiene el conocimiento efectivo a 
que se refiere el párrafo a cuando un órgano competente haya declarado la 
ilicitud de los datos, ordenado su retirada o que se imposibilite el acceso a 
los mismos, o se hubiera declarado la existencia de la lesión, y el prestador 
conociera la correspondiente resolución, sin perjuicio de los procedimientos 
de detección y retirada de contenidos que los prestadores apliquen en virtud 
de acuerdos voluntarios y de otros medios de conocimiento efectivo que 
pudieran establecerse. 
2.  La exención de responsabilidad establecida en el apartado 1 no operará en 
el supuesto de que el proveedor de contenidos al que se enlace o cuya 
localización se facilite actúe bajo la dirección, autoridad o control del 
prestador que facilite la localización de esos contenidos. 

 
CAPÍTULO III. 

CÓDIGOS DE CONDUCTA. 
 

Artículo 18. Códigos de conducta. 
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1. Las Administraciones públicas impulsarán, a través de la coordinación y el 
asesoramiento, la elaboración y aplicación de códigos de conducta voluntarios, 
por parte de las corporaciones, asociaciones u organizaciones comerciales, 
profesionales y de consumidores, en las materias reguladas en esta Ley. La 
Administración General del Estado fomentará, en especial, la elaboración de 
códigos de conducta de ámbito comunitario o internacional. 
 
Los códigos de conducta podrán tratar, en particular, sobre los 
procedimientos para la detección y retirada de contenidos ilícitos y la 
protección de los destinatarios frente al envío por vía electrónica de 
comunicaciones comerciales no solicitadas, así como sobre los procedimientos 
extrajudiciales para la resolución de los conflictos que surjan por la 
prestación de los servicios de la sociedad de la información. 
 
2. En la elaboración de dichos códigos, habrá de garantizarse la participación 
de las asociaciones de consumidores y usuarios y la de las organizaciones 
representativas de personas con discapacidades físicas o psíquicas, cuando 
afecten a sus respectivos intereses. 
 
Cuando su contenido pueda afectarles, los códigos de conducta tendrán 
especialmente en cuenta la protección de los menores y de la dignidad 
humana, pudiendo elaborarse, en caso necesario, códigos específicos sobre 
estas materias. 
 
Los poderes públicos estimularán, en particular, el establecimiento de 
criterios comunes acordados por la industria para la clasificación y 
etiquetado de contenidos y la adhesión de los prestadores a los mismos. 
 
3.  Los códigos de conducta a los que hacen referencia los apartados 
precedentes deberán ser accesibles por vía electrónica. Se fomentará su 
traducción a otras lenguas oficiales, en el Estado y de la Unión Europea, con 
objeto de darles mayor difusión. 
 

TÍTULO III. 
COMUNICACIONES COMERCIALES POR VÍA ELECTRÓNICA. 

 
Artículo 19. Régimen jurídico. 
 
1. Las comunicaciones comerciales y las ofertas promocionales se regirán, 
además de por la presente Ley, por su normativa propia y la vigente en materia 
comercial y de publicidad. 
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2. En todo caso, será de aplicación la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y su normativa de 
desarrollo, en especial, en lo que se refiere a la obtención de datos 
personales, la información a los interesados y la creación y mantenimiento de 
ficheros de datos personales. 
 
Artículo 20. Información exigida sobre las comunicaciones comerciales, 
ofertas promocionales y concursos.  
 
1. Las comunicaciones comerciales realizadas por vía electrónica deberán ser 
claramente identificables como tales y la persona física o jurídica en nombre 
de la cual se realizan también deberá ser claramente identificable. 
En el caso en el que tengan lugar a través de correo electrónico u otro medio 
de comunicación electrónica equivalente incluirán al comienzo del mensaje la 
palabra publicidad o la abreviatura publi. 
 
2. En los supuestos de ofertas promocionales, como las que incluyan 
descuentos, premios y regalos, y de concursos o juegos promocionales, previa 
la correspondiente autorización, se deberá asegurar, además del 
cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado anterior y en las 
normas de ordenación del comercio, que queden claramente identificados 
como tales y que las condiciones de acceso y, en su caso, de participación sean 
fácilmente accesibles y se expresen de forma clara e inequívoca. 
 
3. Lo dispuesto en los apartados anteriores se entiende sin perjuicio de lo que 
dispongan las normativas dictadas por las Comunidades Autónomas con 
competencias exclusivas sobre consumo, comercio electrónico o publicidad. 
 
Artículo 21. Prohibición de comunicaciones comerciales realizadas a través 
de correo electrónico o medios de comunicación electrónica equivalentes.  
 
1. Queda prohibido el envío de comunicaciones publicitarias o promocionales 
por correo electrónico u otro medio de comunicación electrónica equivalente 
que previamente no hubieran sido solicitadas o expresamente autorizadas por 
los destinatarios de las mismas. 
 
2. Lo dispuesto en el apartado anterior no será de aplicación cuando exista 
una relación contractual previa, siempre que el prestador hubiera obtenido 
de forma lícita los datos de contacto del destinatario y los empleara para el 
envío de comunicaciones comerciales referentes a productos o servicios de 
su propia empresa que sean similares a los que inicialmente fueron objeto de 
contratación con el cliente. 
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En todo caso, el prestador deberá ofrecer al destinatario la posibilidad de 
oponerse al tratamiento de sus datos con fines promocionales mediante un 
procedimiento sencillo y gratuito, tanto en el momento de recogida de los 
datos como en cada una de las comunicaciones comerciales que le dirija. 
 
Artículo 22. Derechos de los destinatarios de servicios.  
1. El destinatario podrá revocar en cualquier momento el consentimiento 
prestado a la recepción de comunicaciones comerciales con la simple 
notificación de su voluntad al remitente. 
A tal efecto, los prestadores de servicios deberán habilitar procedimientos 
sencillos y gratuitos para que los destinatarios de servicios puedan revocar 
el consentimiento que hubieran prestado. 
Asimismo, deberán facilitar información accesible por medios electrónicos 
sobre dichos procedimientos. 
 
2. Cuando los prestadores de servicios empleen dispositivos de 
almacenamiento y recuperación de datos en equipos terminales, informarán a 
los destinatarios de manera clara y completa sobre su utilización y finalidad, 
ofreciéndoles la posibilidad de rechazar el tratamiento de los datos mediante 
un procedimiento sencillo y gratuito. 
Lo anterior no impedirá el posible almacenamiento o acceso a datos con el fin 
de efectuar o facilitar técnicamente la transmisión de una comunicación por 
una red de comunicaciones electrónicas o, en la medida que resulte 
estrictamente necesario, para la prestación de un servicio de la sociedad de 
la información expresamente solicitado por el destinatario. 

 
TÍTULO IV. 

CONTRATACIÓN POR VÍA ELECTRÓNICA. 
 

Artículo 23. Validez y eficacia de los contratos celebrados por vía 
electrónica. 
 
1. Los contratos celebrados por vía electrónica producirán todos los efectos 
previstos por el ordenamiento jurídico, cuando concurran el consentimiento y 
los demás requisitos necesarios para su validez. 
Los contratos electrónicos se regirán por lo dispuesto en este Título, por los 
Códigos Civil y de Comercio y por las restantes normas civiles o mercantiles 
sobre contratos, en especial, las normas de protección de los consumidores y 
usuarios y de ordenación de la actividad comercial. 
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2. Para que sea válida la celebración de contratos por vía electrónica no será 
necesario el previo acuerdo de las partes sobre la utilización de medios 
electrónicos. 
 
3. Siempre que la Ley exija que el contrato o cualquier información 
relacionada con el mismo conste por escrito, este requisito se entenderá 
satisfecho si el contrato o la información se contiene en un soporte 
electrónico. 
4. No será de aplicación lo dispuesto en el presente Título a los contratos 
relativos al Derecho de familia y sucesiones. 
 
Los contratos, negocios o actos jurídicos en los que la Ley determine para su 
validez o para la producción de determinados efectos la forma documental 
pública, o que requieran por Ley la intervención de órganos jurisdiccionales, 
notarios, registradores de la propiedad y mercantiles o autoridades públicas, 
se regirán por su legislación específica. 
 
Artículo 24. Prueba de los contratos celebrados por vía electrónica. 
 
1.  La prueba de la celebración de un contrato por vía electrónica y la de las 
obligaciones que tienen su origen en él se sujetará a las reglas generales del 
ordenamiento jurídico. 
Cuando los contratos celebrados por vía electrónica estén firmados 
electrónicamente se estará a lo establecido en el artículo 3 de la Ley 
59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica. 
 
2. En todo caso, el soporte electrónico en que conste un contrato celebrado 
por vía electrónica será admisible en juicio como prueba documental. 
 
Artículo 25. Intervención de terceros de confianza. 
 
1. Las partes podrán pactar que un tercero archive las declaraciones de 
voluntad que integran los contratos electrónicos y que consigne la fecha y la 
hora en que dichas comunicaciones han tenido lugar. La intervención de dichos 
terceros no podrá alterar ni sustituir las funciones que corresponde realizar 
a las personas facultadas con arreglo a Derecho para dar fe pública. 
 
2. El tercero deberá archivar en soporte informático las declaraciones que 
hubieran tenido lugar por vía telemática entre las partes por el tiempo 
estipulado que, en ningún caso, será inferior a cinco años. 
 
Artículo 26. Ley aplicable. 
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Para la determinación de la ley aplicable a los contratos electrónicos se estará 
a lo dispuesto en las normas de Derecho internacional privado del 
ordenamiento jurídico español, debiendo tomarse en consideración para su 
aplicación lo establecido en los artículos 2 y 3 de esta Ley. 
 
Artículo 27. Obligaciones previas a la contratación.  
 
1. Además del cumplimiento de los requisitos en materia de información que 
se establecen en la normativa vigente, el prestador de servicios de la 
sociedad de la información que realice actividades de contratación 
electrónica tendrá la obligación de poner a disposición del destinatario, antes 
de iniciar el procedimiento de contratación y mediante técnicas adecuadas al 
medio de comunicación utilizado, de forma permanente, fácil y gratuita, 
información clara, comprensible e inequívoca sobre los siguientes extremos: 
 
a. Los distintos trámites que deben seguirse para celebrar el contrato. 
b. Si el prestador va a archivar el documento electrónico en que se formalice 
el contrato y si éste va a ser accesible. 
c. Los medios técnicos que pone a su disposición para identificar y corregir 
errores en la introducción de los datos, y 
d. La lengua o lenguas en que podrá formalizarse el contrato. 
 
La obligación de poner a disposición del destinatario la información referida 
en el párrafo anterior se dará por cumplida si el prestador la incluye en su 
página o sitio de Internet en las condiciones señaladas en dicho párrafo. 
Cuando el prestador diseñe específicamente sus servicios de contratación 
electrónica para ser accedidos mediante dispositivos que cuenten con 
pantallas de formato reducido, se entenderá cumplida la obligación 
establecida en este apartado cuando facilite de manera permanente, fácil, 
directa y exacta la dirección de Internet en que dicha información es puesta 
a disposición del destinatario. 
2. El prestador no tendrá la obligación de facilitar la información señalada en 
el apartado anterior cuando: 
a. Ambos contratantes así lo acuerden y ninguno de ellos tenga la 
consideración de consumidor, o 
b. El contrato se haya celebrado exclusivamente mediante intercambio de 
correo electrónico u otro tipo de comunicación electrónica equivalente. 
 
3. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación específica, las ofertas o 
propuestas de contratación realizadas por vía electrónica serán válidas 

Memoria UNAV 2008 59   



 

durante el período que fije el oferente o, en su defecto, durante todo el 
tiempo que permanezcan accesibles a los destinatarios del servicio. 
 
4. Con carácter previo al inicio del procedimiento de contratación, el 
prestador de servicios deberá poner a disposición del destinatario las 
condiciones generales a que, en su caso, deba sujetarse el contrato, de 
manera que éstas puedan ser almacenadas y reproducidas por el destinatario. 
 
Artículo 28. Información posterior a la celebración del contrato. 
 
1. El oferente está obligado a confirmar la recepción de la aceptación al que 
la hizo por alguno de los siguientes medios: 
a. El envío de un acuse de recibo por correo electrónico u otro medio de 
comunicación electrónica equivalente a la dirección que el aceptante haya 
señalado, en el plazo de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de la 
aceptación, o 
b. La confirmación, por un medio equivalente al utilizado en el procedimiento 
de contratación, de la aceptación recibida, tan pronto como el aceptante haya 
completado dicho procedimiento, siempre que la confirmación pueda ser 
archivada por su destinatario. 
 
En los casos en que la obligación de confirmación corresponda a un 
destinatario de servicios, el prestador facilitará el cumplimiento de dicha 
obligación, poniendo a disposición del destinatario alguno de los medios 
indicados en este apartado. Esta obligación será exigible tanto si la 
confirmación debiera dirigirse al propio prestador o a otro destinatario. 
 
2. Se entenderá que se ha recibido la aceptación y su confirmación cuando las 
partes a que se dirijan puedan tener constancia de ello. 
En el caso de que la recepción de la aceptación se confirme mediante acuse 
de recibo, se presumirá que su destinatario puede tener la referida 
constancia desde que aquel haya sido almacenado en el servidor en que esté 
dada de alta su cuenta de correo electrónico, o en el dispositivo utilizado para 
la recepción de comunicaciones. 
 
3. No será necesario confirmar la recepción de la aceptación de una oferta 
cuando: 
 
a. Ambos contratantes así lo acuerden y ninguno de ellos tenga la 
consideración de consumidor, o 
b. El contrato se haya celebrado exclusivamente mediante intercambio de 
correo electrónico u otro tipo de comunicación electrónica equivalente, 
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cuando estos medios no sean empleados con el exclusivo propósito de eludir 
el cumplimiento de tal obligación. 
 
Artículo 29. Lugar de celebración del contrato. 
 
Los contratos celebrados por vía electrónica en los que intervenga como parte 
un consumidor se presumirán celebrados en el lugar en que éste tenga su 
residencia habitual. 
Los contratos electrónicos entre empresarios o profesionales, en defecto de 
pacto entre las partes, se presumirán celebrados en el lugar en que esté 
establecido el prestador de servicios. 
 

TÍTULO V. 
SOLUCIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL DE CONFLICTOS. 

CAPÍTULO I. 
ACCIÓN DE CESACIÓN. 

 
Artículo 30. Acción de cesación. 
 
1. Contra las conductas contrarias a la presente Ley que lesionen intereses 
colectivos o difusos de los consumidores podrá interponerse acción de 
cesación. 
2. La acción de cesación se dirige a obtener una sentencia que condene al 
demandado a cesar en la conducta contraria a la presente Ley y a prohibir su 
reiteración futura. Asimismo, la acción podrá ejercerse para prohibir la 
realización de una conducta cuando ésta haya finalizado al tiempo de 
ejercitar la acción, si existen indicios suficientes que hagan temer su 
reiteración de modo inminente. 
3. La acción de cesación se ejercerá conforme a las prescripciones de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil para esta clase de acciones. 
 
 
Artículo 31. Legitimación activa. 
 
Estén legitimados para interponer la acción de cesación: 
 
a. Las personas físicas o jurídicas titulares de un derecho o interés legítimo. 
b. Los grupos de consumidores o usuarios afectados, en los casos y 
condiciones previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
c. Las asociaciones de consumidores y usuarios que reúnan los requisitos 
establecidos en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de 
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los Consumidores y Usuarios, o, en su caso, en la legislación autonómica en 
materia de defensa de los consumidores. 
d. El Ministerio Fiscal. 
e. El Instituto Nacional del Consumo y los órganos correspondientes de las 
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales competentes en 
materia de defensa de los consumidores. 
f. Las entidades de otros Estados miembros de la Unión Europea constituidas 
para la protección de los intereses colectivos o difusos de los consumidores 
que estén habilitadas ante la Comisión Europea mediante su inclusión en la 
lista publicada a tal fin en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas. 
Los Jueces y Tribunales aceptarán dicha lista como prueba de la capacidad 
de la entidad habilitada para ser parte, sin perjuicio de examinar si la 
finalidad de la misma y los intereses afectados legitiman el ejercicio de la 
acción. 
 

CAPÍTULO II. 
SOLUCIÓN EXTRAJUDICIAL DE CONFLICTOS. 

 
Artículo 32. Solución extrajudicial de conflictos. 
 
1. El prestador y el destinatario de servicios de la sociedad de la información 
podrán someter sus conflictos a los arbitrajes previstos en la legislación de 
arbitraje y de defensa de los consumidores y usuarios, y a los procedimientos 
de resolución extrajudicial de conflictos que se instauren por medio de 
códigos de conducta u otros instrumentos de autorregulación. 
2. En los procedimientos de resolución extrajudicial de conflictos a que hace 
referencia el apartado anterior, podrá hacerse uso de medios electrónicos, 
en los términos que establezca su normativa específica. 
 

TÍTULO VI. 
INFORMACIÓN Y CONTROL. 

 
Artículo 33. Información a los destinatarios y prestadores de servicios.  
Los destinatarios y prestadores de servicios de la sociedad de la información 
podrán dirigirse a cualesquiera órganos competentes en materia de sociedad 
de la información, sanidad y consumo de las Administraciones Públicas, para: 
 
a. Conseguir información general sobre sus derechos y obligaciones 
contractuales en el marco de la normativa aplicable a la contratación 
electrónica, 
b. Informarse sobre los procedimientos de resolución judicial y extrajudicial 
de conflictos, y 
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c. Obtener los datos de las autoridades, asociaciones u organizaciones que 
puedan facilitarles información adicional o asistencia práctica. 
 
La comunicación con dichos órganos podrá hacerse por medios electrónicos. 
 
Artículo 34. Comunicación de resoluciones relevantes. 
 
1. El Consejo General del Poder Judicial remitirá al Ministerio de Justicia, en 
la forma y con la periodicidad que se acuerde mediante Convenio entre ambos 
órganos, todas las resoluciones judiciales que contengan pronunciamientos 
relevantes sobre la validez y eficacia de los contratos celebrados por vía 
electrónica, sobre su utilización como prueba en juicio, o sobre los derechos, 
obligaciones y régimen de responsabilidad de los destinatarios y los 
prestadores de servicios de la sociedad de la información. 
 
2. Los órganos arbitrales y los responsables de los demás procedimientos de 
resolución extrajudicial de conflictos a que se refiere el artículo 32.1 
comunicarán al Ministerio de Justicia los laudos o decisiones que revistan 
importancia para la prestación de servicios de la sociedad de la información 
y el comercio electrónico de acuerdo con los criterios indicados en el 
apartado anterior. 
3. En la comunicación de las resoluciones, laudos y decisiones a que se refiere 
este artículo, se tomarán las precauciones necesarias para salvaguardar el 
derecho a la intimidad y a la protección de los datos personales de las 
personas identificadas en ellos. 
 
4. El Ministerio de Justicia remitirá a la Comisión Europea y facilitará el 
acceso de cualquier interesado a la información recibida de conformidad con 
este artículo. 
 
Artículo 35. Supervisión y control. 
 
1.  El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio en el ámbito de la 
Administración General del Estado, y los órganos que correspondan de las 
Comunidades Autónomas, controlarán, en sus respectivos ámbitos 
territoriales y competenciales, el cumplimiento por los prestadores de 
servicios de la sociedad de la información de las obligaciones establecidas en 
esta Ley y en sus disposiciones de desarrollo, en lo que se refiere a los 
servicios propios de la sociedad de la información. 
No obstante, las referencias a los órganos competentes contenidas en los 
artículos 8, 10, 11, 15, 16, 17 y 38 se entenderán hechas a los órganos 
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jurisdiccionales o administrativos que, en cada caso, lo sean en función de la 
materia. 
 
2.  Los órganos citados en el apartado 1 de este artículo podrán realizar las 
actuaciones inspectoras que sean precisas para el ejercicio de su función de 
control. 
Los funcionarios adscritos a dichos órganos y que ejerzan la inspección a que 
se refiere el párrafo anterior tendrán la consideración de autoridad pública 
en el desempeño de sus cometidos. 
 
3. En todo caso, y no obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando 
las conductas realizadas por los prestadores de servicios de la sociedad de 
la información estuvieran sujetas, por razón de la materia o del tipo de 
entidad de que se trate, a ámbitos competenciales, de tutela o de supervisión 
específicos, con independencia de que se lleven a cabo utilizando técnicas y 
medios telemáticos o electrónicos, los órganos a los que la legislación 
sectorial atribuya competencias de control, supervisión, inspección o tutela 
específica ejercerán las funciones que les correspondan. 
 
Artículo 36. Deber de colaboración. 
 
1. Los prestadores de servicios de la sociedad de la información tienen la 
obligación de facilitar al Ministerio de Ciencia y Tecnología y a los demás 
órganos a que se refiere el artículo anterior toda la información y 
colaboración precisas para el ejercicio de sus funciones. 
Igualmente, deberán permitir a sus agentes o al personal inspector el acceso 
a sus instalaciones y la consulta de cualquier documentación relevante para la 
actividad de control de que se trate, siendo de aplicación, en su caso, lo 
dispuesto en el artículo 8.5 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
 
2. Cuando, como consecuencia de una actuación inspectora, se tuviera 
conocimiento de hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones 
tipificadas en otras leyes, estatales o autonómicas, se dará cuenta de los 
mismos a los órganos u organismos competentes para su supervisión y sanción. 

VII. 
INFRACCIONES Y SANCIONES. 

 
Artículo 37. Responsables. 
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Los prestadores de servicios de la sociedad de la información estén sujetos 
al régimen sancionador establecido en este Título cuando la presente Ley les 
sea de aplicación. 
 
Artículo 38. Infracciones. 
 
1. Las infracciones de los preceptos de esta Ley se calificarán como muy 
graves, graves y leves. 
 
2. Es infracción muy graves: 
 
a. El incumplimiento de la obligación de suspender la transmisión, el 
alojamiento de datos, el acceso a la red o la prestación de cualquier otro 
servicio equivalente de intermediación, cuando un órgano administrativo 
competente lo ordene, en virtud de lo dispuesto en el artículo 11. 
 
 
3. Son infracciones graves: 
 
a. El incumplimiento significativo de lo establecido en los párrafos a y f del 
artículo 10.1. 
b. El envío masivo de comunicaciones comerciales por correo electrónico u 
otro medio de comunicación electrónica equivalente o el envío, en el plazo de 
un año, de más de tres comunicaciones comerciales por los medios aludidos a 
un mismo destinatario, cuando en dichos envíos no se cumplan los requisitos 
establecidos en el artículo 21. 
c. El incumplimiento significativo de la obligación del prestador de servicios 
establecida en el apartado 1 del artículo 22, en relación con los 
procedimientos para revocar el consentimiento prestado por los 
destinatarios. 
d. No poner a disposición del destinatario del servicio las condiciones 
generales a que, en su caso, se sujete el contrato, en la forma prevista en el 
artículo 27. 
e. El incumplimiento habitual de la obligación de confirmar la recepción de una 
aceptación, cuando no se haya pactado su exclusión o el contrato se haya 
celebrado con un consumidor. 
f. La resistencia, excusa o negativa a la actuación inspectora de los órganos 
facultados para llevarla a cabo con arreglo a esta Ley. 
g. El incumplimiento significativo de lo establecido en el apartado 3 del 
artículo 10. 
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h. El incumplimiento significativo de las obligaciones de información o de 
establecimiento de un procedimiento de rechazo del tratamiento de datos, 
establecidas en el apartado 2 del artículo 22. 
 
4. Son infracciones leves: 
 a. El incumplimiento de lo previsto en el artículo 12 bis. 
b. No informar en la forma prescrita por el artículo 10.1 sobre los aspectos 
señalados en los párrafos b, c, d, e y g del mismo, o en los párrafos a y f 
cuando no constituya infracción grave. 
c. El incumplimiento de lo previsto en el artículo 20 para las comunicaciones 
comerciales, ofertas promocionales y concursos. 
d. El envío de comunicaciones comerciales por correo electrónico u otro medio 
de comunicación electrónica equivalente cuando en dichos envíos no se 
cumplan los requisitos establecidos en el artículo 21 y no constituya infracción 
grave. 
e. No facilitar la información a que se refiere el artículo 27.1, cuando las 
partes no hayan pactado su exclusión o el destinatario sea un consumidor. 
f. El incumplimiento de la obligación de confirmar la recepción de una petición 
en los términos establecidos en el artículo 28, cuando no se haya pactado su 
exclusión o el contrato se haya celebrado con un consumidor, salvo que 
constituya infracción grave. 
g. El incumplimiento de las obligaciones de información o de establecimiento 
de un procedimiento de rechazo del tratamiento de datos, establecidas en el 
apartado 2 del artículo 22, cuando no constituya una infracción grave. 
h. El incumplimiento de la obligación del prestador de servicios establecida 
en el apartado 1 del artículo 22, en relación con los procedimientos para 
revocar el consentimiento prestado por los destinatarios cuando no 
constituya infracción grave. 
i. El incumplimiento de lo establecido en el apartado 3 del artículo 10, cuando 
no constituya infracción grave. 
 
Artículo 39. Sanciones. 
 
1. Por la comisión de las infracciones recogidas en el artículo anterior, se 
impondrán las siguientes sanciones: 
a. Por la comisión de infracciones muy graves, multa de 150.001 hasta 600.000 
euros. 
La reiteración en el plazo de tres años de dos o más infracciones muy graves, 
sancionadas con carácter firme, podrá dar lugar, en función de sus 
circunstancias, a la sanción de prohibición de actuación en España, durante un 
plazo máximo de dos años. 
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b. Por la comisión de infracciones graves, multa de 30.001 hasta 1 50.000 
euros. 
c. Por la comisión de infracciones leves, multa de hasta 30.000 euros. 
 
2. Las infracciones graves y muy graves podrán llevar aparejada la 
publicación, a costa del sancionado, de la resolución sancionadora en el Boletín 
Oficial del Estado, o en el diario oficial de la Administración pública que, en 
su caso, hubiera impuesto la sanción; en dos periódicos cuyo ámbito de 
difusión coincida con el de actuación de la citada Administración pública o en 
la página de inicio del sitio de Internet del prestador, una vez que aquélla 
tenga carácter firme. 
Para la imposición de esta sanción, se considerará la repercusión social de la 
infracción cometida, por el número de usuarios o de contratos afectados, y 
la gravedad del ilícito. 
 
3. Cuando las infracciones sancionables con arreglo a lo previsto en esta Ley 
hubieran sido cometidas por prestadores de servicios establecidos en 
Estados que no sean miembros de la Unión Europea o del Espacio Económico 
Europeo, el órgano que hubiera impuesto la correspondiente sanción podrá 
ordenar a los prestadores de servicios de intermediación que tomen las 
medidas necesarias para impedir el acceso desde España a los servicios 
ofrecidos por aquéllos por un período máximo de dos años en el caso de 
infracciones muy graves, un año en el de infracciones graves y seis meses en 
el de infracciones leves. 
 
Artículo 40. Graduación de la cuantía de las sanciones. 
La cuantía de las multas que se impongan se graduará atendiendo a los 
siguientes criterios: 
a. La existencia de intencionalidad. 
b. Plazo de tiempo durante el que se haya venido cometiendo la infracción. 
c. La reincidencia por comisión de infracciones de la misma naturaleza, cuando 
así haya sido declarado por resolución firme. 
d. La naturaleza y cuantía de los perjuicios causados. 
e. Los beneficios obtenidos por la infracción. 
f. Volumen de facturación a que afecte la infracción cometida. 
 
Artículo 41. Medidas de carácter provisional. 
 
1. En los procedimientos sancionadores por infracciones graves o muy graves 
se podrán adoptar, con arreglo a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, y sus normas de desarrollo, las medidas de carácter 
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provisional previstas en dichas normas que se estimen necesarias para 
asegurar la eficacia de la resolución que definitivamente se dicte, el buen fin 
del procedimiento, evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción y 
las exigencias de los intereses generales. 
En particular, podrán acordarse las siguientes: 
 
a. Suspensión temporal de la actividad del prestador de servicios y, en su 
caso, cierre provisional de sus establecimientos. 
b. Precinto, depósito o incautación de registros, soportes y archivos 
informáticos y de documentos en general, así como de aparatos y equipos 
informáticos de todo tipo. 
c. Advertir al público de la existencia de posibles conductas infractoras y de 
la incoación del expediente sancionador de que se trate, así como de las 
medidas adoptadas para el cese de dichas conductas. 
 
2. En la adopción y cumplimiento de las medidas a que se refiere el apartado 
anterior, se respetarán, en todo caso, las garantías, normas y procedimientos 
previstos en el ordenamiento jurídico para proteger los derechos a la 
intimidad personal y familiar, a la protección de los datos personales, a la 
libertad de expresión o a la libertad de información, cuando éstos pudieran 
resultar afectados. 
 
En todos los casos en que la Constitución, las normas reguladoras de los 
respectivos derechos y libertades o las que resulten aplicables a las 
diferentes materias atribuyan competencia a los órganos jurisdiccionales 
para intervenir en el ejercicio de actividades o derechos, sólo la autoridad 
judicial competente podrá adoptar las medidas previstas en este artículo. 
 
3. En todo caso, se respetará el principio de proporcionalidad de la medida a 
adoptar con los objetivos que se pretendan alcanzar en cada supuesto. 
4. En casos de urgencia y para la inmediata protección de los intereses 
implicados, las medidas provisionales previstas en el presente artículo podrán 
ser acordadas antes de la iniciación del expediente sancionador. Las medidas 
deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de 
iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días 
siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda. 
En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el 
procedimiento sancionador en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación 
no contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas. 
 
Artículo 42. Multa coercitiva. 
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El órgano administrativo competente para resolver el procedimiento 
sancionador podrá imponer multas coercitivas por importe que no exceda de 
6.000 euros por cada día que transcurra sin cumplir las medidas provisionales 
que hubieran sido acordadas. 
 
Artículo 43. Competencia sancionadora.  
 
1. La imposición de sanciones por incumplimiento de lo previsto en esta Ley 
corresponderá al órgano o autoridad que dictó la resolución incumplida o al 
que estén adscritos los inspectores. Asimismo las infracciones respecto a los 
derechos y garantías de los consumidores y usuarios serán sancionadas por el 
órgano  
Correspondiente de las Comunidades Autónomas competentes en materia de 
consumo. 
 
2. En la Administración General del Estado, la imposición de sanciones por el 
incumplimiento de lo previsto en esta Ley corresponderá, en el caso de 
infracciones muy graves, al Ministro de Industria, Turismo y Comercio, y en 
el de infracciones graves y leves, al Secretario de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información. 
No obstante lo anterior, la imposición de sanciones por incumplimiento de las 
resoluciones dictadas por los órganos competentes en función de la materia 
o entidad de que se trate a que se refieren los párrafos a y b del artículo 
38.2 de esta Ley corresponderá al órgano que dictó la resolución incumplida. 
Igualmente, corresponderá a la Agencia de Protección de Datos la imposición 
de sanciones por la comisión de las infracciones tipificadas en los artículos 
38.3 c, d e i y 38.4 d, g y h de esta Ley. 
 
2. La potestad sancionadora regulada en esta Ley se ejercerá de 
conformidad con lo establecido al respecto en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y en sus normas de desarrollo. No 
obstante, el plazo máximo de duración del procedimiento simplificado será de 
tres meses. 
3.  
Artículo 44. Concurrencia de infracciones y sanciones. 
 
1. No podrá ejercerse la potestad sancionadora a que se refiere la presente 
Ley cuando haya recaído sanción penal, en los casos en que se aprecie 
identidad de sujeto, hecho y fundamento. 
No obstante, cuando se esté tramitando un proceso penal por los mismos 
hechos o por otros cuya separación de los sancionables con arreglo a esta Ley 
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sea racionalmente imposible, el procedimiento quedará suspendido respecto 
de los mismos hasta que recaiga pronunciamiento firme de la autoridad 
judicial. 
Reanudado el expediente, en su caso, la resolución que se dicte deberá 
respetar los hechos declarados probados en la resolución judicial. 
 
2. La imposición de una sanción prevista en esta Ley no impedirá la tramitación 
y resolución de otro procedimiento sancionador por los órganos u organismos 
competentes en cada caso cuando la conducta infractora se hubiera cometido 
utilizando técnicas y medios telemáticos o electrónicos y resulte tipificada 
en otra Ley, siempre que no haya identidad del bien jurídico protegido. 
 
3. No procederá la imposición de sanciones según lo previsto en esta Ley 
cuando los hechos constitutivos de infracción lo sean también de otra 
tipificada en la normativa sectorial a la que esté sujeto el prestador del 
servicio y exista identidad del bien jurídico protegido. 
 
Cuando, como consecuencia de una actuación sancionadora, se tuviera 
conocimiento de hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones 
tipificadas en otras leyes, se dará cuenta de los mismos a los órganos u 
organismos competentes para su supervisión y sanción. 
 
Artículo 45. Prescripción. 
Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos 
años y las leves a los seis meses; las sanciones impuestas por faltas muy 
graves prescribirán a los tres años, las impuestas por faltas graves a los dos 
años y las impuestas por faltas leves al año. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Significado de los términos 
empleados por esta Ley. 
A los efectos de la presente Ley, los términos definidos en el anexo tendrán 
el significado que allí se les asigna. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Medicamentos y productos 
sanitarios. 
La prestación de servicios de la sociedad de la información relacionados con 
los medicamentos y los productos sanitarios se regirá por lo dispuesto en su 
legislación específica. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA. Sistema Arbitral de Consumo.  
El prestador y el destinatario de servicios de la sociedad de la información 
podrán someter sus conflictos al arbitraje de consumo, mediante la adhesión 
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de aquéllos al Sistema Arbitral de Consumo competente que se prestará 
también por medios electrónicos, conforme al procedimiento establecido 
reglamentariamente. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA. Modificación de los Códigos Civil y 
de Comercio. 
 
Uno. Se modifica el artículo 1.262 del Código Civil, que queda redactado de la 
siguiente manera: 
El consentimiento se manifiesta por el concurso de la oferta y de la 
aceptación sobre la cosa y la causa que han de constituir el contrato. 
Hallándose en lugares distintos el que hizo la oferta y el que la aceptó, hay 
consentimiento desde que el oferente conoce la aceptación o desde que, 
habiéndosela remitido el aceptante, no pueda ignorarla sin faltar a la buena 
fe. El contrato, en tal caso, se presume celebrado en el lugar en que se hizo 
la oferta. 
En los contratos celebrados mediante dispositivos automáticos hay 
consentimiento desde que se manifiesta la aceptación. 
Dos. Se modifica el artículo 54 del Código de Comercio, que queda redactado 
de la siguiente manera: 
Hallándose en lugares distintos el que hizo la oferta y el que la aceptó, hay 
consentimiento desde que el oferente conoce la aceptación o desde que, 
habiéndosela remitido el aceptante, no pueda ignorarla sin faltar a la buena 
fe. El contrato, en tal caso, se presume celebrado en el lugar en que se hizo 
la oferta. 
En los contratos celebrados mediante dispositivos automáticos hay 
consentimiento desde que se manifiesta la aceptación. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA. Accesibilidad para las personas con 
discapacidad y de edad avanzada a la información proporcionada por medios 
electrónicos. 
Uno.  Las Administraciones públicas adoptarán las medidas necesarias para 
que la información disponible en sus respectivas páginas de Internet pueda 
ser accesible a personas con discapacidad y de edad avanzada, de acuerdo 
con los criterios de accesibilidad al contenido generalmente reconocidos, 
antes del 31 de diciembre de 2005. 
A partir del 31 de diciembre de 2008, las páginas de Internet de las 
Administraciones Públicas satisfarán, como mínimo, el nivel medio de los 
criterios de accesibilidad al contenido generalmente reconocidos. 
Excepcionalmente, esta obligación no será aplicable cuando una funcionalidad 
o servicio no disponga de una solución tecnológica que permita su 
accesibilidad. 

Memoria UNAV 2008 71   



 

Las Administraciones Públicas exigirán que tanto las páginas de Internet cuyo 
diseño o mantenimiento financien total o parcialmente como las páginas de 
Internet de entidades y empresas que se encarguen de gestionar servicios 
públicos apliquen los criterios de accesibilidad antes mencionados. En 
particular, será obligatorio lo expresado en este apartado para las páginas de 
Internet y sus contenidos de los Centros públicos educativos, de formación y 
universitarios, así como, de los Centros privados que obtengan financiación 
pública. 
Las páginas de Internet de las Administraciones Públicas deberán ofrecer al 
usuario información sobre su nivel de accesibilidad y facilitar un sistema de 
contacto para que puedan transmitir las dificultades de acceso al contenido 
de las páginas de Internet o formular cualquier queja, consulta o sugerencia 
de mejora. 
Dos. Igualmente, se promoverá la adopción de normas de accesibilidad por los 
prestadores de servicios y los fabricantes de equipos y software, para 
facilitar el acceso de las personas con discapacidad o de edad avanzada a los 
contenidos digitales. 
Tres. Las Administraciones Públicas promoverán medidas de sensibilización, 
educación y formación sobre accesibilidad con objeto de promover que los 
titulares de otras páginas de Internet incorporen progresivamente los 
criterios de accesibilidad. 
Cuatro. Los incumplimientos de las obligaciones de accesibilidad establecidas 
en esta Disposición adicional estarán sometidos al régimen de infracciones y 
sanciones vigente en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación 
y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 
Cinco. Las páginas de Internet de las empresas que presten servicios al 
público en general de especial trascendencia económica, sometidas a la 
obligación establecida en el artículo 2 de la Ley 56/2007, de medidas de 
impulso de la sociedad de la información, deberán satisfacer a partir del 31 
de diciembre de 2008, como mínimo, el nivel medio de los criterios de 
accesibilidad al contenido generalmente reconocidos. Excepcionalmente, esta 
obligación no será aplicable cuando una funcionalidad o servicio no disponga 
de una solución tecnológica que permita su accesibilidad. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA. Sistema de asignación de nombres de 
dominio bajo el .es. 
Uno. Esta disposición regula, en cumplimiento de lo previsto en la disposición 
adicional decimosexta de la Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas, los 
principios inspiradores del sistema de asignación de nombres de dominio bajo 
el código de país correspondiente a España .es. 
Dos. La entidad pública empresarial Red.es es la autoridad de asignación, a la 
que corresponde la gestión del registro de nombres de dominio de Internet 
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bajo el .es, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional sexta de 
la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones. 
Tres. La asignación de nombres de dominio de Internet bajo el .es se realizará 
de conformidad con los criterios que se establecen en esta disposición, en el 
Plan Nacional de Nombres de Dominio de Internet, en las demás normas 
específicas que se dicten en su desarrollo por la autoridad de asignación y, en 
la medida en que sean compatibles con ellos, con las prácticas generalmente 
aplicadas y las recomendaciones emanadas de las entidades y organismos 
internacionales que desarrollan actividades relacionadas con la gestión del 
sistema de nombres de dominio de Internet. 
Los criterios de asignación de nombres de dominio bajo el .es deberán 
garantizar un equilibrio adecuado entre la confianza y seguridad jurídica 
precisas para el desarrollo del comercio electrónico y de otros servicios y 
actividades por vía electrónica, y la flexibilidad y agilidad requeridas para 
posibilitar la satisfacción de la demanda de asignación de nombres de dominio 
bajo el .es, contribuyendo, de esta manera, al desarrollo de la sociedad de la 
información en España. 
Podrán crearse espacios diferenciados bajo el .es, que faciliten la 
identificación de los contenidos que alberguen en función de su titular o del 
tipo de actividad que realicen. Entre otros, podrán crearse indicativos 
relacionados con la educación, el entretenimiento y el adecuado desarrollo 
moral de la infancia y juventud. Estos nombres de dominio de tercer nivel se 
asignarán en los términos que se establezcan en el Plan Nacional de Nombres 
de Dominio de Internet. 
Cuatro. Podrán solicitar la asignación de nombres de dominio bajo el .es, en 
los términos que se prevean en el Plan Nacional de Nombres de Dominio de 
Internet, todas las personas o entidades, con o sin personalidad jurídica, que 
tengan intereses o mantengan vínculos con España, siempre que reúnan los 
demás requisitos exigibles para la obtención de un nombre de dominio. 
Los nombres de dominio bajo el .es se asignarán al primer solicitante que 
tenga derecho a ello, sin que pueda otorgarse, con carácter general, un 
derecho preferente para la obtención o utilización de un nombre de dominio 
a los titulares de determinados derechos. 
La asignación de un nombre de dominio confiere a su titular el derecho a su 
utilización, el cual estará condicionado al cumplimiento de los requisitos que 
en cada caso se establezcan, así como a su mantenimiento en el tiempo. La 
verificación por parte de la autoridad de asignación del incumplimiento de 
estos requisitos dará lugar a la cancelación del nombre de dominio, previa la 
tramitación del procedimiento que en cada caso se determine y que deberá 
garantizar la audiencia de los interesados. 
Los beneficiarios de un nombre de dominio bajo el .es deberán respetar las 
reglas y condiciones técnicas que pueda establecer la autoridad de asignación 
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para el adecuado funcionamiento del sistema de nombres de dominio bajo el 
.es. 
La responsabilidad del uso correcto de un nombre de dominio de acuerdo con 
las leyes, así como del respeto a los derechos de propiedad intelectual o 
industrial, corresponde a la persona u organización para la que se haya 
registrado dicho nombre de dominio, en los términos previstos en esta Ley. 
La autoridad de asignación procederá a la cancelación de aquellos nombres de 
dominio cuyos titulares infrinjan esos derechos o condiciones, siempre que 
así se ordene en la correspondiente resolución judicial, sin perjuicio de lo que 
se prevea en aplicación del apartado ocho de esta disposición adicional. 
Cinco. En el Plan Nacional de Nombres de Dominio de Internet se 
establecerán mecanismos apropiados para prevenir el registro abusivo o 
especulativo de nombres de dominio, el aprovechamiento indebido de 
términos de significado genérico o topónimos y, en general, para prevenir los 
conflictos que se puedan derivar de la asignación de nombres de dominio. 
Asimismo, el Plan incluirá las cautelas necesarias para minimizar el riesgo de 
error o confusión de los usuarios en cuanto a la titularidad de nombres de 
dominio. 
A estos efectos, la entidad pública empresarial Red.es establecerá la 
necesaria coordinación con los registros públicos españoles. Sus titulares 
deberán facilitar el acceso y consulta a dichos registros públicos, que, en 
todo caso, tendrá carácter gratuito para la entidad. 
Seis. La asignación de nombres de dominio se llevará a cabo por medios 
telemáticos que garanticen la agilidad y fiabilidad de los procedimientos de 
registro. La presentación de solicitudes y la práctica de notificaciones se 
realizarán por vía electrónica, salvo en los supuestos en que así esté previsto 
en los procedimientos de asignación y demás operaciones asociadas al registro 
de nombres de dominio. 
Los agentes registradores, como intermediarios en los procedimientos 
relacionados con el registro de nombres de dominio, podrán prestar servicios 
auxiliares para la asignación y renovación de éstos, de acuerdo con los 
requisitos y condiciones que determine la autoridad de asignación, los cuales 
garantizarán, en todo caso, el respeto al principio de libre competencia entre 
dichos agentes. 
Siete. El Plan Nacional de Nombres de Dominio de Internet se aprobará 
mediante Orden del Ministro de Ciencia y Tecnología, a propuesta de la 
entidad pública empresarial Red.es. 
El Plan se completará con los procedimientos para la asignación y demás 
operaciones asociadas al registro de nombres de dominio y direcciones de 
Internet que establezca el Presidente de la entidad pública empresarial 
Red.es, de acuerdo con lo previsto en la disposición adicional decimoctava de 
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la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y 
del Orden Social. 
Ocho. En los términos que permitan las disposiciones aplicables, la autoridad 
de asignación podrá establecer un sistema de resolución extrajudicial de 
conflictos sobre la utilización de nombres de dominio, incluidos los 
relacionados con los derechos de propiedad industrial. Este sistema, que 
asegurará a las partes afectadas las garantías procesales adecuadas, se 
aplicará sin perjuicio de las eventuales acciones judiciales que las partes 
puedan ejercitar. 
Nueve. Con la finalidad de impulsar el desarrollo de la Administración 
electrónica, la entidad pública empresarial Red.es podrá prestar el servicio 
de notificaciones administrativas telemáticas y acreditar de forma 
fehaciente la fecha y hora de su recepción. 

 
DISPOSICIÓN ADICIONAL SÉPTIMA. Fomento de la Sociedad de la 
Información.  
El Ministerio de Ciencia y Tecnología como Departamento de la 
Administración General del Estado responsable de la propuesta al Gobierno y 
de la ejecución de las políticas tendentes a promover el desarrollo en España 
de la Sociedad de la Información, la generación de valor añadido nacional y la 
consolidación de una industria nacional sólida y eficiente de productos, 
servicios y contenidos de la Sociedad de la Información, presentará al 
Gobierno para su aprobación y a las Cortes Generales un plan cuatrienal para 
el desarrollo de la Sociedad de la Información y de convergencia con Europa 
con objetivos mensurables, estructurado en torno a acciones concretas, con 
mecanismos de seguimiento efectivos, que aborde de forma equilibrada todos 
los frentes de actuación, contemplando diversos horizontes de maduración 
de las iniciativas y asegurando la cooperación y la coordinación del conjunto 
de las Administraciones públicas. 
Este plan establecerá, asimismo, los objetivos, las acciones, los recursos y la 
periodificación del proceso de convergencia con los países de nuestro entorno 
comunitario en línea con las decisiones y recomendaciones de la Unión 
Europea. 
En este sentido, el plan deberá: 
•Potenciar decididamente las iniciativas de formación y educación en las 
tecnologías de la información para extender su uso; especialmente, en el 
ámbito de la educación, la cultura, la gestión de las empresas, el comercio 
electrónico y la sanidad. 
•Profundizar en la implantación del gobierno y la administración electrónica 
incrementando el nivel de participación ciudadana y mejorando el grado de 
eficiencia de las Administraciones públicas. 
• 
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DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA. Anotación en los correspondientes 
registros públicos de los nombres de dominio otorgados antes de la entrada 
en vigor de esta Ley. 
Los prestadores de servicios que, a la entrada en vigor de esta Ley, ya 
vinieran utilizando uno o más nombres de dominio o direcciones de Internet 
deberán solicitar la anotación de, al menos, uno de ellos en el registro público 
en que figurarán inscritos a efectos constitutivos o de publicidad, en el plazo 
de un año desde la referida entrada en vigor. 
 
DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Modificación del artículo 37 de la Ley 
11/1998, de 24 de abril General de Telecomunicaciones. 
Se modifica el párrafo a del apartado 1 del artículo 37 de la Ley 11/1998, de 
24 de abril, General de Telecomunicaciones, que queda redactada en los 
siguientes términos: 
Que los ciudadanos puedan recibir conexión a la red telefónica pública fija y 
acceder a la prestación del servicio telefónico fijo disponible para el público. 
La conexión debe ofrecer al usuario la posibilidad de emitir y recibir llamadas 
nacionales e internacionales y permitir la transmisión de voz, fax y datos a 
velocidad suficiente para acceder de forma funcional a Internet. 
A estos efectos, se considerará que la velocidad suficiente a la que se refiere 
el párrafo anterior es la que se utiliza de manera generalizada para acceder 
a Internet por los abonados al servicio telefónico fijo disponible para el 
público con conexión a la red mediante pares de cobre y módem para banda 
vocal. 
 
DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Modificación de la disposición adicional 
sexta de la Ley 11/1998, de 24 de abril General de Telecomunicaciones. 
Se modifica el apartado 10 de la disposición adicional sexta de la Ley 11/1998, 
de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, que quedará redactado como 
sigue: 
10. Tasa por asignación del recurso limitado de nombres de dominio y 
direcciones de Internet. 
Hecho imponible. 
El hecho imponible de la tasa por asignación de nombres de dominio y 
direcciones de Internet estará constituido por la realización por la entidad 
pública empresarial Red.es de las actividades necesarias para la asignación y 
renovación de nombres de dominio y direcciones de Internet bajo el código 
de país correspondiente a España (.es). 
Sujetos pasivos. 
Serán sujetos pasivos de la tasa los solicitantes de la asignación o renovación 
de los nombres y direcciones de Internet. 
Cuantía. 
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La cuantía de la tasa será única por cada nombre o dirección cuya asignación 
o renovación se solicite. En ningún caso se procederá a la asignación o a la 
renovación del nombre o dirección sin que se haya efectuado previamente el 
pago de la tasa. 
Sólo podrán modificarse mediante Ley el número e identidad de los elementos 
y criterios de cuantificación con base en los cuales se determinan las cuotas 
exigibles. 
A los efectos previstos en el párrafo anterior, se consideran elementos y 
criterios de cuantificación del importe exigible por asignación anual inicial de 
los nombres de dominio o direcciones de Internet el número asignado, el coste 
de las actividades de comprobación y verificación de las solicitudes de 
asignación, así como el nivel en que se produzca la asignación y, en el caso de 
renovación anual en los años sucesivos, el coste del mantenimiento de la 
asignación y de las actividades de comprobación y de actualización de datos. 
Igualmente, se atenderá al número de nombres o direcciones de Internet 
asignados y a la actuación a través de agentes registradores para concretar 
la cuantía de la tasa. 
El establecimiento y modificación de las cuantías resultantes de la aplicación 
de los elementos y criterios de cuantificación a que se refieren los párrafos 
anteriores podrá efectuarse mediante Orden ministerial. 
No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores de este apartado, en los 
supuestos de carácter excepcional en que así esté previsto en el Plan Nacional 
de Nombres de Dominio de Internet y en los términos que en el mismo se 
fijen, con base en el especial valor de mercado del uso de determinados 
nombres y direcciones, la cuantía por asignación anual inicial podrá sustituirse 
por la que resulte de un procedimiento de licitación en el que se fijará un 
valor inicial de referencia estimado. Si el valor de adjudicación de la licitación 
resultase superior a dicho valor de referencia, aquel constituirá el importe 
de la tasa. En los supuestos en que se siga este procedimiento de licitación, 
el Ministerio de Ciencia y Tecnología requerirá, con carácter previo a su 
convocatoria, a la autoridad competente para el Registro de Nombres de 
Dominio para que suspenda el otorgamiento de los nombres y direcciones que 
considere afectados por su especial valor económico. A continuación, se 
procederá a aprobar el correspondiente pliego de bases que establecerá, 
tomando en consideración lo previsto en el Plan Nacional de Nombres de 
Dominio de Internet, los requisitos, condiciones y régimen aplicable a la 
licitación. 
Devengo. 
La tasa se devengará en la fecha en que se proceda, en los términos que se 
establezcan reglamentariamente, a la admisión de la solicitud de asignación o 
de renovación de los nombres o direcciones de Internet, que no se tramitará 
sin que se haya efectuado el pago correspondiente. 
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Exacción y gestión recaudatoria. 
La exacción de la tasa se producirá a partir de la atribución de su gestión a 
la entidad pública empresarial Red.es y de la determinación del procedimiento 
para su liquidación y pago, mediante Orden ministerial. 
Los modelos de declaración, plazos y formas de pago de la tasa se aprobarán 
mediante resolución de la entidad pública empresarial Red.es. 
El importe de los ingresos obtenidos por esta tasa se destinará a financiar 
los gastos de la entidad pública empresarial Red.es por las actividades 
realizadas en el cumplimiento de las funciones asignadas a la misma en los 
párrafos a), b), c) y d) del apartado 4 de esta disposición, ingresándose, en 
su caso, el excedente en el Tesoro Público, de acuerdo con la proporción y 
cuantía que se determine mediante resolución conjunta de las Secretarías de 
Estado de Presupuestos y Gastos y de Telecomunicaciones y para la Sociedad 
de la Información, a propuesta de esta última. 
 
DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. Adición de una nueva disposición 
transitoria a la Ley 11/1998, de 24 de abril General de Telecomunicaciones. 
Se añade a la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, 
una nueva disposición transitoria duodécima, con la siguiente redacción: 
Disposición transitoria duodécima. 
Criterios para el desarrollo del plan de actualización tecnológica de la red de 
acceso de la red telefónica pública fija. 
En el plazo máximo de cinco meses a partir de la entrada en vigor de esta 
disposición, el operador designado para la prestación del servicio universal 
presentará al Ministerio de Ciencia y Tecnología, para su aprobación en el 
plazo de un mes, previo informe de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, un plan de actuación detallado para garantizar que las 
conexiones a la red telefónica pública fija posibiliten a sus abonados el acceso 
funcional a Internet y, en particular, a los conectados mediante Telefonía 
Rural de Acceso Celular (TRAC). 
El desarrollo del plan estará sujeto a las siguientes condiciones: 
Incluirá soluciones tecnológicas eficientes disponibles en el mercado para 
garantizar el derecho de los usuarios a disponer, previa solicitud a partir de 
la aprobación del plan, de la posibilidad de acceso funcional a Internet en el 
plazo máximo de sesenta días desde la fecha de dicha solicitud en las zonas 
con cobertura. Estas soluciones tecnológicas deberán prever su evolución a 
medio plazo hacia velocidades de banda ancha sin que ello conlleve 
necesariamente su sustitución. 
La implantación en la red de acceso de las soluciones tecnológicas a las que se 
refiere el párrafo a) deberá alcanzar a los abonados al servicio telefónico 
fijo disponible al público que, en la fecha de aprobación del plan, no tienen la 
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posibilidad de acceso funcional a Internet, de acuerdo con el siguiente 
calendario: 
Al menos al 30 % antes del 30 de junio de 2003. 
Al menos al 70 % antes del 31 de diciembre de 2003. 
El 100 % antes del 31 de diciembre de 2004. 
En todo caso, esta implantación alcanzará, al menos, al 50 % de los citados 
abonados en cada una de las Comunidades Autónomas antes del 31 de 
diciembre de 2003. 
En el plan de actuación deberá priorizarse el despliegue al que se refiere el 
párrafo b) con arreglo al criterio de mayor densidad de abonados afectados. 
A los efectos de lo dispuesto en los apartados anteriores y en caso de que 
sea necesario, el operador designado para la prestación del servicio universal 
podrá concluir con otros operadores titulares de concesiones de dominio 
público radioeléctrico, contratos de cesión de derechos de uso de las bandas 
de frecuencias necesarias para el cumplimiento de los objetivos establecidos 
en esta disposición. Dichos contratos deberán ser sometidos a la previa 
aprobación por parte del Ministerio de Ciencia y Tecnología, que podrá 
establecer las condiciones de salvaguarda del interés público que estime 
necesarias. 
 
DISPOSICIÓN FINAL CUARTA. Modificación de la disposición derogatoria 
única de la Ley 11/1998, de 24 de abril General de Telecomunicaciones. 
Se modifica el último párrafo de la disposición derogatoria única de la Ley 
11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, que queda redactado 
de la siguiente forma: 
Igualmente, quedan derogadas cuantas otras disposiciones de igual o inferior 
rango a la presente Ley se opongan a lo dispuesto en ella y, en especial, a lo 
dispuesto en el artículo 37.1.a, en lo relativo a la velocidad de transmisión de 
datos. 
 
DISPOSICIÓN FINAL QUINTA. Adecuación de la regulación 
reglamentaria sobre contratación telefónica o electrónica con condiciones 
generales a esta Ley. 
El Gobierno, en el plazo de un año, modificará el Real Decreto 1906/1999, de 
17 de diciembre, por el que se regula la contratación telefónica o electrónica 
con condiciones generales en desarrollo del artículo 5.3 de la Ley 7/1998, de 
13 de abril, sobre condiciones generales de la contratación, para adaptar su 
contenido a lo dispuesto en esta Ley. 
En dicha modificación, el Gobierno tendrá especialmente en cuenta la 
necesidad de facilitar la utilización real de los contratos electrónicos, 
conforme al mandato recogido en el artículo 9.1 de la Directiva 2000/31/CE. 
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DISPOSICIÓN FINAL SEXTA. Fundamento constitucional. 
Esta Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.6, 8.e y 21.e de la Constitución, 
sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas. 
 
DISPOSICIÓN FINAL SÉPTIMA. Habilitación al Gobierno. 
Se habilita al Gobierno para desarrollar mediante Reglamento lo previsto en 
esta Ley. 
 
DISPOSICIÓN FINAL OCTAVA. Distintivo de adhesión a códigos de 
conducta que incorporen determinadas garantías. 
En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno 
aprobará un distintivo que permita identificar a los prestadores de servicios 
que respeten códigos de conducta adoptados con la participación del Consejo 
de Consumidores y Usuarios, y que incluyan, entre otros contenidos, la 
adhesión al Sistema Arbitral de Consumo o a otros sistemas de resolución 
extrajudicial de conflictos que respeten los principios establecidos en la 
normativa comunitaria sobre sistemas alternativos de resolución de 
conflictos con consumidores, en los términos que reglamentariamente se 
establezcan. 
 
 
DISPOSICIÓN FINAL NOVENA. Entrada en vigor. 
Esta Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el Boletín 
Oficial del Estado. 
No obstante, las disposiciones adicional sexta y finales primera, segunda, 
tercera y cuarta de esta Ley entrarán en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado. 
Por tanto, mando a todos los españoles, particulares y autoridades que 
guarden y hagan guardar esta Ley. 
. 

ANEXO. 
Definiciones. 

 
A los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
Servicios de la sociedad de la información o servicios: todo servicio prestado 
normalmente a título oneroso, a distancia, por vía electrónica y a petición 
individual del destinatario. 
El concepto de servicio de la sociedad de la información comprende también 
los servicios no remunerados por sus destinatarios, en la medida en que 
constituyan una actividad económica para el prestador de servicios. 
Son servicios de la sociedad de la información, entre otros y siempre que 
representen una actividad económica, los siguientes: 
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• La contratación de bienes o servicios por vía electrónica. 
• a organización y gestión de subastas por medios electrónicos o 

de mercados y centros comerciales virtuales. 
• La gestión de compras en la red por grupos de personas. 
• El envío de comunicaciones comerciales. 
• El suministro de información por vía telemática. 
• El vídeo bajo demanda, como servicio en que el usuario puede 

seleccionar a través de la red, tanto el programa deseado como 
el momento de su suministro y recepción, y, en general, la 
distribución de contenidos previa petición individual. 

 
No tendrán la consideración de servicios de la sociedad de la información los 
que no reúnan las características señaladas en el primer párrafo de este 
apartado y, en particular, los siguientes: 
 
a. Los servicios prestados por medio de telefonía vocal, fax o télex. 
b. El intercambio de información por medio de correo electrónico u otro 
medio de comunicación electrónica equivalente para fines ajenos a la 
actividad económica de quienes lo utilizan. 
c. Los servicios de radiodifusión televisiva (incluidos los servicios de 
cuasivídeo a la carta), contemplados en el artículo 3.a) de la Ley 25/1994, de 
12 de julio, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva 89/552/CEE, del Consejo, de 3 de octubre, sobre la coordinación 
de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de 
los Estados miembros relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión 
televisiva, o cualquier otra que la sustituya. 
d. Los servicios de radiodifusión sonora, y 
e. El teletexto televisivo y otros servicios equivalentes como las guías 
electrónicas de programas ofrecidas a través de las plataformas televisivas. 
 
Servicio de intermediación: servicio de la sociedad de la información por el 
que se facilita la prestación o utilización de otros servicios de la sociedad de 
la información o el acceso a la información. 
Son servicios de intermediación la provisión de servicios de acceso a 
Internet, la transmisión de datos por redes de telecomunicaciones, la 
realización de copia temporal de las páginas de Internet solicitadas por los 
usuarios, el alojamiento en los propios servidores de datos, aplicaciones o 
servicios suministrados por otros y la provisión de instrumentos de búsqueda, 
acceso y recopilación de datos o de enlaces a otros sitios de Internet. 
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Prestador de servicios o prestador: persona física o jurídica que proporciona 
un servicio de la sociedad de la información. 
Destinatario del servicio o destinatario: persona física o jurídica que utiliza, 
sea o no por motivos profesionales, un servicio de la sociedad de la 
información. 
Consumidor: persona física o jurídica en los términos establecidos en el 
artículo 1 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios. 
Comunicación comercial: toda forma de comunicación dirigida a la promoción, 
directa o indirecta, de la imagen o de los bienes o servicios de una empresa, 
organización o persona que realice una actividad comercial, industrial, 
artesanal o profesional. 
A efectos de esta Ley, no tendrán la consideración de comunicación comercial 
los datos que permitan acceder directamente a la actividad de una persona, 
empresa u organización, tales como el nombre de dominio o la dirección de 
correo electrónico, ni las comunicaciones relativas a los bienes, los servicios 
o la imagen que se ofrezca cuando sean elaboradas por un tercero y sin 
contraprestación económica. 
Profesión regulada: toda actividad profesional que requiera para su ejercicio 
la obtención de un título, en virtud de disposiciones legales o reglamentarias. 
Contrato celebrado por vía electrónica o contrato electrónico: todo contrato 
en el que la oferta y la aceptación se transmiten por medio de equipos 
electrónicos de tratamiento y almacenamiento de datos, conectados a una red 
de telecomunicaciones. 
Ámbito normativo coordinado: todos los requisitos aplicables a los 
prestadores de servicios de la sociedad de la información, ya vengan exigidos 
por la presente Ley u otras normas que regulen el ejercicio de actividades 
económicas por vía electrónica, o por las leyes generales que les sean de 
aplicación, y que se refieran a los siguientes aspectos: 

 
•Comienzo de la actividad, como las titulaciones profesionales o 
cualificaciones requeridas, la publicidad registral, las autorizaciones 
administrativas o colegiales precisas, los regímenes de notificación a 
cualquier órgano u organismo público o privado, y 
•Posterior ejercicio de dicha actividad, como los requisitos referentes a la 
actuación del prestador de servicios, a la calidad, seguridad y contenido del 
servicio, o los que afectan a la publicidad y a la contratación por vía 
electrónica y a la responsabilidad del prestador de servicios. 
 
No quedan incluidas en este ámbito las condiciones relativas a las mercancías 
y bienes tangibles, a su entrega ni a los servicios no prestados por medios 
electrónicos. 
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Órgano competente: todo órgano jurisdiccional o administrativo, ya sea de la 
Administración General del Estado, de las Administraciones Autonómicas, de 
las Entidades locales o de sus respectivos organismos o entes públicos 
dependientes, que actúe en el ejercicio de competencias legalmente 
atribuidas 
 
 
CONTRATACIÓN CON EL ESTADO POR MEDIO DE INTERNET: 
 
El BOE de 1 de mayo de 2008, publica del Ministerio de Economía y Hacienda  
la Orden  EHA/1220/2008, de 30 de abril, por la que se aprueban las 
instrucciones para operar en la Plataforma de Contratación del Estado: 
 
Artículo 1. Puesta en funcionamiento y dirección en INTERNET. 
La Plataforma de Contratación del Estado estará operativa a partir del día 2 
de mayo de 2008, siendo accesible en la dirección 
http://www.contrataciondelestado.es, En la Plataforma podrán publicar su 
Perfil de Contratante los órganos de contratación con competencias 
originarias, delegadas o desconcentradas, en la forma regulada en el capítulo 
II. 
En todo caso, los órganos de contratación de la Administración General del 
Estado, sus Organismos autónomos, Entidades gestoras y Servicios comunes 
de la Seguridad Social y demás Entidades públicas estatales deberán publicar 
en esta plataforma su Perfil de Contratante. 
Igualmente, podrán publicar información contractual la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa del Estado y los organismos similares de las 
Comunidades Autónomas, así como los órganos con competencias en materia 
de ordenación de la contratación pública, de acuerdo con lo previsto en el 
capítulo III. 
Artículo 2. Aprobación de especificaciones técnicas. 
 
Las especificaciones de contenidos y formatos serán las correspondientes a 
la arquitectura de información CODICE que se detalla en el Anexo III. 
Las especificaciones de los protocolos de comunicación serán las recogidas 
en el Anexo IV. 
 
CAPÍTULO II 
Publicación del Perfil de Contratante en la Plataforma de Contratación 
del Estado 
Artículo 3. Alta del Perfil de Contratante. 
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El alta del Perfil de Contratante deberá solicitarse por el titular de los 
órganos de contratación unipersonales, o por el Presidente en el caso de 
órganos de contratación de carácter colegiado, remitiendo a la Subdirección 
General de Coordinación de la Contratación Electrónica la correspondiente 
petición acompañada del formulario contenido en el anexo I debidamente 
cumplimentado. 
A la solicitud se acompañará la documentación que acredite la competencia 
para contratar del órgano de contratación (norma legal o reglamentaria o 
disposición estatutaria, donde figure atribuida la facultad de celebrar 
contratos, normas de delegación o desconcentración de competencias –en el 
caso de que se trate de órganos administrativos o de entes, organismos o 
entidades de derecho público –, o poderes otorgados –cuando se trate 
de órganos societarios o de una fundación). 
La modificación de los datos del anexo I podrá hacerse por medio de escrito 
dirigido a la Plataforma de Contratación por el titular de los órganos de 
contratación unipersonales, o por el Presidente en el caso de órganos de 
contratación de carácter colegiado, o a través del Portal en la forma señalada 
en el apartado séptimo. Artículo 4. Sistemas para la interacción con la 
Plataforma de Contratación del Estado. 
La interacción del órgano de contratación con la Plataforma de Contratación 
del Estado, a efectos de la publicación de la información relativa a 
licitaciones, podrá efectuarse a través del Portal o a través de los Servicios 
Web definidos al efecto y publicados en la propia Plataforma, en la forma 
prevista en los artículos sexto y séptimo.  
La información contractual de carácter general, no vinculada a 
procedimientos concretos de adjudicación, se enviará a la Plataforma a través 
del Portal, por correo electrónico o por medio de escrito. 
 
Artículo 5. Servicios prestados por la Plataforma de Contratación del Estado. 
1. Servicios generales. La Plataforma de Contratación del Estado prestará, 
con carácter general, los siguientes servicios: 
a) Publicación de información contractual: 
1.1 Relativa a licitaciones concretas y acuerdos marco: 
  1.1.1 Anuncios: 
     1.1.1.1 Licitación. 
     1.1.1.2 Adjudicación provisional. 
     1.1.1.3 Adjudicación definitiva. 
     1.1.1.4 Contrataciones programadas: anuncio indicativo previo y otras. 
  1.1.2 Otra información contractual: 
    1.1.2.1 Pliegos. 
    1.1.2.2 Anulación del procedimiento. 
    1.1.2.3 Consultas formuladas y respuestas aportadas por el órgano de  
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              contratación. 
1.2 No vinculada a una licitación: 
  1.2.1 Celebración de acuerdos marco. 
  1.2.2 Instrucciones internas de contratación. 
  1.2.3 Modelos de Pliegos particulares para categorías de contratos de  
          naturaleza análoga. 
b) Envío de anuncios a diarios oficiales: 
BOE. Se efectuará mediante los servicios Web definidos en el documento de 
especificación de integración de servicios descrito en el anexo IV (el pago 
del anuncio deberá gestionarse por el órgano de contratación). DOUE. 
c) Servicios de notificación a candidatos o licitadores: 
1. Admisión y rechazo de candidatos y los licitadores. 
2. Adjudicación provisional. 
3. Adjudicación definitiva. 
4. Renuncia del órgano de contratación a celebrar un contrato ya convocado. 
5. Desistimiento del procedimiento. 
d) Sellado de tiempo a través de la FNMT de todos los documentos publicados 
en la Plataforma, para garantizar de manera fehaciente el momento de inicio 
de la difusión pública de la información. 
2. Sistema para las comunicaciones relativas a las licitaciones. En la 
interacción con la Plataforma de Contratación del Estado a través del Portal 
el órgano de contratación podrá utilizar el sistema de generación de anuncios, 
comunicaciones y notificaciones en los procesos de publicaciones de las 
licitaciones. 
 
Artículo 6. Interacción a través de Servicios Web. 
En la interacción con la Plataforma de Contratación del Estado mediante 
Servicios web, el órgano de contratación comunica en modo sistema a sistema 
la información que deba ser publicada en la Plataforma en formato CODICE, 
sistema basado en la transmisión de mensajes según estándar XML. 
Tanto los Servicios web como todos los elementos que constituyen CODICE 
(plantillas, listas genéricas de código, esquemas, etc.) serán publicados y 
actualizados en el propio Portal. 
La comunicación con la Plataforma de Contratación del Estado se realizará de 
forma segura mediante el uso de certificados electrónicos, según lo 
estipulado en el anexo IV. 
Artículo 7. Interacción a través del Portal. 
1. Usuarios del órgano de contratación. La interacción del órgano de 
contratación con la Plataforma de Contratación del Estado a través del Portal 
se efectuará por los siguientes usuarios, que tendrán las funciones que se 
señalan en este artículo: Responsable del órgano de contratación, que será el 
titular de los órganos de contratación unipersonales o el  Presidente de los 
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órganos de contratación de carácter colegiado. El Responsable podrá realizar 
todas las funciones contempladas en este apartado relativas a la gestión de 
usuarios (altas y bajas), gestión de espacios de licitación (creación, asignación 
y reasignación) y gestión de la información contractual (edición y publicación), 
así como la modificación de los datos correspondientes al perfil del 
contratante. Administrador del órgano de contratación, que podrá realizar 
las funciones correspondientes a la gestión de usuarios (altas y bajas) en 
relación con los Publicadores y Editores y la asignación y reasignación de 
espacios de licitación. Publicador, que podrá realizar funciones de gestión de 
espacios de licitación (creación, asignación y reasignación en relación con 
Editores) y de gestión de la información contractual (edición y publicación). 
Editor, podrá realizar funciones de edición de la información contractual, 
preparando la correspondiente documentación, pero sin capacidad para 
publicarla. 
El acceso a la Plataforma por parte de estos usuarios se efectuará usando los 
correspondientes identificador de usuario y palabra de paso, o un certificado 
digital de los que se acuerde la admisión general en el ámbito de la 
Administración General del Estado, de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 17 a 20 de la Ley 11/2007. 
2. Alta y baja de Usuarios. El alta del Responsable se efectuará por la 
Subdirección General de Coordinación de la Contratación Electrónica. A estos 
efectos, cuando el órgano de contratación pretenda interactuar con la 
Plataforma de Contratación del Estado a través del Portal, junto con la 
solicitud de alta y el formulario del anexo I, deberá también remitirse el 
formulario del anexo II con los datos del Responsable. La Subdirección 
General de Coordinación de la Contratación Electrónica confirmará el alta del 
Responsable y le remitirá las correspondientes credenciales para acceso a la 
Plataforma. 
El alta y la baja del Administrador deberán efectuarse por el Responsable 
del órgano de contratación por escrito dirigido a la Subdirección General de 
Coordinación de la Contratación Electrónica. Al escrito de alta deberá 
acompañarse el formulario recogido en el anexo II debidamente 
cumplimentado. La Subdirección General de Coordinación de la Contratación 
Electrónica confirmará el alta del Administrador y le remitirá las 
correspondientes credenciales para acceso a la Plataforma. 
El alta y la baja de Publicador/es y Editor/es podrá realizarse por el 
Responsable o por el Administrador del órgano de contratación, accediendo 
electrónicamente al Portal y cumplimentando los correspondientes 
formularios. 
Para que pueda procederse a la baja de usuarios que tengan asignadas 
licitaciones abiertas, deberá seguirse previamente el proceso de reasignación 
de espacios de licitación y proceder a su atribución a otro usuario. 
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3. Gestión de la información contractual relativa a licitaciones concretas. La 
gestión de la información contractual se efectuará a través de los espacios 
de trabajo donde el órgano de contratación introduce y gestiona los datos 
necesarios para generar los anuncios, comunicaciones y notificaciones que se 
deben producir durante los procesos de licitación. 
La creación de los espacios de trabajo a efectos de generar y publicar 
anuncios indicativos previos o los anuncios, comunicaciones y notificaciones 
necesarios para la tramitación de licitaciones concretas podrá ser efectuada 
por el Responsable o por los Publicadores. Su asignación o reasignación podrán 
realizarse por el Responsable, en relación con los Publicadores y Editores, y 
por los Publicadores con respecto a los Editores. El Administrador podrá 
también proceder a la reasignación de espacios virtuales. 
 
Artículo 8. Baja del perfil de contratante. 
 
La baja voluntaria del perfil de contratante, en los casos en que el órgano de 
contratación no tenga obligación de publicarlo en la Plataforma de 
Contratación del Estado, deberá solicitarse por el responsable del órgano de 
contratación, por medio de escrito dirigido a la Subdirección General de 
Coordinación de la Contratación Electrónica. 
En caso de revocación de poderes o delegaciones de competencias que priven 
de competencia para contratar a un órgano de contratación, la baja deberá 
solicitarse, por escrito, por el órgano que efectúe tal revocación. 
 
Artículo 9. Reorganización de unidades. 
En caso de supresión de órganos, la baja del perfil de contratante del órgano 
suprimido se efectuará en virtud de comunicación cursada por el órgano que 
asuma las funciones de éste, procediéndose a la oportuna adscripción al 
sucesor de los espacios de licitación que se refieran a procedimientos de 
adjudicación en curso. 
 
CAPÍTULO III 
Publicación de información por órganos con competencias consultivas o de 
ordenación en materia de contratación pública 
 
Artículo 10. Interacción con la Plataforma a efectos de publicar otra 
información contractual. 
La información relevante que deba publicarse en la Plataforma de 
Contratación del Estado por la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa del Estado y organismos similares de las Comunidades 
Autónomas, así como por los órganos con competencias en materia de 
ordenación de la contratación pública, será remitida a la Subdirección General 
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de Coordinación de la Contratación Electrónica para su publicación en la 
Plataforma. 
Disposición final única. Entrada en vigor. 
La presente Orden entrará en vigor el día 2 de mayo de 2008. Madrid, 30 de 
abril de 2008.–El Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de 
Economía y Hacienda, Pedro Solbes Mira. 
 
ANEXO I 
Datos para el alta del perfil del contratante 
Tipo de Administración: Tipo de Administración a la que pertenece el Perfil 
del Contratante (AGE, CC.AA., Entidad Local, etc.) 
Nombre del Departamento u órgano de dependencia: Deberá especificarse el 
nombre del Departamento si existe dependencia (Ministerio, Secretaria de 
Estado, Organismo Autónomo, etc.) 
Nombre del órgano de contratación: Nombre del órgano de contratación al 
que se le asocia el Perfil del Contratante Rol del órgano de contratación: Se 
especificará el rol con el que actúa el órgano de contratación (Central de 
Compras, Junta de Contratación, órgano de contratación) CIF: Numero de 
Identificación Fiscal que utilizará el órgano de contratación Idioma 
preferente: Idioma preferente que utilizará el órgano de contratación. BOE 
núm. 105 Jueves 1 mayo 2008 22263 URL del órgano de contratación: URL 
del Site del órgano de contratación como fuente de información adicional. 
Actividad del órgano de contratación: Tipo de actividad del poder 
adjudicador (Defensa, Economía y Hacienda, Sanidad, Interior, Vivienda, 
Ocio, Educación, etc.). El campo admite mas de un valor. Dirección Postal del 
órgano de contratación: Nombre de la Calle. Código Postal. Población. País. 
Contacto del Perfil del Contratante. Teléfono. Fax. Email: Dirección de correo 
Electrónica de la persona de contacto del órgano de contratación. 
Integración con la Plataforma: URL de Recepción de Ofertas: Dirección única 
que identificará el Servicio Web donde el órgano de contratación desea 
recibir las Ofertas recibidas a través de la Plataforma en las licitaciones 
electrónicas. Esta dirección será necesaria solo para aquellos casos en que el 
órgano de contratación posea un sistema informático propio que le permita 
efectuar procesos de licitación electrónica. 
Tipo de Integración: Modo en el que el órgano de contratación puede 
integrarse con la Plataforma (Portal o Sistémica). Certificado del órgano de 
contratación: En el caso de que el Tipo de integración sea sistémica, el órgano 
de contratación adjuntará, con la petición de alta, un fichero en Base64 con 
la parte pública del Certificado de componente emitido por una Autoridad de 
Certificación reconocida en la Administración General del Estado. 
 
ANEXO II 
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Alta de un usuario: Nombre: Apellidos: documento de Identificación 
(DNI/NIE): Rol: Funciones que desempeñará el usuario del que se solicita el 
alta dentro de la Plataforma. Según la definición de roles en la Plataforma, 
este campo podrá tener los siguientes valores: ROC (responsable del órgano 
de contratación). AOC (Administrador del órgano de contratación). POC-PUB 
(Publicador del órgano de contratación). POC-ED (Editor del órgano de 
contratación). Cargo: Cargo que desempeña el usuario dentro del órgano de 
contratación. Email: Dirección de correo Electrónica del usuario para el que 
se solicita el Alta. 
 
ANEXO III 
Especificaciones de contenidos y formatos correspondientes a la 
arquitectura de información CODICE. 
 
CODICE es una librería de componentes y documentos electrónicos estándar 
para el desarrollo de aplicaciones de contratación pública electrónica de 
conformidad con los procedimientos y prescripciones de la Directiva 2004/18 
y de la Ley 30/2007, de 30 de octubre de 2007, de Contratos del Sector 
Público, así como con los estándares y recomendaciones internacionales 
aplicables a la identificación, denominación, definición y construcción de 
dichos componentes. La arquitectura desarrollada proporciona la biblioteca 
de componentes estándar, reutilizables, y extensibles o adaptables a 
diversos contextos o necesidades de contratos públicos específicos, para 
satisfacer las necesidades de información de los documentos y mensajes 
intercambiados 
a lo largo del ciclo completo de los procedimientos electrónicos de 
contratación contemplados en la citada Directiva. 
Dichos componentes deberían ser además suficientes para la construcción a 
partir de ellos de cualquier documento o mensaje estructurado (o 
estructurable) intercambiado entre los participantes de un proceso de 
contratación pública susceptible de conversión a formato electrónico 
funcionalmente equivalente. CODICE proporciona una biblioteca con los 
documentos electrónicos estandarizados básicos o comunes utilizados en 
dichos procedimientos, construidos a partir de la librería de los componentes. 
La última versión de la especificación técnica de los documentos electrónicos 
CODICE se puede encontrar en el Portal de la Plataforma de Contratación del 
Estado http://contrataciondelestado.es y contempla los siguientes 
documentos: 
1. Anuncio de licitación (ContractNotice): Documento que utiliza un órgano de 
contratación para anunciar el proyecto de adquisición de bienes, servicios u 
obras. El anuncio de licitación se publicará en el perfil del contratante y si se 
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supera el umbral legal deberá ser publicado en otras publicaciones como el 
Diario Oficial de la Unión Europea. 
2. Anuncio Previo (Prior Information Notice): Documento que utiliza un órgano 
de contratación para declarar la intención de comprar bienes, servicios o 
trabajos durante un período de tiempo determinado. Se trata de 
un documento no vinculante que puede ser usado para declarar la voluntad de 
adquirir durante un período, y tiene el efecto de permitir que el órgano de 
contratación pueda reducir los plazos en el proceso de licitación. 
3. Anuncio de Adjudicación (ContractAwardNotice): Documento publicado 
por un órgano de contratación para anunciar la adjudicación de un contrato. 
4. Pliegos (ContractDocuments): Documento que un órgano de contratación 
publica o envía a un empresario para ofrecerle información acerca de un 
contrato en licitación. Este es el principal documento para la licitación, en él, 
los órganos de contratación especifican el objeto del contrato, el proceso de 
licitación y sus condiciones. 
5. Oferta (Tender): Documento mediante el cual un licitador ofrece sus 
productos, servicios o proyectos como respuesta a una licitación. 
6. Declaración (Declaration): Documento que utiliza el operador económico 
para realizar declaraciones sobre su propia condición. Se utiliza para permitir 
al órgano de contratación evaluar la capacidad del operador económico de 
participar en el proceso de licitación. 
7. Garantía (Guarantee): Documento para notificar el depósito de una 
garantía. 
8. Notificación de adjudicación (AwardNotification): Documento que se 
utiliza para comunicar la adjudicación del contrato al adjudicatario. 
9. Notificación de no adjudicación (UnawardedNotification): Documento que 
se utiliza para comunicar la adjudicación del contrato a otro licitador. 
10. Notificación de admisión/exclusión (QualificationResultNotification): 
Documento que el órgano de contratación envía a un operador económico a fin 
de notificarle su admisión o exclusión al proceso de licitación. 
11. Notificación de recurso (AppealNotification): Documento que el órgano de 
contratación envía a todos los licitadores en un proceso de licitación ante la 
eventual presentación de un recurso por parte de uno de los licitadores. 
12.Notificación   de recepción de oferta 
(TenderReceptionNotification):Documento enviado por el órgano de 
contratación a un operador económico para notificar de la recepción de la 
oferta de licitación. Está firmado por el órgano de contratación para que el 
licitador obtenga una prueba de presentación. 
13. Invitación a licitar (InvitationToTender): Documento enviado por el 
órgano de contratación a un operador económico invitándolo a presentar 
oferta a un proceso de licitación. 
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14. Solicitud de pliegos (ContractDocumentsRequest): Documento enviado por 
el operador económico solicitando la documentación del contrato. En algunos 
procesos de licitación, los pliegos no son de acceso público, por lo que los 
licitadores deben solicitarlo mediante este documento 
15. Solicitud de subsanación (ClarifyingRequest): Documento enviado por el 
órgano de contratación a un operador económico solicitando aclaraciones o 
nueva documentación para poder evaluarle como candidato válido para un 
proceso de licitación. 
Toda la documentación completa necesaria para la implementación de 
CODICE, así como las modificaciones que pudiera producirse, de uso libre y 
gratuito, estará a disposición pública en el Portal de la Plataforma de 
Contratación del Estado (http://contrataciondelestado.es), con el contenido 
que se detalla a continuación: 
1. Memoria CODICE: Análisis de procedimientos de contratación: estudio de 
los distintos procedimientos de contratación previstos en la Directiva 
Europea 2004/18/CE y en la Ley de Contratos del Sector Público española 
Normalización UMM de procesos de negocio: representación de los procesos 
de negocio y de las transacciones implicadas en la contratación electrónica. 
2. Mapa ontológico: Contiene todos los componentes CODICE, más los 
reutilizados de UBL en un único diagrama de clases. Ensamblando estos 
componentes se han construido los documentos CODICE. Estos mismos 
componentes podrán utilizarse para crear nuevos documentos. 
3. Documentos ensamblados: creados a partir de componentes, con varias 
representaciones de dichos documentos: Diagramas de clases. Modelos UML 
de los documentos CODICE.Modelo de datos en hoja de calculo. Esquemas 
XSD v1.04. Contiene la definición de la estructura XML que deben cumplir los 
documentos CODICE. Se utilizan para validar los documentos CODICE. XML 
de ejemplo. Guías de implementación. Explicación de cómo implementar 
cada uno de los documentos CODICE.  
4. Listas de códigos: Listas de valores para aquellos elementos de datos que 
requieren codificación. 
 
ANEXO IV 
Especificaciones de los protocolos de comunicación de información 
La Plataforma de Contratación del Estado, en cumplimiento de la normativa 
aplicable, facilita una serie de servicios de publicación para los Órganos de 
Contratación de la Administración mediante un acceso Web al Portal de 
Contratación y mediante acceso sistémico de maquina a maquina denominado 
integración B2B. Los servicios expuestos por la plataforma para la publicación 
sistema a sistema son los relativos a los siguientes casos de uso: 
1. Solicitud de publicación de anuncios y pliegos: 
a) Publicación del Anuncio Previo 
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b) Publicación del Anuncio del Licitación 
c) Publicación del Documento de Pliego 
d) Publicación del Anuncio de Adjudicación 
2. Solicitud de estado de un Espacio Virtual de Licitación (EVL). El EVL es un 
concepto que maneja la Plataforma y que se equipara al conjunto de datos del 
expediente (interno al órgano de contratación) al que hay que dar publicidad. 
3. Reenvío de las Ofertas recibidas en la Plataforma de contratación a los 
sistemas de los Órganos de Contratación. Como mecanismo de comunicación 
sistema a sistema entre la Plataforma de Contratación del Estado y los 
Órganos de Contratación se utiliza tecnología Web Services con las 
siguientes características: Uso de mensajería SOAP sobre un transporte 
síncrono petición/respuesta como http(s). 
Definición de servicios mediante el lenguaje de definición de servicios Web 
WSDL. Uso de canal cifrado mediante SSL/TLS (https) para preservar la 
confidencialidad de la información antes de su publicación. 
contratacióndelestado.es y consta de los siguientes documentos: 
1. Documento de Especificación de Integración de Servicios sistema a 
sistema (B2B).  
2. Documento de Especificación de Reenvío de Oferta mediante mecanismos 
sistema a sistema (B2B). Cualquier otro documento que deba utilizarse en 
nuevas La autenticación de los Órganos de Contratación en la plataforma se 
realizará mediante la utilización de WebService Security (WS-S). El órgano 
de contratación firmará las peticiones mediante un Certificado Digital de una 
Autorizada de Certificación (CA) reconocida, del cual debe facilitarse a la 
plataforma su parte pública (según se especifica en el anexo I). 
La última versión de la especificación técnica de los protocolos de 
comunicación para el intercambio de contenidos sistema a sistema se puede 
encontrar en Portal de la Plataforma de Contratación del Estado 
http://implementaciones, o las modificaciones que puedan producirse en los 
existentes, será puesto a disposición de los interesados en el portal de la 
Plataforma de Contratación del estado en la dirección 
http://contrataciondelestado.es 
 
 
CREACIÓN DE LA AGENCIA DE SEGURIDAD AÉREA.- 
 
El BOE de 10 de octubre de 2008 publica la  REAL DECRETO 1615/2008, de 
3 de octubre, por el que se modifica el Real Decreto 184/2008,de 8 de 
febrero, por el que se aprueba el Estatuto de la Agencia Estatal de Seguridad 
Aérea, que ordena: 
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Artículo primero. Modificación del Real Decreto 184/2008, de 8 de febrero, 
por el que se aprueba el Estatuto de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea. 
El Real Decreto 184/2008, de 8 de febrero, por el que se aprueba el Estatuto 
de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, queda modificado en los siguientes 
términos: Uno. El apartado 2 de la disposición adicional primera 
queda redactado del siguiente modo: «2. La Agencia se subrogará en todos 
los derechos y obligaciones derivados de competencias de la Dirección 
General de Aviación Civil y del Departamento que, en virtud del presente real 
decreto, se atribuyan a aquélla, y en concreto, en los contratos, convenios, 
encomiendas y encargos perfeccionados en el ámbito de competencias 
asignadas a la Agencia.» 
Dos. La disposición transitoria cuarta queda redactada de la siguiente 
manera: «Disposición transitoria cuarta. Régimen presupuestario y de 
rendición de cuentas aplicable durante 2008. 
Durante todo el ejercicio 2008 no se alterará la estructura presupuestaria 
vigente, desarrollando la Agencia Estatal de Seguridad Aérea su actuación 
de acuerdo con el régimen presupuestario y de rendición de cuentas aplicable 
a la Dirección General de Aviación Civil, en los términos previstos en la Ley 
51/2007, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2008, y la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 
Todos los gastos necesarios para el funcionamiento de la Agencia Estatal de 
Seguridad Aérea se imputarán en la forma y con cargo a los créditos previstos 
para la Dirección General de Aviación Civil.» 
Artículo segundo. Modificación del Estatuto de la Agencia Estatal de 
Seguridad Aérea. 
Uno. El artículo 21 del Estatuto de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea 
queda redactado como sigue:   
«Artículo 21. El Secretario. 
El Consejo Rector designará y separará, a propuesta del Presidente, un 
Secretario que asistirá a sus reuniones con voz pero sin voto.» 
Dos. El artículo 22.1.c) del Estatuto de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea 
queda redactado del siguiente modo: 
«c) Un Secretario elegido por el Consejo Rector.» 
Disposición final única. Entrada en vigor. El presente real decreto entrará 
en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
Dado en Madrid, el 3 de octubre de 2008. 
 
DEFENSA DE LA COMPETENCIA: 
 
El BOE de 27 de febrero de 2008, promulga y contiene el Reglamento 
aplicable a la última Ley sobre Defensa de la Competencia, que es el siguiente: 
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REAL DECRETO 261/2008, de 22 de febrero, por el que se aprueba el 
Reglamento de Defensa de la Competencia.  
Artículo único. Aprobación del Reglamento de Defensa de la Competencia. 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
Disposición final primera. Habilitación para el desarrollo reglamentario. 
Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
Título I. De la Defensa de la Competencia 
Capítulo I. De las conductas de menor importancia 
Artículo 1. Conductas de menor importancia atendiendo a la cuota de mercado. 
Artículo 2. Conductas excluidas del concepto de menor importancia. 
Artículo 3. Otras conductas de menor importancia. 
Capítulo II. De las concentraciones económicas 
Artículo 4. Cálculo de la cuota de mercado. 
Artículo 5. Cálculo del volumen de negocios. 
Artículo 6. Valoración de las eficiencias económicas. 
Capítulo III. De las ayudas públicas 
Artículo 7. Informes y propuestas. 
Artículo 8. Mecanismos de comunicación de las ayudas públicas. 
Capítulo IV. De la promoción de la competencia 
Artículo 9. Ejercicio de la función de promoción de la competencia. 
Artículo 10. Deber de colaboración e información en 
relación con la promoción de la competencia. 
Título II. De los procedimientos en materia de defensa de la competencia 
Capítulo I. Disposiciones comunes 
Artículo 11. Práctica de las notificaciones. 
Artículo 12. Cómputo de los plazos máximos de los procedimientos en casos 
de suspensión. 
Artículo 13. Facultades de inspección. 
Artículo 14. Colaboración con los órganos competentes 
de las Comunidades Autónomas en materia de poderes de investigación. 
Artículo 15. Colaboración con la Comisión Europea y con otras Autoridades 
Nacionales de Competencia en materia de poderes de investigación. 
Artículo 16. Coordinación con los Presidentes de los órganos reguladores 
sectoriales. 
Artículo 17. Deber de colaboración.  
Artículo 18. Información administrativa y atención al ciudadano. 
Artículo 19. Vista ante el Consejo de la Comisión  Nacional de la Competencia. 
Artículo 20. Tratamiento de información confidencial. 
Artículo 21. Imposición de multas coercitivas. 
Artículo 22. Pago de las multas, multas coercitivas y tasas. 
Artículo 23. Publicidad. 
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Artículo 24. Recurso contra las resoluciones y actos dictados por la Dirección 
de Investigación. 
Capítulo II. Del procedimiento sancionador en materia de conductas 
prohibidas 
Sección 1.ª De la instrucción del procedimiento sancionador 
Artículo 25. Iniciación del procedimiento. 
Artículo 26. Información reservada. 
Artículo 27. Acuerdo de no incoación y archivo de la denuncia. 
Artículo 28. Incoación del expediente. 
Artículo 29. Acumulación, desglose y ampliación de expedientes. 
Artículo 30. Incorporación de información a un expediente. 
Artículo 31. Acceso al expediente. 
Artículo 32. Actos de investigación, alegaciones y prueba. 
Artículo 33. Pliego de concreción de hechos. 
Artículo 34. Propuesta de resolución e informe. 
Artículo 35. Preclusión. 
Sección 2.ª De la resolución del procedimiento sancionador 
Artículo 36. Pruebas y actuaciones complementarias. 
Artículo 37. Otras actuaciones del Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia. 
Artículo 38. Contenido de la resolución. 
Artículo 39. Terminación convencional de los procedimientos sancionadores. 
Sección 3.ª De las medidas cautelares 
Artículo 40. Clases de medidas cautelares. 
Artículo 41. Adopción y régimen jurídico de las medidas cautelares. 
Sección 4.ª De la vigilancia 
Artículo 42. Vigilancia del cumplimiento de las obligaciones y resoluciones del 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia. 
Sección 5.ª Del procedimiento de declaración de inaplicabilidad 
Artículo 43. Declaraciones de inaplicabilidad. 
Sección 6.ª De la retirada de la exención por categorías 
Artículo 44. Inicio del procedimiento de retirada de la exención por 
categorías. 
Artículo 45. Procedimiento de retirada de la exención por categorías. 
Sección 7.ª De los procedimientos de exención y de reducción del importe de 
la multa 
Artículo 46. Presentación de las solicitudes de exención del pago de la multa. 
Artículo 47. Tramitación de las solicitudes de exención del pago de la multa. 
Artículo 48. Solicitudes abreviadas de exención. 
Artículo 49. Solicitudes de reducción del importe de la multa. 
Artículo 50. Presentación y tramitación de las solicitudes de reducción del 
importe de la multa. 

Memoria UNAV 2008 95   



 

Artículo 51. Tratamiento de las solicitudes de exención o de reducción del 
importe de la multa. 
Artículo 52. Deber de cooperación de los solicitantes de exención o de 
reducción del importe de la multa. 
Artículo 53. Mecanismos de coordinación con los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas en los procedimientos de exención del importe de la 
multa. 
Capítulo III. Del procedimiento de control de concentraciones económicas 
Sección 1.ª De la notificación 
Artículo 54. Notificación de concentración económica. 
Artículo 55. Notificación a través de representante. 
Artículo 56. Forma y contenido de la notificación. 
Artículo 57. Formulario abreviado de notificación. 
Artículo 58. Levantamiento de la suspensión de la ejecución. 
Artículo 59. Consulta previa a la notificación. 
Artículo 60. Tasa por análisis y estudio de las operaciones de concentración. 
Sección 2.ª Del procedimiento 
Artículo 61. Confidencialidad del expediente. 
Artículo 62. Procedimiento en la primera fase. 
Artículo 63. Informe de los reguladores sectoriales. 
Artículo 64. Aplicación del Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 
de enero de 2004, sobre el control de las concentraciones entre empresas. 
Artículo 65. Instrucción del procedimiento en la segunda fase. 
Artículo 66. Solicitud de condición de interesado. 
Artículo 67. Vista del expediente y alegaciones. 
Artículo 68. Vista oral. 
Artículo 69. Presentación de compromisos en primera y en segunda fase. 
Artículo 70. Intervención del Consejo de Ministros. 
Artículo 71. Vigilancia de las obligaciones, resoluciones y acuerdos. 
Capítulo IV. Del procedimiento arbitral 
Artículo 72. Función arbitral, principios y normas generales. 
Artículo 73. Sumisión al arbitraje. 
Artículo 74. Sustanciación de las actuaciones arbitrales. 
Artículo 75. Plazo máximo del procedimiento. 
Artículo 76. Laudo arbitral. 
Artículo 77. Terminación convencional del arbitraje. 
Artículo 78. Gastos. 
Capítulo V. Del procedimiento de aprobación de Comunicaciones 
Artículo 79. Comunicaciones de la Comisión Nacional de la Competencia. 
Disposición adicional única. Referencias a la Comisión Nacional de la 
Competencia y a sus órganos de dirección Disposición transitoria primera. 
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Tramitación de los procedimientos incoados tras la entrada en vigor de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. 
Disposición transitoria segunda. Vigilancia de acuerdos del Consejo de 
Ministros adoptados conforme a la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa 
de la Competencia. 
Disposición transitoria tercera. Autorizaciones singulares concedidas 
conforme a la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia. 
Anexo I. Contenido de la denuncia. 
Anexo II. Formulario ordinario de notificación de las concentraciones 
económicas. 
Anexo III. Formulario abreviado de notificación de las concentraciones 
económicas. 
La Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, en el marco del 
artículo 38 de la Constitución e inspirada en las normas comunitarias de 
política de competencia, tiene por objeto garantizar la existencia de una 
competencia suficiente y protegerla frente a todo ataque contrario al interés 
público. 
En este nuevo marco general, en el que la Ley 15/2007, de 3 de julio, ha 
establecido una reforma sustancial del sistema español de defensa de la 
competencia con objeto de reforzar los mecanismos ya existentes en la Ley 
16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, a la que sustituye, y 
dotarlo de los instrumentos y de la estructura institucional óptima para 
proteger la competencia efectiva en los mercados, teniendo en cuenta el 
nuevo sistema normativo comunitario y las competencias de las comunidades 
autónomas para la aplicación de las disposiciones relativas a conductas 
restrictivas de la competencia, así como la de los órganos jurisdiccionales en 
los procesos de aplicación de las normas de competencia, se hace necesario 
el desarrollo reglamentario de la nueva norma. 
La Ley 15/2007, de 3 de julio, en la disposición final segunda, habilitó al 
Gobierno para que en el plazo de seis meses dictase las disposiciones 
reglamentarias que desarrollasen la misma en cuanto a los procedimientos, el 
tratamiento de las conductas de menor importancia y el sistema de clemencia 
o exención y reducción de multa a aquellas empresas que colaborasen en la 
lucha contra los cárteles. 
Entre tanto, en lo que no se oponga en lo previsto en la citada ley, ha 
mantenido vigente en la disposición derogatoria única los textos 
reglamentarios que desarrollaban y complementaban la Ley de 1989, en 
particular, el Real Decreto 1443/2001, de 21 de diciembre, por el que se 
desarrolla la Ley 16/1989, de 17 de julio, en lo referente al control de 
concentraciones económicas y los artículos 2 y 3 del capítulo I, los artículos 
14 y 15, apartados 1 a 4, del capítulo II y el capítulo III del Real Decreto 
378/2003, de 28 de marzo, por el que se desarrolla la Ley 16/1989, de 17 de 
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julio, en materia de exenciones por categorías, autorización singular y 
registro de defensa de la competencia. 
El Gobierno, continuando con la reforma del sistema nacional de protección y 
promoción de la competencia, ha elaborado el presente Reglamento, que 
aborda cuestiones fundamentales de desarrollo de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, de Defensa de la Competencia, y cuya aprobación queda recogida en el 
artículo único de este real decreto. 
BOE núm. 50 Miércoles 27 febrero 2008 11577 El Reglamento se estructura 
en dos títulos, el primero de ellos, De la defensa de la competencia, desarrolla 
cuestiones sustantivas de la Defensa de la Competencia reguladas en la Ley 
15/2007, de 3 de julio, específicamente, aspectos relacionados con las 
conductas de menor importancia, las concentraciones económicas, las ayudas 
públicas y la promoción de la competencia; y el segundo, De los procedimientos 
en materia de defensa de la competencia, desarrolla distintos procedimientos 
regulados en la citada Ley 15/2007, de 3 de julio. 
Por lo que respecta al título primero, en el capítulo primero se desarrolla lo 
dispuesto en el artículo 5 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, relativo a las 
conductas de menor importancia, determinando los criterios para la 
delimitación de dichas conductas. No obstante, teniendo en cuenta la práctica 
y la experiencia que se vaya adquiriendo al respecto, así como las 
Comunicaciones de la Comisión Europea en esta materia, la Comisión Nacional 
de la Competencia podrá elaborar una Comunicación para aclarar dichos 
criterios. 
El capítulo segundo, relativo a las concentraciones económicas, desarrolla lo 
previsto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, respecto de los umbrales de 
notificación, en relación con el cálculo de la cuota de mercado y del volumen 
de negocios y la valoración de las eficiencias económicas derivadas de la 
operación de concentración. 
El capítulo tercero, de las ayudas públicas, desarrolla lo dispuesto en el 
artículo 11 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, en especial, los mecanismos de 
información y comunicación de las ayudas públicas, teniendo en cuenta la 
normativa comunitaria al respecto. Para ello se ha previsto en el Reglamento 
la creación de un Centro informativo telemático de las ayudas públicas 
nacionales que hayan sido publicados en diarios oficiales. 
El capítulo cuarto se centra en la función a desarrollar por la Comisión 
Nacional de la Competencia de promoción de la competencia, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 26 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, mediante la 
elaboración de informes, estudios, trabajos de investigación y propuestas, 
con la necesaria colaboración de los diferentes sectores económicos y 
organismos públicos y privados. Para el ejercicio de esta función de promoción 
de la competencia, el Reglamento establece el deber de colaboración con la 
Comisión Nacional de la Competencia. 
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En el título segundo, De los Procedimientos en materia de defensa de la 
competencia, se desarrollan los distintos procedimientos regulados en la Ley 
15/2007, de 3 de julio, conteniendo el capítulo primero las disposiciones 
comunes a todos ellos. Junto con el cómputo de los plazos y los requisitos de 
las notificaciones, se desarrollan ampliamente el contenido de las facultades 
de inspección, así como la colaboración, en materia de poderes de 
investigación, con los órganos competentes, por una parte de las comunidades 
autónomas, y por otra con la Comisión Europea y otras autoridades nacionales 
de competencia de otros Estados miembros. 
El capítulo segundo desarrolla cuestiones relativas al procedimiento 
sancionador en materia de conductas prohibidas, desarrollando en este 
ámbito los instrumentos incorporados en la Ley 15/2007, de 3 de julio, en 
este procedimiento, con fundamento en el necesario equilibrio entre los 
principios de seguridad jurídica y eficacia administrativa. 
Precisamente para garantizar una mayor eficiencia en la asignación de los 
recursos públicos, sin que ello suponga una merma de la seguridad jurídica de 
los operadores económicos, y una aplicación coherente de las normas de 
competencia, se ha previsto que las autoridades administrativas de 
competencia puedan no iniciar un procedimiento sancionador cuando los 
hechos denunciados no presenten un interés público suficiente. Esta no 
iniciación del procedimiento por la Comisión Nacional de la Competencia no 
obsta a que el denunciante pueda ejercitar una acción ante los Juzgados de 
lo Mercantil en aplicación de la Ley 15/2007, de 3 de julio, atendiendo a la 
naturaleza de este procedimiento judicial, más adecuado para la solución de 
los problemas planteados en la denuncia. 
De acuerdo con lo previsto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, y las funciones 
que en aplicación de esta ley se han atribuido al Juez de lo Mercantil, que no 
sólo conocen de los procedimientos de aplicación de los artículos 81 y 82 del 
Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y su derecho derivado, sino 
también de los procedimientos de aplicación de los artículos 1 y 2 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, puede que sea ésta la instancia más adecuada para 
conocer una determinada denuncia, para garantizar una adecuada imbricación 
de los distintos planos institucionales que interactúan en este ámbito y la 
necesaria coherencia del nuevo sistema de defensa de la competencia.  
Teniendo en cuenta la práctica y la experiencia que se vaya adquiriendo al 
respecto, la Comisión Nacional de la Competencia podrá elaborar una 
comunicación para aclarar los principios que guíen su actuación en relación con 
los motivos por los que no procede la iniciación del procedimiento. 
En este capítulo hay una sección específica que desarrolla  el programa de 
clemencia, regulándose los procedimientos de exención y de reducción del 
importe de la multa, previstos en los artículos 65 y 66 de la Ley 15/2007, de 
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3 de julio, cuya entrada en vigor ha quedado demorada al momento de la 
entrada en vigor del presente Reglamento.  
El capítulo tercero desarrolla el procedimiento de control de concentraciones 
económicas, adjuntándose en los anexos al Reglamento los formularios 
ordinario y abreviado de notificación de las operaciones de concentración. En 
el capítulo cuarto, Del procedimiento arbitral, se desarrolla la función de 
arbitraje en aplicación del artículo 24.f) de la Ley 15/2007, así como este 
procedimiento arbitral. 
La función de arbitraje podrá plantearse ante la Comisión Nacional de la 
Competencia para resolver controversias relativas a la aplicación de la 
normativa de defensa de la competencia en España. En el Reglamento se 
contienen algunas especificidades sobre el procedimiento, aplicándose 
supletoriamente las reglas de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de 
Arbitraje, indicándose que la sumisión arbitral a la Comisión Nacional de la 
Competencia podrá ser por convenio arbitral o por declaración individual de 
una empresa, en este último caso cuando se trate de hacer efectivos 
compromisos o condiciones establecidos en resoluciones de la Comisión 
Nacional de la Competencia y siempre que se deposite otra declaración 
individual de sumisión por parte de otra empresa afectada por la 
controversia. 
El capítulo quinto desarrolla el procedimiento de aprobación de 
Comunicaciones por la Comisión Nacional de la Competencia, siendo necesario 
el dictamen del Consejo de Defensa de la Competencia cuando éstas afecten 
a la aplicación de los artículos 1 a 3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, y 
estableciéndose también la iniciativa de éste para solicitar al Presidente de 
la Comisión Nacional de la Competencia la elaboración de dichas 
comunicaciones.  
Finaliza el Reglamento con una disposición adicional única, en virtud de la cual 
todas aquellas referencias a la Comisión Nacional de la Competencia y a sus 
órganos directivos, se entienden realizadas a los órganos de instrucción y 
resolución correspondientes de las comunidades autónomas, y con dos 
disposiciones transitorias. La primera de ellas prevé la aplicación del 
Reglamento a todos los procedimientos incoados, en el caso de los 
sancionadores, e iniciados, en los procedimientos de control de concentración, 
con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 15/2007. La disposición 
transitoria segunda está referida a la vigilancia de los acuerdos de Consejo 
de Ministros adoptados conforme a la Ley 16/1989, de 17 de julio. 
El Reglamento ha sido informado favorablemente por la Agencia Española de 
Protección de Datos, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 37.h) 
de la Ley Orgánica, de 13 de diciembre, de Protección de datos de Carácter 
Personal, y 5.b) del estatuto de la Agencia, aprobado por Real Decreto 
428/1993, de 26 de marzo. 
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Igualmente, este Reglamento ha sido informado favorablemente por el 
Consejo de Defensa de la Competencia celebrado el día 19 de julio de 2007, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 1/2002, de 21 de 
febrero, de Coordinación de las competencias del Estado y las Comunidades 
Autónomas en materia de Defensa de la Competencia, así como por la Comisión 
Nacional de la Competencia, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 25.a) de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, con la 
aprobación previa de la Ministra de Administraciones Públicas, de acuerdo 
con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 22 de febrero de 2008,  
D I S P O N G O : 
Artículo único. Aprobación del Reglamento de Defensa de la Competencia. 
De conformidad con lo dispuesto en la disposición final segunda de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, se aprueba el 
Reglamento de Defensa de la Competencia, que tiene por objeto el desarrollo 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia y 
cuyo texto se incluye a continuación. 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan 
a lo dispuesto en este real decreto, y en particular: 
a) El Real Decreto 1443/2001, de 21 de diciembre, por el que se desarrolla la 
Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, en lo referente 
al control de concentraciones económicas. 
b) Los artículos 2 y 3 del capítulo I, los artículos 14 y 15, apartados 1 a 4, del 
capítulo II y el capítulo III del Real Decreto 378/2003, de 28 de marzo, por 
el que se desarrolla la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la 
Competencia, en materia de exenciones por categorías, autorización singular 
y registro de defensa de la competencia, cuya vigencia se había mantenido 
hasta la aprobación de este texto reglamentario, de acuerdo con la 
disposición derogatoria de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la 
Competencia. 
Disposición final primera. Habilitación para el desarrollo reglamentario. 
Se habilita al Ministro de Economía y Hacienda para dictar, previo informe 
de la Comisión Nacional de la Competencia, las disposiciones necesarias para 
el desarrollo de este real decreto. En particular, se habilita al Ministro de 
Economía y Hacienda para la modificación o desarrollo de los anexos incluidos 
en este real decreto, previo informe de la Comisión Nacional de la 
Competencia.  
Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
El presente real decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado». Dado en Madrid, el 22 de febrero de 2008. 
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REGLAMENTO DE DEFENSA DE LA COMPETENCIA 
TÍTULO I 
De la Defensa de la Competencia. 
CAPÍTULO I 
De las conductas de menor importancia Artículo 1. Conductas de menor 
importancia atendiendo a la cuota de mercado. 
A efectos de lo establecido en el artículo 5 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
de Defensa de la Competencia, se entenderán de menor importancia, sin que 
sea necesaria una previa declaración a tal efecto: 
a) Las conductas entre empresas competidoras, reales o potenciales, cuando 
su cuota de mercado conjunta no exceda del 10 por ciento en ninguno de los 
mercados relevantes afectados. 
b) Las conductas entre empresas que no sean competidoras, ni reales ni 
potenciales, cuando la cuota de mercado de cada una no exceda del 15 por 
ciento en ninguno de los mercados relevantes afectados. 
c) En los casos en los que no resulte posible determinar si se trata de una 
conducta entre competidores o entre no competidores, se aplicará el 
porcentaje del 10 por ciento de cada uno en los mercados relevantes 
afectados. 
d) Cuando, en un mercado de referencia, la competencia se vea restringida 
por los efectos acumulativos de acuerdos paralelos para la venta de bienes o 
servicios concluidos por proveedores o distribuidores diferentes, los 
porcentajes de cuota de mercado fijados en los apartados anteriores 
quedarán reducidos al 5 por ciento. No se apreciará la existencia de un efecto 
acumulativo si menos del 30 por ciento del mercado de referencia está 
cubierto por redes paralelas de acuerdos. 
Artículo 2. Conductas excluidas del concepto de menor importancia. 
1. Con independencia de lo establecido en el artículo anterior, no se 
entenderán de menor importancia las conductas entre competidores que 
tengan por objeto, directa o indirectamente, de forma aislada o en 
combinación con otros factores controlados por las empresas partícipes: 
a) La fijación de los precios de venta de los productos a terceros; 
b) la limitación de la producción o las ventas; c) el reparto de mercados o 
clientes, incluidas las pujas fraudulentas, o la restricción de las importaciones 
o las exportaciones. 
2. Con independencia de lo establecido en el artículo anterior, no se 
entenderán de menor importancia las conductas entre no competidores que 
tengan por objeto, directa o indirectamente, de forma aislada o en 
combinación con otros factores controlados por las empresas partícipes: 
a) El establecimiento de un precio de reventa fijo o mínimo al que haya de 
ajustarse el comprador; 
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 b) la restricción de las ventas activas o pasivas a usuarios finales por parte 
de los miembros de una red de distribución selectiva, sin perjuicio de la 
posibilidad de que el proveedor restrinja la capacidad de dichos miembros 
para operar fuera del establecimiento autorizado; 
c) la restricción de los suministros recíprocos entre distribuidores 
pertenecientes a un mismo sistema de distribución selectiva, incluso entre 
distribuidores que operen en distintos niveles comerciales; 
d) la restricción acordada entre un proveedor de  componentes y un 
comprador que los incorpora a otros productos que limite la capacidad del 
proveedor de vender esos componentes como piezas sueltas a usuarios 
finales, a talleres de reparación independientes o a proveedores de otros 
servicios a los que el comprador no haya encomendado la reparación o el 
mantenimiento de sus productos; 
e) el establecimiento de cualquier cláusula de no competencia cuya duración 
sea indefinida o exceda de cinco años; 
f) la restricción del territorio en el que el comprador pueda vender los bienes 
o servicios contractuales, o de los clientes a los que pueda vendérselos, 
excepto: 
1.º La restricción de las ventas activas en el territorio o al grupo de clientes 
reservados en exclusiva al proveedor o asignados en exclusiva por el 
proveedor a otro comprador, cuando tal prohibición no limite las ventas de los 
clientes del comprador; 
2.º la restricción de las ventas a usuarios finales por un comprador que opere 
en el comercio al por mayor; 3.º la restricción de las ventas a distribuidores 
no autorizados por los miembros de un sistema de distribución selectiva; y 
4.º la restricción de la capacidad del comprador de vender componentes a 
clientes que los usarían para fabricar el mismo tipo de bienes que los que 
produce el proveedor. 
3. Con independencia de lo establecido en el artículo anterior, no se 
entenderán de menor importancia los acuerdos, decisiones o recomendaciones 
colectivas o prácticas concertadas o conscientemente paralelas entre 
competidores que, a efectos del acuerdo, operen en niveles distintos de la 
cadena de producción o distribución, cuando dichos acuerdos contengan 
cualquiera de las restricciones contempladas en los apartados 1 y 2 de este 
artículo. 
4. Con independencia de lo establecido en el artículo anterior, no se 
entenderán de menor importancia:  
a) Las conductas desarrolladas por empresas titulares o beneficiarias de 
derechos exclusivos; 
b) las conductas desarrolladas por empresas presentes en mercados 
relevantes en los que más del 50 por ciento esté cubierto por redes paralelas 
de acuerdos verticales cuyas consecuencias sean similares. 
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5. A efectos de lo establecido en este artículo: 
a) Se entenderá por ventas activas la aproximación activa a clientes 
individuales dentro del territorio exclusivo o del grupo de clientes exclusivo 
de otro distribuidor mediante, entre otros, correo directo o visitas; 
publicidad en medios de comunicación, otras actividades destinadas 
específicamente a aquellos clientes, y el establecimiento  de un almacén o un 
centro de distribución en el territorio exclusivo de otro distribuidor. 
b) Se entenderá por ventas pasivas la respuesta a pedidos no suscitados 
activamente procedentes de clientes individuales o grupos de clientes 
específicos, incluida la entrega de bienes y servicios a dichos clientes. 
c) Se entenderá por cláusula de no competencia cualquier obligación directa 
o indirecta que prohíba al comprador fabricar, adquirir, vender o revender 
bienes o servicios que compitan con los bienes o servicios contractuales, 
o cualquier obligación, directa o indirecta, que exija al comprador adquirir al 
proveedor o a otra empresa designada por éste más del 80 por ciento del 
total de sus compras de los bienes o servicios contractuales y de sus 
sustitutos en el mercado de referencia, calculadas sobre  la base del valor de 
sus compras en el año precedente.  
Artículo 3. Otras conductas de menor importancia. 
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores y a efectos de lo 
establecido en los artículos 5 y 53.1.b) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá declarar no 
aplicables los artículos 1 a 3 de la citada ley a las conductas que, atendiendo 
a su contexto jurídico y económico, no sean aptas para afectar de manera 
significativa a la competencia. 
2. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, oído el Consejo de 
Defensa de la Competencia, podrá adoptar Comunicaciones para desarrollar 
los criterios de delimitación de las conductas de menor importancia del 
artículo 5 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
CAPÍTULO II 
De las concentraciones económicas 
Artículo 4. Cálculo de la cuota de mercado. 
1. A los efectos de lo previsto en los artículos 8.1.a) y 56.1 de la Ley 15/2007, 
de 3 de julio, se entenderá, en todo caso que la cuota de mercado resultante 
de una operación de concentración en un mercado relevante será la suma de 
las cuotas de mercado en el mismo de las empresas partícipes en la operación.  
2. A los efectos de lo previsto en los artículos 8.1.a) y 56.1 de la Ley 15/2007, 
de 3 de julio, se entenderá, en todo caso que: 
a) Existe adquisición de cuota cuando aun existiendo control previo por parte 
de la adquirente se produjera como consecuencia de la concentración 
económica un cambio en las características del control, sea éste conjunto o 
exclusivo. 
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b) Asimismo, existe adquisición de cuota cuando se produce la creación de 
una empresa en participación y las matrices aporten todo o parte de su 
negocio a la entidad de nueva creación. 
Artículo 5. Cálculo del volumen de negocios. 
1. A los efectos previstos en el artículo 8.1.b) de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, el volumen de negocios global en España comprenderá la cifra resultante 
de la venta de productos y de la prestación de servicios que correspondan a 
las actividades ordinarias de las empresas partícipes en la operación de 
concentración en el último ejercicio contable, previa deducción del importe 
de las bonificaciones y de demás reducciones sobre las ventas, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido y de los demás impuestos directamente relacionados 
con el volumen de negocios. 
Sin perjuicio de lo anterior, cualquier adquisición o cesión de control de la 
totalidad o parte de empresas posterior a la fecha de cierre de las cuentas 
auditadas de las empresas partícipes, quedará reflejada en el volumen de 
negocios utilizado a efectos de la notificación de la operación de 
concentración. 
El volumen de negocios realizado en España incluirá los productos vendidos y 
los servicios prestados a empresas o consumidores en España. 
2. Para el cálculo del volumen de negocios de una empresa partícipe se 
sumarán los volúmenes de negocios de las empresas siguientes: 
a) La empresa partícipe, b) las empresas controladas por la empresa partícipe 
en exclusiva o conjuntamente, y c) las empresas que controlen exclusiva o 
conjuntamente a la empresa partícipe. 
 
3. El volumen de negocios total de una empresa partícipe no tendrá en cuenta 
las transacciones que hayan tenido lugar entre empresas de un mismo grupo.  
4. A los efectos de evitar la doble contabilización, cuando la adquirida ya 
estuviera controlada por una o varias de las adquirentes se imputará 
únicamente a la adquirida la integridad de su volumen de negocios. 
5. Cuando la operación de concentración consista en la adquisición de una rama 
de actividad, unidad de negocio, establecimiento o, en general, de una parte 
de una o más empresas y con independencia de que dicha parte tenga 
personalidad jurídica propia, sólo se tendrá en cuenta, en lo que corresponde 
a la adquirida, el volumen de negocios relativo a la parte objeto de la 
adquisición. 
6. Cuando dos o más concentraciones en el sentido  del párrafo anterior 
tengan lugar en un período de dos años entre los mismos compradores y 
vendedores, las mismas se considerarán como una sola concentración 
realizada en la fecha de la última operación.  
7. Sin perjuicio de lo anterior, se observarán las siguientes reglas específicas: 
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a) En el caso de que alguna de las partícipes de la operación de concentración 
sea un fondo de inversión, su volumen de negocios vendrá determinado por la 
suma del volumen de negocios de sus empresas gestoras y por el volumen de 
negocios de las empresas controladas por los fondos de inversión gestionados 
por dichas gestoras. 
b) En el caso de entidades de crédito y otras entidades financieras el volumen 
de negocios será sustituido por la suma de las siguientes partidas de ingresos 
percibidos por la entidad en España según se definen en la Directiva 
86/635/CEE, del Consejo, de 8 de diciembre, relativa a las cuentas anuales y 
cuentas consolidadas de los bancos y otras entidades financieras, previa 
deducción, en su caso, del Impuesto sobre el Valor Añadido y de otros 
impuestos directamente relacionados con dichos ingresos: 
1.º Intereses y productos asimilados. 
2.º Rendimientos de títulos, ya sean acciones, participaciones y otros títulos 
de renta variable, incluidas las participaciones en empresas del grupo. 
3.º Comisiones cobradas. 
4.º Beneficios netos procedentes de operaciones financieras. 
5.º Otros resultados de explotación. 
El volumen de negocios de las entidades de crédito y otras entidades 
financieras obtenido en España se corresponderá con el de las sucursales o 
divisiones de la entidad radicada en España. 
c) En el caso de entidades aseguradoras, el volumen de negocios será 
sustituido por el valor de las primas brutas emitidas que comprendan todos 
los importes cobrados y pendientes de cobro en concepto de contratos de 
seguro establecidos por dichas compañías o por cuenta de las mismas, 
incluyendo las primas cedidas a las reaseguradoras y tras la deducción de los 
impuestos y gravámenes aplicados sobre la base del importe de las distintas 
primas o del volumen total de éstas, tomando en cuenta las primas brutas 
abonadas por residentes en España. 
El método de cálculo se refiere a las actividades propias del negocio 
asegurador o crediticio respectivamente, sin perjuicio de que se incluyan en 
el volumen de negocios total el correspondiente a las sociedades controladas 
por las partícipes que ejercen otras actividades, que será calculado según las 
normas generales. 
Artículo 6. Valoración de las eficiencias económicas. Para que la Comisión 
Nacional de la Competencia tenga en cuenta las eficiencias económicas 
previstas en el artículo 10.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, invocadas por 
las partes en una operación de concentración, el notificante deberá describir 
su naturaleza y efectos, cuantificando los mismos cuando sea posible así como 
el plazo en que prevé que se desarrollen, acreditando todos estos aspectos 
con los medios a su alcance. 
CAPÍTULO III 
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De las ayudas públicas 
Artículo 7. Informes y propuestas. 
1. De acuerdo con lo dispuesto en los apartados 1 y 4 del artículo 11 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, y teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 39 de 
la citada Ley, previo requerimiento de la Comisión Nacional de la Competencia, 
las Administraciones públicas deberán facilitar a ésta en el plazo establecido, 
toda la información que la Comisión Nacional de la Competencia considere 
necesaria a los efectos de la realización de los informes y propuestas 
previstos en los apartados 1, 2 y 4 del citado artículo 11, de la Ley 15/2007, 
de 3 de julio. 
2. Cuando la Comisión Nacional de la Competencia actúe a instancia de otra 
Administración Pública, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11.1 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, ésta deberá identificar los órganos concedentes 
de las ayudas públicas y los regímenes de ayudas o ayudas individuales sobre 
los que se plantea el pronunciamiento de la Comisión Nacional de la 
Competencia, así como toda aquella documentación que pudiera ser relevante 
para analizar los efectos de estas ayudas sobre el mantenimiento de la 
competencia efectiva en los mercados. 
3. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11.1 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, el análisis de los criterios de concesión de las ayudas públicas en relación 
con sus posibles efectos sobre el mantenimiento de la competencia efectiva 
en los mercados versará sobre los aspectos tanto jurídicos como económicos 
del instrumento utilizado, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 87 a 
89 del Tratado de la Comunidad Europea y su normativa de desarrollo, y de 
las competencias de la Comisión Europea y de los órganos jurisdiccionales 
comunitarios y nacionales en materia de control de ayudas públicas. 
Entre otros se podrán analizar los siguientes aspectos: 
a) El plan estratégico, en su caso, en que el proyecto de régimen de ayudas se 
integra, en cuanto instrumento de planificación de políticas públicas que fija 
objetivos e identifica los fallos de mercado; b) las bases reguladoras si se 
trata de una línea de ayuda o su fundamento jurídico si se trata de una ayuda 
individual;  
c) la prueba de sopesamiento de la ayuda, que analizará los aspectos positivos 
y negativos de su concesión, entre ellos la adecuación del instrumento 
utilizado, su efecto incentivador o la necesidad y proporcionalidad de la 
misma. 
4. El informe anual sobre las ayudas públicas de la Comisión Nacional de la 
Competencia incluirá entre sus Anexos los informes que, en su caso, hayan 
elaborado los órganos de Defensa de la Competencia de las Comunidades 
Autónomas sobre las ayudas públicas concedidas por las Administraciones 
autonómicas o locales en su respectivo ámbito territorial. 
Artículo 8. Mecanismos de comunicación de las ayudas públicas. 
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1. De acuerdo con el artículo 11.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el órgano 
responsable de la notificación de las ayudas a la Comisión Europea deberá 
incluir en la  información remitida a la Comisión Nacional de la Competencia 
todos aquellos datos que permitan realizar un seguimiento efectivo de las 
mismas, incluidas las eventuales decisiones u observaciones emanadas de la 
Comisión Europea. 
2. La Comisión Nacional de la Competencia establecerá un sistema de acceso 
a los órganos de Defensa de la Competencia de las comunidades autónomas 
respecto de la información obtenida de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
11.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, garantizando la confidencialidad de la 
información en cada caso. 
3. De acuerdo con los principios de publicidad y transparencia recogidos en el 
artículo 27 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Comisión Nacional de la 
Competencia creará un Centro informativo telemático de las ayudas públicas 
nacionales que hayan sido publicadas en diarios oficiales. 
CAPÍTULO IV 
De la promoción de la competencia 
Artículo 9. Ejercicio de la función de promoción de la competencia. 
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 26.1 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, la Comisión Nacional de la Competencia promoverá la existencia de una 
competencia efectiva en los mercados, en beneficio de todos los partícipes 
en el mercado y, en particular, de los consumidores. 
Esta función se desarrollará con los instrumentos que se consideren 
adecuados y, en especial, mediante la elaboración de informes, estudios, 
trabajos de investigación y propuestas.  
2. A los efectos de los artículos 25 y 26 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la 
Comisión Nacional de la Competencia podrá elaborar informes y propuestas 
respecto de los proyectos y proposiciones de normas, así como dirigir a las 
Administraciones Públicas propuestas para la modificación o supresión de las 
restricciones a la competencia efectiva derivadas de su actuación o para el 
mantenimiento  o restablecimiento de la competencia en los mercados. 
En particular, la Comisión Nacional de la Competencia informará los proyectos 
y proposiciones de normas que remita el Ministerio de Economía y Hacienda. 
3. La Comisión Nacional de la Competencia podrá dirigir al Ministerio de 
Economía y Hacienda las propuestas de elaboración y reforma normativa que 
afecten a la competencia. 
Artículo 10. Deber de colaboración e información en relación con la promoción 
de la competencia. 1. La Comisión Nacional de la Competencia cuenta, para el 
ejercicio de la función de promoción de la competencia, con las facultades 
que la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
le atribuye para la ejecución de sus competencias. En particular, podrá 
recabar de los sectores económicos afectados datos e informaciones sobre 
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la situación de los mercados. 2. A efectos de lo establecido en el artículo 39 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio, toda persona física o jurídica y los órganos 
y organismos de cualquier Administración Pública quedan sujetos al deber de 
colaboración con la Comisión Nacional de la Competencia y están obligados a 
proporcionar, a requerimiento de ésta y en plazo, toda clase de datos e 
informaciones de que dispongan y que puedan resultar necesarios para el 
ejercicio, por parte de la Comisión Nacional de la Competencia, de su función 
de promover la competencia efectiva en los mercados, a que se refiere el 
artículo 26.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.  
3. Ante el incumplimiento de los deberes de colaboración e información con 
la Comisión Nacional de la Competencia a que se refiere este artículo, se 
estará a lo dispuesto en el artículo 21 de este Reglamento. 
TÍTULO II 
De los procedimientos en materia de defensa de la competencia 
CAPÍTULO I 
Disposiciones comunes 
Artículo 11. Práctica de las notificaciones. 
1. A los efectos de la práctica de las notificaciones a que se refieren los 
artículos 36 y 37 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, las partes interesadas en 
el expediente deberán designar un lugar en la localidad en la que se encuentre 
la sede de la autoridad de competencia o indicar e identificar los medios 
electrónicos pertinentes, de acuerdo con lo previsto en el artículo 28 de la 
Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
Servicios Públicos, donde pueda hacerse la notificación hasta las veinticuatro 
horas del último día del plazo. 
2. De acuerdo con el artículo 58 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, se entenderá cumplida la obligación de notificar  con 
el intento de notificación, que contenga cuando menos el texto íntegro de la 
resolución, debidamente acreditado dentro del plazo máximo establecido. 
Artículo 12. Cómputo de los plazos máximos de los procedimientos en casos 
de suspensión. 
1. En caso de suspensión del plazo máximo, el órgano competente de la 
Comisión Nacional de la Competencia deberá adoptar un acuerdo en el que se 
señale la causa de la suspensión, de acuerdo con lo previsto en el artículo 37 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio, entendiéndose suspendido el cómputo del 
plazo: 
a) En los supuestos previstos en el artículo 37.1.a) y b) de la Ley 15/2007, de 
3 de julio, por el tiempo que medie entre la notificación del requerimiento y 
su efectivo cumplimiento por el destinatario, o, en su defecto, durante el 
plazo concedido; 
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b) en el supuesto previsto en el artículo 37.1.e) de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados de 
las pruebas o de actuaciones complementarias al expediente; 
c) en el supuesto previsto en el artículo 37.1.g) de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un acuerdo 
de terminación convencional, desde el acuerdo de inicio de las actuaciones y 
hasta la conclusión, en su caso, de las referidas negociaciones; 
d) en el supuesto previsto en el artículo 37.2.b) de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, por el tiempo que medie entre la notificación del requerimiento y su 
efectivo cumplimiento por el destinatario, sin perjuicio de lo dispuesto en los 
apartados 4 y 5 del artículo 55 de la Ley 15/2007, de 3 de julio; 
e) en el supuesto del artículo 37.2.d) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, por el 
tiempo que medie entre la petición de informe, que deberá notificarse a los 
interesados, y la recepción del informe, que igualmente deberá ser 
comunicada a los mismos. 
f) en los demás supuestos del artículo 37 de la Ley 15/2007, se entenderá 
suspendido el cómputo del plazo desde la fecha del acuerdo de suspensión, 
que habrá de notificarse a los interesados. 
2. Para el levantamiento de la suspensión del plazo máximo, el órgano 
competente de la Comisión Nacional de la Competencia deberá dictar un nuevo 
acuerdo en el que se determinará que se entiende reanudado el cómputo del 
plazo desde el día siguiente al de la resolución del incidente que dio lugar a la 
suspensión y la nueva fecha del plazo máximo para resolver el procedimiento. 
Este acuerdo de levantamiento de la suspensión será igualmente notificado a 
los interesados. 
3. En los casos de suspensión del plazo, el día final del plazo se determinará 
añadiendo al término del plazo inicial, los días naturales durante los que ha 
quedado suspendido el plazo. 
Artículo 13. Facultades de inspección. 
1. A los efectos del artículo 40 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el personal 
de la Comisión Nacional de la Competencia podrá ir acompañado de expertos 
o peritos en las materias sobre las que verse la inspección, así como de 
expertos en tecnologías de la información, todos ellos debidamente 
autorizados por el Director de Investigación.  
2. A efectos de lo establecido en el artículo 40.2.a) de la Ley 15/2007, de 3 
de julio, el personal autorizado por el Director de Investigación podrá 
realizar inspecciones en los domicilios particulares de los empresarios, 
administradores y otros miembros del personal de las empresas,  
cuando existan indicios fundados de que en dichos domicilios particulares 
puedan encontrarse libros u otra documentación relacionada con la empresa 
y con el objeto de la inspección que puedan servir para probar una infracción 
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grave o muy grave. El personal autorizado dispondrá de las facultades 
previstas en el artículo 40.2.b), c) y d) de la Ley 15/2007, de 3 de julio.  
3. El personal autorizado para proceder a una inspección ejercerá sus poderes 
previa presentación de una autorización escrita del Director de Investigación 
que indique el objeto y la finalidad de la inspección, los sujetos investigados, 
los datos, documentos, operaciones, informaciones y otros elementos que 
hayan de ser objeto de la inspección, la fecha en la que la inspección vaya a 
practicarse y el alcance de la misma. La autorización escrita incluirá, 
asimismo, las sanciones previstas en la Ley 15/2007, de 3 de julio, para el 
caso de que las empresas no se sometan a las inspecciones u obstruyan por 
cualquier medio la labor de inspección de la Comisión Nacional de la 
Competencia. 
4. De todas las entradas e inspecciones realizadas en locales, terrenos, 
medios de transporte y domicilios se levantará un acta firmada por el 
funcionario autorizado y por la persona ante la cual se haya realizado la 
inspección o, caso de que ésta no se encontrara presente en el momento de la 
firma, por la persona a quien autorice para ello. La negativa de estas personas 
a firmar el acta no impedirá que ésta, una vez firmada por dos funcionarios 
autorizados, tenga valor probatorio. Al acta se adjuntará la relación de los 
documentos de los que se haya obtenido copia, así como un ejemplar de la 
misma, y, en su caso, la relación de aquellos documentos que hayan sido 
retenidos y trasladados temporalmente a la Comisión Nacional de la 
Competencia por el personal inspector, cualquiera que sea su soporte 
material.  
5. El personal inspector expedirá una copia del acta y de los demás 
documentos anexos a la misma a los afectados. 
Artículo 14. Colaboración con los órganos competentes de las comunidades 
autónomas en materia de poderes de investigación. 
A efectos de lo previsto en el artículo 40 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
relativo a las facultades de inspección, en los procedimientos que tengan por 
objeto las conductas previstas en los artículos 1, 2 y 3 de esa Ley, la Comisión 
Nacional de la Competencia y los órganos competentes de las comunidades 
autónomas y éstos entre sí, podrán solicitarse mutuamente la asistencia de 
su personal.  
Artículo 15. Colaboración con la Comisión Europea y con otras autoridades 
nacionales de competencia en materia de poderes de investigación. 
La Comisión Nacional de la Competencia es la autoridad competente para 
colaborar en las inspecciones y en otros poderes de investigación con la 
Comisión Europea y con otras autoridades nacionales de competencia en los 
términos establecidos en el Reglamento (CE) n.º 1/2003, de 16 de diciembre 
de 2002, relativo a la aplicación de las normas sobre competencia previstas 
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en los artículos 81 y 82 del Tratado y en el Reglamento (CE) 139/2004 del 
Consejo, de 20 de enero de 2004, sobre el control de las concentraciones 
entre empresas. 
Artículo 16. Coordinación con los Presidentes de los órganos reguladores 
sectoriales. A los efectos de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 17 de 
la Ley 15/2007, de 3 de julio, las reuniones del Presidente de la Comisión 
Nacional de la Competencia con los presidentes de los organismos reguladores 
sectoriales se celebrarán, al menos, anualmente o cuando se considere 
necesario por cualquiera de ellos, atendiendo a la situación de la competencia 
efectiva del sector económico respectivo o a circunstancias puntuales que le 
puedan afectar. 
Artículo 17. Deber de colaboración. 
1. A efectos de lo establecido en el artículo 39 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, los órganos de la Comisión Nacional de la Competencia, al solicitar 
información necesaria para el ejercicio de sus funciones previstas en la Ley 
15/2007, de 3 de julio, advertirán al destinatario del requerimiento del plazo 
de que dispone para remitir la información solicitada y de la imposición de la 
multa coercitiva que, en caso de incumplimiento, podrá ser acordada de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
2. Transcurrido el plazo mencionado en el apartado anterior sin que se haya 
cumplido el requerimiento, los órganos de la Comisión Nacional de la 
Competencia podrán reiterar el mismo, fijando un nuevo plazo que no podrá 
ser superior a la mitad del establecido inicialmente, apercibiendo al 
destinatario del requerimiento de que, una vez transcurrido este plazo se 
procederá a la imposición de una multa coercitiva. 
3. La imposición de la multa coercitiva se regirá por lo establecido en el 
artículo 21 del presente Reglamento.  
 
Artículo 18. Información administrativa y atención al ciudadano. Sin perjuicio 
de lo dispuesto en el artículo 55.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Comisión 
Nacional de la Competencia prestará los servicios de información 
administrativa y atención al ciudadano, así como de gestión de quejas y 
sugerencias en relación con la defensa de la competencia, con arreglo a lo 
dispuesto en el Real Decreto de 9 de febrero, por el que se regulan los 
servicios de información administrativa y atención al ciudadano, y en el Real 
Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general 
para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado. 
 
Artículo 19. Vista ante el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia. 
1. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá acordar la 
celebración de vista, previa solicitud de los interesados o cuando la considere 
adecuada para el examen y enjuiciamiento del objeto del expediente. En la 
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solicitud, dirigida a la Secretaría del Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia, los interesados comunicarán las personas que tienen interés en 
asistir a la vista, expresando la condición que ostenten en relación con los 
interesados. 
2. La celebración de la vista será contradictoria. En ella intervendrán los 
interesados, sus representantes, el personal de la Dirección de Investigación 
y las personas autorizadas por el Presidente de la Comisión Nacional de la 
Competencia. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá 
también requerir la presencia en la vista de aquellas personas que considere 
oportunas, comunicando este hecho a los interesados con indicación de su 
identidad, cargo y ocupación profesional, debiendo quedar garantizada en 
todo caso la confidencialidad de las actuaciones. 
3. La vista comenzará con la exposición de la propuesta de resolución e 
informe del representante de la Dirección de Investigación, y terminará con 
la exposición por los interesados de sus alegaciones, concediéndose a los 
interesados y al representante de la Dirección de Investigación un nuevo 
turno para que, brevemente, puedan aclarar, rectificar hechos o conceptos y 
concretar su posición. 
El Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia podrá dirigir a los 
interesados y al representante de la Dirección de Investigación las preguntas 
que estime oportunas y conceder autorización a cualquiera de los Consejeros 
para que lo haga. 
4. Tendrá el Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia todas 
las facultades necesarias para conservar y restablecer el orden en las vistas 
y mantener el respeto debido al Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia y a los demás poderes públicos, pudiendo corregir en el acto a 
los intervinientes, incluso pudiendo ordenar, si lo estimara necesario, 
desalojar la sala. En particular, el Presidente de la Comisión Nacional de la 
Competencia tendrá la facultad de llamar al orden a los interesados cuando 
se apartaren de las cuestiones objeto del expediente, pudiendo retirarles el 
uso de la palabra. 
   
Artículo 20. Tratamiento de información confidencial. Cualquier persona que 
presente documentos ante la Comisión Nacional de la Competencia, al solicitar 
la confidencialidad de datos o informaciones, deberá hacerlo de 
forma motivada ante el órgano competente en el marco de la tramitación del 
expediente en cuestión, y deberá presentar, además, una versión no 
confidencial de los mismos. 
 
Artículo 21. Imposición de multas coercitivas.  
1. A efectos de lo establecido en el artículo 67 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, son competentes para imponer multas coercitivas: 
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a) La Dirección de Investigación, respecto de las obligaciones establecidas 
en sus acuerdos y actos, en el supuesto de incumplimiento del deber de 
colaboración establecido en el artículo 39 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
b) El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, de oficio o a 
propuesta de la Dirección de Investigación, respecto de las obligaciones 
establecidas en sus resoluciones, requerimientos y acuerdos y, en su caso, 
respecto de las establecidas en los acuerdos de Consejo de Ministros. 
2. El acuerdo o resolución que declare el incumplimiento de una obligación 
impondrá, en su caso, la multa coercitiva correspondiente, fijando su cuantía 
total en función del número de días de retraso en el cumplimiento, y 
concediendo un nuevo plazo para el cumplimiento de la obligación. 
3. Transcurrido el plazo señalado en el apartado anterior sin que la obligación 
se haya cumplido, los órganos de la Comisión Nacional de la Competencia 
podrán imponer una nueva multa coercitiva por el tiempo transcurrido, y 
reiterar su imposición tantas veces como sea necesario hasta el cumplimiento 
de la obligación. 
4. La imposición de multas coercitivas se entenderá sin perjuicio de la 
apertura, en los casos en los que proceda de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 62 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, del correspondiente 
procedimiento sancionador, que se tramitará según lo dispuesto en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y en sus normas de 
desarrollo.  
 
 
Artículo 22. Pago de las multas, multas coercitivas y tasas. 
 
1. El pago de las multas y multas coercitivas deberá realizarse en los plazos 
previstos en los apartados 2 y 5 del artículo 62 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, sin perjuicio de la normativa autonómica que 
sea de aplicación.  
2. El devengo de la tasa por análisis y estudio de las operaciones de 
concentración se producirá cuando el sujeto pasivo presente la notificación 
prevista en el artículo 9 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. La recaudación de 
la tasa en vía ejecutiva se efectuará conforme a lo previsto en el Reglamento 
General de Recaudación, mediante la celebración de convenios con la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria. 
 
Artículo 23. Publicidad. 
1. Conforme al artículo 27 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, los acuerdos, 
resoluciones e informes de la Comisión Nacional de la Competencia que se 
dicten en aplicación de la normativa de Defensa de la Competencia, serán 
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publicados en la página web de la Comisión Nacional de la Competencia 
(www.cncompetencia.es), una vez notificados a los interesados. 
2. La publicación a la que se refiere el apartado anterior se efectuará tras 
resolver, en su caso, los aspectos confidenciales de su contenido y previa 
disociación de los datos de carácter personal a los que se refiere el artículo 
3.a) de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos 
de Carácter Personal, salvo en lo que se refiere al nombre de los infractores. 
 
Artículo 24. Recurso contra las resoluciones y actos dictados por la Dirección 
de Investigación. 
1. Conforme a lo establecido en el artículo 47 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
una vez presentado el recurso administrativo contra las resoluciones y actos 
dictados por la Dirección de Investigación ante el Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia, éste instará a la Dirección de Investigación para 
que le remita copia del expediente junto con su informe en el plazo de cinco 
días. 
2. Si hubiera otros interesados se les dará traslado del recurso y se les 
pondrá de manifiesto el expediente para que en el plazo de quince días aleguen 
cuanto estimen procedente. 
 
CAPÍTULO II 
Del procedimiento sancionador en materia de conductas prohibidas. 
 
SECCIÓN 1.ª DE LA INSTRUCCIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
SANCIONADOR 
 
Artículo 25. Iniciación del procedimiento. 
1. El procedimiento sancionador se inicia siempre de oficio por la Dirección 
de Investigación: 
a) Por propia iniciativa, tras haber tenido conocimiento directo o indirecto de 
las conductas susceptibles de constituir infracción 
b) A iniciativa del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia 
c) Por denuncia, con el contenido indicado en el apartado siguiente. 
2. La denuncia dirigida a la Dirección de Investigación de la Comisión Nacional 
de la Competencia deberá contener, como mínimo, la siguiente información 
pudiendo el denunciante aportar los datos e información adicionales recogidos 
en el anexo I del presente Reglamento: 
a) Nombre o razón social, domicilio, teléfono y número de fax del/de los 
denunciantes y, en el caso de que éstos actúen por medio de representante, 
acreditación de la representación y domicilio a efectos de notificaciones. 
b) Nombre o razón social, domicilio y, en su caso, número de teléfono y de fax 
o cualquier otro medio electrónico pertinente de los denunciados. 
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c) Hechos de los que se deriva la existencia de una infracción y pruebas, en 
su caso, de los mismos, así como definición y estructura del mercado 
relevante. 
d) En su caso, justificación de los intereses legítimos de acuerdo con el 
artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
para ser considerado interesado en el eventual expediente sancionador. 
3. Si la denuncia no reuniera los requisitos establecidos en el apartado 2 se 
requerirá al denunciante para que, en un plazo de diez días, subsane la falta 
o aporte la documentación requerida, con indicación de que, si así no lo hiciera, 
se le tendrá por desistido de la denuncia. 
4. El desistimiento del denunciante no impediría a la Dirección de 
Investigación realizar de oficio todas aquellas actuaciones que considerase 
necesarias. 
5. La formulación en forma de una denuncia no vincula a la Dirección de 
Investigación para iniciar el procedimiento sancionador. El acuerdo de no 
iniciación del procedimiento del Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia, a propuesta de la Dirección de Investigación, deberá 
comunicarse al denunciante, indicando los motivos por los que no procede la 
iniciación del procedimiento de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 49 de 
la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
 
 
Artículo 26. Información reservada. 
En el marco de la información reservada prevista en el artículo 49.2 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, la Dirección de Investigación podrá dirigir solicitudes 
de información al denunciante, a los denunciados y a terceros. Cuando la 
Dirección de Investigación solicite información al denunciado, 
le notificará todos los elementos objetivos contenidos en la denuncia y 
relacionados con los hechos denunciados. 
 
Artículo 27. Acuerdo de no incoación y archivo de la denuncia. 
1. Con el fin de que el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia pueda 
acordar no incoar procedimiento y archivar las actuaciones en los términos 
establecidos en los artículos 44 y 49.3 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, la Dirección de Investigación le dará traslado de la denuncia recibida, 
de las actuaciones previas practicadas, en su caso, y de una propuesta de 
archivo. 
2. Cuando el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, a la vista de 
la propuesta de archivo, estime que pudiera haber indicios de infracción de 
la normativa de defensa de la competencia, instará de la Dirección de 
Investigación la incoación del correspondiente expediente. 
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Artículo 28. Incoación del expediente. 
1. La incoación del expediente se formalizará con el contenido mínimo 
siguiente: 
a) Identificación de los presuntos responsables y de los denunciantes, si los 
hubiere. 
b) Hechos que motivan la incoación. 
c) Instructor o instructores y, en su caso, Secretario de instrucción, con 
indicación del régimen de recusación. 
d) En su caso, personas que ostenten la condición de interesado. 
2. El acuerdo de incoación del expediente se notificará a los interesados, 
dándose traslado de una copia de la denuncia a los denunciados. 
3. En la página web de la Comisión Nacional de la Competencia se hará público 
el hecho de la incoación de expedientes por la Dirección de Investigación. 
4. El plazo de instrucción del expediente será de doce meses a contar desde 
la fecha del acuerdo de incoación. El transcurso del plazo máximo de 
dieciocho meses desde la fecha del acuerdo de incoación del procedimiento 
sancionador sin que se hubiera resuelto el procedimiento determinará la 
caducidad del mismo de acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del 
artículo 38 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
 
 
Artículo 29. Acumulación, desglose y ampliación de expedientes. 
La Dirección de Investigación, por propia iniciativa o a instancia de los 
interesados, podrá disponer la acumulación de expedientes cuando entre ellos 
exista una conexión directa, así como su desglose cuando la naturaleza 
de los hechos denunciados haga necesaria la tramitación de procedimientos 
independientes. Asimismo, podrá disponer la ampliación del acuerdo de 
incoación cuando en el curso de la instrucción se aprecie la participación de 
otros presuntos responsables, la presunta comisión de otras infracciones, o 
se personen nuevos interesados no incluidos en dicho acuerdo.  
 
Artículo 30. Incorporación de información a un expediente. La Dirección de 
Investigación podrá acordar la incorporación a un expediente de la 
información obrante en otro cuando la misma sea necesaria para el 
esclarecimiento de los hechos investigados en aquél. El acuerdo de 
incorporación será notificado a los interesados y a los terceros que hubieran 
remitido la información objeto de incorporación, concediéndoles un plazo de 
5 días para que aleguen cuanto estimen conveniente para la defensa 
de sus derechos e intereses. 
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Artículo 31. Acceso al expediente. Una vez incoado el expediente los 
interesados podrán acceder a éste y obtener copias individualizadas de todos 
los documentos que integren el expediente de la Comisión Nacional de la 
Competencia, a excepción de los secretos comerciales de otros interesados 
o terceros, así como de cualquier otra información confidencial, 
mediante su personación en las dependencias de la Comisión Nacional de la 
Competencia, de forma que no se vea afectada la eficacia del funcionamiento 
de ésta y sin que se pueda formular solicitud genérica sobre el expediente. 
Artículo 32. Actos de investigación, alegaciones y prueba. 
1. El instructor realizará cuantas actuaciones resulten necesarias para el 
esclarecimiento de los hechos y la determinación de responsabilidades, 
recabando los datos, informaciones y material probatorio relevantes para 
determinar la existencia de infracciones y dando, cuando se estime 
procedente, participación a los interesados. 
2. Los interesados podrán, en cualquier momento de la instrucción del 
procedimiento sancionador aducir las alegaciones y proponer la práctica de 
las pruebas que consideren relevantes para la defensa de sus intereses. La 
Dirección de Investigación deberá resolver sobre la práctica de la prueba de 
forma motivada. Contra la denegación de práctica de prueba no cabrá recurso 
alguno. 
 
 
Artículo 33. Pliego de concreción de hechos. 
 
1. De conformidad con lo previsto en el artículo 50.3 de la Ley 15/2007, de 3 
de julio, los hechos que puedan ser constitutivos de infracción se recogerán 
en un pliego de concreción de hechos que será notificado a los interesados, 
quienes en un plazo de quince días podrán contestarlo y, en su caso, proponer 
las pruebas que consideren pertinentes. Recibidas las alegaciones y 
practicadas las pruebas o, en su caso, transcurrido el plazo de quince días, la 
Dirección de Investigación procederá al cierre de la fase de instrucción, 
notificándolo a los interesados, con el fin de redactar la propuesta de 
resolución prevista en el artículo 50.4 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
2. Cuando los hechos que puedan ser constitutivos de infracción, afectando a 
un ámbito supraautonómico o al conjunto del mercado nacional, inciden de 
forma significativa en el territorio de una comunidad autónoma, la Dirección 
de Investigación notificará al órgano autonómico respectivo una copia del 
pliego de concreción de hechos y, en su caso, de la denuncia y de los 
documentos y pruebas practicadas que consten en el expediente, para que 
remita en un plazo de veinte días informe preceptivo, no vinculante. Esta 
solicitud de informe preceptivo será notificada a los interesados, a los 
efectos del artículo 37.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
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3. Cuando la Dirección de Investigación considere que no se ha acreditado la 
existencia de prácticas prohibidas lo notificará a los interesados, que 
dispondrán de un plazo de quince días para efectuar las alegaciones o 
proponer la práctica de las pruebas que estimen pertinentes. Recibidas las 
alegaciones y practicadas las pruebas o, en su caso, transcurrido el plazo de 
quince días, la Dirección de Investigación procederá al cierre de la fase de 
instrucción, notificándolo a los interesados, con el fin de redactar la 
propuesta de resolución prevista en el artículo 50.4 de la Ley 15/2007, de 3 
de julio. 
No obstante lo anterior, si a la vista de las alegaciones presentadas o de las 
pruebas practicadas, la Dirección de Investigación considerase que pudiera 
haber hechos constitutivos de infracción, se estará a lo dispuesto en el 
apartado 1, elaborándose el correspondiente pliego de concreción de hechos. 
 
Artículo 34. Propuesta de resolución e informe. 
 
1. La propuesta de resolución deberá contener los antecedentes del 
expediente, los hechos acreditados, sus autores, la calificación jurídica que 
le merezcan los hechos, la propuesta de declaración de existencia de 
infracción y, en su caso, los efectos producidos en el mercado, la 
responsabilidad que corresponda a sus autores, las circunstancias agravantes 
y atenuantes concurrentes y la propuesta de la Dirección de Investigación 
relativa a la exención o reducción del importe de la multa a la que se refieren 
los artículos 65 y 66 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. Cuando la Dirección de 
Investigación considere que no ha quedado acreditada la existencia de 
prácticas prohibidas pondrá de manifiesto dicha circunstancia en su 
propuesta de resolución. 
La propuesta de resolución, que incluirá las alegaciones aducidas por los 
interesados a lo largo de la instrucción y las pruebas propuestas por éstos, 
indicando si se practicaron o no, será notificada a los interesados para que, 
en el plazo de quince días, formulen las alegaciones que tengan por 
convenientes. Las alegaciones a la propuesta de resolución de la Dirección de 
Investigación deben contener, en su caso, las propuestas de las partes en 
relación con la práctica de pruebas y actuaciones complementarias ante el 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, así como la solicitud de 
celebración de vista. 
2. De acuerdo con lo previsto en el artículo 50.5 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, transcurrido el plazo previsto en el apartado anterior, la Dirección de 
Investigación elevará al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia el 
expediente, junto con el informe que contendrá la propuesta de resolución y 
las alegaciones recibidas a dicha propuesta. 
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Artículo 35. Preclusión. 
La Dirección de Investigación no tendrá en cuenta en su informe las 
alegaciones presentadas por los interesados fuera de los plazos concedidos 
en virtud de los apartados 1 y 3 del artículo 33 de este Reglamento para 
contestar al pliego de concreción de hechos o, en su caso, la notificación de 
la Dirección de Investigación manifestándoles que no ha quedado acreditada 
la existencia de prácticas prohibidas. Asimismo, la Dirección de Investigación 
denegará la práctica de pruebas adicionales transcurridos dichos plazos. En 
todo caso los escritos serán incorporados al expediente, indicándose 
expresamente que se han presentado fuera de plazo. BOE núm. 50 SECCIÓN 
2.ª DE LA RESOLUCIÓN DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 
 
Artículo 36. Pruebas y actuaciones complementarias. 
1. Recibido el expediente, el Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia podrá acordar la práctica de pruebas, bien de oficio o a instancia 
de los interesados, instando a la Dirección de Investigación su práctica. El 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá rechazar la práctica 
de aquellas pruebas propuestas por los interesados que pudiendo haber sido 
propuestas en fase de instrucción ante la Dirección de Investigación no lo 
hubieren sido. 
2. El resultado de las diligencias de prueba practicadas por la Dirección de 
Investigación será remitido al Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia, que lo pondrá de manifiesto a los interesados para que, en el 
plazo de diez días, aleguen cuanto estimen conveniente acerca de su alcance 
o importancia. 
3. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá acordar la 
práctica de actuaciones complementarias por la Dirección de Investigación, 
estableciendo la intervención que los interesados hayan de tener en la misma. 
Los interesados dispondrán de un plazo de diez días para valorar el resultado 
de las actuaciones complementarias practicadas. 
4. Si el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia estimase que la 
existencia de prácticas prohibidas no hubiera quedado suficientemente 
acreditada en el informe de la Dirección de Investigación, podrá instar de 
ésta la realización de las actuaciones complementarias que sean precisas para 
el esclarecimiento de los hechos. Realizadas las actuaciones complementarias, 
la Dirección de Investigación elaborará una nueva propuesta de resolución en 
la que se incluirá, en su caso, la nueva valoración 
de los hechos, que será elevada al Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia. La propuesta será notificada a los interesados para que, en un 
plazo de quince días, formulen las alegaciones que estimen oportunas. 
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Artículo 37. Otras actuaciones del Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia. 
1. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, en cualquier momento 
de la fase de resolución del expediente sancionador, podrá pronunciarse 
sobre la condición de interesado de todas aquellas personas que acrediten 
intereses legítimos de acuerdo con el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 
2. De conformidad con el artículo 51.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá, asimismo, acordar 
la celebración de vista, previa solicitud de los interesados o cuando la 
considere adecuada para el análisis o enjuiciamiento de las pretensiones 
objeto del expediente. En dicha solicitud deberá contenerse la información a 
que hace referencia el artículo 19.1 de este Reglamento. 
3. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia notificará al resto de 
interesados la solicitud de vista, al objeto de que puedan manifestar, en el 
plazo que se les indique, su voluntad de asistir y, en tal caso, aportar la 
información a que hace referencia el artículo 19.1 de este Reglamento. El 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia comunicará a los 
interesados que hubiesen solicitado asistir a la vista oral la fecha y la hora 
de celebración de la misma. 
 
Artículo 38. Contenido de la resolución. 
1. Las resoluciones del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia 
contendrán los antecedentes del expediente, los hechos probados, sus 
autores, la calificación jurídica y los fundamentos jurídicos de la decisión. 
2. Asimismo, de conformidad con el artículo 53.1 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, en sus resoluciones el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia 
declarará, según los casos, la existencia de conductas prohibidas por la Ley 
de Defensa de la Competencia y/o por los artículos 81 y 82 del Tratado de la 
Comunidad Europea; la existencia de conductas que, por su escasa 
importancia, no sean capaces de afectar de manera significativa a la 
competencia o que no ha resultado acreditada la existencia 
de prácticas prohibidas. 
3. Igualmente, en virtud del artículo 53.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá ordenar la cesación 
de las conductas prohibidas en un plazo determinado, imponer condiciones u 
obligaciones, estructurales o de comportamiento, ordenar la remoción de los 
efectos de las prácticas prohibidas contrarias al interés público, imponer 
multas, archivar actuaciones y adoptar cualesquiera otras medidas cuya 
adopción le autorice la Ley de Defensa de la Competencia. 
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Artículo 39. Terminación convencional de los procedimientos sancionadores. 
1. De conformidad con el artículo 52 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, en 
cualquier momento del procedimiento previo a la elevación del informe 
propuesta previsto en el artículo 50.4 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la 
Dirección de Investigación podrá acordar, a propuesta de los presuntos 
autores de las conductas prohibidas, el inicio de las actuaciones tendentes a 
la terminación convencional de un procedimiento sancionador en materia de 
acuerdos y prácticas prohibidas. Este acuerdo de inicio de la terminación 
convencional será notificado a los interesados, indicándose si queda 
suspendido el cómputo del plazo máximo del procedimiento hasta la conclusión 
de la terminación convencional. 
2. Los presuntos infractores presentarán su propuesta de compromisos ante 
la Dirección de Investigación en el plazo que ésta fije en el acuerdo de 
iniciación de la terminación convencional, que no podrá ser superior a tres 
meses. Dicha propuesta será trasladada al Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia para su conocimiento.  
3. Si los presuntos infractores no presentaran los compromisos en el plazo 
señalado por la Dirección de Investigación se les tendrá por desistidos de su 
petición de terminación convencional, continuándose la tramitación del 
procedimiento sancionador. Asimismo, se entenderá que los presuntos 
infractores desisten de su petición si, una vez presentados los compromisos 
ante la Dirección de Investigación y habiendo considerado ésta que los 
mismos no resuelven adecuadamente los efectos sobre la competencia 
derivados de las conductas objeto del expediente o no garantizan 
suficientemente el interés público, los presuntos infractores no presentaran, 
en el plazo establecido a tal efecto por la Dirección de Investigación nuevos 
compromisos que, a juicio de ésta, resuelvan los problemas detectados. 
4. La propuesta de compromisos será remitida por la Dirección de 
Investigación a los demás interesados con el fin de que puedan aducir, en el 
plazo que se señale, cuantas alegaciones crean convenientes. 
5. La Dirección de Investigación elevará al Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia la propuesta de terminación convencional para su adopción 
incorporación a la resolución que ponga fin al procedimiento. Recibida la 
propuesta de terminación convencional y, en su caso, informada la Comisión 
Europea de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.4 del Reglamento (CE) n.º 
1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la aplicación de 
las normas sobre competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado, 
el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá: 
a) Resolver el expediente sancionador por terminación convencional, 
estimando adecuados los compromisos presentados. 
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b) Resolver que los compromisos presentados no resuelven adecuadamente 
los efectos sobre la competencia derivados de las conductas objeto del 
expediente o no garantizan suficientemente el interés público, en cuyo 
caso, podrá conceder un plazo para que los presuntos infractores presenten 
ante el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia nuevos 
compromisos que resuelvan los problemas detectados. Si, transcurrido este 
plazo, los presuntos infractores no hubieran presentado nuevos compromisos, 
se les tendrá por desistidos de su petición y el Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia instará de la Dirección de Investigación la 
continuación del procedimiento sancionador. 
6. La resolución que ponga fin al procedimiento mediante la terminación 
convencional establecerá como contenido mínimo: 
a) la identificación de las partes que resulten obligadas por los compromisos, 
b) el ámbito personal, territorial y temporal de los compromisos, 
c) el objeto de los compromisos y su alcance, y  
d) el régimen de vigilancia del cumplimiento de los compromisos. 
7. El incumplimiento de la resolución que ponga fin al procedimiento mediante 
la terminación convencional tendrá la consideración de infracción muy grave 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 62.4.c) de la Ley 15/2007, de 3 
de julio, pudiendo determinar, asimismo, la imposición de multas coercitivas 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 67 de la Ley de Defensa de la 
Competencia y en el artículo 21 del presente Reglamento, así como, en su caso, 
la apertura de un expediente sancionador por infracción de los artículos 1, 2 
ó 3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
 
SECCIÓN 3.ª DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 
Artículo 40. Clases de medidas cautelares. 
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 54 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá adoptar, 
entre otras, las siguientes medidas cautelares tendentes a asegurar la 
eficacia de la resolución: 
a) Órdenes de cesación o de imposición de condiciones determinadas para 
evitar el daño que pudieran causar las conductas a que el expediente se 
refiere. 
b) Fianza de cualquier clase declarada bastante por el Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia para responder de la indemnización de los daños 
y perjuicios que se pudieran causar. 
2. No se podrán dictar medidas cautelares que puedan originar perjuicios 
irreparables a los interesados o que impliquen violación de derechos 
fundamentales. 
Artículo 41. Adopción y régimen jurídico de las medidas cautelares. 
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1. La Dirección de Investigación, durante la fase de instrucción del 
procedimiento sancionador, podrá proponer al Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia, de oficio o a instancia de los interesados, la adopción de 
medidas cautelares. Si las medidas cautelares hubieran sido solicitadas por 
los interesados, la Dirección de Investigación, en el plazo de dos meses a 
contar desde la presentación de la solicitud o, en su caso, de la adopción del 
acuerdo de incoación, elevará la propuesta al Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia, sin perjuicio de lo cual la petición sólo podrá entenderse 
desestimada por silencio negativo transcurrido el plazo máximo de tres 
meses, que se computará de acuerdo con lo previsto en el artículo 36.6 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio. 
2. Cuando durante la fase de resolución del procedimiento sancionador los 
interesados soliciten al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia la 
adopción de medidas cautelares o éste considere que dicha adopción es 
necesaria, solicitará informe a la Dirección de Investigación sobre su 
procedencia. Si las medidas cautelares hubieran sido solicitadas por los 
interesados, la Dirección de Investigación elevará su informe en el plazo de 
dos meses a contar desde la petición de informe por el Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia. 
3. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, una vez recibida la 
propuesta o, en su caso, el informe de la Dirección de Investigación oirá a los 
interesados en el plazo de cinco días, transcurridos los cuales resolverá sobre 
la procedencia de las medidas. 
4. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, de oficio o a instancia 
de los interesados, y previo informe de la Dirección de Investigación, podrá 
acordar en cualquier momento de la tramitación del procedimiento 
sancionador, la suspensión, modificación o revocación de las medidas 
cautelares en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieran ser 
conocidas al tiempo de su adopción, concediendo a los interesados un plazo de 
5 días para que aleguen cuanto estimen pertinente para la defensa de sus 
derechos e intereses. 
5. Las medidas cautelares cesarán cuando se adopte la resolución del Consejo 
de la Comisión Nacional de la Competencia que ponga fin al procedimiento y 
en ningún caso su propuesta, adopción, suspensión, modificación o revocación 
suspenderá la tramitación del procedimiento. 
6. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, en caso de incumplimiento de las medidas cautelares acordadas el 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá imponer multas 
coercitivas que se regirán por lo dispuesto en el artículo 21 del presente 
Reglamento. 
SECCIÓN 4.ª DE LA VIGILANCIA 
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Artículo 42. Vigilancia del cumplimiento de las obligaciones y resoluciones del 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia. 
1. A efectos de lo establecido en el artículo 41 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, al adoptar la 
resolución o el acuerdo que imponga una obligación, deberá advertir a su 
destinatario del plazo de que dispone para cumplirlo, apercibiéndole de la 
cuantía de la multa coercitiva que, en caso de incumplimiento, le podrá ser 
impuesta por cada día de retraso en los términos previstos en el artículo 67 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
2. Una vez que la resolución o el acuerdo sean ejecutivos, la Dirección de 
Investigación llevará a cabo todas las actuaciones precisas para vigilar su 
cumplimiento.  
3. Cuando la Dirección de Investigación estime un posible incumplimiento de 
las obligaciones y resoluciones del Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia podrá elaborar un informe de vigilancia que será notificado a los 
interesados para que, en el plazo de quince días, formulen las alegaciones que 
tengan por convenientes. 
4. Recibidas las alegaciones de los interesados y, en su caso, practicadas las 
actuaciones adicionales que se consideren necesarias, la Dirección de 
Investigación remitirá el informe de vigilancia al Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia a efectos de que éste declare el cumplimiento de 
las obligaciones impuestas, o bien declare su incumplimiento. 
5. La resolución del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia que 
declare el incumplimiento de una obligación podrá imponer la multa coercitiva 
correspondiente, según lo establecido en el artículo 21 de este Reglamento. 
 
SECCIÓN 5.ª DEL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN DE 
INAPLICABILIDAD 
 
Artículo 43. Declaraciones de inaplicabilidad. 1. De acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 6 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el procedimiento de 
declaración de inaplicabilidad se inicia de oficio por la Dirección de 
Investigación, ya sea a iniciativa propia o del Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia, elaborando una propuesta de declaración de inaplicabilidad 
tras valorar el cumplimiento de las condiciones previstas en el citado artículo 
6 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, que será elevada al Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia. 
2. Para la elaboración de la propuesta de declaración de inaplicabilidad, la 
Dirección de Investigación realizará las actuaciones que sean necesarias, 
recabando los datos, informaciones y material probatorio relevantes. 
3. Recibida la propuesta de declaración de inaplicabilidad, el Consejo de la 
Comisión Nacional de la Competencia podrá instar a la Dirección de 
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Investigación la práctica de pruebas o la realización de actuaciones 
complementarias con el fin de aclarar cuestiones precisas para la formación 
de su juicio. 
4. Con carácter previo a la adopción de la declaración de inaplicabilidad por el 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, éste requerirá informe al 
Consejo de Defensa de la Competencia, que será emitido en el plazo de un 
mes. 
5. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá someter a 
consulta pública la propuesta de declaración de inaplicabilidad, al objeto de 
que se presenten observaciones, durante un plazo no inferior quince días. 
 
SECCIÓN 6.ª DE LA RETIRADA DE LA EXENCIÓN POR CATEGORÍAS 
 
Artículo 44. Inicio del procedimiento de retirada de la exención por 
categorías. 
1. La Comisión Nacional de la Competencia podrá retirar, de acuerdo con lo 
establecido en los correspondientes Reglamentos de exención por categorías, 
el beneficio de la exención prevista en los apartados 4 y 5 del artículo 1 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, si comprobara que, en un caso determinado, un 
acuerdo que disfruta de una exención produce efectos incompatibles con las 
condiciones previstas en el artículo 1.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.  
2. Asimismo, dicho procedimiento podrá iniciarse cuando se den las 
condiciones de retirada previstas en el Reglamento comunitario de exención 
por categorías que fuese aplicable al supuesto concreto. 
 
Artículo 45. Procedimiento de retirada de la exención por categorías. 
1. Cuando la Dirección de Investigación estime que existen indicios 
suficientes de que se ha producido algunas de las circunstancias 
contempladas en el artículo anterior de este Reglamento, incoará el 
procedimiento para retirar la exención. El acuerdo de incoación del 
expediente se notificará a los interesados. 
2. La Dirección de Investigación realizará la instrucción que sea necesaria 
para la constatación de los hechos que fundamenten la retirada de la 
exención, recabando los datos, informaciones y material probatorio 
relevantes para concretar los hechos, dando, en su caso, participación a los 
interesados. 
3. Los hechos se concretarán y calificarán en un informe que la Dirección de 
Investigación notificará a los interesados, para que en el plazo de diez días 
formulen las alegaciones que estimen pertinentes y propongan la práctica de 
las pruebas que estimen oportunas. En el plazo máximo de tres meses a contar 
desde la fecha de incoación del expediente de retirada, la Dirección de 
Investigación elevará el informe propuesta al Consejo de la Comisión Nacional 
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de la Competencia. Las pruebas propuestas por los interesados serán 
recogidas en este informe, expresando su práctica o, en su caso, su 
denegación. 
4. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, recibido el informe 
propuesta de la Dirección de Investigación, podrá instar a ésta la práctica de 
pruebas distintas de las ya practicadas en la fase de instrucción así como la 
realización de actuaciones complementarias con el fin de aclarar cuestiones 
precisas para la formación de su juicio. El acuerdo de práctica de pruebas y 
de realización de actuaciones complementarias se notificará a los 
interesados, concediéndose un plazo de diez días para que formulen las 
alegaciones que tengan por pertinentes. Dicho acuerdo fijará, siempre que 
sea posible, el plazo para su realización. 
5. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, conclusas las 
actuaciones y, en su caso, informada la Comisión Europea de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 11.4 del Reglamento (CE) n.º 1/2003 del Consejo, de 16 
de diciembre de 2002, relativo a la aplicación de las normas sobre 
competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado, dictará y 
notificará la resolución en el plazo máximo de seis meses a contar desde la 
fecha del acuerdo de incoación del expediente. El transcurso de este plazo 
sin que se haya dictado y notificado la resolución determinará la caducidad 
del procedimiento. 
6. La resolución que acuerde la retirada de la exención concederá a los 
interesados un plazo para que adapten sus conductas a las condiciones 
establecidas en dicha resolución, advirtiendo que el transcurso del plazo sin 
que se hayan realizado las adaptaciones necesarias, determinará la apertura 
del correspondiente expediente sancionador y, en su caso, la imposición de 
multas coercitivas de acuerdo con lo establecido en el artículo 67 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, y en el artículo 21 del presente Reglamento. SECCIÓN 
7.ª DE LOS PROCEDIMIENTOS DE EXENCIÓN Y DE REDUCCIÓN DEL 
IMPORTE DE LA MULTA 
 
Artículo 46. Presentación de las solicitudes de exención del pago de la multa. 
1. El procedimiento de exención del pago de la multa se iniciará a instancia de 
la empresa o persona física solicitante que haya participado en el cártel. El 
solicitante deberá presentar ante la Dirección de Investigación una solicitud 
formal de exención acompañada de toda la información y elementos de prueba 
de que disponga teniendo en cuenta, según proceda, lo establecido en las 
letras a) o b) del apartado 1 del artículo 65 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
y en el apartado tercero de este artículo. 2. A petición del solicitante, la 
Dirección de Investigación podrá aceptar que la solicitud se presente 
verbalmente. Esta declaración, que irá acompañada de la información y de los 
elementos de prueba a los que se hace referencia en el apartado siguiente, 
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será grabada en las dependencias de la Comisión Nacional de la Competencia, 
registrándose su trascripción. 
3. El solicitante de la exención del pago de la multa al amparo de lo establecido 
en el artículo 65.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, deberá facilitar a la 
Dirección de Investigación, la siguiente información y elementos de prueba: 
a) El nombre o razón social y la dirección del solicitante. 
b) El nombre o razón social, la dirección de las empresas y los datos 
profesionales de todas las personas físicas que participen o hayan participado 
en el cártel. 
c) Una descripción detallada del cártel que incluya: 
Sus objetivos, actividades y funcionamiento. Los productos, servicios y el 
territorio afectados. La duración estimada y la naturaleza del cártel. 
d) Pruebas del cártel que estén en posesión del solicitante o de las que éste 
pueda disponer en el momento de presentar su solicitud, en particular, 
pruebas contemporáneas del mismo, que permitan verificar su existencia. 
e) Relación de las solicitudes de exención o de reducción del importe de la 
multa que el solicitante, en su caso, haya presentado o vaya a presentar ante 
otras autoridades de competencia en relación con el mismo cártel. 
4. El orden de recepción de las solicitudes de exención se fijará atendiendo 
a su fecha y hora de entrada en el registro del órgano de competencia al que 
se dirijan para su tramitación, con independencia del registro en el que hayan 
sido presentadas. El solicitante podrá requerir al órgano de competencia la 
expedición de un recibo de la presentación de esta solicitud, en la que deberá 
constar la fecha y hora de entrada en el registro de dicho órgano. 
5. La Dirección de Investigación podrá conceder, previa petición motivada del 
solicitante, un plazo para la presentación de los elementos probatorios del 
cártel. En todo caso, la empresa o persona física deberá presentar ante la 
Dirección de Investigación la información señalada en las letras a), b), c) y e) 
del apartado 3 de este artículo. Una vez presentados los elementos de prueba 
en este plazo se entenderá que la fecha de presentación de la solicitud de 
exención es la fecha de la solicitud inicial. 
 
Artículo 47. Tramitación de las solicitudes de exención del pago de la multa. 
1. La Dirección de Investigación examinará la información y los elementos de 
prueba presentados y comprobará si se cumplen las condiciones del artículo 
65.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, en cuyo caso acordará la exención 
condicional del pago de la multa, notificándolo a la empresa o persona física 
solicitante. 
2. Si no se cumpliesen las condiciones establecidas en el artículo 65.1 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, o la solicitud de exención fuera presentada con 
posterioridad a la notificación del pliego de concreción de hechos, la 
Dirección de Investigación rechazará la solicitud de exención, notificándolo 
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al solicitante, que podrá retirar la información y los elementos de prueba que 
haya presentado o solicitar a la Dirección de Investigación que ambos sean 
examinados de acuerdo con lo establecido en el artículo 66 de la Ley 15/2007, 
de 3 de julio. La retirada de la información y los elementos de prueba no 
impedirá a la Dirección de Investigación hacer uso de sus facultades de 
investigación con el fin de obtener los mismos. 
3. El examen de las solicitudes de exención del pago de la multa se hará 
siguiendo el orden de recepción de las mismas. 
4. Si al término del procedimiento sancionador, el solicitante hubiese 
cumplido los requisitos establecidos en el artículo 65.2 de la Ley 15/2007, de 
3 de julio, el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, de cuerdo 
con la propuesta de la Dirección de Investigación, concederá al solicitante la 
exención del pago de la multa en la resolución que ponga fin a dicho 
procedimiento. En caso contrario, el solicitante no podrá beneficiarse de 
ningún trato favorable con arreglo a lo dispuesto en la presente sección, 
excepto en el supuesto de incumplimiento de lo establecido en el artículo 
65.2.d) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, en cuyo caso podrá concederse una 
reducción del importe de la multa. 
 
Artículo 48. Solicitudes abreviadas de exención. 
1. En los casos en los que la empresa haya presentado o vaya a presentar una 
solicitud de exención del pago de la multa ante la Comisión Europea por ser 
ésta la autoridad de competencia particularmente bien situada para conocer 
del cártel, se podrá presentar ante la Dirección de Investigación una solicitud 
abreviada de exención. Sólo podrán presentarse solicitudes abreviadas en el 
marco de lo establecido en el artículo 65.1.a) de 
la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
2. Se entenderá que la Comisión Europea es la autoridad de competencia 
particularmente bien situada para conocer del cártel cuando éste tenga 
efectos sobre la competencia en más de tres Estados miembros. 
3. Las solicitudes abreviadas deberán contener, al menos, la siguiente 
información: 
a) Nombre o razón social y dirección de la empresa solicitante. 
b) Nombre o razón social y dirección de las empresas  participantes en el 
cártel. 
c) Productos y territorios afectados por el cártel. 
d) Duración estimada y naturaleza del cártel. 
e) Estados miembros en cuyo territorio puedan encontrarse elementos 
probatorios del cártel. 
f) Información sobre las solicitudes de exención o de reducción del pago de 
la multa que el solicitante haya presentado o tenga intención de presentar 
ante otras autoridades de competencia en relación con el mismo 
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cártel. 
La Dirección de Investigación podrá requerir al solicitante la presentación de 
información adicional, estableciendo un plazo para ello. 
5. El orden de recepción de las solicitudes abreviadas se fijará 
atendiendo a su fecha y hora de entrada en el registro de la Comisión Nacional 
de la Competencia, con independencia del registro en el que hayan sido 
presentadas.  
El solicitante podrá requerir a la Comisión Nacional de la Competencia la 
expedición de un recibo de la presentación de esta solicitud, en la que deberá 
constar la fecha y hora de entrada en el registro de la Comisión Nacional de 
la Competencia. 
5. En el supuesto de que la Comisión Nacional de la Competencia sea 
finalmente la autoridad de competencia que conozca del cártel, la empresa 
deberá completar la solicitud abreviada de exención con la información y 
elementos de prueba pertinentes, disponiendo para ello de un plazo de diez 
días a contar desde la fecha en que la Comisión Europea le notifique la 
asignación del caso a favor de la Comisión Nacional de la Competencia. 
 
Artículo 49. Solicitudes de reducción del importe de la multa. 
1. La empresa o persona física que solicite la reducción del importe de la multa 
deberá facilitar a la Comisión Nacional de la Competencia elementos de 
prueba que aporten un valor añadido significativo con respecto a 
aquéllos de los que ésta disponga. 
2. Se entenderá que aportan un valor añadido significativo aquellos elementos 
de prueba que, ya sea por su naturaleza, ya por su nivel de detalle, permitan 
aumentar la capacidad de la Comisión Nacional de la Competencia de probar 
los hechos de que se trate. 
 
Artículo 50. Presentación y tramitación de las solicitudes de reducción del 
importe de la multa. 
1. El procedimiento de reducción del importe de la multa se iniciará a instancia 
de la empresa o persona física que haya participado en el cártel, debiendo 
ésta presentar a tal efecto, ante la Dirección de Investigación, una solicitud 
formal junto con los correspondientes elementos de prueba, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 46.3 de este Reglamento. A petición del solicitante, 
la Dirección de Investigación podrá aceptar que la solicitud se presente 
verbalmente, acompañada de la correspondiente información y elementos de 
prueba, siendo grabada en las dependencias de la Comisión Nacional de la 
Competencia y registrándose su trascripción. 
2. El orden de recepción de las solicitudes de reducción del importe de la 
multa se fijará atendiendo a su fecha y hora de entrada en el registro del 
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órgano de competencia al que se dirijan para su tramitación, con 
independencia del registro en el que hayan sido presentadas. 
El solicitante podrá requerir al órgano de competencia la expedición de un 
recibo de la presentación de esta solicitud, en la que deberá constar la fecha 
y hora de entrada en el registro de dicho órgano. 
3. La Dirección de Investigación podrá aceptar solicitudes de reducción del 
importe de la multa presentadas con posterioridad a la notificación del pliego 
de concreción de hechos cuando, teniendo en cuenta la información obrante 
en el expediente, la naturaleza o el contenido de los elementos de prueba 
aportados por el solicitante así lo justifiquen. 
4. La Dirección de Investigación no examinará los elementos de prueba 
presentados por una empresa o persona física que solicite la reducción del 
importe de la multa sin antes haberse pronunciado sobre la exención 
condicional relativa a solicitudes previas de exención relacionadas con el 
mismo cártel. 
5. La Dirección de Investigación, a más tardar en el momento de notificar el 
pliego de concreción de hechos previsto en el artículo 50.3 de la Ley 15/2007, 
de 3 de julio, comunicará a la empresa o persona física solicitante su 
propuesta al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia sobre la 
reducción del importe de la multa por reunirse los requisitos establecidos en 
el artículo 66.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, o bien le informará de que 
no procede dicha propuesta por no cumplirse los requisitos para obtener la 
reducción. 
Si la solicitud de reducción del importe de la multa fue presentada con 
posterioridad a la notificación del pliego de concreción de hechos, la 
Dirección de Investigación comunicará al solicitante su propuesta sobre la 
reducción del importe de la multa en la propuesta de resolución prevista en 
el artículo 50.4 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
6. De acuerdo con lo previsto en el artículo 34.1 de este Reglamento, la 
Dirección de Investigación incluirá en la propuesta de resolución su propuesta 
de reducción del importe de la multa. La propuesta de reducción se hará 
dentro de los intervalos que corresponda según lo dispuesto en el artículo 
66.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
7. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia fijará el porcentaje 
de reducción aplicable a cada empresa o persona física en la resolución que 
ponga fin al procedimiento sancionador. 
 
Artículo 51. Tratamiento de las solicitudes de exención o de reducción del 
importe de la multa. 
1. La Comisión Nacional de la Competencia tratará como confidencial el hecho 
mismo de la presentación de una solicitud de exención o de reducción del 
importe de la multa, y formará pieza separada especial con todos los datos o 
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documentos de la solicitud que considere de carácter confidencial, incluida, 
en todo caso, la identidad del solicitante. 
2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 50.3 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, los interesados tendrán acceso a los datos o documentos que, formando 
pieza separada especial de confidencialidad, sean necesarios para contestar 
al pliego de concreción de hechos. 
3. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, no se pondrán obtener 
copias de cualquier declaración del solicitante de exención o de reducción del 
importe de la multa que haya sido realizada por éste de forma específica para 
su presentación junto con la correspondiente solicitud. 
Artículo 52. Deber de cooperación de los solicitantes de exención o de 
reducción del importe de la multa. 
A efectos de lo establecido en los artículos 65.2.a) y 66.1.b) de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, se entenderá que el solicitante de la exención o de la 
reducción del importe de la multa coopera plena, continua y diligentemente 
con la Comisión Nacional de la Competencia cuando, a lo largo de todo el 
procedimiento, cumpla los siguientes requisitos: 
a) Facilite sin dilación a la Dirección de Investigación toda la información y 
los elementos de prueba relevantes relacionados con el presunto cártel que 
estén en su poder o a su disposición. 
b) Quede a disposición de la Dirección de Investigación para responder sin 
demora a todo requerimiento que pueda contribuir al esclarecimiento de los 
hechos. 
c) Facilite a la Dirección de Investigación entrevistas con los empleados y 
directivos actuales de la empresa y, en su caso, con los directivos anteriores. 
d) Se abstenga de destruir, falsificar u ocultar información o elementos de 
prueba relevantes relativos al presunto cártel. 
e) Se abstenga de divulgar la presentación de la solicitud de exención o de 
reducción del importe de la multa, así como el contenido de la misma, antes 
de la notificación del pliego de concreción de hechos o del momento que, en 
su caso, se acuerde con la Dirección de Investigación. 
 
Artículo 53. Mecanismos de coordinación con los órganos competentes de las 
comunidades autónomas en los procedimientos de exención del importe de la 
multa. 
1. En los supuestos en los que la solicitud de exención se formule ante una 
autoridad autonómica de competencia, el órgano competente de dicha 
comunidad autónoma, con carácter previo a la resolución sobre la exención 
condicional, notificará la solicitud de exención a la Comisión Nacional de la 
Competencia, acompañada de toda la información y elementos de prueba de 
que disponga. En dicha notificación expresará el órgano, estatal o autonómico, 
que considere competente, en aplicación de los mecanismos de coordinación y 
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asignación de competencias previstos en la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de 
Coordinación de las Competencias del Estado y las Comunidades Autónomas 
en materia de Defensa de la Competencia. 
2. Igualmente, con carácter previo a la resolución sobre la exención 
condicional, la Dirección de Investigación notificará al órgano competente de 
la comunidad autónoma las solicitudes de exención, acompañada de 
toda la información y elementos de prueba de que disponga, en aquellos 
supuestos en los que resulte de aplicación la Ley 1/2002, de 21 de febrero, y 
las conductas denunciadas no afecten a un ámbito superior al de su comunidad 
autónoma. En dicha notificación la Dirección de Investigación expresará el 
órgano, estatal o autonómico, que considere competente. 
3. Si en aplicación del artículo 2.4 de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, se 
produjera un cambio de asignación de autoridad competente, se reconocerá 
la exención condicional previamente acordada. 
 
CAPÍTULO III 
 
Del procedimiento de control de concentraciones . 
económicas 
SECCIÓN 1.ª DE LA NOTIFICACIÓN 
Artículo 54. Notificación de concentración económica. 
1. La notificación prevista en los artículos 55 y 56 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, podrá realizarse desde  que exista proyecto o acuerdo de 
concentración. A estos efectos, se considerará que existe proyecto o 
acuerdo: 
a) En los supuestos de adquisición del control, existe proyecto o acuerdo de 
concentración desde el momento en que los partícipes consientan en realizar 
la operación que origine la concentración, y determinen la forma, el plazo y 
las condiciones en que vaya a ejecutarse. 
Cuando los partícipes sean sociedades, se considerará que el acuerdo existe 
cuando haya sido adoptado por el órgano de administración, aun cuando por 
aplicación de normas legales o estatutarias fuera necesaria su adopción o 
ratificación posterior por otro órgano societario. 
b) Cuando se trate de una oferta pública de adquisición, siempre que exista 
acuerdo del Consejo de Administración de las oferentes y se haya anunciado 
públicamente su intención de presentar tal oferta. 
c) En el caso de fusiones de sociedades se entenderá que existe proyecto o 
acuerdo de concentración cuando se cumpla lo dispuesto en la normativa 
societaria.  
2. La existencia de cláusulas que de cualquier modo condicionen la futura 
formalización o ejecución de dichos acuerdos no exime del cumplimiento del 
deber de notificar. 
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3. Si una vez notificado el proyecto de concentración y previamente a la 
resolución del expediente, las partes desisten de la misma, el notificante 
pondrá inmediatamente en conocimiento de la Dirección de Investigación esta 
circunstancia, acreditándola formalmente, a la vista de lo cual el Consejo de 
la Comisión Nacional de la Competencia podrá acordar sin más trámite el 
archivo de las actuaciones. 
Artículo 55. Notificación a través de representante. 
1. Las partes obligadas a notificar de acuerdo con el artículo 9 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, podrán hacerlo por sí mismas o a través de 
representante debidamente acreditado. 
2. Si la notificación fuera presentada por persona distinta de las obligadas a 
notificar de acuerdo con el artículo 9 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, o que 
carezca de representación debidamente acreditada, la Dirección de 
Investigación dictará resolución de inadmisión a trámite de la notificación.  
Artículo 56. Forma y contenido de la notificación. 
1. La notificación prevista en los artículos 55 y 56 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, se presentará en la Comisión Nacional de la Competencia siguiendo el 
modelo oficial de formulario ordinario de notificación que figura como anexo 
II, o en el modelo oficial de formulario abreviado que figura como anexo III 
en los supuestos previstos en el artículo 56 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
En el caso de notificación conjunta, se utilizará un solo formulario. 
Adicionalmente, el notificante podrá aportar cuantos análisis, informes o 
estudios se hayan llevado a cabo y considere relevantes con relación a la 
concentración. 
2. El obligado a notificar podrá dirigir a la Dirección de Investigación un 
borrador confidencial de formulario de notificación con el fin de aclarar los 
aspectos formales o sustantivos de la concentración, sin que ello suponga el 
devengo de la tasa prevista en el artículo 23 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio. 
3. Sin perjuicio de que la Dirección de Investigación pueda requerir al 
notificante información adicional en cualquier momento del procedimiento, se 
entenderá que la recepción en forma de la notificación a la que se refiere 
el artículo 55.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, se produce, en todo caso, 
cuando estén cumplimentados todos los apartados del formulario de 
notificación. 
Sin perjuicio de lo anterior, previa solicitud motivada del notificante, la 
Dirección de Investigación podrá eximir de la presentación de determinados 
apartados o documentos contemplados en el formulario de notificación. 
4. Si la notificación no fuera presentada en forma, la Dirección de 
Investigación podrá dictar resolución de inadmisión a trámite de la 
notificación. 
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5. La Dirección de Investigación comunicará al notificante la fecha en la que 
se ha recibido en forma en la Comisión Nacional de la Competencia la 
notificación, así como la fecha en la que vence inicialmente el plazo máximo 
para resolver en primera fase. 
6. Una vez recibida en forma la notificación, si la Dirección de Investigación 
comprueba que falta información o que se ha de completar la información 
contenida en cualquiera de los apartados del formulario de notificación, 
requerirá al notificante para que subsane esta falta de información en un 
plazo de diez días. En caso de no producirse la subsanación dentro de plazo, 
se tendrá al notificante por desistido de su petición, aunque ello no obsta a 
que la Dirección de Investigación pueda iniciar de oficio el expediente de 
control de concentraciones, de acuerdo con lo previsto en el artículo 9.5 de 
la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
7. El notificante informará inmediatamente a la Comisión Nacional de la 
Competencia sobre cualquier modificación relevante que pueda afectar al 
contenido del formulario de la notificación de la concentración durante 
la tramitación del expediente. 
8. Conforme a lo previsto en el artículo 37.4 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
la Dirección de Investigación podrá acordar la ampliación del plazo de 
resolución cuando: 
a) Se presuma que la información aportada por el notificante sea engañosa o 
falsa, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley 15/2007, de 3 
de julio; 
b) se produzca una modificación esencial en los hechos contenidos en la 
notificación con posterioridad a la misma y que el notificante conociera o 
debiera haber conocido, siempre que dicha modificación pueda tener un 
efecto significativo sobre la evaluación de la concentración; 
c) aparezca nueva información con posterioridad a la notificación que el 
notificante conociera o debiera haber conocido, sin perjuicio de que la 
Comisión Nacional de la Competencia haya sido informada, siempre que esta 
nueva información pueda tener un efecto significativo sobre la evaluación de 
la concentración. 
Artículo 57. Formulario abreviado de notificación.  
1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, el formulario abreviado de notificación se utilizará con el fin de 
notificar concentraciones cuando se cumpla, entre otros, uno de los 
siguientes supuestos: 
a) Cuando ninguna de las partícipes en la concentración realice actividades 
económicas en el mismo mercado geográfico y de producto de referencia o 
en mercados relacionados ascendente o descendentemente dentro del 
proceso de producción y comercialización en los que opere cualquiera otra de 
las partícipes en la operación.  
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b) Cuando la participación de las partes en los mercados, por su escasa 
importancia, no sea susceptible de afectar significativamente a la 
competencia. Se considerará que existe una participación de menor 
importancia cuando en una concentración de las definidas en el artículo 8 de 
la Ley 15/2007, de 3 de julio: 
1.º Las partícipes en la concentración no alcancen una cuota conjunta superior 
al 15 por ciento en el mismo mercado de producto o servicio en el ámbito 
nacional o en un mercado geográfico definido dentro del mismo, o en el caso 
de alcanzar una cuota conjunta superior al 15 por ciento e inferior al 30 por 
ciento, sea con una adición de cuota no superior al 2 por ciento, y 2.º las 
partícipes en la concentración no alcancen una cuota individual o conjunta del 
25% en un mercado de producto verticalmente relacionado con un mercado 
de producto en el que opere cualquier otra parte de la concentración en el 
ámbito nacional o en un mercado geográfico definido dentro del mismo. 
c) Cuando una parte adquiera el control exclusivo de una o varias empresas o 
partes de empresa sobre las cuales ya tiene el control conjunto. 
d) Cuando tratándose de una empresa en participación, ésta no ejerza ni haya 
previsto ejercer actividades dentro del territorio español o cuando dichas 
actividades sean marginales. Se considerará que las actividades de una 
empresa en participación son marginales en España cuando su volumen de 
negocios no supere o previsiblemente no vaya a superar los 6 millones de 
euros. 
2. La Dirección de Investigación es la competente para requerir del 
notificante la presentación de un formulario ordinario de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 56.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, entre otros, en 
los siguientes supuestos: 
a) En aquellos casos en los que es difícil definir los mercados de referencia, 
los casos en que una parte sea un nuevo operador o un operador en potencia o 
un titular de una patente importante; 
b) en los casos en los que no sea posible determinar adecuadamente las cuotas 
de mercado de las partes; c) en los mercados con altas barreras a la entrada, 
con un alto grado de concentración o con problemas conocidos de 
competencia; 
d) cuando al menos dos de las partes de la concentración estén presentes en 
mercados adyacentes estrechamente relacionados; 
e) en las operaciones que puedan plantear problemas de coordinación; 
f) cuando una parte adquiera el control exclusivo de una empresa en 
participación de la que ya tenga el control conjunto, cuando la parte que 
adquiere y la empresa en participación tengan conjuntamente una posición de 
mercado fuerte o cuando la empresa en participación y la parte que adquiere 
tengan posiciones fuertes en mercados verticalmente relacionados;  
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g) cuando el formulario abreviado contiene información incorrecta o 
engañosa. 
 
Artículo 58. Levantamiento de la suspensión de la ejecución. 
 
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 9.6 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, el notificante podrá solicitar en cualquier momento del procedimiento, 
e incluso al presentar el borrador confidencial de formulario de notificación, 
el levantamiento de la suspensión total o parcial de la ejecución de la misma. 
2. El notificante solicitará el levantamiento total o parcial de la suspensión 
de la ejecución mediante escrito motivado en el que expondrá los perjuicios 
que pueda causar la suspensión a la concentración y, en su caso, presentará a 
la Dirección de Investigación compromisos tendentes a eliminar los posibles 
efectos negativos que la ejecución de la concentración pudiera causar a la 
competencia efectiva. 
3. El levantamiento de la suspensión de la ejecución será acordado por el 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia a propuesta de la Dirección 
de Investigación.  
 
Artículo 59. Consulta previa a la notificación. 
1. La consulta a que se refiere el artículo 55.2 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, se dirigirá por escrito a la Dirección de Investigación por cualquiera de 
las empresas partícipes en la concentración. 
2. Corresponderá a la Dirección de Investigación la tramitación de las 
consultas previas y al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia la 
resolución de las mismas a propuesta de la Dirección de Investigación. 
3. En dicha consulta deberá facilitarse a la Dirección de Investigación una 
descripción de la concentración y de las partes que intervienen, del volumen 
de negocios de las empresas partícipes en el último ejercicio contable, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 8 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
y toda la información necesaria para determinar los mercados relevantes y 
las cuotas de las empresas partícipes en los mismos, de acuerdo con las 
secciones 5.ª y 6.ª del modelo oficial de notificación previsto en el anexo II. 
4. Si la información suministrada fuera considerada insuficiente, la Dirección 
de Investigación podrá requerir a las partes para que aporten la información 
adicional, con indicación de que, si así no lo hicieran, se les tendrá por 
desistidos de su consulta, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 9.5 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio.  
5. En aquellos casos en que la consulta formulada no se adecuase al objeto 
establecido en el artículo 55.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Dirección 
de Investigación dictará resolución de inadmisión a trámite de la misma.  
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6. Las actuaciones a las que se refiere el artículo 55.2 de la Ley 15/2007, de 
3 de julio, tendrán carácter confidencial.  
 
Artículo 60. Tasa por análisis y estudio de las operaciones de concentración. 
1. La tasa se autoliquidará por el sujeto pasivo. El ingreso de las 
autoliquidaciones podrá efectuarse en las entidades de depósito autorizadas 
para actuar como entidades colaboradoras en la recaudación, conforme a lo 
dispuesto en el Reglamento General de Recaudación y en la Orden de 4 de 
junio de 1998, por la que se regulan determinados aspectos de la gestión 
recaudatoria de las tasas que constituyen derechos de la Hacienda Pública. 
Alternativamente, el pago de la tasa podrá realizarse por vía telemática. 
2. La cuantía de la tasa se calculará conforme a lo previsto en los apartados 
5 y 6 del artículo 23 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. A los efectos del cálculo 
del volumen de negocios global en España del conjunto de partícipes se tendrá 
en cuenta el último ejercicio contable y se calculará conforme a lo previsto 
en el artículo 5 del presente Reglamento. 
3. Cuando se haya ingresado una cuota tributaria inferior a la que hubiera 
tenido que ingresarse de acuerdo con el apartado 3 del presente artículo, el 
notificante está obligado a realizar la correspondiente liquidación 
complementaria. 
4. También está obligado el notificante a realizar la liquidación 
complementaria correspondiente cuando haya presentado el formulario de 
notificación abreviado y la Dirección de Investigación le haya exigido la 
presentación del formulario ordinario, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 57.2 de este Reglamento. 
5. De acuerdo con la normativa sobre tasas, una vez elaborado el informe en 
primera fase al que se refiere el artículo 57 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
se devolverán, previa solicitud del notificante, las cantidades ingresadas por 
la tasa cuando: 
a) La operación notificada no sea una concentración de las previstas en el 
artículo 7 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
b) tratándose de una concentración de las previstas en el artículo 7 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, no cumpla los requisitos de notificación obligatoria 
previstos en el artículo 8 de la mencionada Ley., 
c) se trate de una concentración que España haya decidido remitir a la 
Comisión Europea de acuerdo con el artículo 22 del Reglamento (CE) n.º 
139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, sobre el control de las 
concentraciones entre empresas. SECCIÓN 2.ª DEL PROCEDIMIENTO 
 
Artículo 61. Confidencialidad del expediente. 
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1. De acuerdo con el artículo 27.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el hecho 
de la iniciación de un expediente de control de concentraciones será público, 
en particular, la fecha de presentación de la notificación, los nombres de 
las empresas partícipes, el sector económico afectado y una descripción 
sumaria de la operación. 
2. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, las actuaciones que en 
relación con la notificación lleve a cabo la Dirección de Investigación tendrán 
carácter confidencial hasta la resolución del Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia tanto en primera como en segunda fase. 
3. Recaída la resolución del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia 
en primera o en segunda fase, se notificarán la resolución y el informe 
previsto en los artículos 57 y 58 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, al 
notificante para que, en el plazo de cinco días, pueda solicitar motivadamente 
a la Dirección de Investigación la declaración de confidencialidad de los 
contenidos que considere confidenciales. Una vez recibida la solicitud de 
declaración de confidencialidad, la Dirección de Investigación resolverá 
sobre la misma en el plazo de 10 días. 
4. Si el notificante no hubiera solicitado la declaración de confidencialidad 
dentro del plazo de cinco días mencionado, se entenderá que no hay 
contenidos confidenciales y se podrán publicar inmediatamente en su 
totalidad la resolución y el informe correspondientes. 
 
Artículo 62. Procedimiento en la primera fase. 
1. Recibida en forma la notificación o de oficio, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 9.5 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Dirección de Investigación 
iniciará el procedimiento de control de concentraciones, formará expediente 
y procederá al análisis de la concentración, elevando 
al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia un informe y una 
propuesta de resolución basada en el informe, expresando su criterio sobre 
si la concentración notificada puede obstaculizar el mantenimiento de la 
competencia efectiva en todo o parte del mercado nacional. De acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 57.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el Consejo 
de la Comisión Nacional de la Competencia dictará resolución en primera fase. 
2. Cuando la operación analizada no reúna los requisitos previstos en los 
artículos 7 y 8 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, previo informe de la Dirección 
de Investigación, el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá 
resolver sobre si la operación debe ser tratada como un acuerdo de empresas 
sujeto a las normas sobre acuerdos y prácticas restrictivas o abusivas de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio. 
 
Artículo 63. Informe de los reguladores sectoriales. 
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1. A los efectos del artículo 17.2.c) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la 
Dirección de Investigación solicitará informe al regulador sectorial, que se 
acompañará de una copia de la notificación presentada. 
2. En la solicitud de informe se fijará un plazo para la emisión de éste por el 
regulador sectorial. Transcurrido dicho plazo, la Dirección de Investigación 
podrá acordar levantar la suspensión del plazo, sin perjuicio de lo previsto 
en el artículo 37.2.d) de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
 
Artículo 64. Aplicación del Reglamento (CE) n.º 139/2004, del Consejo, de 20 
de enero de 2004, sobre el control de las concentraciones entre empresas.  
Cuando la Comisión Europea remita una concentración de acuerdo con el 
artículo 4.4 o con el artículo 9 del Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, 
de 20 de enero de 2004, sobre el control de las concentraciones entre 
empresas, los obligados legalmente a notificar deberán presentar ante la 
Comisión Nacional de la Competencia el formulario de notificación, de acuerdo 
con la Ley 15/2007, de 3 de julio, y este Reglamento. La Dirección de 
Investigación iniciará el procedimiento de control de concentraciones, 
formará expediente y procederá a su tramitación de acuerdo con lo previsto 
en la Ley 15/2007, de 3 de julio, y su normativa de desarrollo. 
 
Artículo 65. Instrucción del procedimiento en la segunda fase. 
1. Una vez acuerde el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia 
iniciar la segunda fase del procedimiento, la nota sucinta a que hace 
referencia el artículo 58.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, será comunicada 
al notificante con el objeto de que éste manifieste por escrito, en el plazo 
máximo de dos días, los extremos de la información contenida en la nota que, 
a su juicio y en su caso deban mantenerse confidenciales. Transcurrido dicho 
plazo, la Dirección de Investigación decidirá el contenido definitivo de la nota 
sucinta a efectos de su publicación y puesta en conocimiento de las personas 
físicas o jurídicas que puedan resultar afectadas y del Consejo de 
Consumidores y Usuarios. 
2. La nota sucinta será publicada en la página web de la Comisión Nacional de 
la Competencia, al objeto de que cualquier afectado pueda aportar 
información en un plazo de diez días. 
3. Cuando la concentración incida de forma significativa en el territorio de 
una comunidad autónoma, la Dirección de Investigación notificará al órgano 
autonómico respectivo la nota sucinta junto con copia de la notificación 
presentada, así como el informe elaborado por la Dirección de Investigación, 
para que remita en un plazo de veinte días informe preceptivo, no vinculante. 
Esta solicitud de informe preceptivo será notificada a los interesados, a los 
efectos del artículo 37.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
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4. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 58.2 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, la Dirección de Investigación elaborará un pliego de concreción de 
hechos que, previa comunicación al Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia, será notificado a los interesados. 
 
Artículo 66. Solicitud de condición de interesado. 
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 58.1 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, las personas físicas o jurídicas que puedan resultar afectadas sólo 
podrán solicitar su condición de interesados una vez iniciada la segunda fase 
del procedimiento de control de concentraciones económicas. 
2. En la nota sucinta se concederá un plazo de diez días dentro del cual se 
podrá solicitar la condición de interesado en el procedimiento y, en su caso, 
presentar alegaciones, de acuerdo con lo previsto en el artículo 58.1 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio. 
3. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, valorando el derecho 
subjetivo o interés legítimo acreditado, decidirá sobre las solicitudes de 
condición de interesado, aceptándolas o denegándolas de forma motivada, en 
un plazo de diez días. A tal efecto, no se considerarán interesados a las 
personas físicas o jurídicas afectadas por el mero hecho de que se les haya 
remitido la nota sucinta. 
4. Las personas físicas o jurídicas que hubieran solicitado la condición de 
interesados en el plazo señalado en la nota sucinta, una vez aceptada dicha 
solicitud por el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, tendrán 
intervención plena en los distintos trámites del procedimiento, en los 
términos establecidos en la Ley 15/2007, de 3 de julio, y en el presente 
Reglamento. 
5. El ejercicio de los derechos que corresponde a las partes declaradas 
interesadas en ningún caso podrá alterar el normal desarrollo del 
procedimiento, ni suponer dilación en los plazos, ni retroacción de los trámites 
ya vencidos. 
 
Artículo 67. Vista del expediente y alegaciones. 
1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 58.2 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, tras la notificación del pliego de concreción de hechos a los interesados, 
éstos podrán solicitar a la Dirección de Investigación tomar vista del 
expediente, una vez depurados los aspectos confidenciales del mismo y, en su 
caso, formular alegaciones en un plazo de diez días. 
2. En el caso de que de las alegaciones remitidas surjan nuevos elementos de 
juicio que la Dirección de Investigación considere necesario contrastar, ésta 
podrá conceder al notificante o al resto de interesados un nuevo plazo para 
que remitan sus observaciones al respecto. 

Memoria UNAV 2008 141   



 

3. Vencidos los plazos para remitir las alegaciones a las que hacen referencia 
los apartados 1 y 2 del presente artículo, se entenderá concluido el trámite 
de audiencia, salvo que el notificante solicite la celebración de la vista oral 
prevista en el artículo 58.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, y se elevará la 
propuesta de resolución al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia. 
4. La Dirección de Investigación no tendrá en cuenta en su informe las 
alegaciones presentadas fuera de los plazos a los que hacen referencia los 
apartados 1 y 2 del presente artículo. En todo caso estas alegaciones serán 
incorporadas al expediente, indicándose expresamente que se han presentado 
fuera de plazo.  
 
Artículo 68. Vista oral. 
1. El notificante podrá solicitar al Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia la celebración de una vista con arreglo al artículo 58.3 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, en cualquier momento hasta doce días después de ser 
notificado el pliego de concreción de hechos. 
En dicha solicitud deberá contenerse la información a que hace referencia el 
artículo 19.1 de este Reglamento. 
2. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia notificará al resto de 
interesados la solicitud de vista del notificante o su consideración de 
celebrar vista para el análisis o enjuiciamiento de las pretensiones objeto del 
expediente, al objeto de que puedan manifestar, en el plazo que se les indique, 
su voluntad de asistir y, en tal caso, aportar la información a que hace 
referencia el artículo 19.1 de este Reglamento. 
3. El Consejo de la Comisión Nacional de Competencia comunicará a los 
interesados que hubiesen solicitado asistir a la vista oral la fecha y la hora 
de celebración de la misma. 
4. En su caso, una vez celebrada la vista se entenderá concluido el trámite de 
audiencia, y se elevará la propuesta de resolución al Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia. 
 
Artículo 69. Presentación de compromisos en primera y en segunda fase. 
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 59 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, el notificante podrá presentar compromisos ante la Dirección de 
Investigación: 
a) En primera fase, en un plazo de hasta veinte días a contar desde la 
notificación en forma de la concentración a la Comisión Nacional de la 
Competencia. 
b) En segunda fase, en un plazo de hasta treinta y cinco días a contar desde 
el acuerdo del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia de inicio de 
la segunda fase del procedimiento. 
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2. Cuando se ofrezcan compromisos, el notificante indicará motivadamente, 
al tiempo de su presentación, cualquier información que tenga carácter 
confidencial y proporcionarán por separado una versión no confidencial de los 
mismos. 
3. La Dirección de Investigación trasladará la propuesta de compromisos del 
notificante al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia para su 
conocimiento. 
4. La Dirección de Investigación examinará los compromisos presentados por 
el notificante y podrá solicitar la modificación de los mismos cuando 
considere que son insuficientes para eliminar los posibles obstáculos a la 
competencia que puedan derivarse de la operación. 
5. Los compromisos presentados en primera fase sólo podrán ser aceptados 
cuando el problema de competencia detectado sea claramente identificable 
y pueda ser fácilmente remediado. 
6. El notificante deberá presentar las propuestas de modificación de 
compromisos dentro de los plazos indicados en el apartado 1 del presente 
artículo. Transcurridos dichos plazos, la Dirección de Investigación no está 
obligada a considerar los compromisos propuestos o sus modificaciones. 
7. La propuesta de compromisos definitiva del notificante quedará recogida 
en la propuesta de resolución de la Dirección de Investigación en orden a 
someterse a la valoración del Consejo de la Comisión Nacional de Competencia. 
 
Artículo 70. Intervención del Consejo de Ministros. 
1. Una vez notificada la resolución del Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia al Ministro de Economía y Hacienda de acuerdo con el apartado 
6 del artículo 58 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, a requerimiento del 
Ministro de Economía y Hacienda, el Secretario del Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia le dará traslado de copia del expediente. 
2. A los efectos del artículo 60.3.b) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el 
Consejo de Ministros, a través del Ministro de Economía y Hacienda, podrá 
solicitar informe a la Comisión Nacional de la Competencia, que deberá 
emitirlo en el plazo de diez días. 
 
Artículo 71. Vigilancia de las obligaciones, resoluciones y acuerdos. 
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 41 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, la Dirección de Investigación llevará a cabo las actuaciones necesarias 
para vigilar la ejecución y el cumplimiento de las obligaciones previstas en la 
mencionada Ley y en sus normas de desarrollo, así como de las resoluciones y 
acuerdos que se adopten en aplicación de la misma en materia de control de 
concentraciones.  
2. En el caso de que las obligaciones impuestas deriven de un acuerdo del 
Consejo de Ministros, dicho acuerdo especificará el órgano administrativo 
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que, de acuerdo con las atribuciones que le sean propias, deba ser el 
responsable de la vigilancia. 
3. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia resolverá las 
cuestiones que puedan suscitarse durante la vigilancia, previa propuesta de la 
Dirección de Investigación. En todo caso, el Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia resolverá declarando finalizada la vigilancia. 
4. Se considerará interesado en la vigilancia al responsable del cumplimiento 
de la obligación dispuesta en la Ley 15/2007, de 3 de julio, o sus normas de 
desarrollo, resolución o Acuerdo en materia de control de concentraciones 
sobre la que se esté llevando a cabo la vigilancia. 
 
CAPÍTULO IV 
Del procedimiento arbitral 
Artículo 72. Función arbitral, principios y normas generales.  
 
1. En aplicación del artículo 24.f) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Comisión 
Nacional de la Competencia desempeñará las funciones de arbitraje 
institucional, tanto de derecho como de equidad, que le encomienden las leyes 
y las que le sean sometidas por los operadores económicos en aplicación de la 
Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. 
2. Los Consejeros y el personal de la Comisión Nacional de la Competencia no 
podrán abstenerse ni ser objeto de recusación en los arbitrajes por el mero 
hecho de haber instruido o resuelto procedimientos en aplicación de la 
normativa de defensa de la competencia que afecten a una o varias partes del 
arbitraje, de acuerdo con lo previsto en el artículo 17 de la Ley 60/2003, de 
23 de diciembre. 
3. Corresponderá al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia 
decidir sobre la competencia de ésta en materia de arbitraje. En todo caso, 
estará facultado para rechazar la competencia de la Comisión Nacional de la 
Competencia por razones de interés público suficiente. 
4. El lugar del arbitraje será la sede de la Comisión Nacional de la 
Competencia. El idioma del arbitraje ante la Comisión Nacional de la 
Competencia será el castellano. 
5. En lo no previsto en este Reglamento se aplicará supletoriamente la Ley 
60/2003, de 23 de diciembre, excepto en lo relativo al cómputo de plazos. 
Artículo 73. Sumisión al arbitraje. 
1. La sumisión al arbitraje de la Comisión Nacional de la Competencia se podrá 
realizar mediante convenio arbitral de las partes o a través de declaración 
individual suscrita por una parte en aplicación de compromisos o 
condiciones establecidos en resoluciones que hayan puesto fin a 
procedimientos en materia de defensa de la competencia. 
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2. La declaración individual deberá ser por escrito y se depositará en la 
Dirección de Investigación. Esta declaración deberá contener, como mínimo, 
los datos de identificación de la parte y declaración expresa en la que conste 
su voluntad inequívoca de someter determinada o determinadas controversias 
al arbitraje de la Comisión Nacional de la Competencia y de aceptar su laudo.  
3. La declaración individual no producirá los efectos de una sumisión arbitral 
hasta que la otra parte con la que se tenga una controversia deposite en la 
Dirección de Investigación una declaración individual cumpliendo los mismos 
requisitos recogidos en el apartado anterior. 
 
Artículo 74. Sustanciación de las actuaciones arbitrales. 
1. La sustanciación de las actuaciones arbitrales previas al laudo arbitral se 
tramitarán por la Dirección de Investigación, la cual elaborará un informe en 
el que se incluirá la propuesta de laudo arbitral, que remitirá al Consejo de la 
Comisión Nacional de la Competencia. 
2. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá adoptar, de 
oficio o a instancia de parte, a propuesta o previo informe de la Dirección de 
Investigación, las medidas cautelares que estime necesarias. Para adoptar, 
suspender, modificar, revocar y cesar las medidas cautelares adoptadas, se 
aplicará lo dispuesto en el artículo 41 del presente Reglamento. 
3. Contra los actos de trámite del procedimiento arbitral no cabrá recurso 
alguno ante el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia ni ante los 
órganos jurisdiccionales. 
 
Artículo 75. Plazo máximo del procedimiento. 
El plazo máximo para dictar y notificar el laudo arbitral que ponga fin al 
procedimiento será de tres meses a contar desde la fecha de inicio del 
arbitraje, sin perjuicio de las facultades de suspensión o ampliación de plazo 
previstas en el artículo 37 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
El transcurso del plazo máximo sin que se haya dictado laudo determinará la 
terminación de las actuaciones arbitrales. 
 
Artículo 76. Laudo arbitral. 
El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia dictará el laudo arbitral 
de acuerdo con las normas relativas a su régimen de funcionamiento. 
 
Artículo 77. Terminación convencional del arbitraje.   
Si en el transcurso del procedimiento arbitral las partes llegan a un acuerdo 
que ponga fin total o parcialmente a la controversia, el Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia, a propuesta o previo informe de la Dirección de 
la Investigación, dará por terminadas las actuaciones con respecto a los 
puntos acordados, y si ambas partes lo solicitan y el Consejo de la Comisión 
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Nacional de la Competencia no aprecia motivo para oponerse, hará constar 
ese acuerdo en forma de laudo. 
 
Artículo 78. Gastos. 
Los arbitrajes a que se refiere este capítulo serán gratuitos, exceptuados 
los gastos generados por la práctica de las pruebas, cuyo pago corresponderá, 
salvo acuerdo expreso de las partes, a la parte que las propuso. Los gastos 
derivados de las pruebas practicadas de oficio se satisfarán por partes 
iguales. 
 
CAPÍTULO V 
Del procedimiento de aprobación de comunicaciones 
Artículo 79. Comunicaciones de la Comisión Nacional de la Competencia. 
1. Las comunicaciones dictadas por la Comisión Nacional de la Competencia se 
elaborarán por orden de su Presidente, que recabará la emisión de un informe 
por la Dirección de Investigación y, cuando lo estime conveniente, por otros 
servicios técnicos de la Comisión Nacional 
de la Competencia. 
2. Cuando las comunicaciones afecten a la aplicación de los artículos 1 a 3 de 
la Ley 15/2007, de 3 de julio, el Consejo de Defensa de la Competencia podrá 
dirigir propuesta al Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia 
para que éste ordene su elaboración. En todo caso, las Comunicaciones 
referentes a los artículos 1 a 3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, se publicarán 
oído el Consejo de Defensa de la Competencia. 
3. Cuando la naturaleza de la comunicación lo requiera, el Presidente de la 
Comisión Nacional de la Competencia acordará un periodo de información o 
consulta pública a través de la página web de la Comisión Nacional de la 
Competencia. 
4. Las comunicaciones de la Comisión Nacional de Competencia serán 
publicadas en la página web de la Comisión Nacional de la Competencia y en el 
«Boletín Oficial del Estado». Disposición adicional única. Referencias a la 
Comisión Nacional de la Competencia y a sus órganos de dirección. 
Las referencias contenidas en este Reglamento a la Comisión Nacional de la 
Competencia y a sus órganos de dirección relativas a funciones, potestades 
administrativas y procedimientos, se entenderán también realizadas a los 
órganos de instrucción y resolución correspondientes de las Comunidades 
Autónomas con competencia en la materia de acuerdo con lo dispuesto en la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. 
Disposición transitoria primera. Tramitación de los procedimientos incoados 
tras la entrada en vigor de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la 
Competencia. Las disposiciones de este Reglamento serán de aplicación a los 
procedimientos sancionadores en materia de conductas prohibidas incoados 
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después de la entrada en vigor de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa 
de la Competencia, y a los procedimientos de control de concentraciones 
iniciados después de la entrada en vigor de la misma. 
Disposición transitoria segunda. Vigilancia de acuerdos del Consejo de 
Ministros adoptados conforme a la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa 
de la Competencia. Tras la entrada en vigor de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
de Defensa de la Competencia, la Dirección de Investigación vigilará la 
ejecución y cumplimiento de los Acuerdos del Consejo de Ministros que 
hubiesen sido adoptados en aplicación del artículo 17 de la Ley 16/1989, de 
17 de julio, de Defensa de la Competencia. En todo caso, la Dirección de 
Investigación será la competente para resolver declarando finalizada la 
vigilancia de dichos acuerdos del Consejo de Ministros. 
En caso de que se constatara el incumplimiento de lo ordenado en los citados 
acuerdos del Consejo de Ministros, la Dirección de Investigación será la 
competente, previa audiencia a los interesados, para recomendar al Gobierno 
la imposición de las multas previstas en los apartados 3 y 4 del artículo 18 de 
la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, sin perjuicio de 
la adopción de otras medidas de ejecución forzosa previstas 
en el ordenamiento. 
Disposición transitoria tercera. Autorizaciones singulares concedidas 
conforme a la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia. 
Las autorizaciones singulares concedidas al amparo de la Ley 16/1989, de 17 
de julio, de Defensa de la Competencia, cuyo plazo no haya vencido a la 
entrada en vigor de este Reglamento, quedarán extinguidas, sin perjuicio de 
que los acuerdos no se consideran prohibidos mientras cumplan las 
condiciones previstas en el apartado 3 del artículo 1 de la Ley 15/2007, de 3 
de julio, sin decisión administrativa expresa al respecto y bajo la evaluación 
de las propias empresas. 
 
ANEXO I 
Contenido de la denuncia 
1. Identificación de las partes. 
 1.1 Denunciante. 
   1.1.1 Denominación o razón social completa, Número de Identificación Fiscal 
o Número de Identidad Extranjero, domicilio, teléfono y fax. Persona de 
contacto y número de fax. En el caso de denuncias presentadas por 
empresarios individuales o sociedades sin personalidad jurídica que operen 
bajo un nombre comercial, identifíquese, asimismo, a los propietarios o socios, 
indicando sus nombres, apellidos y dirección. 
   1.1.2 Sucinta descripción de la empresa o asociación de empresas que 
presentan la denuncia, incluyendo su objeto social y el ámbito territorial en 
el que opera.  
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   1.1.3 En el caso de denuncias presentadas en nombre de un tercero o por 
más de una persona, identifíquese al representante (o al mandatario común) 
y adjúntese copia del poder de representación. 
 1.2 Denunciados. 
  1.2.1 Denominación o razón social completa, Número de Identificación Fiscal 
o Número de Identidad Extranjero, domicilio y, en su caso, número de 
teléfono y fax. 
  1.2.2 Sucinta descripción de las empresas. 
  1.2.3 Forma y alcance de la participación de los denunciados en la práctica 
denunciada. 
2. Objeto de la denuncia. Descripción detallada de los hechos de los que se 
derivan la existencia de una infracción de las normas españolas y/o 
comunitarias de competencia, señalando: 
 2.1 Qué prácticas de las empresas o las asociaciones de empresas 
denunciadas tienen por objeto, producen o pueden producir el efecto de 
impedir, restringir o falsear la competencia en todo o en parte del mercado 
nacional o del mercado europeo. 
 2.2 En qué medida las prácticas denunciadas afectan a las condiciones de 
competencia en el mercado relevante y en qué medida afectan a los intereses 
de los denunciantes. 
 2.3 Cuáles son los productos o servicios y los mercados geográficos 
afectados por las prácticas denunciadas. 
 2.4 Si existe alguna regulación particular que afecte a las condiciones de 
competencia en los mercados afectados. 
 2.5 Si existe algún amparo legal para dicha práctica. 
 2.6 Cuáles son los preceptos infringidos por la práctica denunciada. 
 2.7 Si se solicita la adopción de medidas cautelares, cómo pueden éstas 
asegurar la eficacia de la resolución que en su momento se dicte y cuáles son 
los riesgos derivados de que se adopten y de que no se concedan para el 
funcionamiento del mercado y para los intereses de los denunciantes. 
 2.8 Si se solicita el tratamiento confidencial de parte de la información, 
delimítese el alcance de la confidencialidad, teniendo en cuenta que nadie 
puede ser condenado por pruebas que no le sean puestas de manifiesto, y 
adjúntese una versión no confidencial de los documentos en los que obre dicha 
información. 
3. Datos relativos al mercado. 
 3.1 Naturaleza de los bienes o servicios afectados por la práctica 
denunciada, con mención, en su caso, del código de la nomenclatura combinada 
española (nueve cifras) o del código de clasificación nacional de actividades 
económicas (c.n.a.e.) en el caso de servicios. 
 3.2 Estructura del o de los mercados de estos bienes o servicios: ámbito 
geográfico, oferentes y demandantes, cuotas de mercado, grado de 
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competencia existente en el mismo, existencia de productos sustitutivos, 
dificultades de acceso al mercado que puedan encontrar nuevos 
competidores, existencia de legislación que afecte a las condiciones de 
competencia en el mercado, así como cualquier otro dato o información 
relativa al mercado que pueda ser relevante a efectos del eventual 
procedimiento sancionador. 
4. Existencia de interés legítimo. 
Motivos por los que el denunciante estime que cumple las condiciones 
previstas en el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, para ser considerado interesado en el eventual expediente 
sancionador que pueda llegar a incoarse. 
5. Pruebas. 
 5.1 Identificación y dirección de las personas o instituciones que puedan 
testimoniar o certificar los hechos expuestos, en particular las de las 
personas afectadas por la presunta infracción. 
5.2 Documentos referentes a los hechos expuestos o que tengan una relación 
directa con los mismos (textos de acuerdos, condiciones de transacción, 
documentos comerciales, circulares, publicidad, actas de negociaciones o 
asambleas, etc.). De los documentos que contengan información que deba ser 
considerada confidencial, apórtense los originales completos en pieza 
separada, así como copia censurada de tal modo que ésta pueda ser 
incorporada al expediente. 
 5.3 Estadísticas u otros datos que se refieran a los hechos expuestos 
(relativas, por ejemplo, a la evolución y formación de los precios, a las 
condiciones de oferta o de venta, a las condiciones usuales de las 
transacciones, o a la existencia de boicoteo o discriminación). 
 5.4 Características técnicas de la producción, ventas, necesidad de licencias, 
existencia de otras barreras de entrada en el mercado, y aportándose, o en 
su caso citándose, las referencias útiles de estudios sectoriales o de mercado 
y de aplicación de las normas de competencia, incluso de Derecho comparado, 
en casos similares o cercanos. 
 5.5 Existencia de cualquier otra prueba de la infracción, con indicación de la 
forma de actuación necesaria para que pueda ser aportada. 
6. Acciones adoptadas. Descripción de las gestiones efectuadas y de las 
acciones iniciadas con anterioridad a la denuncia, con el fin de hacer cesar la 
presunta infracción o sus efectos perjudiciales sobre las condiciones de 
competencia. Remítase la información de todas las gestiones y acciones de 
que se tenga conocimiento, incluso de las realizadas por cualquier otro 
afectado por la conducta objeto de la denuncia o por conductas similares. 
Precísese los procedimientos administrativos o judiciales y, en su caso, la 
identificación de los asuntos y los resultados de los procedimientos. 
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7. Otras informaciones. 
Remisión de cualquier otra información disponible que podría permitir a los 
órganos de defensa de la competencia apreciar la existencia de prácticas 
prohibidas y los remedios más eficaces para restaurar las condiciones de 
competencia. 
 
ANEXO II 
Formulario ordinario de notificación de las concentraciones económicas 
1. Cómo notificar. 
El formulario de notificación debe dirigirse a la Comisión Nacional de la 
Competencia (en adelante CNC). Con independencia del registro en el que se 
presente la notificación, el inicio del cómputo de los plazos del procedimiento 
de control de concentraciones no se produce hasta la entrada en forma de la 
notificación en el registro de la CNC. 
El formulario de notificación y sus documentos anejos deben presentarse con 
una copia en papel y otra en formato electrónico. 
Este formulario de notificación se compone de: 
a) Una carátula en la que se indicará la identidad del notificante (o de su 
representante), la identidad de los otros partícipes, la naturaleza de la 
operación, una descripción sumaria de la misma, el sector económico, la 
solicitud de confidencialidad y, en su caso, de levantamiento de la suspensión 
de la ejecución de la operación, así como lugar, fecha y firmas de los 
notificantes. 
b) Las informaciones requeridas en las secciones 1 a 8 que deben facilitarse 
por su orden en hoja aparte y con mención del número marginal de referencia. 
2. Solicitud de confidencialidad. 
El notificante indicará en la carátula de la notificación, de forma motivada, 
las informaciones que deban tratarse confidencialmente respecto a terceros 
o, en su caso, respecto a alguno de los partícipes en la operación. Asimismo, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20 del presente Reglamento, 
deberá presentar una versión no confidencial de la notificación. 
 
SECCIÓN 0. CARÁTULA 
Notificante: Representante (si procede): 
Otros partícipes: Tipo de operación: Sector económico (Código NACE): 
Solicita: 
1. Que esta notificación sea considerada a los efectos recogidos en el artículo 
55 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. 
2. Que la información contenida en las secciones... y en los anexos… de esta 
notificación sea tratada confidencialmente respecto de terceros y se 
mantenga secreta, de acuerdo con lo establecido en el artículo 42 de la Ley 
15/2007, 
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de 3 de julio, por ser contenidos confidenciales de las empresas que 
participan en la concentración. 3. En su caso, el levantamiento de la obligación 
de suspensión de la ejecución de la concentración notificado, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 9 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
Los abajo firmantes declaran que las informaciones que se proporcionan en el 
presente formulario y sus anexos son ciertas, que las opiniones son veraces y 
que las estimaciones han sido realizadas de buena fe. Lugar, fecha y firma/s 
del notificante o del representante. 
 
SECCIÓN 1.ª INFORMACIÓN SOBRE LAS PARTES 
 1.1 Información sobre la parte o partes que notifican. 
     Facilite los siguientes datos: 
  1.1.1 Denominación o razón social completa. 
        En el caso de personas físicas o sociedades sin personalidad jurídica que 
operen bajo un nombre comercial, indicar los nombres y apellidos de la 
persona o personas, o la denominación de la sociedad. 
  1.1.2 Domicilio social y número de identificación fiscal  o código de 
identificación. 
  1.1.3 Naturaleza de las actividades de la empresa. 
  1.1.4 Nombre y apellidos de la persona de contacto, cargo en la empresa, 
dirección, número de teléfono, fax y dirección de correo electrónico. 
 1.1.5 Dirección del notificante (o de cada uno de los notificantes) a la que 
puedan enviarse documentos y, en especial, resoluciones y decisiones de la 
Comisión Nacional de Competencia. Nombre, apellidos, número de teléfono, 
fax y dirección de correo electrónico de una persona autorizada para recibir 
los documentos en esa dirección.  
 1.2 Información sobre las otras partícipes en la operación de concentración. 
  1.2.1 Denominación o razón social completa. En el caso de adquisición de una 
parte de una o más empresas sin personalidad jurídica propia, identifíquese 
con su nombre comercial así como la razón social de los vendedores. 
  1.2.2 Domicilio social y número de identificación fiscal o código de 
identificación. 
  1.2.3 Naturaleza de las actividades de la empresa. 
  1.2.4 Nombre y apellidos de la persona de contacto, cargo en la empresa, 
dirección, número de teléfono, fax y dirección de correo electrónico. 
  1.2.5 Dirección de otro partícipe en la concentración (o de otros partícipes) 
a la que puedan enviarse documentos y, en especial, resoluciones y decisiones 
de la Comisión Nacional de Competencia. Nombre, apellidos, número de 
teléfono, fax y dirección de correo electrónico de una persona autorizada 
para recibir los documentos en esa dirección. 
 1.3 Notificación efectuada por representante. 

Memoria UNAV 2008 151   



 

La notificación realizada por representante deberá acompañarse del 
documento que acredite la representación o fotocopia compulsada del mismo 
con traducción jurada si dicho poder está redactado en lengua no oficial del 
Estado español. En la acreditación deberá constar el nombre, apellidos y el 
cargo de las personas que conceden dicha acreditación. 
Indíquese: 
  1.3.1 Nombre de las personas o entidades designadas representantes. 
  1.3.2 Domicilio social y número de identificación fiscal o código de 
identificación. 
  1.3.3 Persona con quien puede establecerse contacto. Dirección, número de 
teléfono, fax y dirección de correo electrónico. 
  1.3.4 Dirección del representante (en Madrid, a ser posible) para el envío de 
correspondencia y la entrega de documentos. 
 
SECCIÓN 2.ª NATURALEZA, CARACTERÍSTICAS Y DIMENSIÓN DE LA 
OPERACIÓN DE CONCENTRACIÓN 
 2.1 Descripción de la naturaleza de la operación. 
Descríbase de forma sucinta la operación de concentración, indicando, entre 
otras cosas: 
  2.1.1 Si la concentración constituye: 
a) Una fusión entre sociedades anteriormente independientes. 
b) Una adquisición de activos. 
c) Una adquisición de participaciones de cualquier tipo que permita alcanzar 
el control exclusivo o conjunto de otra empresa. 
d) La creación de una empresa en participación con plenas funciones en el 
sentido del artículo 7 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
e) Un contrato o cualquier otro medio que confiera un control directo o 
indirecto conforme a lo previsto en el artículo 7 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio.  
  2.1.2 Si se ven afectadas por la operación la totalidad o partes de las 
empresas partícipes. 
  2.1.3 Si una de las partes presenta una oferta pública de adquisición de otra, 
indíquese si esta operación cuenta con la aprobación del órgano de 
administración de esta última.  
 2.2 Elementos económicos y financieros de la operación. Explique 
brevemente los pormenores económicos y financieros de la operación, 
indicando en particular, cuando proceda: 
 2.2.1 Los activos o valores y la cuantía y forma de la contraprestación (por 
ejemplo, fondos a percibir u obligaciones) ofrecida o convenida. 
 2.2.2 Las condiciones de cualquier oferta de valores efectuada. 
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 2.2.3 Si alguna o algunas de las partes en la operación cuenta para su 
realización con apoyo financiero, de carácter público o no, se hará constar tal 
extremo, especificando la naturaleza y cuantía de tal apoyo. 
  2.2.4 La estructura de la propiedad y de control tras la realización de la 
operación. 
  2.2.5 El calendario de la operación, con especial referencia a la fecha en que 
se alcanzó el proyecto o acuerdo de concentración y a la fecha prevista o 
propuesta de los acontecimientos que den lugar a la ejecución de la operación. 
  2.2.6 Indíquese la lógica económica de la operación notificada. 
 2.3 Volumen de negocios de las partícipes. 
La parte notificante deberá indicar los siguientes datos referidos a todas las 
partícipes en la operación de concentración durante el último ejercicio 
económico, conforme a lo dispuesto en el artículo 5 de este Reglamento. 
  2.3.1 Volumen de negocios mundial. 
  2.3.2 Volumen de negocios en la Unión Europea. 
  2.3.3 Volumen de negocios en España. 
 2.4. Señálese por qué la concentración notificada no entra en el ámbito de 
aplicación del Reglamento (CE) n.º 139/2004, del Consejo, de 20 de enero de 
2004, sobre el control de las concentraciones entre empresas. 
 2.5 Indíquese en qué otros países y en qué fecha se ha notificado o se 
proyecta notificar la concentración. 
 
SECCIÓN 3.ª RESTRICCIONES ACCESORIAS 
 3.1 Indíquese si existen restricciones a la competencia que se consideran 
accesorias a la operación de concentración notificada en el acuerdo que da 
lugar a la misma. 
 3.2 En el caso de que la contestación al punto 3.1 sea afirmativa indique si 
dichas restricciones consisten en: 
  3.2.1 Acuerdos o cláusulas de no competencia. 
  3.2.2 Acuerdos o cláusulas de no captación de recursos humanos o de otro 
tipo. 
 3.2.3 Acuerdos o cláusulas de confidencialidad. 
 3.2.4 Obligaciones de compra o de suministro. 
 3.2.5 Acuerdos de licencia. 
 3.2.6 Otros acuerdos o cláusulas que puedan ser valorados como 
restricciones a la competencia.  
 3.3 Para cada uno de los puntos del apartado 3.2 en los que la respuesta sea 
afirmativa, indique: 
  3.3.1 Duración del acuerdo, cláusula u obligación. 
  3.3.2 Contenido del acuerdo, cláusula u obligación. 
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  3.3.3 Justificación de que tales acuerdos, cláusulas u obligaciones deban ser 
tratados como una restricción accesoria a la operación de concentración 
notificada. 
 
SECCIÓN 4.ª PROPIEDAD Y CONTROL PREVIOS Para cada una de las 
partícipes que intervienen en la concentración facilite una relación completa 
de todas las empresas pertenecientes al mismo grupo que operen en 
cualquiera de los mercados afectados, con indicación de su sede. 
A efectos de la pertenencia a un grupo, la relación de control se entenderá 
de acuerdo con el artículo 7.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, y con lo 
establecido en la sección 2.ª del presente formulario, relativa a la naturaleza 
y características de la operación de concentración. En particular, la lista 
deberá incluir una relación completa de: 
 4.1 Todas las empresas o personas bajo cuyo control, directo o indirecto, se 
encuentren cada una de las partícipes; 
 4.2 Todas las empresas que operen en cualquiera de los mercados relevantes 
controladas directa o indirectamente: 
a) por las partícipes; 
b) por cualquier otra de las empresas mencionadas en el punto 4.1. 
Especifique la naturaleza y medios de control con respecto a cada empresa o 
persona que figure en la lista. 
A la información consignada en esta sección pueden adjuntarse organigramas 
o diagramas de organización para ilustrar la estructura de propiedad y 
control de las empresas. 
Con respecto a las partícipes de la concentración y a cada una de las empresas 
o personas indicadas en respuesta a la sección 4.1, facilite: 
 4.3 Una relación completa de cualesquiera otras empresas que operen en los 
mercados relevantes (definidos en la sección 5.ª del presente formulario) en 
las que las empresas o personas del grupo posean, individual o colectivamente, 
el 10% o más de los derechos de voto, del capital emitido en acciones o de 
otros títulos. En cada caso indique quién es el titular y el porcentaje que 
posee. 
 4.4 Con respecto a cada empresa, una relación de los miembros de sus 
consejos de administración que lo sean también de los consejos de 
administración o de vigilancia de cualquier otra empresa que opere en los 
mercados afectados; y, si procede, con respecto a cada empresa, una relación 
de los miembros de sus consejos de vigilancia que también lo sean de los 
consejos de administración de cualquier otra empresa que opere en los 
mercados afectados. 
En cada caso, indique el nombre de la otra empresa y el cargo de que se trate. 
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 4.5 Datos pormenorizados de las adquisiciones de empresas que operen en 
los mercados afectados, tal y como se definen en la sección 5.ª, realizadas 
por los grupos indicados en la sección 4.1 en los últimos 3 años. 
Para una mejor comprensión, pueden ilustrarse los datos aportados en esta 
sección con organigramas o diagramas de organización. 
 
SECCIÓN 5.ª DEFINICIÓN DE MERCADOS 
Con respecto a cada una de las empresas partícipes se indicarán: 
 5.1 Los sectores económicos en los que operan, señalando su código NACE de 
cuatro cifras, con indicación de las asociaciones sectoriales existentes. 
 5.2 Los bienes o servicios comercializados por cada una de las empresas 
partícipes en la operación de concentración, agrupándolos por categorías 
comerciales significativas y, en su caso, las variaciones en la cartera de 
productos o servicios que se prevean en la operación de concentración. 
 5.3 Delimitación de los mercados. El notificante debe delimitar los mercados 
tomando en consideración los puntos siguientes: 
  5.3.1 Mercados de producto. Un mercado de producto comprende la 
totalidad de los productos y servicios que los consumidores consideran 
intercambiables o sustituibles en razón de sus características, físicas y 
técnicas, nivel de precio, el uso que se prevé hacer de ellos, sistema de 
distribución o definiciones  legales o reglamentarias del producto. 
Para la definición de los mercados de producto hay que tener en cuenta la 
posible existencia de productos y servicios sustitutivos a los que las partes 
de la operación ofrecen, los cuales pueden actuar como restricción 
competitiva a su comportamiento. Esta restricción competitiva puede 
provenir de la existencia en el mercado de otros productos y servicios que 
los consumidores consideran intercambiables (sustituibilidad por el lado de la 
demanda) o de la existencia de otros oferentes dispuestos a dedicar con 
inmediatez sus recursos a la oferta de dichos productos y servicios 
(sustituibilidad por el lado de la oferta). 
Motive en la definición los factores que determinan la inclusión de unos 
productos y la exclusión de otros, teniendo en cuenta, por ejemplo, su 
sustituibilidad, las condiciones de competencia, los precios, la elasticidad 
cruzada de la demanda u otros factores pertinentes (por ejemplo, 
sustituibilidad desde el punto de vista de la oferta cuando proceda). 
  5.3.2 Mercados geográficos. 
El mercado geográfico comprende la zona en la que las empresas partícipes 
desarrollan actividades de suministro y demanda de los productos o servicios 
de referencia, en las que las condiciones de competencia son suficientemente 
homogéneas y que puede distinguirse de otras zonas geográficas próximas 
debido en particular a que en éstas las condiciones de competencia son 
sensiblemente distintas. 
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Entre los factores que intervienen a la hora de determinar el mercado 
geográfico cabe citar la naturaleza y las características de los productos y 
servicios en cuestión, la existencia de barreras de entrada, las preferencias 
de los consumidores, la existencia de diferencias apreciables en las cuotas 
de mercado de las empresas en zonas geográficas próximas y la existencia de 
importantes diferencias de precios u otros factores pertinentes. 
 5.4 Mercados relevantes. 
A efectos de la información solicitada en el presente formulario, los 
mercados relevantes están compuestos por los mercados de producto en 
España o en un ámbito geográfico definido dentro del mismo, en los que se 
den las siguientes circunstancias: 
a) Que dos o más partícipes de la operación desarrollen actividades 
empresariales en el mismo mercado de producto y la concentración dé lugar 
a una cuota de mercado individual o combinada de al menos el 15%. 
b) Que las partícipes en la concentración alcancen una cuota individual o 
combinada del 25% en un mercado de producto verticalmente relacionado con 
un mercado de producto en el que opere cualquier otra parte de la 
concentración en el ámbito nacional o en un mercado geográfico definido 
dentro del mismo. 
  5.4.1 Indique cada uno de los mercados relevantes, conforme a lo 
establecido en la sección 5.4 del formulario, en: 
a) El ámbito geográfico nacional. 
b) En un mercado geográfico definido dentro del mercado nacional. 
  5.4.2 Exponga la posición del notificante sobre el alcance del mercado 
geográfico en el sentido del punto 
  5.3.2 aplicable a cada uno de los mercados indicados en la sección anterior 
(5.4.1). 
 5.5 Otros mercados en los que la operación notificada pueda tener un 
impacto significativo. 
  5.5.1 Sobre la base de las definiciones de la sección 5.3, describa el alcance 
de los mercados tanto de producto, como geográficos, distintos de los 
mercados afectados señalados en la sección 5.4 en que la operación notificada 
pueda tener un alcance significativo: 
a) Cualquiera de las partícipes de la concentración tenga una cuota de 
mercado superior al 25% y otra de las partícipes sea un competidor potencial 
respecto de ese mercado. Cabe considerarse que una partícipe es competidor 
potencial especialmente cuando tiene planeado entrar en un mercado o ha 
desarrollado o ha puesto en práctica en los últimos dos años tales planes. 
b) cualquiera de las partícipes de la concentración tenga una cuota de 
mercado superior al 25% y otra de las partícipes en la concentración sea 
titular de derechos de propiedad intelectual importantes para ese mercado. 
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c) cualquiera de las partícipes en la concentración esté presente en un 
mercado de producto que sea un mercado relacionado estrechamente con un 
mercado de producto en el que opere otra de las sociedades partícipes 
y sus cuotas de mercado individuales o combinadas sean, al menos, de 25%. 
 
SECCIÓN 6.ª INFORMACIÓN SOBRE LOS MERCADOS RELEVANTES 
Para cada mercado relevante facilite la siguiente información: 
 6.1 Cuotas de mercado. 
Para el mercado nacional, los mercados definidos de ámbito inferior al 
nacional y, en su caso, para los mercados definidos en ámbitos superiores al 
nacional, señale para los tres últimos años: 
a) La estimación del tamaño total del mercado expresado en valor y en el tipo 
de unidades que habitualmente se utilicen en el sector. 
b) La estimación de la parte que corresponde a cada una de las empresas y 
grupos que se concentran y a cada una de las principales empresas o grupos 
de empresas competidoras cuya cuota supere el 5%. 
 6.2 Estructura de la oferta. Facilítese la siguiente información: 
  6.2.1 Facilite nombre y apellidos, dirección, número de teléfono, fax y 
dirección de correo electrónico del jefe del departamento jurídico de cada 
uno de los competidores. 
  6.2.2 Describa la estructura de oferta del mercado y facilite la relación de 
los principales proveedores, con sus respectivos porcentajes de participación 
en el volumen total de compras de las empresas partícipes en la operación de 
concentración. 
  6.2.3 Describa en detalle los canales y redes de distribución existentes en 
el mercado así como los utilizados por las empresas que se concentran 
señalando en qué grado la distribución es efectuada por terceros o por las 
mismas empresas u otras de su grupo. 
  6.2.4 Estime la capacidad de producción total en el mercado español durante 
los tres últimos años y la proporción que corresponde a las partes. Señale la 
ubicación de las instalaciones de producción de éstas y la tasa de utilización 
de la capacidad. 
  6.2.5 Especifique si alguna de las partes de la concentración o cualquier 
competidor tiene productos y servicios nuevos, o productos y servicios que 
vayan a salir al mercado en poco tiempo o planea ampliar capacidad de 
producción o venta. 
  6.2.6 Indíquese cuáles son, en el último ejercicio, los niveles de precios 
practicados por las empresas que se concentran en relación con los de sus 
principales competidores y cuáles son los criterios y factores para su 
determinación. 

Memoria UNAV 2008 157   



 

  6.2.7 Descríbanse los principales factores que determinan la estructura de 
costes de los productos y servicios que componen el mercado y cuáles pueden 
ser los principales factores que marquen diferencias entre competidores. 
  6.2.8 Otros factores que determinen la estructura y características de la 
oferta del mercado.  
 6.3 Estructura de la demanda. Facilítese la siguiente información: 
  6.3.1 Facilite nombre y apellidos, dirección, número de teléfono, fax y 
dirección de correo electrónico del jefe del departamento jurídico de cada 
uno de los principales clientes. 
  6.3.2 Describa la estructura de la demanda del mercado y facilite la relación 
de los principales clientes, con sus respectivos porcentajes de participación 
en el volumen total de ventas de las empresas partícipes en la operación. A 
tal efecto valore los siguientes factores: 
Fase de los mercados (en expansión, madurez, declive, nacimiento) y 
estimación de la tasa de crecimiento; importancia de las preferencias del 
cliente, por ejemplo en términos de fidelidad a una marca, prestación de 
servicios preventa y postventa, oferta de una gama de productos o efectos 
de red; qué papel juega la diferenciación del producto en términos de 
características o calidad y grado de sustituibilidad de los productos de las 
partes en la concentración; valoración de los costes de cambio (en tiempo y 
dinero) que han de asumir los clientes para cambiar de proveedor; grado de 
concentración o fragmentación de la clientela y posible distribución en 
distintos grupos (cliente-tipo de cada grupo); importancia de los contratos de 
distribución exclusiva y de otros tipos de contratos a largo plazo; otros 
factores que determinen la estructura y características de la demanda del 
mercado. 
 6.4 Barreras a la entrada de nuevas empresas al mercado. 
  6.4.1 Describa en detalle las dificultades de acceso al mercado que puedan 
encontrar nuevos competidores, con especial mención de cualquiera de las 
siguientes que sea de aplicación: 
a) Limitaciones a la competencia de productos importados debidas a barreras 
arancelarias o no arancelarias.  
b) Limitación de acceso a los factores de producción, tales como materias 
primas, bienes intermedios, o personal cualificado. 
c) Limitaciones en la creación de la red de distribución, señalando sus causas. 
d) Dificultades derivadas del coste total de entrada para un nuevo 
competidor por necesidad de capital, promoción, publicidad, distribución, 
mantenimiento, investigación y desarrollo, etc. 
e) Cualesquiera barreras legales o reglamentarias como la exigencia de una 
autorización oficial o la existencia de normas específicas de cualquier tipo así 
como las barreras derivadas de los procedimientos de certificación 
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de productos o de la necesidad de labrarse una buena reputación en el 
mercado. 
f) Cualesquiera restricciones derivadas de la existencia de patentes, 
conocimientos técnicos (know-how) u otros derechos de propiedad intelectual 
e industrial así como de las derivadas de la concesión de licencias sobre tales 
derechos e indíquese si las partes son titulares de patentes o licenciatarias. 
  6.4.2 Indíquese si ha accedido al mercado alguna empresa importante 
durante los últimos tres años (o, si procede, un período más largo) y si es 
previsible la entrada de un nuevo operador al mercado y en qué plazo. 
Si las respuestas son afirmativas, aporte la información disponible sobre 
dichas empresas y persona de contacto. 
 6.5 Investigación y desarrollo. 
  6.5.1 Describa el papel y la importancia de las actividades de investigación 
y desarrollo para poder mantenerse de forma competitiva a largo plazo en los 
mercados considerados, teniendo en cuenta aspectos tales como tendencia, 
evolución del desarrollo tecnológico, principales innovaciones realizadas y 
ciclo de innovación. 
  6.5.2 Describa la naturaleza de las actividades I+D de las partes y la 
proporción de los gastos en I+D respecto a la cifra de negocios así como su 
significación en el mercado.  
 6.6 Aspectos cooperativos. 
  6.6.1 Indíquese si existen acuerdos de cooperación horizontal o vertical 
entre las empresas partícipes o entre éstas y otros competidores en los 
mercados afectados por la operación o en mercados conexos. En su caso, 
descríbase pormenorizadamente los mismos y apórtese copia de ellos 
(investigación y desarrollo, de licencia, de producción conjunta, de 
especialización, distribución, suministro a largo plazo y de intercambio de 
información). 
6.6.2 En los casos de notificación de un control conjunto, indíquese si las 
empresas matrices mantienen o mantendrán actividad significativa en los 
mismos mercados, ascendentes o descendentes o en un mercado próximo 
estrechamente relacionado con respecto a la empresa en participación. En 
caso afirmativo, descríbase la participación de las matrices y de la empresa 
en común en cada uno de estos mercados, indicando la participación de cada 
una en los volúmenes de negocios de las otras. 
6.7 Aspectos verticales de la operación. 
Describa las implicaciones de la operación sobre los mercados ascendentes y 
descendentes del mercado relevante, así como el grado de integración 
vertical de los mismos y la posición de las partes en la operación. 
 
SECCIÓN 7.ª CUESTIONES GENERALES 
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 7.1 Describa y cuantifique la contribución que la operación de concentración 
puede aportar respecto a: 
  7.1.1 La mejora de los sistemas de producción o comercialización. 
  7.1.2 El fomento del progreso técnico-económico. 
  7.1.3 Favorecer los intereses de los consumidores o usuarios. 
 7.2 En el caso de que los anteriores beneficios son eficiencias que deben ser 
tenidas en cuenta a la hora de valorar la operación de concentración, acredite 
mediante los medios que estime pertinentes las mismas, cuantifíquelas, 
justificando el plazo en que se considera previsible que se desarrollen sus 
efectos y motive porque son: Específicas de la operación de concentración. 
No pueden obtenerse por medios alternativos. 
Se trasladarán a los consumidores. 
 7.3 Indíquense los contextos comunitario y mundial en los que se sitúa la 
operación y la posición de las partes en ellos. Señálense los efectos 
previsibles para las partes de la operación respecto a tales contextos, en 
particular en cuanto a su competitividad internacional. 
 
SECCIÓN 8.ª DOCUMENTOS ANEJOS 
a) Copia de los informes de gestión y cuentas anuales correspondiente al 
último ejercicio de las empresas que participen en la operación, y en su caso, 
de sus matrices. 
b) Copia de la versión definitiva o más reciente de los documentos relativos 
al acuerdo que dé lugar a la operación de concentración y traducción si están 
redactados en lengua no oficial del Estado español, sin perjuicio de que pueda 
exigirse por la Dirección de Investigación traducción jurada de estos 
documentos. 
c) Análisis, informes o estudios que se consideren relevantes. 
d) Acuerdos de cooperación u otros según las Secciones 3.2 y 5.6. 
e) Cuando se trate de ofertas públicas deberá acompañarse también el folleto 
de oferta que debe presentarse ante la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores o su equivalente en otros países. 
f) El justificante de pago de la tasa conforme a lo previsto en el artículo 23 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
g) Poder de representación o fotocopia compulsada del mismo con traducción 
jurada si está redactado en lengua no oficial del Estado español. 
h) Copias de los informes o documentos explicativos que con motivo de la 
operación hayan preparado o encargado a terceros las partes para cualquiera 
de sus órganos de dirección, para los accionistas o para inversores y analistas. 
Indique para cada uno de estos documentos (si no figura en el mismo) la fecha 
de elaboración, el nombre y apellidos y condición de las personas que los hayan 
elaborado. 
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ANEXO III 
Formulario abreviado de notificación de las concentraciones económicas 
1. Cómo notificar. 
El formulario de notificación debe dirigirse a la CNC. Con independencia del 
registro en el que se presente la notificación, el inicio del cómputo de los 
plazos del procedimiento de control de concentraciones no se produce hasta 
la entrada en forma de la notificación en el registro de la CNC. 
El formulario de notificación y sus documentos anejos deben presentarse con 
una copia en papel y otra en formato electrónico. 
Este formulario de notificación se compone de: 
a) Una carátula en la que se indicará la identidad del notificante (y 
representante, si procede), la identidad de los otros partícipes, la naturaleza 
de la operación, una descripción sumaria de la misma, motivación de la 
presentación del formulario abreviado, el sector económico, la solicitud de 
confidencialidad y, en su caso, de levantamiento de la suspensión de la 
ejecución de la operación, así como lugar, fecha y firmas de los notificantes. 
b) Las informaciones requeridas en las secciones 1 a 7 que deben facilitarse 
por su orden en hoja aparte y con mención del número marginal de referencia.  
2. Solicitud de confidencialidad. 
El notificante indicará en la carátula de la notificación, de forma motivada, 
las informaciones que deban tratarse confidencialmente respecto a terceros 
o, en su caso, respecto a alguno de los partícipes en la operación. Asimismo, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20 del presente Reglamento, 
deberá presentar una versión no confidencial de la notificación. 
 
SECCIÓN 0. CARÁTULA 
Notificante: Representante (si procede): Otros partícipes: Tipo de 
operación: Sector económico: 
Solicita: 
1. Que esta notificación sea considerada a los efectos recogidos en el/los 
apartado/s … del artículo 56 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de 
la Competencia, con base en los siguientes motivos: 
2. Que la información contenida en las secciones… y en los anexos… de esta 
notificación sea tratada confidencialmente respecto de terceros y se 
mantenga secreta, de acuerdo con lo establecido en el artículo 42 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, por ser contenidos confidenciales de las empresas que 
participan en la concentración. 
3. En su caso, el levantamiento de la obligación de suspensión de la ejecución 
de la concentración notificado, conforme a lo dispuesto en el artículo 9 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio. 
Los abajo firmantes declaran que las informaciones que se proporcionan en el 
presente formulario y sus anexos son ciertas, que las opiniones son veraces y 
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que las estimaciones han sido realizadas de buena fe. Lugar, fecha y firma/s 
del notificante o del representante. 
 
SECCIÓN 1.ª INFORMACIÓN SOBRE LAS PARTES 
 1.1 Información sobre la parte o partes que notifican. Facilite los siguientes 
datos: 
  1.1.1 Denominación o razón social completa. En el caso de personas físicas o 
sociedades sin personalidad jurídica que operen bajo un nombre comercial, 
indicar los nombres y apellidos de la persona o personas o la denominación de 
la sociedad. 
  1.1.2 Domicilio social y número de identificación fiscal o código de 
identificación. 
  1.1.3 Naturaleza de las actividades de la empresa. 
  1.1.4 Nombre y apellidos de la persona de contacto, cargo en la empresa, 
dirección, número de teléfono, fax y dirección de correo electrónico. 
  1.1.5 Dirección del notificante (o de cada uno de los notificantes) a la que 
puedan enviarse documentos y, en especial, resoluciones y decisiones de la 
Comisión Nacional de Competencia. Nombre, apellidos, número de teléfono, 
fax y dirección de correo electrónico de una persona autorizada para recibir 
los documentos en esa dirección. 1.2 Información sobre las otras partícipes 
en la operación de concentración. 
  1.2.1 Denominación o razón social completa. En el caso de adquisición de una 
parte de una o más empresas sin personalidad jurídica propia, identifíquese 
con su nombre comercial así como la razón social de los vendedores. 
  1.2.2. Domicilio social y número de identificación fiscal o código de 
identificación. 
  1.2.3 Naturaleza de las actividades de la empresa. 
  1.2.4 Nombre y apellidos de la persona de contacto, cargo en la empresa, 
dirección, número de teléfono, fax y dirección de correo electrónico. 
  1.2.5 Dirección de otro partícipe en la concentración (o de otros partícipes) 
a la que puedan enviarse documentos y, en especial, resoluciones y decisiones 
de la Comisión Nacional de Competencia. Nombre, apellidos, número de 
teléfono, fax y dirección de correo electrónico de una persona autorizada 
para recibir los documentos en esa dirección. 
 1.3 Notificación efectuada por representante. La notificación realizada por 
representante deberá acompañarse del documento que acredite la 
representación o fotocopia compulsada del mismo con traducción jurada si 
dicho poder está redactado en lengua no oficial del Estado español. En la 
acreditación deberá constar el nombre, apellidos y el cargo de las personas 
que conceden dicha acreditación. 
Indíquese: 
  1.3.1 Nombre de las personas o entidades designadas representantes. 
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  1.3.2 Domicilio social y número de identificación fiscal o código de 
identificación. 
  1.3.3 Persona con quien puede establecerse contacto. Dirección, número de 
teléfono, fax y dirección de correo electrónico. 
  1.3.4 Dirección del representante (en Madrid, a ser posible) para el envío de 
correspondencia y la entrega de documentos. 
 
SECCIÓN 2.ª NATURALEZA, CARACTERÍSTICAS Y DIMENSIÓN DE LA 
OPERACIÓN DE CONCENTRACIÓN 
 2.1 Descripción de la naturaleza de la operación. Descríbase de forma sucinta 
la operación de concentración, indicando, entre otras cosas: 
  2.1.1. Si la concentración constituye: 
a) Una fusión entre sociedades anteriormente independientes. 
b) Una adquisición de activos. 
c) Una adquisición de participaciones de cualquier tipo que permita alcanzar 
el control exclusivo o conjunto de otra empresa. 
d) La creación de una empresa en participación con plenas funciones en el 
sentido del artículo 7 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. 
e) Un contrato o cualquier otro medio que confiera un control directo o 
indirecto conforme a lo previsto en el artículo 7 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio.  
  2.1.2 Si se ven afectadas por la operación la totalidad o partes de las 
empresas partícipes.  
  2.1.3 Si una de las partes presenta una oferta pública de adquisición de otra, 
indíquese si esta operación cuenta con la aprobación del órgano de 
administración de esta última. 
  2.1.4 Describa brevemente la estructura económica y financiera de la 
operación de concentración.  
  2.1.5 Señale la fecha prevista para o propuesta de los principales actos 
conducentes al perfeccionamiento de la concentración. 
Indique la estructura de propiedad o de control propuesta tras la realización 
de la operación.  
  2.1.6 Indique todo apoyo financiero o de otro tipo de cualquier procedencia 
(incluso organismos públicos recibido por alguna de las partes y la naturaleza 
y cuantía de dicho apoyo. 
  2.1.7 Indique el valor de la operación (el precio de compra o el valor de todos 
los activos afectados, según el caso). 
 2.2 Volumen de negocios de las partícipes. 
La parte notificante deberá indicar los siguientes datos referidos a todos los 
partícipes en la operación de concentración durante el último ejercicio 
económico, conforme a lo dispuesto en el artículo 5 de este Reglamento. 
  2.2.1 Volumen de negocios mundial. 
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  2.2.2 Volumen de negocios en la Unión Europea. 
  2.2.3 Volumen de negocios en España. 
 2.3 Si la operación consiste en la adquisición del control conjunto de una 
empresa en participación proporcione la siguiente información: 
  2.3.1 El volumen de negocios de la empresa en participación y/o el volumen 
de negocios de las actividades aportadas a la empresa en participación y/o 
  2.3.2 El valor total de los activos transferidos a la empresa en participación. 
 2.4 Señálese por qué la concentración notificada no entra en el ámbito de 
aplicación del Reglamento (CEE) n.º 139/2004, del Consejo, de 20 de enero 
de 2004, sobre el control de las concentraciones entre empresas. 
 2.5 Indíquese en qué otros países y en qué fecha se ha notificado o se 
proyecta notificar la concentración.  
 2.6 Describa los motivos económicos de la operación. 
 
SECCIÓN 3.ª RESTRICCIONES ACCESORIAS 
 3.1 Indíquese si existen restricciones a la competencia que se consideran 
accesorias a la operación de concentración notificada en el acuerdo que da 
lugar a la misma. 
 3.2 En el caso de que la contestación al punto 3.1 sea afirmativa indique si 
las restricciones accesorias a la operación 
consisten en: 
  3.2.1 Acuerdos o cláusulas de no competencia. 
  3.2.2 Acuerdos o cláusulas de no captación de recursos humanos o de otro 
tipo. 
  3.2.3 Acuerdos o cláusulas de confidencialidad. 
  3.2.4 Obligaciones de compra o de suministro. 
  3.2.5 Acuerdos de licencia. 
  3.2.6 Otros acuerdos o cláusulas que puedan ser valorados como accesorios 
a la operación de concentración. 
 3.3 Para cada uno de los puntos del apartado 3.2 en los que la respuesta sea 
afirmativa, indique: 
3.3.1 Duración del acuerdo, cláusula u obligación. 
3.3.2 Contenido del acuerdo, cláusula u obligación. 
3.3.3 Justifique el hecho de que estos acuerdos, cláusulas u obligaciones sean 
tratados como una restricción accesoria a la concentración. 
 
SECCIÓN 4.ª PROPIEDAD Y CONTROL PREVIOS 
Para cada una de las partícipes que intervienen en la concentración facilite 
una relación completa de todas las empresas pertenecientes al mismo grupo 
que operen en cualquiera de los mercados relevantes, con indicación de su 
sede. 

Memoria UNAV 2008 164   



 

A efectos de la pertenencia a un grupo, la relación de control se entenderá 
de acuerdo con el artículo 7.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, y con lo 
establecido en la sección 2.ª del presente formulario, relativa a la naturaleza 
y características de la operación de concentración. En particular, la lista 
deberá incluir una relación completa de: 
 4.1 Todas las empresas o personas bajo cuyo control, directo o indirecto, se 
encuentren cada una de las partícipes; 
 4.2 Todas las empresas que operen en cualquiera de los mercados relevantes 
controladas directa o indirectamente: 
a) Por las partícipes; 
b) por cualquier otra de las empresas mencionadas en el punto 4.1. Especifique 
la naturaleza y medios de control con respecto a cada empresa o persona que 
figure en la lista. La información suministrada en esta sección puede ir 
acompañada de gráficos o diagramas que ayuden a una mejor descripción de 
la estructura de control de las empresas antes y después de la operación. 
SECCIÓN 5.ª DEFINICIÓN DE LOS MERCADOS 
Con respecto a cada una de las empresas partícipes se indicarán: 
 5.1 Los sectores económicos en los que operan, señalando su código NACE de 
cuatro cifras, e indicación de las asociaciones sectoriales existentes. 
 5.2 Los bienes o servicios comercializados por cada una de las empresas 
partícipes en la operación de concentración, agrupándolos por categorías 
comerciales significativas y, en su caso, las variaciones en la cartera de 
productos o servicios que se prevean en la operación de concentración. Para 
cada uno de estos bienes y servicios se deberá hacer una descripción de las 
características principales de los mismos. 
 5.3 Delimitación de los mercados. El notificante debe delimitar los mercados 
tomando en consideración los puntos siguientes: 
  5.3.1 Mercados de producto. 
Un mercado de productos comprende la totalidad de los productos y servicios 
que los consumidores consideran intercambiables o sustituibles en razón de 
sus características, físicas y técnicas, nivel de precio, el uso que se prevé 
hacer de ellos, sistema de distribución o definiciones legales o reglamentarias 
del producto. 
Para la definición de los mercados de producto hay que tener en cuenta la 
posible existencia de productos y servicios sustitutivos a los que las partes 
de la operación ofrecen, los cuales pueden actuar como restricción 
competitiva a su comportamiento. Esta restricción competitiva puede 
provenir de la existencia en el mercado de otros productos y servicios que 
los consumidores consideran intercambiables (sustituibilidad por el lado de la 
demanda) o de la existencia de otros oferentes dispuestos a dedicar con 
inmediatez sus recursos a la oferta de dichos productos y servicios 
(sustituibilidad por el lado de la oferta). 
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Motive en la definición los factores que determinan la inclusión de unos 
productos y la exclusión de otros, teniendo en cuenta, por ejemplo, su 
sustituibilidad, las condiciones de competencia, los precios, la elasticidad 
cruzada de la demanda u otros factores pertinentes (por ejemplo, 
sustituibilidad desde el punto de vista de la oferta cuando proceda). 
  5.3.2 Mercados geográficos. 
El mercado geográfico comprende la zona en la que las empresas partícipes 
desarrollan actividades de suministro y demanda de los productos o servicios 
de referencia, en las que las condiciones de competencia son suficientemente 
homogéneas y que puede distinguirse de otras zonas geográficas próximas 
debido en particular a que en éstas las condiciones de competencia son 
sensiblemente distintas. 
Entre los factores que intervienen a la hora de determinar el mercado 
geográfico cabe citar la naturaleza y las características de los productos y 
servicios en cuestión, la existencia de barreras de entrada, las preferencias 
de los consumidores, la existencia de diferencias apreciables en las cuotas 
de mercado de las empresas en zonas geográficas próximas y la existencia de 
importantes diferencias de precios u otros factores pertinentes. 
5.4 Mercados relevantes. 
A efectos de la información solicitada en el presente formulario, los 
mercados relevantes están compuestos por los mercados de producto en 
España o en un ámbito geográfico definido dentro del mismo, en los que se 
den las siguientes circunstancias: 
a) Que dos o más partícipes de la operación desarrollen actividades 
empresariales en el mismo mercado de producto. 
b) Que las partícipes en la concentración alcancen una cuota individual o 
combinada del 25% en un mercado de producto verticalmente relacionado con 
un mercado de producto en el que opere cualquier otra parte de la 
concentración en el ámbito nacional o en un mercado geográfico definido 
dentro del mismo. 
 
SECCIÓN 6.ª INFORMACIÓN SOBRE LOS MERCADOS RELEVANTES 
Para cada mercado relevante facilite la siguiente información: 
 6.1 Una estimación de las dimensiones globales del mercado nacional, los 
mercados definidos de ámbito inferior al nacional y, en su caso, los mercados 
definidos en ámbitos superiores al nacional, tanto en valor (euros) 
como en volumen (unidades) de las ventas. Indique la base y las fuentes de los 
cálculos y facilite documentos, en la medida en que estén disponibles, que 
confirmen suficientemente estos cálculos. 
6.2 Las ventas en valor y en volumen, así como una estimación de la cuota de 
mercado de cada una de las partícipes en la concentración en el mercado 
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nacional, los mercados definidos de ámbito inferior al nacional y, en su caso, 
en los mercados definidos en ámbitos superiores al nacional. 
Indique, asimismo, si se han registrado cambios significativos en las cuotas 
de ventas y de mercado durante los  últimos tres ejercicios. 
 
SECCIÓN 7.ª DOCUMENTOS ANEJOS 
a) Copia de los informes de gestión y cuentas anuales correspondientes al 
último ejercicio de las empresas que participen en la operación, y en su caso, 
de sus matrices. 
b) Copia de la versión definitiva o más reciente de los documentos relativos 
al acuerdo que dé lugar a la operación de concentración y traducción si están 
redactados en lengua no oficial del Estado español, sin perjuicio de que pueda 
exigirse por la Dirección de Investigación traducción jurada de estos 
documentos. 
c) Análisis, informes o estudios que se consideren relevantes. 
d) Acuerdos de cooperación u otros según la Sección 3.2. 
e) Cuando se trate de ofertas públicas deberá acompañarse también el folleto 
de oferta que debe presentarse ante la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores o su equivalente en otros países. 
f) El justificante de pago de la tasa conforme a lo previsto en el artículo 23 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio.  
g) Poder de representación o fotocopia compulsada del mismo con traducción 
jurada si está redactado en lengua no oficial del Estado español. 
h) Copias de los informes o documentos explicativos que con motivo de la 
operación hayan preparado o encargado a terceros las partes para cualquiera 
de sus órganos de dirección, para los accionistas o para inversores y analistas. 
Indique para cada uno de estos documentos (si no figura en el mismo) la fecha 
de elaboración, el nombre y apellidos y condición de las personas que los hayan 
elaborado. 
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PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO PARA EL 

AÑO 2009 
 
 
 
SALARIO MÍNIMO INTERPROFESIONAL 
 
Real Decreto 2128/2008, de 26 de Diciembre, por el que se fija el salario 
mínimo interprofesional para 2009. (624,00 euros/mes) 
 
 
INTERÉS LEGAL DEL DINERO 

 
La disposición Adicional Vigésima Séptima de la Ley de Presupuestos 
establece el Interés Legal del Dinero: 
 
“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley 24/1984, de 29 
de junio, sobre modificación del tipo de interés legal del dinero, éste queda 
establecido en el 5,5 por ciento hasta el 31 de diciembre del año 2009” 
 
El interés de demora durante el año 2009 será del 7%. 
 
 
AMPLIACIÓN DEL PLAZO DE SUPENSIÓN DEL CONTRATO DE 
TRABAJO POR PATERNIDAD EN FAMILIAS NUMEROSAS  
 
La Disposición Adicional Sexta de la Ley de Presupuestos Generales 
establece: 
 
“ En el objetivo de dar cumplimiento a los previsto en la disposición transitoria 
novena de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva 
de mujeres y hombres, la suspensión del contrato de trabajo por paternidad 
tendrá una duración de veinte días cuando el nuevo nacimiento, adopción o 
acogimiento se produzca en una familia numerosa, cuando la familia adquiera 
dicha condición con el nuevo nacimiento, adopción o acogimiento o cuando en 
la familia haya un apersona con discapacidad. 
La duración indicada se ampliará en el supuesto de parto, adopción o 
acogimiento múltiple en dos días más por cada hijo a partir del segundo, o si 
uno de ellos es una persona con discapacidad. 
Esta disposición será de aplicación a los nacimientos, adopciones o 
acogimientos que se produzcan o constituyan a partir de 1 de enero de 2009.” 
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REDUCCIÓN DE CUOTAS PARA EL MANTENIMIENTO DEL EMPLEO 
 
La Disposición Adicional Quinta de la Ley de Presupuestos Generales, 
establece: 
 
“Los contratos de trabajo de carácter indefinido de los trabajadores de 
cincuenta y nueve o más años, con una antigüedad en la empresa de cuatro o 
más años, darán derecho a la reducción, a cargo a cargo de Presupuesto de la 
Seguridad Social, del 40 por ciento de la aportación empresarial de la 
Seguridad Social por contingencias comunes, salvo por incapacidad temporal 
derivada de las mismas, sobre las cuotas devengadas desde la fecha de 
cumplimiento de los requisitos anteriormente señalados. 
Si, al cumplir cincuenta y nueve años,, el trabajador no tuviere la antigüedad 
en la empresa de cuatro años, la reducción será aplicable a partir de la fecha 
en que alcance la citada antigüedad. 
Podrán ser beneficiarios de la reducción las empresas, incluidos los 
trabajadores autónomos, y sociedades laborales o cooperativas alas que se 
incorporen trabajadores como socios trabajadores o de trabajo, siempre que 
estas últimas hayan optado por un régimen de Seguridad Social propio de 
Trabajadores por cuenta ajena. 
La duración de la aportación empresarial será de un año, salvo que, en una 
fecha anterior, los interesados cumplen los requisitos para ser beneficiarios 
de las bonificaciones reguladas en el artículo 4 de la Ley 43/2006, de 29 de 
diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo, en cuyo caso se 
aplicarán desde dicha fecha estas últimas. 
Respecto a los requisitos que han de cumplir los beneficiarios, las exclusiones 
en la aplicación de la reducción, cuantía máxima, incompatibilidades o 
reintegro de beneficios se aplicarán las previsiones contenidas en dicha Ley 
43/2006.” 
 
 
 
 
 
REDUCCIÓN EN LA COTIZACIÓN A LA SEGURIDAD SOCIAL EN LOS 
SUPUESTOS DE CAMBIO DE TRABAJO POR RIESGO, DURANTE EL 
EMBARAZO O DURANTE LA LACTANCIA NATURAL, ASÍ COMO EN 
LOS SUPUESTOS DE ENFERMEDAD PROFESIONAL  
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La Disposición Adicional séptima de la Ley de Presupuestos Generales, 
establece: 
 
“ En los supuestos en que, por razón de riesgo durante el embarazo o riesgo 
durante la lactancia natural, la trabajadora, en virtud de los previsto en el 
artículo 26 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales, sea destinada a un puesto de trabajo o función diferente y 
compatible con su estado, se aplicará con respecto a las cuotas devengadas 
durante el período de permanencia en el nuevo puesto de trabajo o función, 
una reducción de cargo, a cargo del Presupuesto de la Seguridad Social, del 
50 por ciento de la aportación empresarial en la cotización a la Seguridad 
Social por contingencias comunes. 
Esta misma reducción será aplicable, en los términos y condiciones que 
reglamentariamente se determinen, en aquellos casos en que, por razón de 
enfermedad profesional, se produzca un cambio de puesto de trabajo en la 
misma empresa o el desempeño, en otra distinta, de un puesto de trabajo 
compatible con el estado del trabajador” 
 
 
APOYO FINANCIERO A LAS PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS 
 
Según la Disposición Adicional Trigésimo Cuarta de la Ley de Presupuestos 
Generales: 
 
“El importe de la aportación del Estado a la línea de financiación a que se 
refiere la disposición adicional vigésimo quinta de la Ley 2/2004, de 27 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2005, será de 
cantidad 44.000 millones de euros, cantidad que se financiará con cargo a  la 
aplicación presupuestaria 20.17.433M.821.10.” 
 
 
APOYO FINANCIERO A EMPRESAS DE BASE TECNOLÓGICA.  
 
Según la Disposición Adicional Trigésimo Quinta de la Ley de Presupuestos 
Generales: 
 
“El importe total máximo que podrá probarse durante el año 2009 para las 
operaciones a las que se refiere el apartado uno de la disposición adicional 
segunda de la Ley 6/2000, de 13 de diciembre, por la que se aprueban medidas 
fiscales urgentes de estímulo al ahorro familiar y a la pequeña y mediana 
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empresa será de 18.579,76 miles de euros, cantidad que se financiará con 
cargo a la aplicación presupuestaria 21.07.467C.822.” 
 
 
SUBVENCIONES AL TRANSPORTE AÉREO Y MARÍTIMO PARA 
RESIDENTES EN CANARIAS, BALEARES, CEUTA Y MELILLA 
 
Según la Disposición Adicional Trigésimo Octava de la Ley de Presupuestos 
Generales: 
 
“Se autoriza al Gobierno de la Nación para que, durante el año 2009 
modifique, o en su caso, reemplace el actual régimen de subvenciones al 
transporte aéreo y marítimo para residentes en las Islas Canarias, Baleares, 
Ceuta y Melilla, por otro sistema de compensación. Dicha modificación nunca 
podrá suponer una disminución de la ayuda prestada o un deterioro en la 
calidad del servicio, ni incremento de los créditos asignados a esta finalidad. 
En todo caso, para las Comunidades de Canarias y de Baleares se estará a lo 
regulado en el artículo 6 de la Ley 19/1994, de 6 de junio de Modificación del 
Régimen Económico y fiscal de Canarias, así como del artículo 5 de la Ley 
30/1998, de 29 de julio, del Régimen Especial de las Islas Baleares, 
respectivamente” 
 
 
AMPLIACIÓN DEL PORCENTAJE DE CAPITALIZACIÓN DE LA 
PRESTACIÓN POR DESEMPLEO 
 
Según la  Disposición Adicional Sexagésimo Quinta de la Ley de Presupuestos 
Generales: 
 
“El Gobierno, en el plazo de tres meses, adoptará las medidas oportunas para 
ampliar hasta el 60 por ciento el porcentaje de capitalización de la prestación 
por desempleo destinada a financiar la inversión de quienes quieran 
constituirse como trabajador autónomo.” 
 
 
 
TARIFA PARA LA COTIZACIÓN POR ACCIDENTE DE TRABAJO Y 
ENFERMEDADES PROFESIONALES. 
 
Dada la extensión de esta norma, el asociado que esté interesado en su 
conocimiento y detalle podrá pedir copia de ella, a pues se la facilitaremos 
por correo inmediatamente. 
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MODIFICACIÓN DEL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE 
INFRACCIONES Y SANCIONES EN EL ORDEN SOCIAL, APROBADO 
POR REAL DECRETO LEGISLATIVO 5/2000, DE 4 DE AGOSTO 
 
 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto: 

“Con efectos de 1 de enero de 2009 y vigencia indefinida, se modifica el texto 
refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, de la siguiente forma: 

Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 22 del texto refundido de la Ley 
de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, que queda redactado de la 
siguiente forma: 

«3. No ingresar, en la forma y plazos reglamentarios, las cuotas 
correspondientes que por todos los conceptos recauda la Tesorería General 
de la Seguridad Social o no efectuar el ingreso en la cuantía debida, habiendo 
presentado los documentos de cotización, siempre que la falta de ingreso no 
obedezca a una situación extraordinaria de la empresa y que dicho impago de 
cuotas y conceptos de recaudación conjunta con ellas no sea constitutivo de 
delito conforme al artículo 307 del Código Penal.» 

El resto del artículo permanece con la misma redacción. 

Dos. Se añade un nuevo apartado d) al artículo 40.1 del texto refundido de la 
Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, que queda redactado de 
la siguiente forma: 

«d) Las infracciones señaladas en los artículos 22.3 y 23.1.b) se sancionarán: 

Primero. La infracción grave del artículo 22.3 se sancionará con la multa 
siguiente: en su grado mínimo, con multa del 50 al 65 por ciento del importe 
de las cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de recaudación conjunta 
no ingresados, incluyendo recargos, intereses y costas; en su grado medio, 
con multa del 65,01 al 80 por ciento; y en su grado máximo, con multa del 
80,01 al 100 por ciento. 

Segundo. La infracción muy grave del artículo 23.1.b) se sancionará con la 
multa siguiente: en su grado mínimo, con multa del 100,01 al 115 por ciento del 
importe de las cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de recaudación 
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conjunta no ingresados, incluyendo recargos, intereses y costas; en su grado 
medio, con multa del 115,01 al 130 por ciento; y en su grado máximo, con multa 
del 130,01 al 150 por ciento.» 

El resto del artículo permanece con la misma redacción. 

AGENCIA DE PROTECCIÓN DE DATOS: 
 
 
RESOLUCIÓN DE 3 DE NOVIEMBRE DE 2008, DE LA AGENCIA 
ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE DATOS, POR LA QUE SE MODIFICA 
LA DE 1 DE SEPTIEMBRE DE 2006, POR LA QUE SE DETERMINA LA 
INFORMACIÓN QUE CONTIENE EL CATÁLOGO DE FICHEROS 
INSCRITOS EN EL REGISTRO GENERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS. 
 
Tal información, en síntesis se desenvuelve dentro de las siguientes premisas: 
 
“El dato relativo al CIF/NIF, incluido en el apartado de Responsable del 
fichero, de los modelos de notificación, es fundamental para identificar las 
notificaciones presentadas por un responsable del fichero y, por ello, es 
necesario su inclusión en el fichero Registro General de Protección de Datos 
(creado mediante Resolución de 28 abril de 2006 de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se crean y modifican ficheros de datos de 
carácter personal de la Agencia (BOE número 117, de 17 de mayo) para cumplir 
con la finalidad establecida en la Ley Orgánica 15/1999 de velar por la 
publicidad de la existencia de los ficheros con datos de carácter personal. 
Sin embargo, en el caso de que los responsables de ficheros sean personas 
físicas, el dato DNI/NIF le está identificando como responsable del fichero 
en el ejercicio de su actividad profesional y, además, como persona física, por 
lo que una vez conseguido el objeto de identificación en el fichero Registro 
General de Protección de Datos, el tratamiento de este dato en relación con 
la publicidad en el Catálogo de ficheros a través de la página web de la Agencia 
puede resultar excesivo. 
En el caso de responsables de ficheros que actúen como persona física, no se 
publicará el dato relativo a su NIF.”  
 
 
 
DECRETO 138/2008, DE 19 DE DICIEMBRE, POR EL QUE SE FIJA EL 
CALENDARIO DE DÍAS INHÁBILES PARA EL AÑO 2009 A EFECTOS 
DE PLAZOS ADMINISTRATIVOS. 
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La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 
establece en su artículo 48.7 que las administraciones de las comunidades 
autónomas, con sujeción al calendario laboral oficial, fijarán en su respectivo 
ámbito el calendario de días inhábiles a efectos de cómputo de plazos y en el 
que se comprenderá los días inhábiles de las Entidades que integran la 
Administración local correspondiente a su ámbito territorial. 
 
El Real Decreto 98/1996, de 26 de enero, sobre traspaso de funciones y 
servicios de la Administración del Estado a la Comunidad Autónoma de las 
Illes Balears en materia de trabajo –ejecución de la legislación laboral– y el 
Decreto 31/1996, de 7 de marzo, de asunción y distribución de las citadas 
funciones y servicios, atribuyen a la comunidad autónoma la competencia en 
materia de determinación del calendario laboral oficial en su ámbito 
territorial. 
De conformidad con lo dispuesto en el Decreto 75/1998, de 31 de julio, por 
el que se regula el calendario de fiestas de la Comunidad Autónoma de las 
Illes Balears, en relación con el Real Decreto 2001/1983, de 23 de julio, 
modificado por el Real Decreto 1346/1989, de 3 de noviembre, el Consejo de 
Gobierno aprobó en sesión de fecha 1 de agosto de 2008 el calendario de 
fiestas para el año 2009 en el ámbito de las Illes Balears («BOIB» núm. 113, 
de 14-8-2008). 
En consecuencia, a propuesta del Consejero de Presidencia y previa 
deliberación del Consejo de Gobierno en sesión de día 19 de diciembre de 
2008, decreto: 
Artículo único. 
El calendario de días inhábiles a efectos del cómputo de plazos 
administrativos que regirá durante la totalidad del año 2009 en la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears queda fijado en los siguientes términos: 
1. Serán días inhábiles en todo el ámbito territorial de la comunidad autónoma 
de las Illes Balears, además de los domingos, las fiestas laborales de ámbito 
nacional y de esta comunidad autónoma que a continuación se relacionan: 
1 de enero: Año Nuevo. 
6 de enero: Epifanía del Señor. 
9 de abril: Jueves Santo. 
10 de abril: Viernes Santo. 
13 de abril: Lunes de Pascua. 
1 de mayo: Fiesta del Trabajo. 
15 de agosto: Asunción de María. 
12 de octubre: Fiesta Nacional. 
7 de diciembre: Lunes siguiente al 6 de diciembre, Día de la Constitución. 
8 de diciembre: Inmaculada Concepción. 
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25 de diciembre: Navidad. 
26 de diciembre: Segunda Fiesta de Navidad. 
2. Del mismo modo serán días inhábiles en cada municipio de esta comunidad 
autónoma los días de sus respectivas fiesta locales, relacionados en el anexo 
de la Resolución del Consejero de Trabajo y Formación de 22 de octubre de 
2008, por el que se hace público el calendario laboral general y local para el 
año 2009 en el ámbito de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears 
(«BOIB» núm.153, de 30 de octubre de 2008).” 
 
 
IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES 
 
 Coeficientes de corrección monetaria. 
 
 
Uno. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien durante el año 
2009, los coeficientes previstos en el artículo 15.9.a) del texto refundido de 
la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, en función del momento de adquisición del 
elemento patrimonial transmitido, serán los siguientes: 
 
 

  Coeficiente 
 Con anterioridad a 1 de enero de 1984 2,1967 
 En el ejercicio 1984. 1,9946 
 En el ejercicio 1985. 1,8421 
 En el ejercicio 1986 1,7342 
 En el ejercicio 1987 1,6521 
 En el ejercicio 1988 1,5783 
 En el ejercicio 1989 1,5095 
 En el ejercicio 1990 1,4504 
 En el ejercicio 1991 1,4008 
 En el ejercicio 1992 1,3698 
 En el ejercicio 1993 1,3519 
 En el ejercicio 1994 1,3275 
 En el ejercicio 1995 1,2744 
 En el ejercicio 1996 1,2137 
 En el ejercicio 1997 1,1866 
 En el ejercicio 1998 1,1712 
 En el ejercicio 1999 1,1631 
 En el ejercicio 2000 1,1572 
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 En el ejercicio 2001 1,1334 
 En el ejercicio 2002 1,1197 
 En el ejercicio 2003 1,1008 
 En el ejercicio 2004 1,0902 
 En el ejercicio 2005 1,0758 
 En el ejercicio 2006      1,0547 
 En el ejercicio 2007      1,0320 
 En el ejercicio 2008     1.0220 

 En el ejercicio 2009     1.0000 

   
 
Dos. Los coeficientes se aplicarán de la siguiente manera: 
 
a) Sobre el precio de adquisición o coste de producción, atendiendo al año de 
adquisición o producción del elemento patrimonial. El coeficiente aplicable a 
las mejoras será el correspondiente al año en que se hubiesen realizado. 
 
b) Sobre las amortizaciones contabilizadas, atendiendo al año en que se 
realizaron. 
 
Tres. Tratándose de elementos patrimoniales actualizados de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 5 del Real Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio, los 
coeficientes se aplicarán sobre el precio de adquisición y sobre las 
amortizaciones contabilizadas correspondientes al mismo, sin tomar en 
consideración el importe del incremento neto de valor resultante de las 
operaciones de actualización. 
 
La diferencia entre las cantidades determinadas por la aplicación de lo 
establecido en el apartado anterior se minorará en el importe del valor 
anterior del elemento patrimonial y al resultado se aplicará, en cuanto 
proceda, el coeficiente a que se refiere la letra c) del apartado 9 del artículo 
15 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. 
 
El importe que resulte de las operaciones descritas en el párrafo anterior se 
minorará en el incremento neto de valor derivado de las operaciones de 
actualización previstas en el Real Decreto-ley 7/1996, siendo la diferencia 
positiva así determinada el importe de la depreciación monetaria a que hace 
referencia el apartado 9 del artículo 15 del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades. 
 
Para determinar el valor anterior del elemento patrimonial actualizado se 
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tomarán los valores que hayan sido considerados a los efectos de aplicar los 
coeficientes establecidos en el apartado uno. 
 
 
 Pago fraccionado 
 
Los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre Sociedades para los 
períodos impositivos que se inicien durante 2009 han de realizarse en los 20 
primeros días naturales de los meses de abril, octubre y diciembre de cada 
año y calcularse de la siguiente manera: 
 
 En la modalidad de pago fraccionado que toma como base la cuota íntegra 
(minorada en deducciones y bonificaciones y en las retenciones e ingresos a 
cuenta correspondientes) del último período impositivo cuyo plazo 
reglamentario de declaración estuviese vencido el primer día de los meses de 
abril, octubre y diciembre, el porcentaje a aplicar sobre la base es del 18%.  
 
Para la modalidad que parte de la base imponible del período de los 3, 9 u 11 
primeros meses de cada ejercicio, el porcentaje será el que resulte de 
multiplicar por 5/7 el tipo de gravamen redondeado por defecto. Según esto, 
si la entidad tributa al tipo general del 30% (tipo aplicable para los ejercicios 
iniciados a partir de 1 de enero de 2008) el pago a cuenta será del 21%. Esta 
modalidad de cálculo del pago fraccionado continúa siendo obligatoria para 
los sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones haya superado los 
6.010.121,04 euros durante los 12 meses anteriores a la fecha en que se 
inicien los períodos impositivos dentro del año 2009. En esta modalidad se 
permite minorar la cuota resultante en las retenciones, ingresos a cuenta y 
pagos fraccionados correspondientes al período impositivo así como en 
las bonificaciones correspondientes (bonificaciones por renta obtenidas en 
Ceuta y Melilla, por actividades exportadoras de producciones 
cinematográficas o audiovisuales, de libros, fascículos, etc. y otras) pero no 
en las deducciones. 
Como se puede comprobar, estos criterios son los mismos que se aplicaban en 
ejercicios 
anteriores; cabe recordar que durante 2008 se publicó el Real Decreto-Ley 
2/2008 que alteró este procedimiento únicamente con efectos para 2008, 
dando la posibilidad a todos los sujetos pasivos de utilizar como base de 
cálculo del pago fraccionado la cuota del período impositivo anterior o tomar 
como referencia la parte de base imponible obtenida en los tres, nueve u once 
primeros meses de 2008 sin incluir los efectos de los ajustes derivados de la 
primera aplicación del nuevo PGC. 
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IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS 
 
 
Actualización de la reducción por obtención de rendimientos del trabajo y de 
determinados rendimientos de actividades económicas y de los mínimos 
personales y familiares 
 
La Ley de Presupuestos mantiene para el ejercicio 2009 los mismos importes 
de las reducciones por obtención de rendimientos del trabajo y de 
actividades económicas y los mínimos personales y familiares aplicados 
durante el ejercicio 2008. Recordamos a continuación sus principales 
características e importes de deducción: 
 
 Reducción por obtención de rendimientos del trabajo y de determinados 
rendimientos de actividades económicas 
Son aplicables cuando se obtengan rendimientos del trabajo y rendimientos 
de actividades económicas; en este último caso, es preciso que se cumplan los 
siguientes requisitos: 
 
Que los rendimientos se determinen mediante el método de estimación 
directa (en el caso de estimación directa simplificada, la reducción será 
incompatible con la de gastos de difícil justificación). 
 
 Que todas las entregas de bienes o prestaciones de servicios se efectúen a 
una única persona no vinculada. 
 
Que los gastos deducibles no excedan del 30 por ciento de los rendimientos 
íntegros declarados. 
 
 Que se cumplan determinadas obligaciones formales y de información. 
 
 Que no se perciban rendimientos del trabajo. 
 
Que al menos el 70 por ciento de los ingresos estén sujetos a retención  o 
ingreso a cuenta. 
 
Las reducciones se mantienen en los siguientes importes: 
 
La reducción básica ascenderá a: 
Para contribuyentes con rendimientos netos iguales o inferiores a 9.180 
euros: 4.080 euros anuales. 
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 Para contribuyentes con rendimientos netos comprendidos entre 9.180,01 y 
13.260 euros: 4.080 euros menos el resultado de multiplicar por 0,35 la 
diferencia entre el rendimiento y 9.180 euros 
anuales. 
 
Para contribuyentes con rendimientos netos superiores a 13.260 euros o con 
rentas, excluidas las exentas, distintas de las del trabajo o de actividades 
económicas (según el caso) superiores a 6.500 euros: 
2.652 euros anual  
El importe de las reducciones citadas se incrementa en un 100 por ciento 
(para los rendimientos del trabajo), en los siguientes supuestos: 
Trabajadores activos o contribuyentes que tengan más de 65 años y continúen 
o prolonguen la actividad laboral. 
Contribuyentes desempleados inscritos en la oficina de empleo que acepten 
un puesto de trabajo que exija el traslado de su residencia habitual a un nuevo 
municipio. Este incremento se aplicará en el período impositivo en el que se 
produzca el cambio de residencia y en el siguiente. 
 La reducción adicional para las personas con discapacidad que obtengan 
rendimientos del trabajo como trabajadores activos o de actividades 
económicas se incrementa, en general, hasta los 3.264 euros anuales. 
Para las personas con discapacidad que sean trabajadores activos o ejerzan 
de forma efectiva una actividad económica y acrediten necesitar ayuda de 
terceras personas o movilidad reducida, o un grado de minusvalía igual o 
superior al 65 %, la reducción se elevará a 7.242 euros anuales. 
No debemos olvidar finalmente que, como consecuencia de la aplicación de 
estas reducciones, los rendimientos del trabajo y de la actividad económica 
no podrán resultar negativos. 
 
Mínimo personal y familiar 
  
Mínimo del contribuyente: 
 
El mínimo del contribuyente será, con carácter general, de 5.151 euros 
anuales. Cuando el contribuyente tenga una edad superior a 65 años, el mínimo 
se incrementará en 918 euros anuales. Si la edad es superior a 75 años, el 
mínimo se aumentará adicionalmente en 1.122 euros anuales. 
 
 
 
Mínimo por descendientes 
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El mínimo por descendientes será, por cada uno de los descendientes menor 
de veinticinco años o con discapacidad (en este último caso, cualquiera que 
sea la edad), siempre que convivan con el contribuyente y no tengan rentas 
anuales, excluidas las exentas, superiores a 8.000 euros, de: 
 
•  1.836 euros anuales por el primero. 
•  2.040 euros anuales por el segundo. 
•  3.672 euros anuales por el tercero. 
•  4.182 euros anuales por el cuarto y siguientes. 
 
Cuando el descendiente sea menor de tres años, el mínimo por escendientes 
se aumentará en 2.244 euros anuales. 
 
En caso de fallecimiento de un descendiente que genere al mínimo por 
descendientes, la cuantía será de 1.836 euros anuales por ese descendiente. 
 
Mínimo por ascendientes 
El mínimo por ascendientes será de 918 euros anuales por cada uno de los 
ascendientes mayor de 65 años o con discapacidad, cualquiera que sea su 
edad, que conviva con el contribuyente y no tenga rentas anuales, excluidas 
las exentas, superiores a 8.000 euros. 
Cuando el ascendiente sea mayor de 75 años, el mínimo se aumentará en 1.122 
euros anuales. 
 
 
Mínimo por discapacidad 
Los mínimos por discapacidad del contribuyente o por discapacidad de 
ascendientes o descendientes (por cada uno de los descendientes o 
ascendientes que generen derecho a la aplicación del mínimo, que sean 
personas con discapacidad, cualquiera que sea su edad) serán de 2.316 euros 
anuales, en general, y de 7.038 euros anuales cuando se acredite un grado de 
minusvalía igual o superior al 65 por ciento. 
Dichos mínimos se aumentarán, en concepto de gastos de asistencia, en 2.316 
euros anuales, cuando se acredite necesitar ayuda de terceras personas o 
movilidad reducida o un grado de minusvalía igual o superior al 65 %. 
 
Real Decreto 1793/2008, de 3 de noviembre, por el que se modifica el 
Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 
1777/2004, de 30 de julio 
 
El BOE de 18 de noviembre de 2008, publica el Real Decreto que se concreta 
en el párrafo anterior que, por la trascendencia de su dinámica que refleja, 
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fundamentalmente en su Exposición de Motivos, trascribimos a continuación 
junto con ésta: 
 
 
“El presente real decreto tiene por objeto principal desarrollo reglamentario 
de la Ley 36/2006, de 29 de  noviembre, de medidas para la prevención del 
fraude fiscal, en materia de operaciones vinculadas, mediante la codificación 
del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades al objeto de adaptarlo al 
nuevo régimen de estas operaciones contenido en el artículo 16 del texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 4/2004, de 5 marzo.  
Las modificaciones del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, además 
de la finalidad señalada en el párrafo anterior, tienen por objeto adaptarlo a 
las recientes novedades introducidas en el texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades llevadas a cabo por diversos textos legales: la 
Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación 
mercantil en materia contable para su armonización internacional con base en 
la normativa de la Unión Europea; la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de 
las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes 
y sobre el Patrimonio; la  Ley 25/2006, de 17 de julio, por la que se modifica 
el régimen fiscal de las reorganizaciones empresariales y del sistema 
portuario y se aprueban medidas tributarias para la financiación sanitaria y 
para el sector del transporte por carretera; la Ley 4/2006, de 29 de marzo, 
de adaptación del régimen de las entidades navieras en función del tonelaje 
a las nuevas directrices comunitarias sobre ayudas de Estado al transporte 
marítimo y de modificación del régimen económico y fiscal de Canarias y la 
Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos 
políticos.  
Este real decreto se estructura en un artículo, tres disposiciones 
transitorias, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales. 

II 
La modificación del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades se aborda en 
el artículo único de este real decreto. En desarrollo del artículo 16 del texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre la Sociedades, se da nueva redacción 
a los capítulos V y VI título I del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades. 
El capítulo V regula ciertos aspectos relativos a la determinación del valor 
normal de mercado, aspectos procedimentales, así como las obligaciones de 
documentación de las operaciones vinculadas y con personas o entidades 
residentes en paraísos fiscales, dividiéndose en seis secciones. 
En la primera de ellas se señalan las pautas necesarias para realizar el análisis 
de comparabilidad a efectos de establecer el valor normal de mercado que 
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habrían acordado personas o entidades independientes en condiciones de 
libre competencia, por cuanto este análisis constituye un elemento 
determinante del método de valoración que se emplee y por lo tanto de la 
valoración resultante. 
La segunda sección regula los requisitos de deducibilidad de los acuerdos de 
reparto de costes suscritos entre personas o entidades vinculadas. 
La sección tercera está dedicada a la documentación que el obligado 
tributario deberá aportar a requerimiento de la Administración tributaria 
para la determinación del valor normal de mercado de las operaciones 
vinculadas, desarrollando así lo dispuesto en el artículo 16.2 del texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. 
Se distinguen dos tipos de obligaciones de documentación: la correspondiente 
al grupo al que pertenece el obligado tributario, y la relativa al propio obligado 
tributario.  
Estas obligaciones están inspiradas tanto en el Código de Conducta sobre la 
documentación relacionada con los precios de transferencia exigida a las 
empresas asociadas en la Unión Europea, que ha sido fruto de las actividades 
del Foro Conjunto de la Unión Europea sobre precios de transferencia en el 
ámbito de la fiscalidad de las empresas asociadas en la Unión Europea, como 
en la exposición de motivos de la propia Ley 36/2006. 
Al tratarse de una documentación armonizada y parcialmente centralizada, 
para los contribuyentes constituye una garantía de simplificación de sus 
obligaciones formales en relación con sus actividades transfronterizas. En la 
medida en que otros Estados miembros adopten disposiciones análogas, se 
evitará la exigencia de distintas obligaciones documentales por cada una de 
las Administraciones implicadas. 
En la configuración de estas nuevas obligaciones se ha ponderado la necesidad 
de garantizar la actividad de comprobación de las operaciones vinculadas por 
parte Administración tributaria y el principio de minoración del coste de 
cumplimiento para los obligados tributarios. 
Así, la exigencia de las obligaciones de documentación se ha modulado en 
función de dos criterios: las características de los grupos empresariales y el 
riesgo de perjuicio económico para la Hacienda Pública, de tal forma que para 
las empresas de reducida dimensión y para las personas físicas se simplifican 
al máximo estas obligaciones salvo que se refieran a operaciones de especial 
riesgo, en cuyo caso se exige la documentación  correspondiente a la 
naturaleza de las operaciones de que se trate. Finalmente, no se exige 
documentación alguna  en relación con operaciones en las que el riesgo fiscal 
es reducido. 
La sección cuarta regula los aspectos procedimentales relativos a la 
comprobación del valor normal de mercado de las operaciones vinculadas, de 
acuerdo con las reglas establecidas en el artículo 16.9 de la Ley del Impuesto. 
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La sección quinta regula el denominado ajuste secundario, es decir, aborda la 
calificación de la renta que se pone de manifiesto cuando existe una 
diferencia entre el valor convenido y el valor de mercado. 
En la sección sexta se regulan las obligaciones de documentación exigibles a 
quienes realicen operaciones con personas o entidades residentes en países o 
territorios considerados como paraísos fiscales. 
Asimismo se modifica el artículo 62 del Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades aclarando que la base de la retención o ingreso a cuenta cuando 
la obligación de retener o ingresar a cuenta tenga su origen en el ajuste 
secundario, será la diferencia entre el valor de mercado y el valor convenido. 
El capítulo VI regula el procedimiento de los acuerdos de valoración previa de 
operaciones entre personas o entidades vinculadas así como el procedimiento 
para el acuerdo sobre operaciones vinculadas con otras Administraciones  
tributarias, de acuerdo con el mandato contenido en el apartado 7 del artículo 
16 de la Ley del Impuesto.  
III 
Las restantes modificaciones del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades 
contempladas en el artículo único son las que se citan a continuación: 
En primer lugar se modifican los artículos 1, 2 y 5 en materia de 
amortizaciones al objeto de su adaptación al nuevo marco contable 
establecido en el Plan General de Contabilidad aprobado por Real Decreto 
1514/2007, de 16 de noviembre y se da nueva redacción al capítulo III del 
título I como consecuencia de las modificaciones de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades introducidas por la Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y 
adaptación de la legislación mercantil en materia contable para su 
armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea. 
En concreto, la nueva redacción de este capítulo responde a las adaptaciones 
de la Ley del Impuesto en materia de provisiones contables, así como en el 
tratamiento del régimen especial de las comunidades titulares de montes 
vecinales en mano común. Así, por una parte, se suprime la regulación de los 
planes de reparaciones extraordinarias y de los gastos de abandono de 
explotaciones económicas de carácter temporal que se regulaban en el 
artículo 13.2.d) de la Ley del Impuesto antes de la citada modificación, dado 
que se asume el criterio contable de imputación de tales gastos. No obstante, 
se desarrollan los planes de gastos correspondientes a actuaciones 
medioambientales al objeto de su deducción en la base imponible del 
Impuesto sobre Sociedades.  
En cuanto al régimen especial de las comunidades titulares de montes 
vecinales en mano común, se desarrollan los planes especiales de inversiones 
y gastos de estas comunidades para el caso en que no pueda aplicarse el 
beneficio obtenido dentro del plazo general de cuatro años, en consonancia 
con la nueva regulación dada al artículo 123 de la Ley del Impuesto. 
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En el título II del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades se modifica el 
artículo 39, que, en relación con la deducción por reinversión de beneficios 
extraordinarios, regula los planes especiales de reinversión, para adaptarlo a 
las modificaciones que la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes 
de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre 
el Patrimonio, introdujo en el artículo 42 de la Ley del Impuesto, en 
particular, para el caso en que la entrada en funcionamiento de los elementos 
objeto de reinversión no pueda realizarse dentro del plazo de los tres años 
que, con carácter general, establece dicho artículo 42. 
Se modifica el capítulo II del título III del Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades, dedicado al régimen especial de fusiones, escisiones, 
aportaciones de activos, canje de valores y cambio de domicilio de una 
Sociedad Europea o una Sociedad Cooperativa Europea de un Estado miembro 
a otro de la Unión Europea. Las modificaciones introducidas responden a la 
necesidad de adaptar el texto reglamentario a las modificaciones que en la 
regulación de dicho régimen especial por la ley del Impuesto, introdujo la Ley 
25/2006, de 17 de julio, por la que se modifica el régimen fiscal de las 
reorganizaciones empresariales y del sistema portuario y se aprueban 
medidas tributarias para la financiación sanitaria y para el sector del 
transporte por carretera, para cumplir con las previsiones de la de la 
Directiva 2005/19/CE del Consejo, de 17 de febrero de 2005, por la que se 
modifica la Directiva 90/434/CEE, relativa al régimen fiscal común aplicable 
a las fusiones, escisiones, aportaciones de activos y canjes  de acciones 
realizados entre sociedades de diferentes Estados miembros. En particular, 
se incorpora la regulación  de las obligaciones de comunicación de las nuevas 
operaciones amparadas en el régimen fiscal especial de cambio de domicilio 
social de una Sociedad Europea o una Sociedad Cooperativa Europea de un 
Estado miembro a otro del la Unión Europea. 
Asimismo, se modifica el título IV del Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades al objeto de desarrollar el régimen especial de los partidos 
políticos establecido por la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre 
financiación de los partidos políticos, en lo que se refiere tanto al 
procedimiento de reconocimiento de la exención por las explotaciones  
económicas propias que realicen, como de acreditación a efectos de la 
exclusión de la obligación de retener o ingresar a cuenta respecto de las 
rentas exentas percibidas por los partidos políticos. 
Por último, se modifica el título VI del Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades, dedicado a la aplicación del régimen de las entidades navieras en 
función del tonelaje, con objeto de adaptarlo a las modificaciones de dicho 
régimen introducidas en la Ley del Impuesto por la Ley 4/2006, de 29 de 
marzo, de adaptación del régimen de las entidades navieras en función del 
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tonelaje a las nuevas directrices comunitarias sobre ayudas de Estado al 
transporte marítimo y de modificación del régimen económico y fiscal de 
Canarias. En particular, se regula la aplicación de este régimen fiscal especial 
para las entidades que realicen, en su totalidad, la gestión técnica y de 
tripulación de buques. 
En su virtud, a  propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, de acuerdo 
con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 31 de octubre de 2008, 
D I S P O N G O : 
Artículo único. Modificación del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, 
aprobado por el Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio. 
Se introducen las siguientes modificaciones en el Reglamento del Impuesto 
sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio: 
Uno. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir del 1 de 
enero de 2008, se modifica el artículo 1 que quedará redactado de la siguiente 
manera:  
«Artículo 1. Amortización de elementos patrimoniales del inmovilizado 
material, intangible e inversiones inmobiliarias: normas comunes. 
1. Se considerará que la depreciación de los elementos patrimoniales del 
inmovilizado material, intangible e inversiones inmobiliarias es efectiva 
cuando sea el resultado de aplicar alguno de los métodos previstos en el 
apartado 1 del artículo 11 de la Ley del Impuesto. 
2. Será amortizable el precio de adquisición o coste de producción, excluido, 
en su caso, el valor residual. Cuando se trate de edificaciones, no será 
amortizable la parte del precio de adquisición correspondiente al valor del 
suelo excluidos, en su caso, los costes de rehabilitación. Cuando no se conozca 
el valor del suelo se calculará prorrateando el precio de adquisición entre los 
valores catastrales del suelo y de la construcción en el año de adquisición.  
No obstante, el sujeto pasivo podrá utilizar un criterio de distribución del 
precio de adquisición diferente, cuando se pruebe que dicho criterio se 
fundamenta en el valor normal de mercado del suelo y de la construcción en 
el año de adquisición.  
3. La amortización se practicará elemento por elemento. 
Cuando se trate de elementos patrimoniales de naturaleza análoga o 
sometidos a un similar grado de utilización, la amortización podrá practicarse 
sobre el conjunto de ellos, siempre que en todo momento pueda conocerse la 
parte de la amortización acumulada correspondiente a cada elemento 
patrimonial. 
Las instalaciones técnicas podrán constituir un único elemento susceptible de 
amortización. Se considerarán instalaciones técnicas las unidades complejas 
de uso especializado en el proceso productivo que comprenden edificaciones, 
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maquinaria, material, piezas  o elementos, incluidos los sistemas informáticos 
que, aun siendo separables por su naturaleza, están 
ligados de forma definitiva para su funcionamiento y sometidos al mismo 
ritmo de amortización, así como los repuestos o recambios válidos 
exclusivamente para este tipo de instalaciones. 
4. Los elementos patrimoniales del inmovilizado material e inversiones 
inmobiliarias empezarán a amortizarse desde su puesta en condiciones de 
funcionamiento y los del inmovilizado intangible desde el momento en que 
estén en condiciones de producir ingresos. 
Los elementos patrimoniales del inmovilizado material e inversiones 
inmobiliarias deberán amortizarse dentro del período de su vida útil, 
entendiéndose por tal el período en que, según el método de amortización 
adoptado, debe quedar totalmente cubierto su valor, excluido el valor 
residual, excepto que dicho período exceda del período concesional, caso de 
activos sometidos a reversión, donde el límite anual máximo se calculará 
atendiendo a este último período. Los costes relacionados con grandes 
reparaciones se amortizarán durante el período que medie hasta la gran 
reparación. 
Tratándose de elementos patrimoniales del inmovilizado intangible su vida útil 
será el período durante el cual se espera, razonablemente, que produzcan 
ingresos. 
5. Los elementos patrimoniales del inmovilizado intangible con vida útil 
definida, deberán amortizarse de acuerdo con lo previsto en el apartado 4 
del artículo 11 de la Ley del Impuesto. Cuando la vida útil sea inferior a diez 
años, el límite anual máximo se calculará atendiendo a dicha duración. 
6. Para un mismo elemento patrimonial no podrán aplicarse, ni simultánea ni 
sucesivamente, distintos métodos de amortización. No obstante, en casos 
excepcionales que se indicarán y se justificarán en la memoria de las cuentas 
anuales, podrá aplicarse un método de amortización distinto del que se venía 
aplicando, dentro de los previstos en este capítulo. 
7. Cuando las renovaciones, ampliaciones o mejoras de los elementos 
patrimoniales del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias se 
incorporen a dicho inmovilizado, el importe de las mismas se amortizará 
durante los períodos impositivos que resten para completar la vida útil de los 
referidos elementos patrimoniales. A tal efecto, se imputará a cada período 
impositivo el resultado de aplicar al importe de las renovaciones, ampliaciones 
o mejoras el coeficiente resultante de dividir la amortización contabilizada 
del elemento patrimonial practicada en cada período impositivo, en la medida 
en que se corresponda con la depreciación efectiva, 
entre el valor contable que dicho elemento patrimonial tenía al inicio del 
período impositivo en el que se realizaron las operaciones de renovación, 
ampliación o mejora. 
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Los elementos patrimoniales que han sido objeto de las operaciones de 
renovación, ampliación o mejora, continuarán amortizándose según el método 
que se venía aplicando con anterioridad a la realización de las mismas. 
Cuando las operaciones mencionadas en este apartado determinen un 
alargamiento de la vida útil estimada del activo, dicho alargamiento deberá 
tenerse en cuenta a los efectos de la amortización del elemento patrimonial 
y del importe de la renovación, ampliación o mejora. 
8. Las reglas del apartado anterior también se aplicarán en el supuesto de 
revalorizaciones contables realizadas en virtud de normas legales o 
reglamentarias que obliguen a incluir su importe en el resultado contable. 
9. En los supuestos de fusión, escisión, total y parcial, y aportación, deberá 
proseguirse para cada elemento patrimonial adquirido el método de 
amortización a que estaba sujeto, excepto si el sujeto pasivo prefiere aplicar 
a los mismos su propio método de amortización, para lo cual deberá formular 
un plan de amortización, en los términos previstos en el artículo 5 de este 
Reglamento. 
10. Las normas relativas a la amortización de los elementos actualizados de 
acuerdo con lo previsto en las leyes de regularización o actualización 
continuarán siendo aplicables hasta la extinción de la vida útil de los mismos. 
La misma regla se aplicará respecto de los elementos patrimoniales 
revalorizados al amparo de la Ley 76/1980, de 26 de diciembre.» 
Dos. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir del 1 de 
enero de 2008, se modifica el apartado 4 del artículo 2 que quedará 
redactado de la siguiente manera: 
«4. Tratándose de elementos patrimoniales del inmovilizado material e 
inversiones inmobiliarias que se adquieran usados, es decir, que no sean 
puestos en condiciones de funcionamiento por primera vez, el cálculo de la 
amortización se efectuará de acuerdo con los siguientes criterios: 
a) Sobre el precio de adquisición, hasta el límite resultante de multiplicar por 
2 la cantidad derivada de aplicar el coeficiente de amortización lineal máximo. 
b) Si se conoce el precio de adquisición o coste de producción originario, éste 
podrá ser tomado como base para la aplicación del coeficiente de 
amortización lineal máximo. 
c) Si no se conoce el precio de adquisición o coste de producción originario, 
el sujeto pasivo podrá determinar aquél pericialmente. Establecido dicho 
precio de adquisición o coste de producción se procederá de acuerdo con lo 
previsto en la letra anterior.  
Tratándose de elementos patrimoniales usados adquiridos a entidades 
pertenecientes a un mismo grupo de sociedades en el sentido del artículo 67 
de la Ley del Impuesto, la amortización se calculará de acuerdo con lo previsto 
en el párrafo b), excepto si el precio de adquisición hubiese sido superior al 
originario, en cuyo caso la amortización deducible tendrá como límite el 
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resultado de aplicar al precio de adquisición el coeficiente de amortización 
lineal máximo.  
A los efectos de este apartado no se considerarán como elementos 
patrimoniales usados los edificios cuya antigüedad sea inferior a diez años.» 
Tres. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir del 1 
de enero de 2008, se modifica el apartado 1 del artículo 5 que queda 
redactado de la siguiente manera: 
«1. Los sujetos pasivos podrán proponer a la Administración tributaria un plan 
para la amortización de los elementos patrimoniales del inmovilizado material, 
intangible o inversiones inmobiliarias.» 
Cuatro. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir del 1 
de enero de 2008, se modifica la rúbrica del capítulo III del título I que 
quedará redactada CAPÍTULO III Planes de gastos correspondientes a 
actuaciones medioambientales. Planes especiales de inversiones y gastos 
de las comunidades titulares de montes vecinales en mano común» 
Cinco. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir del 1 
de enero de 2008, se modifica el artículo 10, que quedará redactado de la 
siguiente manera:  
«Artículo 10. Planes de gastos correspondientes a actuaciones 
medioambientales. 
1. Los sujetos pasivos podrán someter a la Administración tributaria un plan 
de gastos correspondientes a actuaciones medioambientales. 
2. La solicitud deberá contener los siguientes datos: 
a) Descripción de las obligaciones del sujeto pasivo o compromisos adquiridos 
por el mismo para prevenir o reparar daños sobre el medio ambiente. 
b) Descripción técnica y justificación de la necesidad de la actuación a 
realizar. 
c) Importe estimado de los gastos correspondientes a la actuación 
medioambiental y justificación del mismo. 
d) Criterio de imputación temporal del importe estimado de los gastos 
correspondientes a la actuación medioambiental y justificación del mismo. 
e) Fecha de inicio de la actuación medioambiental. 
3. La solicitud se presentará dentro de los tres  meses siguientes a la fecha 
de nacimiento de la obligación o compromiso de la actuación medioambiental. 
El sujeto pasivo podrá desistir de la solicitud formulada. 
4. La Administración tributaria podrá recabar del sujeto pasivo cuantos 
datos, informes, antecedentes y justificantes sean necesarios. 
El sujeto pasivo podrá, en cualquier momento del procedimiento anterior al 
trámite de audiencia, presentar las alegaciones y aportar los documentos y 
justificantes que estime pertinentes.  
5. Instruido el procedimiento, e inmediatamente antes de redactar la 
propuesta de resolución, se pondrá de manifiesto al sujeto pasivo, quien 
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dispondrá de un plazo de quince días para formular las alegaciones y presentar 
los documentos y justificaciones que estime pertinentes. 
6. La resolución que ponga fin al procedimiento podrá: 
a) Aprobar el plan de gastos formulado por el sujeto pasivo. 
b) Aprobar un plan alternativo de gastos formulado por el sujeto pasivo en el 
curso del procedimiento. 
c) Desestimar el plan de gastos formulado por el sujeto pasivo. 
La resolución será motivada. 
El procedimiento deberá finalizar en el plazo de tres meses. 
7. Transcurrido el plazo a que hace referencia el apartado anterior, sin 
haberse notificado una resolución expresa, se entenderá aprobado el plan de 
gastos formulado por el sujeto pasivo.» 
Seis. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir del 1 
de enero de 2008, se modifica el artículo 11, que quedará redactado de la 
siguiente manera: 
«Artículo 11. Modificación del plan de gastos correspondientes a actuaciones 
medioambientales. 
Los planes de gastos correspondientes a actuaciones medioambientales 
aprobados podrán modificarse a solicitud del sujeto pasivo, observándose las 
normas previstas en el artículo anterior. Dicha solicitud habrá de presentarse 
dentro de los tres últimos meses del período impositivo en el cual deba surtir 
efecto la modificación.» 
Siete. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir del 1 
de enero de 2008, se modifica el artículo 12, que quedará redactado de la 
siguiente manera:  
«Artículo 12. Planes especiales de inversiones y gastos de las comunidades 
titulares de montes vecinales en mano común. 
1. Cuando se pruebe que las inversiones y gastos deben efectuarse 
necesariamente en un plazo superior al previsto en el apartado 1 del artículo 
123 de la Ley del Impuesto, los sujetos pasivos podrán presentar planes 
especiales de inversiones y gastos.  
2. La solicitud deberá contener los siguientes datos: 
a) Descripción de los gastos, inversiones y sus importes realizados dentro del 
plazo previsto en el apartado 1 del artículo 123 de la Ley del Impuesto. 
b) Descripción de las inversiones o gastos pendientes objeto del plan especial. 
c) Importe efectivo o previsto de las inversiones o gastos del plan. 
d) Descripción del plan temporal de realización de la inversión o gasto. 
e) Descripción de las circunstancias específicas que justifican el plan especial 
de inversiones y gastos.   
3. El plan especial de reinversión se presentará antes de la finalización del 
último período impositivo a que se refiere el apartado 1 del artículo 123 de la 
Ley del Impuesto El sujeto pasivo podrá desistir de la solicitud formulada. 
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4. La Administración tributaria podrá recabar del sujeto pasivo cuantos 
datos, informes, antecedentes y justificantes sean necesarios. Asimismo, 
será preceptivo recabar informe de los organismos de las Comunidades 
Autónomas que tengan competencia en materia forestal en las que tenga su 
domicilio fiscal el sujeto pasivo. 
El sujeto pasivo podrá, en cualquier momento del procedimiento anterior al 
trámite de audiencia, presentar las alegaciones y aportar los documentos y 
justificantes que estime pertinentes. 
5. Instruido el procedimiento, e inmediatamente antes de redactar la 
propuesta de resolución, se pondrá de manifiesto al sujeto pasivo, quien 
dispondrá de un plazo de quince días para formular las alegaciones y presentar 
los documentos y justificaciones que estime pertinentes. 
6. La resolución que ponga fin al procedimiento podrá: 
a) Aprobar el plan especial de inversiones y gastos formulado por el sujeto 
pasivo. 
b) Aprobar un plan especial de inversiones y gastos alternativo formulado por 
el sujeto pasivo en el curso del procedimiento. 
c) Desestimar el plan especial de inversiones y gastos formulado por el sujeto 
pasivo. 
La resolución será motivada. El procedimiento deberá finalizar en el plazo de 
tres meses. 
7. Transcurrido el plazo a que hace referencia el apartado anterior, sin 
haberse notificado una resolución expresa, se entenderá aprobado el plan 
especial de inversiones y gastos. 
8. En caso de incumplimiento total o parcial del plan, el sujeto pasivo 
regularizará su situación tributaria en los términos establecidos en el 
apartado 3 del artículo 137 de la ley del Impuesto, teniendo en cuenta la 
inversión o gasto propuesta y la efectivamente realizada.» 
Ocho. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir del 1 
de enero de 2008, se modifica el artículo 13, que quedará redactado de la 
siguiente manera: 
«Artículo 13. Órgano competente. 
Será competente para instruir y resolver el procedimiento relativo a planes 
de gastos correspondientes a actuaciones medioambientales y de inversiones 
y gastos de las comunidades titulares de montes vecinales en mano común, el 
órgano de la Agencia Estatal de Administración Tributaria que corresponda 
de acuerdo con sus normas de estructura orgánica.» 
Nueve. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir del 1 
de enero de 2008, se modifica el artículo 15 que quedará redactado de la 
siguiente manera: 
«Artículo 15. Obligaciones de información. 
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A los efectos de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 12 de la Ley del 
Impuesto, los sujetos pasivos deberán presentar, conjuntamente con su 
declaración por el Impuesto sobre Sociedades de los ejercicios en los que 
practiquen la deducción contemplada en dicho apartado, la siguiente 
información: 
a) En relación con la entidad directamente participada: 1.º Identificación y 
porcentaje de participación.  
2.º Descripción de sus actividades. 
3.º Valor y fecha de adquisición de las participaciones, así como el valor del 
patrimonio neto contable correspondiente a éstas, determinado a partir de 
las cuentas anuales homogeneizadas. 
4.º Justificación de los criterios de homogeneización valorativa y temporal, 
así como de imputación a los bienes y derechos de la entidad participada, de 
la diferencia existente entre el precio de adquisición de sus participaciones 
y el patrimonio neto contable imputable a las mismas en la fecha de su 
adquisición. 
b) Importe de la inversión realizada en la adquisición de participaciones en 
entidades no residentes en territorio español incluida en la base de deducción 
del artículo 37 de la Ley del Impuesto.» 
Diez. Se modifica el capítulo V del título I, que queda redactado en los 
siguientes términos: 
CAPÍTULO V 
Determinación del valor normal de mercado y obligaciones de 
documentación de las operaciones vinculadas y con personas o entidades 
residentes en paraísos fiscales 
SECCIÓN 1.ª DETERMINACIÓN DEL VALOR NORMAL DE MERCADO 
DE LAS OPERACIONES VINCULADAS 
Artículo 16. Determinación del valor normal de mercado de las operaciones 
vinculadas: análisis de comparabilidad. 
1. A los efectos de determinar el valor normal de mercado que habrían 
acordado personas o entidades independientes en condiciones de libre 
competencia a que se refiere el apartado 1 del artículo 16 de la Ley del 
Impuesto, se compararán las circunstancias de las operaciones vinculadas con 
las circunstancias de operaciones entre personas o entidades independientes 
que pudieran ser equiparables. 
2. Para determinar si dos o más operaciones son equiparables se tendrán en 
cuenta, en la medida en que sean relevantes y que el obligado tributario haya 
podido disponer de ellas razonablemente, las siguientes circunstancias. 
a) Las características específicas de los bienes o servicios objeto de las 
operaciones vinculadas. 
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b) Las funciones asumidas por las partes en relación con las operaciones 
objeto de análisis, identificando los riesgos asumidos y ponderando, en su 
caso, los activos utilizados. 
c) Los términos contractuales de los que, en su caso, se deriven las 
operaciones teniendo en cuenta las responsabilidades, riesgos y beneficios 
asumidos por cada parte contratante. 
d) Las características de los mercados en los que se entregan los bienes o se 
prestan los servicios, u otros factores económicos que puedan afectar a las 
operaciones vinculadas. 
e) Cualquier otra circunstancia que sea relevante en cada caso, como las 
estrategias comerciales. 
En ausencia de datos sobre comparables de empresas independientes o 
cuando la fiabilidad de los disponibles sea limitada, el obligado tributario 
deberá documentar dichas circunstancias. 
Si alguna de las circunstancias anteriormente citadas no se ha tenido en 
cuenta porque el obligado tributario considera que no es relevante, deberá  
hacer una mención a las razones por las que se excluyen del análisis. 
En todo caso deberán indicarse los elementos de comparación internos o 
externos que deban tenerse en consideración. 
3. Cuando las operaciones vinculadas que realice el obligado tributario se 
encuentren estrechamente ligadas entre sí o hayan sido realizadas de forma 
continua, de manera que su valoración independiente no resulte adecuada, el 
análisis de comparabilidad a que se refiere este apartado se efectuará 
teniendo en cuenta el conjunto de dichas operaciones. 
4. Dos o más operaciones son equiparables cuando no existan entre ellas 
diferencias significativas en las circunstancias a que se refiere el apartado 
2 anterior que afecten al precio del bien o servicio o al margen de la 
operación, o cuando existiendo diferencias, puedan eliminarse efectuando las 
correcciones necesarias. 
El análisis de comparabilidad así descrito forma parte de la documentación a 
que se refiere el artículo 20 de este Reglamento y cumplimenta la obligación 
prevista en el párrafo b) del apartado 1 del citado artículo. 
5. El análisis de comparabilidad y la información sobre las operaciones 
equiparables constituyen los factores que determinarán, en cada caso, de 
acuerdo con lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 16 de la Ley del 
Impuesto, el método de valoración mas adecuado. 
6. A efectos de lo dispuesto en el artículo 16.4 de la Ley del Impuesto, el 
obligado tributario podrá considerar que el valor convenido coincide con el 
valor normal de mercado cuando se trate de una prestación de servicios por 
un socio profesional, persona física, a una entidad vinculada y se cumplan los 
siguientes requisitos: 
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a) Que la entidad sea una de las previstas en el artículo 108 de la Ley del 
Impuesto, más del 75 por ciento de sus ingresos del ejercicio procedan del 
desarrollo de actividades profesionales, cuente con los medios materiales y 
humanos adecuados y el resultado del ejercicio previo a la deducción de las 
retribuciones correspondientes a la totalidad de los socios-profesionales por 
la prestación de sus servicios sea positivo. 
b) Que la cuantía de las retribuciones correspondientes a la totalidad de los 
socios-profesionales por la prestación de sus servicios a la entidad no sea 
inferior al 85 por ciento del resultado previo a que se refiere la letra a). 
c) Que la cuantía de las retribuciones correspondientes a cada uno de los 
socios-profesionales cumplan los siguientes requisitos: 
1.º Se determine en función de la contribución efectuada por estos a la buena 
marcha de la sociedad, siendo necesario que consten por escrito los criterios 
cualitativos y/o cuantitativos aplicables. 
2.º No sea inferior a dos veces el salario medio de los asalariados de la 
sociedad que cumplan funciones análogas a las de los socios profesionales de 
la entidad. En ausencia de estos últimos, la cuantía de las citadas 
retribuciones no podrá ser inferior a dos veces el salario medio anual del 
conjunto de contribuyentes previsto en el artículo 11 del Reglamento del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real 
Decreto 439/2007, de 30 de marzo. 
El incumplimiento del requisito establecido en este número 2.º en relación con 
alguno de los socios-profesionales, no impedirá la aplicación de lo previsto en 
este apartado a los restantes socios-profesionales. 
SECCIÓN 2.ª REQUISITOS DE DEDUCIBILIDAD DE LAS OPERACIONES 
VINCULADAS 
Artículo 17. Requisitos de los acuerdos de reparto de costes suscritos entre 
personas o entidades vinculadas. 
A efectos de lo previsto en el apartado 6 del artículo 16 de la Ley del 
Impuesto, los acuerdos de reparto de costes de bienes y servicios suscritos 
por el obligado tributario deberán incluir la identificación de las demás 
personas o entidades participantes, en los términos previstos en la letra a) 
del apartado 1 del artículo 20 de este Reglamento, el ámbito de las 
actividades y proyectos específicos cubiertos por los acuerdos, su duración, 
criterios para cuantificar el reparto de los beneficios esperados entre los 
partícipes, la forma de cálculo de sus respectivas aportaciones, 
especificación de las tareas y responsabilidades de los partícipes, 
consecuencias de la adhesión o retirada de los partícipes así como cualquier 
otra disposición que prevea adaptar los términos del acuerdo para reflejar 
una modificación de las circunstancias económicas. 
SECCIÓN 3.ª OBLIGACIONES DE DOCUMENTACIÓN DE LAS 
OPERACIONES VINCULADAS 
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Artículo 18. Obligación de documentación de las operaciones entre personas 
o entidades vinculadas.  
1. A los efectos de lo dispuesto en artículo 16.2 de la Ley del Impuesto, y para 
la determinación del valor de mercado de las operaciones entre personas o 
entidades vinculadas, el obligado tributario deberá aportar, a requerimiento 
de la Administración tributaria, la documentación establecida en esta 
sección, la cual deberá estar a disposición de la Administración tributaria a 
partir de la finalización del plazo voluntario de declaración o liquidación. 
Dicha obligación se establece sin perjuicio de la facultad de la Administración 
tributaria de solicitar aquella documentación o información adicional que 
considere necesaria en el ejercicio de sus funciones, de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en su 
normativa de desarrollo. 
2. La documentación a que se refiere esta sección deberá elaborarse teniendo 
en cuenta la complejidad y volumen de las operaciones, de forma que permita 
a la Administración comprobar que la valoración de las mismas se ha ajustado 
a lo previsto en el artículo 16 de la Ley del Impuesto. En su preparación, el 
obligado tributario podrá utilizar aquella documentación relevante de que 
disponga para otras finalidades. Dicha documentación estará formada por: 
a) La documentación relativa al grupo al que pertenezca el obligado tributario. 
Se entiende por grupo, a estos efectos, el establecido en el apartado 3 del 
artículo 16 de la Ley del Impuesto, así como el constituido por una entidad 
residente o no residente y sus establecimientos permanentes en el 
extranjero o en territorio español. 
Tratándose de un grupo en los términos previstos en el apartado 3 del artículo 
16 de la Ley del Impuesto, la entidad dominante podrá optar por preparar y 
conservar la documentación relativa a todo el grupo. Cuando la entidad 
dominante no sea 
residente en territorio español, deberá designar a una entidad del grupo 
residente en territorio español para conservar la documentación. 
Lo dispuesto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio del deber del 
obligado tributario de aportar a requerimiento de la Administración 
tributaria en plazo y de forma veraz y completa la documentación relativa al 
grupo al que pertenezca. 
b) La documentación del obligado tributario. 
3. No será exigible la documentación prevista en esta Sección en relación con 
las siguientes operaciones vinculadas: 
a) Las realizadas entre entidades que se integren en un mismo grupo de 
consolidación fiscal que haya optado por el régimen regulado en el capítulo 
VII del título VII de la Ley del Impuesto. 
b) A las realizadas con sus miembros por las agrupaciones de interés 
económico de acuerdo con lo previsto en la Ley 12/1991, de 29 de abril, de 
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agrupaciones de interés económico, y las uniones temporales de empresas, 
reguladas en la Ley 18/1982, de 26 de mayo, sobre régimen fiscal de 
agrupaciones y uniones temporales de empresas y de sociedades de desarrollo 
industrial regional e inscritas en el registro especial del Ministerio de 
Economía y Hacienda. 
c) Las realizadas en el ámbito de ofertas públicas de venta o de ofertas 
públicas de adquisición de valores. 
4. El obligado tributario deberá incluir en las declaraciones que así se prevea, 
la información relativa a sus operaciones vinculadas en los términos que se 
establezca por Orden del Ministro de Economía y Hacienda. 
Artículo 19. Obligación de documentación del grupo al que pertenezca el 
obligado tributario. 
1. La documentación relativa al grupo comprende la siguiente: 
a) Descripción general de la estructura organizativa, jurídica y operativa del 
grupo, así como cualquier cambio relevante en la misma. 
b) Identificación de las distintas entidades que, formando parte del grupo, 
realicen operaciones vinculadas en cuanto afecten, directa o indirectamente, 
a las operaciones realizadas por el obligado tributario. 
c) Descripción general de la naturaleza, importes y flujos de las operaciones 
vinculadas entre las entidades del grupo en cuanto afecten, directa o 
indirectamente, a las operaciones realizadas por el obligado tributario. 
d) Descripción general de las funciones ejercidas y de los riesgos asumidos 
por las distintas entidades del grupo en cuanto afecten, directa o 
indirectamente, a las operaciones realizadas por el obligado tributario, 
incluyendo los cambios respecto del período impositivo o de liquidación 
anterior. 
e) Una relación de la titularidad de las patentes, marcas, nombres 
comerciales y demás activos intangibles en cuanto afecten, directa o 
indirectamente, a las operaciones realizadas por el obligado tributario, así 
como el importe de las contraprestaciones derivadas de su utilización. f) Una 
descripción de la política del grupo en materia de precios de transferencia 
que incluya el método o métodos de fijación de los precios adoptado por el 
grupo, que justifique su adecuación al  principio de libre competencia.  
g) Relación de los acuerdos de reparto de costes y contratos de prestación 
de servicios entre entidades del grupo, en cuanto afecten, directa o 
indirectamente, 
a las operaciones realizadas por el obligado tributario. 
h) Relación de los acuerdos previos de valoración o procedimientos amistosos 
celebrados o en curso relativos a las entidades del grupo en cuanto afecten, 
directa o indirectamente, a las operaciones realizadas por el obligado 
tributario. 
i) La memoria del grupo o, en su defecto, informe anual equivalente. 
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2. Las obligaciones documentales previstas en el apartado anterior se 
referirán al período impositivo o de liquidación en el que el obligado tributario 
haya realizado operaciones vinculadas con cualquier otra entidad del grupo, y 
serán exigibles para los grupos que no cumplan con lo previsto en el artículo 
108 de la Ley del Impuesto. 
Cuando la documentación elaborada para un período impositivo o de liquidación 
continúe siendo válida en otros posteriores, no será necesaria la elaboración 
de nueva documentación, sin perjuicio de que deban efectuarse las 
adaptaciones que fueran necesarias. 
3. A efectos de lo dispuesto en el artículo 16.10 de la Ley del Impuesto 
constituyen distintos conjuntos de datos las informaciones a que se refieren 
cada una de las letras a), c), d), f) e i) del apartado 1 de este artículo. A estos 
mismos efectos, tendrá la consideración de dato la información relativa a 
cada una de las personas, entidades o importes mencionados las letras b) y e) 
de dicho apartado. También tendrá la consideración de dato cada uno de los 
acuerdos de reparto de costes, contratos de prestación de servicios, 
acuerdos previos de valoración y procedimientos amistosos a los que se 
refieren las letras g) y h). 
Artículo 20. Obligación de documentación del obligado tributario. 
1. La documentación específica del obligado tributario deberá comprender: 
a) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, domicilio fiscal 
y número de identificación fiscal del obligado tributario y de las personas o 
entidades con las que se realice la operación, así como descripción detallada 
de su naturaleza, características e importe. 
Asimismo, cuando se trate de operaciones realizadas con personas o 
entidades residentes en países o territorios considerados como paraísos 
fiscales, deberá identificarse a las personas que, en nombre de dichas 
personas o entidades, hayan intervenido en la operación y, en caso de que se 
trate de operaciones con entidades, la identificación de los administradores 
de las mismas. 
b) Análisis de comparabilidad en los términos descritos en el artículo 16.2 de 
este Reglamento.  
c) Una explicación relativa a la selección del método de valoración elegido, 
incluyendo una descripción de las razones que justificaron la elección del 
mismo, así como su forma de aplicación, y la especificación del valor o 
intervalo de valores derivados del mismo. 
d) Criterios de reparto de gastos en concepto de servicios prestados 
conjuntamente en favor de varias personas o entidades vinculadas, así como 
los correspondientes acuerdos, si los hubiera, y acuerdos de reparto de 
costes a que se refiere el artículo 17 de este Reglamento. 

Memoria UNAV 2008 196   



 

e) Cualquier otra información relevante de la que haya dispuesto el obligado 
tributario para determinar la valoración de sus operaciones vinculadas, así 
como los pactos parasociales suscritos con otros socios. 
2. Las obligaciones documentales previstas en el apartado anterior se 
referirán al período impositivo o de liquidación en el que el obligado tributario 
haya realizado la operación vinculada. 
Cuando la documentación elaborada para un período impositivo o de liquidación 
continúe siendo válida en otros posteriores, no será necesaria la elaboración 
de nueva documentación, sin perjuicio de que deban efectuarse las 
adaptaciones que fueran necesarias. 
3. Las obligaciones documentales previstas en el apartado 1 anterior serán 
exigibles en su totalidad, salvo cuando una de las partes que intervenga en la 
operación sea una de las entidades a que se refiere el artículo 108 de la Ley 
del Impuesto o una persona física y no se trate de operaciones realizadas con 
personas o entidades residentes en países o territorios considerados como 
paraísos fiscales, en cuyo caso las obligaciones específicas de documentación 
de los obligados tributarios comprenderán: 
a) Las previstas en las letras a), b), c) y e) del apartado 1 cuando se trate de 
operaciones realizadas por contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas a los que resulte de aplicación el régimen de estimación 
objetiva con sociedades en las que aquellos o sus cónyuges, ascendientes o 
descendientes, de forma individual o conjuntamente entre todos ellos, tengan 
un porcentaje igual o superior al 25 por 100 del capital social o de los fondos 
propios. 
b) Las previstas en las letras a) y e) del apartado 1, así como las magnitudes, 
porcentajes, ratios, tipos de interés aplicables a los descuentos de flujos, 
expectativas y demás valores empleados en la determinación del valor cuando 
la operación consista en la transmisión de negocios o valores o participaciones 
representativos de la participación en los fondos propios de cualquier tipo de 
entidades no admitidos a negociación en alguno de los mercados regulados de 
valores definidos en la Directiva 2004/39/CE. 
c) Las previstas en las letras a), c) y e) del apartado 1 en los supuestos de 
transmisión de inmuebles o de operaciones sobre intangibles. 
d) La prevista en la letra a) del apartado 1, así como la justificación del 
cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 16.6 de este 
Reglamento cuando se trate de las prestaciones de servicios profesionales a 
las que les resulte de aplicación lo previsto en el citado artículo. 
e) Las previstas en las letras a) y e) del apartado 1, así como la identificación 
del método de valoración utilizado y el intervalo de valores derivados del 
mismo, en el resto de los casos. 
4. En relación con cada operación o conjunto de operaciones, cuando éstas se 
encuentren estrechamente ligadas entre sí o hayan sido realizadas de forma 
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continua por el obligado tributario, y a efectos de la aplicación de lo dispuesto 
en el artículo 16.10 de la Ley del Impuesto, constituyen distintos conjuntos 
de datos las informaciones a que se refieren cada una de las letras b), c), d) 
y e) del apartado 1 y las descritas en las letras b), d) y e) del apartado 3. A 
estos mismos efectos, tendrá la consideración de dato la información relativa 
a cada una de las personas o entidades a que se refiere la letra a) del apartado 
1. 
SECCIÓN 4.ª COMPROBACIÓN DEL VALOR NORMAL DE MERCADO DE 
LAS OPERACIONES VINCULADAS 
Artículo 21. Comprobación del valor normal de mercado de las operaciones 
vinculadas.  
1. Cuando la corrección valorativa no sea el objeto único de la regularización 
que proceda practicar en el procedimiento de inspección en el que se lleve a 
cabo, la propuesta de liquidación que derive de la misma se documentará en 
un acta distinta de las que deban formalizarse por los demás elementos de la 
obligación tributaria. En dicha acta se justificará la determinación del valor 
normal de mercado conforme a alguno de los métodos previstos en el apartado 
4 del artículo 16 de la Ley del Impuesto y se señalarán adecuadamente los 
motivos que determinan la corrección de la valoración efectuada por el 
obligado. La liquidación derivada de este acta tendrá carácter provisional de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 101.4.b) de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria. 
2. Si el obligado tributario interpone recurso o reclamación contra la 
liquidación provisional practicada como consecuencia de la corrección 
valorativa, se notificará dicha liquidación y la existencia del procedimiento 
revisor a las demás personas o entidades vinculadas afectadas al objeto de 
que puedan personarse en el procedimiento, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 223.3 y 232.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.  
Transcurridos los plazos oportunos sin que el obligado tributario haya 
interpuesto recurso o reclamación, se notificará la liquidación provisional 
practicada a las demás personas o entidades vinculadas afectadas para que 
aquellas que lo deseen puedan optar de forma conjunta por interponer el 
oportuno recurso de reposición o reclamación económico administrativa  
Si, por no existir acuerdo entre las distintas partes o entidades vinculadas 
se simultanearan ambas vías de revisión, se tramitará el recurso o 
reclamación presentado en primer lugar y se declarará inadmisible el segundo 
o ulterior. 
3. Cuando para la aplicación de los métodos previstos en el apartado 4 del 
artículo 16 de la Ley del Impuesto haya sido necesario comprobar el valor de 
bienes o derechos por alguno de los medios establecidos en el artículo 57.1 
de la Ley General Tributaria,  
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el obligado tributario podrá promover la tasación pericial contradictoria para 
corregir el valor comprobado de dicho bien o derecho. Si el obligado 
tributario promueve la tasación pericial contradictoria,  
el órgano competente notificará al obligado tributario y a las demás personas 
o entidades vinculadas afectadas el informe emitido por un perito de la 
Administración, concediéndoles un plazo de 15 días para que puedan proceder 
al nombramiento de común acuerdo de un perito, que deberá tener título 
adecuado a la naturaleza de los bienes o derechos a valorar, tramitándose el 
procedimiento de tasación pericial contradictoria conforme a lo dispuesto en 
el artículo 135 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 
Una vez finalizado el procedimiento de tasación pericial contradictoria, se 
procederá conforme a lo señalado en el apartado 2 anterior, en cuanto a los 
posibles recursos o reclamaciones a interponer contra la liquidación 
provisional derivada del valor resultante de la tasación. 
Cuando conforme a lo dispuesto en este apartado  sea posible promover el 
procedimiento de tasación pericial contradictoria y hayan transcurrido los 
plazos oportunos sin que el obligado tributario haya promovido dicha tasación 
o interpuesto recurso o reclamación, la liquidación provisional practicada se 
notificará a las demás personas o entidades vinculadas afectadas para que 
aquellas que lo deseen puedan optar de forma conjunta por promover la 
tasación pericial contradictoria o interponer el oportuno recurso o 
reclamación. Si, por no existir acuerdo entre las distintas partes o entidades 
vinculadas la solicitud de tasación pericial contradictoria se simultaneara con 
un recurso o reclamación, se sustanciará aquélla en primer lugar, a efectos 
de determinar el valor a que se refiere el artículo 16.1.2.º de la Ley del 
Impuesto. La presentación de la solicitud de tasación pericial contradictoria 
surtirá efectos suspensivos conforme a lo dispuesto en el artículo 135.1 de la 
Ley General Tributaria y determinará la inadmisión de los recursos y 
reclamaciones que se hubieran podido simultanear con dicha tasación pericial 
contradictoria. 
Una vez finalizado el procedimiento de tasación pericial contradictoria a que 
se refiere el párrafo anterior, las partes o entidades vinculadas podrán optar 
de forma conjunta en los términos previstos en el apartado 2 anterior, por 
interponer recurso de reposición o reclamación económico-administrativa 
contra la liquidación provisional derivada del valor resultante de la tasación. 
4. Una vez que la liquidación practicada al obligado tributario haya adquirido 
firmeza, la Administración tributaria regularizará la situación tributaria de 
las demás personas o entidades vinculadas conforme al valor comprobado y 
firme, reconociendo, en su caso, los correspondientes intereses de demora. 
Esta regularización se realizará mediante la práctica de una liquidación 
correspondiente al último período impositivo cuyo plazo de declaración e 
ingreso hubiera finalizado en el momento en que se produzca tal firmeza. 
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Tratándose de impuestos en los que no exista periodo impositivo, dicha 
regularización se realizará mediante la práctica de una liquidación 
correspondiente al momento en que se produzca la firmeza de la liquidación 
practicada al obligado tributario. 
En esta liquidación se tendrán en cuenta los efectos correspondientes al valor 
comprobado y firme respecto de todos y cada uno de los periodos impositivos 
afectados por la corrección valorativa llevada a cabo por la Administración 
tributaria e incluirá, en su caso, los correspondientes intereses de demora 
calculados desde la finalización del plazo establecido para la presentación de 
la autoliquidación o desde la fecha de la presentación fuera de plazo de la 
autoliquidación si la regularización da lugar a una devolución de cada uno de 
los ejercicios en los que la operación vinculada haya producido efectos, hasta 
la fecha en que se practica la liquidación correspondiente al ejercicio en que 
el valor comprobado de dicha operación es eficaz frente a las demás personas 
o entidades vinculadas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 16.9.3.º 
de la Ley del Impuesto y en el párrafo anterior.  
Los obligados tributarios deberán, asimismo, aplicar el valor comprobado en 
las declaraciones de los períodos impositivos siguientes a aquel al que s ee 
fiera la regularización administrativa cuando la operación vinculada produzca 
efectos en los mismos. 
Para la práctica de la liquidación anterior, los órganos de inspección podrán 
ejercer las facultades previstas en el artículo 142 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, y realizar las actuaciones de obtención de 
información que consideren necesarias. 
5. El procedimiento regulado en este artículo no se aplicará a las personas o 
entidades afectadas por la corrección valorativa que no sean residentes en 
territorio español o establecimientos permanentes situados en el mismo, de 
acuerdo con lo dispuesto en el número 4.º del apartado 9 del artículo 16 de la 
Ley. 
Las personas o entidades afectadas no residentes en territorio español, salvo 
que se trate de establecimientos permanentes radicados en el mismo, que 
puedan invocar un tratado o convenio que haya pasado a formar parte del 
ordenamiento interno, deberán acudir al procedimiento amistoso o al 
procedimiento arbitral para eliminar la posible doble imposición generada por 
la corrección valorativa, de acuerdo con lo dispuesto en el número 5.º del 
apartado 9 del artículo 16 de la Ley. 
SECCIÓN 5.ª AJUSTE SECUNDARIO 
Artículo 21 bis. Diferencias entre el valor convenido y el valor normal de 
mercado de las operaciones vinculadas. 
1. En aquellas operaciones en las cuales el valor convenido sea distinto del 
valor normal de mercado, la diferencia entre ambos valores tendrá para las 
personas o entidades vinculadas el tratamiento fiscal que corresponda a la 
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naturaleza de las rentas puestas de manifiesto como consecuencia de la 
existencia de dicha diferencia. 
2. En particular, en los supuestos en los que la vinculación se defina en función 
de la relación socios o partícipes-entidad, la diferencia tendrá con carácter 
general el siguiente tratamiento: 
a) Cuando la diferencia fuese a favor del socio o partícipe, la parte de la 
diferencia que se corresponda con el porcentaje de participación en la 
entidad se considerará como retribución de fondos propios para la entidad, y 
como participación en beneficios de entidades para el socio. 
La parte de la diferencia  que no se corresponda con el porcentaje de 
participación en la entidad, para la entidad tendrá la consideración de 
retribución de los fondos propios, y para el socio o partícipe de utilidad 
percibida de una entidad por la condición de socio, accionista, asociado o 
partícipe de acuerdo con lo previsto en el artículo 25.1.d) de la Ley 35/2006, 
de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 
sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio. 
b) Cuando la diferencia fuese a favor de la entidad, la parte de la diferencia 
que se corresponda con el porcentaje de participación en la misma tendrá la 
consideración de aportación del socio o participe a los fondos propios de la 
entidad, y aumentará el valor de adquisición de la participación del socio o 
partícipe. 
La parte de la diferencia que no se corresponda con el porcentaje de 
participación en la entidad, tendrá la consideración de renta para la entidad, 
y de liberalidad para el socio o partícipe. Cuando se trate de contribuyentes 
del Impuesto sobre la Renta de no Residentes sin establecimiento 
permanente, la renta se considerará como ganancia patrimonial de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 13.1.i).4.º del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta no Residentes, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 5/2004, de 5 de marzo. 
3. La calificación de la renta puesta de manifiesto por la diferencia entre el 
valor normal de mercado y el valor convenido, podrá ser distinta de la  
prevista en el apartado 2 anterior, cuando se acredite una causa diferente a 
las contempladas en el citado apartado 2. 
SECCIÓN 6.ª OBLIGACIONES DE DOCUMENTACIÓN DE LAS 
OPERACIONES CON PERSONAS O ENTIDADES NO VINCULADAS 
RESIDENTES EN PARAÍSOS FISCALES 
Artículo 21 ter. Obligación de documentación de las operaciones con personas 
o entidades no vinculadas residentes en paraísos fiscales. 
1. A efectos de lo previsto en el artículo 17.2 de la Ley del Impuesto, quienes 
realicen operaciones con personas o entidades residentes en países o 
territorios considerados como paraísos fiscales, que no tengan la 
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consideración de personas o entidades vinculadas en los términos previstos 
en el artículo 16 de la Ley del Impuesto, estarán sujetos a las siguientes 
obligaciones de documentación: 
a) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, domicilio fiscal 
y número de identificación fiscal del obligado tributario y de las personas o 
entidades con las que se realice la operación, así como descripción detallada 
de su naturaleza, características e importe. 
Asimismo, deberá identificarse a las personas que, en nombre de dichas 
personas o entidades, hayan intervenido en la operación y, en caso de que se 
trate de operaciones con entidades, la identificación de los administradores 
de las mismas.  
b) Análisis de comparabilidad en los términos descritos en el artículo 16.2 de 
este Reglamento. 
c) Una explicación relativa a la selección del método de valoración elegido, 
incluyendo una descripción de las razones que justificaron la elección del 
mismo, así como su forma de aplicación, y la especificación del valor o 
intervalo de valores derivados del mismo. 
d) Criterios de reparto de gastos en concepto de servicios prestados 
conjuntamente en favor de varias personas o entidades residentes en 
paraísos fiscales, así como los correspondientes acuerdos, si los hubiera, y 
acuerdos de reparto de costes a que se refiere el artículo 17 de este 
Reglamento. 
e) Cualquier otra información de que haya dispuesto el obligado tributario 
para determinar la valoración de sus operaciones. 
2. No serán exigibles las obligaciones de documentación previstas en el 
apartado anterior respecto de servicios y compraventas internacionales de 
mercancías, incluidas las comisiones de mediación en éstas, así como los 
gastos accesorios y conexos, cuando se cumplan los siguientes requisitos: 
a) Que el obligado tributario pruebe que la realización de la operación a 
través de un país o territorio considerado como paraíso fiscal responde a la 
existencia de motivos económicos válidos. 
b) Que obligado tributario realice operaciones equiparables con personas o 
entidades no vinculadas que no residan en países o territorios considerados 
como paraísos fiscales y acredite que el valor convenido de la operación se 
corresponde con el valor convenido en dichas operaciones equiparables, una 
vez efectuadas, en su caso, las correcciones necesarias. 
3. En relación con cada operación o conjunto de operaciones, cuando éstas se 
encuentren estrechamente ligadas entre sí o hayan sido realizadas de forma 
continua por el obligado tributario, a que se refiere el apartado 1 y a efectos 
de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 16.10 de la Ley del Impuesto, 
constituyen distintos conjuntos de datos las informaciones a que se refieren 
cada una de las letras b), c), d) y e) del apartado 1. A estos mismos efectos, 
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tendrá la consideración de dato la información relativa a cada una de las 
personas o entidades a que se refiere la letra a) del apartado 1.» 
Once. Se modifica el capítulo VI del título I, que queda redactado en los 
siguientes términos: 
CAPÍTULO VI 
Acuerdos de valoración previa de operaciones entre personas o entidades 
vinculadas Artículo 22. Actuaciones previas. 
1. Las personas o entidades vinculadas que pretendan solicitar a la 
Administración tributaria que determine el valor normal de mercado de las 
operaciones efectuadas entre ellas podrán presentar una solicitud previa, 
cuyo contenido será el siguiente: 
a) Identificación de las personas o entidades que vayan a realizar las 
operaciones.  
b) Descripción sucinta de las operaciones objeto del mismo. 
c) Elementos básicos de la propuesta de valoración que se pretenda formular. 
2. La Administración tributaria analizará la solicitud previa, pudiendo recabar 
de los interesados las aclaraciones pertinentes y comunicará a los interesados 
la viabilidad o no del acuerdo previo de valoración. 
Artículo 23. Inicio del procedimiento. 1. Las personas o entidades vinculadas 
podrán presentar la solicitud de determinación del valor normal de mercado, 
que contendrá una propuesta de valoración fundamentada en el valor de 
mercado con una descripción del método propuesto y un análisis justificando 
que la forma de aplicación del mismo respeta el principio de libre competencia, 
de las operaciones efectuadas entre ellas con carácter previo a su realización. 
Asimismo, podrán presentar ante la Administración tributaria una propuesta 
para la aplicación de un coeficiente distinto del establecido en el apartado 1 
del artículo 20 de la Ley del Impuesto. 
La solicitud deberá ser suscrita por las personas o entidades solicitantes, que 
deberán acreditar ante la Administración que las demás personas o entidades 
vinculadas que vayan a realizar las operaciones cuya valoración se solicita 
conocen y aceptan la solicitud de valoración. 
2. La solicitud deberá acompañarse de la documentación a que se refieren los 
artículos 19.1 y 20.1 de este Reglamento, en cuanto resulte aplicable a la 
propuesta de valoración, y se adaptará a las circunstancias del caso. 
3. En las propuestas relativas al coeficiente de subcapitalización deberá 
aportarse la siguiente documentación: 
a) Cuentas anuales de la entidad. 
b) Endeudamiento que, en relación al capital fiscal, estima el sujeto pasivo 
que hubiere podido obtener en condiciones normales de mercado de personas 
o entidades no vinculadas y justificación del mismo. 
c) Descripción del grupo de sociedades al que pertenece la entidad. 
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d) Identificación de las entidades no residentes vinculadas con las que la 
entidad ha contraído o contraerá el endeudamiento.  
e) Coeficiente de endeudamiento que se propone y justificación del mismo, 
destacando las circunstancias económicas que deban entenderse básicas en 
orden a su aplicación. 
f) Justificación del tratamiento de reciprocidad. 
4. En los 30 días siguientes a la fecha en que la solicitud de inicio haya tenido 
entrada en el registro del órgano competente, éste podrá requerir al 
solicitante para que, en su caso, subsane los errores o la complete con 
cualquier otra información que la Administración tributaria considere 
relevante para la determinación del valor normal de mercado. El solicitante 
dispondrá del plazo de 10 días para aportar la documentación o subsanar los 
errores. La falta de atención del requerimiento determinará el archivo de las 
actuaciones y se tendrá por no presentada la solicitud. 
5. Se podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de la solicitud 
cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
a) Que la propuesta de valoración que se pretende formular carezca 
manifiestamente de fundamento para determinar el valor normal de mercado. 
b) Que se hubieran desestimado propuestas de valoración sustancialmente 
iguales a la propuesta que se pretende formular. 
c) Que se considere que no hay un riesgo de doble imposición que puede 
evitarse mediante la propuesta de valoración. 
d) Cualquier otra circunstancia que permita determinar que la propuesta que 
se pretende formular será desestimada. 
6. Transcurrido el plazo señalado en el apartado  
4 anterior, sin haber notificado a los obligados tributarios la inadmisión de la 
solicitud, el procedimiento se entenderá iniciado. 
Artículo 24. Régimen de la documentación presentada. 
1. La documentación presentada únicamente tendrá efectos en relación al 
procedimiento regulado en este capítulo y será exclusivamente utilizada 
respecto del mismo. 
2. Lo previsto en los artículos anteriores no eximirá a los sujetos pasivos de 
las obligaciones que les incumben de acuerdo con lo establecido en el artículo 
29 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General  Tributaria, o en otra 
disposición, en cuanto el cumplimiento de las mismas pudiera afectar a la 
documentación referida en el artículo 22 de este Reglamento. 
3. En los casos de desistimiento, caducidad o desestimación de la propuesta 
se procederá a la devolución de la documentación aportada. 
Artículo 25. Tramitación. 
La Administración tributaria examinará la propuesta junto con la 
documentación presentada. 
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A estos efectos, podrá requerir a los obligados tributarios cuantos datos, 
informes, antecedentes y justificantes tengan relación con la propuesta, así 
como explicaciones o aclaraciones adicionales sobre la misma  Artículo 26. 
Terminación y efectos del acuerdo. 
1. La resolución que ponga fin al procedimiento podrá: 
a) Aprobar la propuesta de valoración presentada por el obligado tributario. 
b) Aprobar, con la aceptación del obligado tributario, una propuesta de 
valoración que difiera de la inicialmente presentada. 
c) Desestimar la propuesta de valoración formulada por el obligado tributario. 
2. El acuerdo previo de valoración se formalizará en un documento que incluirá 
al menos: 
a) Lugar y fecha de su formalización. 
b) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa y número de 
identificación fiscal de los de los obligados tributarios a los que se refiere la 
propuesta. 
c) Conformidad de los obligados tributarios con el contenido del acuerdo. 
d) Descripción de las operaciones a las que se refiere la propuesta. 
e) Elementos esenciales del método de valoración e intervalo de valores que, 
en su caso, se derivan del mismo, así como las circunstancias económicas 
que deban entenderse básicas en orden a su aplicación, destacando las 
asunciones críticas.  
f) Períodos impositivos o de liquidación a los que será aplicable el acuerdo y 
fecha de entrada en vigor del mismo. 
3. En la desestimación de la propuesta de valoración se incluirá junto con la 
identificación de los obligados tributarios los motivos por los que la 
Administración tributaria desestima la propuesta. 
4. El procedimiento deberá finalizar en el plazo de 6 meses. Transcurrido 
dicho plazo sin haberse notificado la resolución expresa, la propuesta podrá 
entenderse desestimada. 
5. La Administración tributaria y los obligados tributarios deberán aplicar lo 
que resulte de la propuesta aprobada. 
6. La Administración tributaria podrá comprobar que los hechos y operaciones 
descritos en la propuesta aprobada se corresponden con los efectivamente 
habidos y que la propuesta aprobada ha sido correctamente aplicada. 
Cuando de la comprobación resultare que los hechos y operaciones descritos 
en la propuesta aprobada no se corresponden con la realidad, o que la 
propuesta aprobada no ha sido aplicada correctamente, la Inspección de los 
Tributos procederá a regularizar la situación tributaria de los obligados 
tributarios. 
7. El desistimiento de cualquiera de las obligados tributarios determinará la 
terminación del procedimiento.  
Artículo 27. Recursos. 
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La resolución que ponga fin al procedimiento o el acto presunto 
desestimatorio no serán recurribles, sin perjuicio de los recursos y 
reclamaciones que contra los actos de liquidación que en su día se dicten 
puedan interponerse. 
Artículo 28. Órganos competentes. 
Será competente para iniciar, instruir y resolver el procedimiento el 
Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria. El titular de dicho Departamento designará el 
Equipo o Unidad al que corresponderá la tramitación del procedimiento y la 
propuesta de resolución. 
Artículo 29. Información sobre la aplicación del acuerdo para la valoración de 
las operaciones efectuadas con personas o entidades vinculadas. 
Conjuntamente con la declaración del Impuesto sobre Sociedades, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o del Impuesto sobre la 
Renta de No Residentes, los obligados tributarios presentarán un escrito 
relativo a la aplicación del acuerdo previo de valoración aprobado, cuyo 
contenido deberá comprender, entre otra, la siguiente información: 
a) Operaciones realizadas en el período impositivo o de liquidación al que se 
refiere la declaración a las que ha sido de aplicación el acuerdo previo. 
b) Precios o valores a los que han sido realizadas las operaciones anteriores 
como consecuencia de la aplicación del acuerdo previo. 
c) Descripción, si las hubiere, de las variaciones significativas de las 
circunstancias económicas que deban entenderse básicas para la aplicación 
del método de valoración a que se refiere el acuerdo previo. 
d) Operaciones efectuadas en el período impositivo o de liquidación similares 
a aquéllas a las que se refiere el acuerdo previo, precios por los que han sido 
realizadas y descripción de las diferencias existentes respecto de las 
operaciones comprendidas en el ámbito del acuerdo previo. 
No obstante, en los acuerdos firmados con otras Administraciones, la 
documentación que deberá presentar el obligado tributario anualmente será 
la que se derive del propio acuerdo. 
Artículo 29 bis. Modificación del acuerdo previo de valoración. 
1. En el supuesto de variación significativa de las circunstancias económicas 
existentes en el momento de la aprobación del acuerdo previo de valoración,  
éste podrá ser modificado para adecuarlo a las nuevas circunstancias 
económicas. El procedimiento de modificación podrá iniciarse de oficio o a 
instancia de los obligados tributarios.  
2. La solicitud de modificación deberá ser suscrita por las personas o 
entidades solicitantes, que deberán acreditar ante la Administración que las 
demás personas o entidades vinculadas que vayan a realizar las operaciones 
cuya valoración se solicita, conocen y aceptan la solicitud de modificación, y 
deberá contener la siguiente información: 
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a) Justificación de la variación significativa de las circunstancias económicas. 
b) Modificación que, a tenor de dicha variación, resulta procedente. 
El desistimiento de cualquiera de las personas o entidades afectadas 
determinará la terminación del procedimiento de modificación. 
La Administración tributaria, una vez examinada la documentación 
presentada, y previa audiencia de los obligados tributarios, quienes 
dispondrán al efecto de un plazo de quince días, dictará resolución 
motivada, que podrá: 
a) Aprobar la modificación formulada por los obligados tributarios. 
b) Aprobar, con la aceptación del obligado tributario, una propuesta de 
valoración que difiera de la inicialmente presentada. 
c) Desestimar la modificación formulada por los obligados tributarios, 
confirmando o dejando sin efecto el acuerdo previo de valoración inicialmente 
aprobado. 
3. Cuando el procedimiento de modificación haya sido iniciado por la 
Administración tributaria, el contenido de la propuesta se notificará a los 
obligados tributarios quienes dispondrán de un plazo de un mes contados a 
partir del día siguiente al de la notificación de la propuesta para: 
a) Aceptar la modificación. 
b) Formular una modificación alternativa, debidamente justificada. 
c) Rechazar la modificación, expresando los motivos en los que se 
fundamentan. La Administración tributaria, una vez examinada la 
documentación presentada, dictará resolución motivada, que podrá: 
a) Aprobar la modificación, si los obligados tributarios la han aceptado. 
b) Aprobar la modificación alternativa formulada por los obligados 
tributarios.  
c) Dejar sin efecto el acuerdo por el que se aprobó la propuesta inicial de 
valoración. 
d) Declarar la continuación de la aplicación de la propuesta de valoración 
inicial. 
4. En el caso de mediar un acuerdo con otra Administración tributaria, la 
modificación del acuerdo previo de valoración requerirá la previa modificación 
del acuerdo alcanzado con dicha Administración. A tal efecto se seguirá el 
procedimiento previsto en el artículo 29 quater y siguientes de este 
Reglamento. 
5. El procedimiento deberá finalizarse en el plazo de 6 meses. Transcurrido 
dicho plazo sin haberse notificado una resolución expresa, la propuesta de 
modificación podrá entenderse desestimada. 
6. La resolución que ponga fin al procedimiento de modificación o el acto 
presunto desestimatorio no serán recurribles, sin perjuicio de los recursos y 
reclamaciones que puedan interponerse contra los actos de liquidación que 
puedan dictarse. 
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7. La aprobación de la modificación, tendrá los efectos previstos en el artículo 
26 de este Reglamento, en relación a las operaciones que se realicen con 
posterioridad a la solicitud de modificación o, en su caso, a la comunicación 
de propuesta de modificación. 
8. La resolución por la que se deje sin efecto el acuerdo previo de valoración 
inicial determinará la extinción de los efectos previstos en el artículo 26 de 
este Reglamento, en relación a las operaciones que se realicen con 
posterioridad a la solicitud de modificación o, en su caso, a la comunicación 
de propuesta de modificación. 
9. La desestimación de la modificación formulada por los obligados tributarios 
determinará: 
a) La confirmación de los efectos previstos en el artículo 26 de este 
Reglamento, cuando no quede probada la variación significativa de las 
circunstancias económicas. 
b) La extinción de los efectos previstos en el artículo 26 de este Reglamento, 
respecto de las operaciones que se realicen con posterioridad a la 
desestimación, en los demás casos. 
Artículo 29 ter. Prórroga del acuerdo previo de valoración. 
1. Los obligados tributarios podrán solicitar a la Administración tributaria 
que se prorrogue el plazo de validez del acuerdo de valoración que hubiera 
sido aprobado. Dicha solicitud deberá presentarse antes de los 6 meses 
previos a la finalización de dicho plazo de validez y se acompañará de la 
documentación que consideren conveniente para justificar que las 
circunstancias puestas de manifiesto en la solicitud original no han variado. 
2. La solicitud de prórroga del acuerdo previo de valoración deberá ser 
suscrita por las personas o entidades que suscribieron el acuerdo previo cuya 
prórroga se solicita, y deberán acreditar ante la Administración que las 
demás personas o entidades vinculadas que vayan a realizar las operaciones 
conocen y aceptan la solicitud de prórroga. 
3. La Administración tributaria dispondrá de un plazo de seis meses para 
examinar la documentación a que se refiere el apartado 1 anterior, y notificar 
a los obligados tributarios la prórroga o no del plazo de validez del acuerdo 
de valoración previa.  
A tales efectos, la Administración podrá solicitar cualquier información y 
documentación adicional así como la colaboración del obligado tributario. 
4. Transcurrido el plazo a que se refiere el apartado anterior sin haber 
notificado la prórroga del plazo de validez del acuerdo de valoración previa, 
la solicitud podrá considerarse desestimada. 5. La resolución por la que se 
acuerde la prórroga del acuerdo o el acto presunto desestimatorio no serán 
recurribles, sin perjuicio de los recursos y reclamaciones que puedan 
interponerse contra los actos de liquidación que en puedan dictarse. 
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Artículo 29 quáter. Procedimiento para el acuerdo sobre operaciones 
vinculadas con otras Administraciones tributarias. 
El procedimiento para la celebración de acuerdos con otras Administraciones 
tributarias se regirá por las normas previstas en este capítulo con las 
especialidades establecidas en los artículos 29 quinquies a 29 nonies de este 
Reglamento. 
Artículo 29 quinquies. Inicio del procedimiento. 1. En el caso de que los 
obligados tributarios soliciten que la propuesta formulada se someta a la 
consideración de otras Administraciones tributarias del país o territorio en 
el que residan las personas o entidades vinculadas, la Administración 
tributaria valorará la procedencia de iniciar dicho procedimiento. 
La desestimación del inicio del procedimiento deberá ser motivada, y no podrá 
ser impugnada.  
2. Cuando la Administración tributaria en el curso de un procedimiento previo 
de valoración, considere oportuno someter el asunto a la consideración de 
otras Administraciones tributarias que pudieran resultar afectadas, lo 
pondrá en conocimiento las personas o entidades vinculadas. La aceptación 
por parte del obligado tributario será requisito previo a la comunicación a la 
otra Administración. 
3. El obligado tributario deberá presentar la solicitud de inicio acompañada 
de la documentación prevista en el artículo 23. 
Artículo 29 sexies. Tramitación. 
1. En el curso de las relaciones con otras Administraciones tributarias, las 
personas o entidades vinculadas vendrán obligados a facilitar cuantos datos, 
informes, antecedentes y justificantes tengan relación con la propuesta de 
valoración. 
Los obligados tributarios podrán participar en las actuaciones encaminadas a 
concretar el acuerdo, cuando así lo convengan los representantes de ambas 
Administraciones tributarias.  
2. La propuesta de acuerdo de las Administraciones tributarias se pondrá en 
conocimiento de los sujetos interesados, cuya aceptación será un requisito 
previo a la firma del acuerdo entre las Administraciones implicadas. 
La oposición a la propuesta de acuerdo determinará la desestimación de la 
propuesta de valoración. 
Artículo 29 septies. Resolución. 
En caso de aceptación de la propuesta de acuerdo, el órgano competente 
suscribirá el acuerdo con las otras Administraciones tributarias, dándose 
traslado de una copia del mismo a los interesados. 
Artículo 29 octies. Órganos competentes. 
Corresponderá al Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria iniciar, informar, instruir el 
procedimiento, establecer las relaciones pertinentes con las 
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Administraciones a que se refiere el artículo anterior, resolver el 
procedimiento y suscribir el acuerdo con la otra Administración tributaria. El 
titular de dicho Departamento designará el Equipo o Unidad al que 
corresponderá la tramitación del procedimiento y la propuesta de resolución. 
Artículo 29 nonies. Solicitud de otra Administración tributaria. 
Cuando otra Administración tributaria solicite a la Administración tributaria 
la iniciación de un procedimiento dirigido a suscribir un acuerdo para la 
valoración de operaciones realizadas entre personas o entidades vinculadas 
se observarán las reglas previstas en los artículos anteriores en cuanto 
resulten de aplicación.» 
Doce. Con efectos para los períodos impositivos que se hayan iniciado a partir 
del 1 de enero de 2007, se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 39, que 
quedarán redactados de la siguiente manera: 
«1. Cuando se pruebe que, por sus características técnicas, la inversión o su 
entrada en funcionamiento deba efectuarse necesariamente en un plazo 
superior al previsto en el apartado 6 del artículo 42 de la Ley del Impuesto, 
los sujetos pasivos podrán presentar planes especiales de reinversión. 
2. La solicitud deberá contener los siguientes datos: 
a) Descripción de los elementos patrimoniales transmitidos o que serán 
transmitidos. 
b) Importe efectivo o previsto de la transmisión.  
c) Descripción de los elementos patrimoniales en los que se materializará la 
reinversión. 
d) Descripción del plan temporal de realización de la reinversión y de su 
entrada en funcionamiento. 
e) Descripción de las circunstancias específicas que justifican el plan especial 
de reinversión.» 
Trece. Con efectos para los períodos impositivos que se hayan iniciado a 
partir del 1 de enero de 2006, se modifica la rúbrica del título III, que 
quedará redactado de la siguiente manera: 
«Aplicación de los regímenes especiales de las entidades de tenencia de 
valores extranjeros y de fusiones, escisiones, aportaciones de activos, canje 
de valores y cambio de domicilio social de una Sociedad Europea o una 
Sociedad Cooperativa Europea de un Estado miembro a otro de la Unión 
Europea.» 
Catorce. Con efectos para los períodos impositivos que se hayan iniciado a 
partir del 1 de enero de 2006, se modifica la rúbrica del capítulo II del título 
III que quedará redactado de la siguiente manera: 
«Régimen de fusiones, escisiones, aportaciones de activos, canje de valores y 
cambio de domicilio social de una Sociedad Europea o una Sociedad 
Cooperativa Europea de un Estado miembro a otro de la Unión Europea.» 
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Quince. Con efectos para los períodos impositivos que se hayan iniciado a 
partir del 1 de enero de 2006, se modifica el artículo 42, que quedará 
redactado de la siguiente manera: 
«Artículo 42. Comunicación de la opción por el régimen especial. 
1. La aplicación del régimen establecido en el capítulo VIII del título VII de 
la Ley del Impuesto requerirá que se opte por el mismo de acuerdo con lo 
dispuesto en el apartado 1 del artículo 96 de dicha Ley. 
2. La opción  deberá comunicarse, en los términos establecidos en este 
capítulo, a la Administración tributaria. 
3. La comunicación de la opción deberá efectuarse dentro del plazo de los 
tres meses siguientes a la fecha de inscripción de la escritura pública en que 
se documente la operación. 
Si la inscripción no fuera necesaria, el plazo se computará desde la fecha en 
que se otorgue la escritura pública que documente la operación y en la cual, 
conforme al apartado 1 del artículo 96 de la Ley del Impuesto, ha de constar 
necesariamente el ejercicio de la opción. 
En las operaciones de cambio de domicilio social, la comunicación deberá 
efectuarse dentro del plazo de los tres meses siguientes a la fecha de 
inscripción en el registro del Estado miembro del nuevo domicilio social de la 
escritura pública o documento equivalente en que se documente la operación.» 
Dieciséis. Con efectos para los períodos impositivos que se hayan iniciado a 
partir del 1 de enero de 2006, se modifica el artículo 43, que quedará 
redactado de la siguiente manera: 
«Artículo 43. Sujeto obligado a realizar la comunicación. 
Órganos administrativos competentes.  
1. En el caso de operaciones de fusión o escisión, la comunicación a que se 
refiere el artículo anterior deberá ser efectuada por la entidad o entidades 
adquirentes. Tratándose de operaciones de fusión o de escisión en las cuales 
ni la entidad transmitente ni la entidad adquirente tengan su residencia fiscal 
en España y en las que no sea de aplicación el régimen establecido en el 
artículo 84 de la Ley del Impuesto, por no disponer la transmitente de un 
establecimiento permanente situado en este país, la opción por el régimen 
especial corresponderá al socio residente afectado. El ejercicio de la opción 
se efectuará por éste, cuando así lo consigne en la casilla correspondiente del 
modelo de declaración del Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas. 
2. En el caso de operaciones de aportación no dineraria, la comunicación 
deberá ser presentada por la entidad o entidades adquirentes. 
Si éstas no tuviesen su residencia fiscal en España, ni actuasen en este país 
por medio de un establecimiento permanente, la obligación de comunicar 
recaerá sobre la persona o entidad transmitente. 
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3. En las operaciones de canje de valores la comunicación se presentará por 
la entidad adquirente. Cuando ni la entidad adquirente de los valores ni la 
entidad participada cuyos valores se canjean sean residentes en España, la 
opción por el régimen especial corresponderá al socio residente afectado. 
El ejercicio de la opción se efectuará por éste, cuando así lo consigne en la 
casilla correspondiente del modelo de declaración del Impuesto sobre 
Sociedades o del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
4. En las operaciones de cambio de domicilio social la comunicación se 
presentará por la propia sociedad. 
5. La comunicación se dirigirá a la Delegación de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria del domicilio fiscal de las entidades, o 
establecimientos permanentes si se trata de entidades no residentes, que, 
conforme a los apartados anteriores, estén obligadas a efectuarla, o a las 
Dependencias Regionales de Inspección o a la Delegación Central de Grandes 
Contribuyentes, tratándose de sujetos pasivos adscritos a las mismas. 
Cuando, conforme a lo establecido en el apartado 3 para las operaciones de 
canje de valores, la comunicación se deba efectuar por una entidad no 
residente en España, la comunicación se dirigirá al órgano que, de entre los 
indicados, corresponda en función de las circunstancias que concurran en la 
entidad participada.» 
Diecisiete. Con efectos para los períodos impositivos que se hayan iniciado a 
partir del 1 de enero de 2006, 
se modifica el artículo 44, que quedará redactado de la siguiente manera: 
«Artículo 44. Contenido de la comunicación. 
En la comunicación se expresarán los datos identificativos de las entidades 
participantes en la operación y se describirá ésta. A la comunicación se 
acompañará, en su caso, la siguiente documentación: 
a) En los supuestos de fusión o escisión, copia de la escritura pública de fusión 
o escisión inscrita en el Registro Mercantil, y de aquellos documentos 
que, según la normativa mercantil, deben obligatoriamente acompañar a la 
escritura para su inscripción en el Registro. 
Si la inscripción no fuera necesaria, copia de la escritura pública que 
documente la operación y en la cual, conforme al artículo 96.1 de la Ley del 
Impuesto, ha de constar necesariamente el ejercicio de la opción. 
b) En los supuestos de aportación no dineraria o de canje de valores, copia de 
la escritura pública de constitución o aumento de capital social, y de los 
documentos que, según la normativa mercantil, deben obligatoriamente 
acompañar a la misma. 
Si no fuese precisa escritura de constitución o aumento de capital social, 
copia de la escritura en que se documente la operación. 
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c) En el caso de que las operaciones anteriores se hubieran realizado 
mediante una oferta pública de adquisición de acciones, también deberá 
aportarse copia del correspondiente folleto informativo. 
d) En las operaciones de cambio de domicilio social, copia de la escritura 
pública o documento equivalente en que se documente la operación y de 
aquellos otros documentos que deban obligatoriamente acompañar para su 
inscripción en el Registro del Estado miembro de destino.» 
Dieciocho. Con efectos para los períodos impositivos que se hayan iniciado a 
partir del 1 de enero de 2008, se modifica el artículo 45, que quedará 
redactado de la siguiente manera: 
«Artículo 45. Obligación de información. 
En los supuestos a los que se refiere el segundo párrafo del apartado 3 del 
artículo 89 de la Ley del Impuesto, la entidad adquirente deberá presentar, 
Cconjuntamente con su declaración del Impuesto sobre Sociedades de los 
ejercicios en los que aplique la deducción contemplada en el mencionado 
precepto, la siguiente información: 
a) Identificación de la entidad transmitente y del porcentaje de participación 
ostentado en ella.  
b) Valor y fecha de adquisición de las participaciones de la entidad 
transmitente, así como el valor de los fondos propios correspondiente a 
dichas participaciones, determinados a partir de las cuentas anuales 
homogeneizadas. 
c) Justificación de los criterios de homogeneización valorativa y temporal, de 
la imputación a los bienes y derechos de la entidad transmitente de la 
diferencia existente entre el precio de adquisición de sus participaciones y 
el valor de los fondos propios correspondiente a las mismas en la fecha de 
disolución de dicha entidad, así como del cumplimiento de los requisitos 
contemplados en los párrafos a) y b) del apartado 3 del artículo 89 de la Ley 
del Impuesto.» 
Diecinueve. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir 
de 6 de julio de 2007, se modifica la rúbrica del título IV que quedará 
redactado de la siguiente manera: 
«TÍTULO IV 
Regímenes especiales de agrupaciones de interés económico españolas y 
europeas, uniones temporales de empresas, sociedades patrimoniales, 
consolidación fiscal y de los partidos políticos» 
Veinte. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 6 
de julio de 2007, se añaden los artículos 48 bis y 48 ter que quedarán 
redactados de la siguiente manera: 
«Artículo 48 bis. Explotaciones económicas propias de los Partidos Políticos 
exentas en el Impuesto sobre Sociedades. 
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1. Para disfrutar de la exención prevista en el artículo 10. Dos d) de la Ley 
Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos, 
estos deberán formular solicitud dirigida al Departamento de Gestión 
Tributaria de la Agencia Estatal de Administración Tributaria antes de que 
finalice el periodo impositivo en que deba surtir efectos. 
El partido político solicitante aportará, junto con el escrito de solicitud, copia 
simple de la escritura de constitución y estatutos, certificado de inscripción 
en el Registro de Partidos Políticos del Ministerio de Interior así como, 
memoria, en la que se explique y justifique que las explotaciones económicas 
para las que solicita la exención coinciden con su propia actividad.  
A estos efectos, se entenderá que las explotaciones económicas coinciden 
con la actividad propia del partido político cuando: 
a) Contribuyan directa o indirectamente a la consecución de sus fines. 
b) Cuando el disfrute de esta exención no produzca distorsiones en la 
competencia en relación con empresas que realicen la misma actividad. 
c) Que se preste en condiciones de igualdad a colectividades genéricas de 
personas. Se entenderá que no se cumple este requisito cuando los 
promotores, afiliados, compromisarios y miembros de sus órganos de 
dirección y administración, así como los cónyuges o parientes hasta el cuarto 
grado inclusive de cualquiera de ellos, sean los destinatarios principales de la 
actividad o se beneficien de condiciones especiales para utilizar sus servicios. 
2. El Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria resolverá de forma motivada la exención 
solicitada. Dicha exención quedará condicionada, a la concurrencia  en todo 
momento, de las condiciones y requisitos previstos en la Ley Orgánica 8/2007 
y en el presente artículo. 
Se entenderá otorgada la exención si el citado Departamento no ha notificado 
la resolución en un plazo de seis meses. 
3. Una vez concedida la exención a que se refieren los apartados anteriores 
no será preciso reiterar su solicitud para su aplicación a los períodos 
impositivos siguientes, salvo que se modifiquen las circunstancias que 
justificaron su concesión o la normativa aplicable. 
El partido político deberá comunicar al Departamento de Gestión Tributaria 
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria cualquier modificación 
relevante de las condiciones o requisitos exigibles para la aplicación de la 
exención. Dicho Departamento podrá declarar, previa audiencia del partido 
político por un plazo de 10 días, si procede o no la continuación de la aplicación 
de la exención. De igual forma se procederá cuando la Administración 
tributaria conozca por cualquier medio la modificación de las condiciones o 
los requisitos para la aplicación de la exención. 
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4. El incumplimiento de los requisitos exigidos para la aplicación de esta 
exención determinará la pérdida del derecho a su aplicación a partir del 
propio período impositivo en que se produzca dicho incumplimiento. 
5. Para favorecer el adecuado control de la actividad económico-financiera 
de los partidos políticos, la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
comunicará al Tribunal de Cuentas las solicitudes de exención presentadas y 
el resultado de las mismas. 
Artículo 48 ter. Acreditación a efectos de la exclusión de la obligación de 
retener o ingresar a cuenta respecto de las rentas exentas percibidas por 
los partidos políticos. 
La acreditación de los partidos políticos a efectos de la exclusión de la 
obligación de retener o ingresar a cuenta a que se refiere el artículo 11.º Dos 
de la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos 
políticos, se efectuará mediante certificado expedido por el Departamento 
de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, 
previa solicitud a la que se acompañará copia del certificado de inscripción en 
el Registro de Partidos Políticos del Ministerio del Interior. 
Este certificado hará constar su período de vigencia, que se extenderá desde 
la fecha de su emisión hasta la finalización del período impositivo en 
curso del solicitante.» 
Veintiuno. Con efectos para los períodos impositivos que se hayan iniciado a 
partir del 31 de marzo de 2006, se modifica el apartado 1 del artículo 50, que 
quedará redactado de la siguiente manera: 
«1. Podrán optar por la tributación por este régimen: 
a) Las entidades cuyo objeto social incluya la explotación de buques propios 
o arrendados. La opción deberá referirse a todos los buques, propios o 
arrendados, que explote el solicitante, así como a los que se adquieran o 
arrienden con posterioridad. 
b) Las entidades que realicen, en su totalidad, la gestión técnica y de 
tripulación de buques. La opción comprenderá todos los buques gestionados 
por el solicitante, así como los que gestione con posterioridad.  
En ambos supuestos, los buques deberán cumplir los requisitos del apartado 
2 del artículo 124 de la Ley de Impuesto.» 
Veintidós. Con efectos para los períodos impositivos que se hayan iniciado a 
partir del 31 de marzo de 2006, se modifican los apartados 1, 3 y 7 del 
artículo 51, que quedarán redactados de la siguiente manera: 
«1. La solicitud que, en su caso, deberá estar referida a la totalidad de los 
buques explotados, o respecto de los que se realice la gestión técnica y de 
tripulación, por las entidades del mismo grupo fiscal que cumplan las 
condiciones indicadas en el artículo anterior deberá ir acompañada de los 
siguientes documentos: 
a) Estatutos de la entidad, o proyecto de éstos si aún no se ha constituido. 
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b) Respecto de las entidades ya constituidas, certificado de inscripción de la 
entidad en el registro de buques y empresas navieras o en el registro especial 
de buques y empresas navieras, y respecto de las no constituidas, proyecto 
de constitución o solicitud de inscripción en los citados registros. Esta 
documentación no se exigirá a las entidades que realicen, en su totalidad, la 
gestión técnica y de tripulación de buques. 
c) Identificación y descripción de las actividades de las entidades respecto 
de las cuales se solicita la aplicación del régimen. 
d) Acreditación, respecto de cada buque, del título en virtud del cual se 
utiliza o se utilizará, o se lleva a cabo, en su totalidad, la gestión técnica y de 
tripulación, del ámbito territorial en el que se llevará a cabo su gestión 
estratégica y comercial, de su abanderamiento y de su afectación exclusiva a 
las actividades contempladas en el artículo 124.2.b) de la Ley del Impuesto. 
e) En el caso de sociedades ya constituidas, el último balance aprobado de la 
entidad. 
f) Acreditación o, en el caso de entidades no constituidas, previsión del valor 
neto contable y del valor de mercado de los buques en que concurran las 
circunstancias previstas en el párrafo segundo del apartado 2 del artículo 
125 de la Ley del Impuesto.  
g) En el caso de entidades que realicen, en su totalidad, la gestión técnica y 
de tripulación de buques, documento demostrativo del cumplimiento de las 
prescripciones del código CGS, expedido en los términos establecidos en la 
prescripción 13.2 del Código Internacional de Gestión y para la Seguridad de 
la Explotación de los buques y la prevención de la contaminación, adoptado 
por la Organización Marítima Internacional mediante la Resolución A 741.» 
«3. El órgano competente para la instrucción y resolución de este 
procedimiento será la Dirección General de Tributos, que podrá solicitar del 
sujeto pasivo cuantos datos, informes, antecedentes y justificantes sean 
necesarios. 
Asimismo, podrá recabar informe de los organismos competentes para 
verificar la existencia de una contribución a los objetivos de la política 
comunitaria de transporte marítimo, especialmente en lo relativo al nivel 
tecnológico de los buques que garantice la seguridad en la navegación y la 
prevención de la contaminación del medio ambiente y al mantenimiento del 
empleo comunitario tanto a bordo como en tareas auxiliares al transporte 
marítimo, y para verificar la actividad realizada por las entidades que 
realicen, en su totalidad, la gestión técnica y de tripulación de buques. La 
solicitud del citado informe determinará la interrupción del plazo de 
resolución a que se refiere el apartado 5 de este artículo. 
El sujeto pasivo podrá, en cualquier momento del procedimiento anterior al 
trámite de audiencia, presentar las alegaciones y aportar los documentos y 
justificantes que estime pertinentes.» 
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«7. Si con posterioridad a la concesión de una autorización el sujeto pasivo 
adquiere, arrienda, toma en fletamento o gestiona, en su totalidad, otros 
buques que cumplan los requisitos del régimen, deberá presentar, en los 
términos expuestos en los apartados anteriores, una nueva solicitud referida 
a estos. La autorización adicional se concederá por el período temporal de 
vigencia que reste a la autorización inicial de régimen.» 
Veintitrés. Se añade un nuevo apartado 7 al artículo 62, que quedará 
redactado de la siguiente manera: 
«7. Cuando la obligación de retener o ingresar a cuenta tenga su origen en el 
ajuste secundario derivado de lo previsto en el artículo 16.8 de la Ley del 
Impuesto, constituirá la base de la misma la diferencia entre el valor 
convenido y el valor de mercado.» 
Disposición transitoria primera. Modificaciones en el Reglamento del 
Impuesto sobre Sociedades.  
1. Lo dispuesto en los artículos 10 a 14 del Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio, según 
redacción anterior a la establecida por el presente Real Decreto será de 
aplicación a los planes aprobados con anterioridad a 1 de enero de 2008, así 
como a los planes solicitados dentro del plazo establecido en dichos artículos 
aun cuando su aprobación sea posterior a dicha fecha. Los gastos derivados 
de dichos planes se integrarán en la base imponible de los períodos 
impositivos que correspondan de acuerdo con lo establecido en los mismos, 
sin que tenga efectos fiscales, en su caso, el abono a reservas consecuencia 
de la primera aplicación del Plan General de Contabilidad, relacionado con esos 
gastos que fueron contabilizados e integrados en la base imponible de 
períodos impositivos iniciados antes de 1 de enero de 2008. 
Los gastos contabilizados en períodos impositivos iniciados antes de dicha 
fecha, para la cobertura de reparaciones extraordinarias o de gastos de 
abandono de explotaciones económicas de carácter temporal, que no fueron 
deducibles por no corresponder a un plan aprobado por la Administración 
tributaria, se integrarán en la base imponible de los períodos impositivos 
iniciados a partir de dicha fecha en los que se realice el abandono o las 
reparaciones. 
2. El plazo de presentación de los planes de gastos correspondientes a 
actuaciones medioambientales, en los que la fecha de nacimiento de la 
obligación o compromiso de la actuación medioambiental haya tenido lugar en 
períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2008 pero anterior a 
la fecha de entrada en vigor del presente Real Decreto, será de tres meses 
contados a partir de esta última fecha. 
Para los gastos por actuaciones medioambientales correspondientes a 
obligaciones o compromisos nacidos en  períodos impositivos iniciados antes 
de 1 de enero de 2008, para los que no se haya solicitado un plan de gastos 
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de abandono de explotaciones económicas de carácter temporal, podrá 
solicitarse un plan de gastos correspondientes a actuaciones 
medioambientales en el plazo establecido en el párrafo anterior, de manera 
que los gastos que correspondan a los períodos impositivos iniciados antes de 
dicha fecha se integrarán en la base imponible del período impositivo en que 
se apliquen a su finalidad.  
Disposición transitoria segunda. Aplicación del Régimen tributario de los 
partidos políticos para determinados períodos impositivos. 
El régimen tributario de los partidos políticos establecido en la Ley Orgánica 
8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos, en relación 
a sus explotaciones económicas propias exentas, será aplicable a los períodos 
impositivos iniciados a partir del 6 de julio de 2007 aun cuando hayan 
finalizado antes de la entrada en vigor de este Real Decreto, siempre que 
dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigor del mismo, los 
partidos políticos presenten la solicitud a que se refiere el artículo 48 bis del 
Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 
1777/2004, de 30 de julio. 
Disposición transitoria tercera. Obligaciones de documentación.  
Las obligaciones de documentación establecidas en la sección 3.ª y en la 
sección 6.ª del capítulo V del Título I del Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio, serán 
exigibles a partir de los 3 meses siguientes a la entrada en vigor del presente 
Real Decreto. 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero 
de 2008, queda derogado el artículo 14 del Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio. 
Disposición final primera. Título competencial. 
El presente Real Decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 
149.1.14.ª de la Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva en 
materia de Hacienda General. 
Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado». 
Dado en Madrid, el 3 de noviembre de 2008. 
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TASAS 

 
 Tasa por prestación de servicios y utilización del dominio público 

aeroportuario.  
 

Con efectos de 1 de enero de 2008 y vigencia indefinida, se modifica la tasa 
por prestación de servicios y utilización del dominio público aeroportuario 
regulada en el Capítulo I, Sección 2ª, de la Ley 25/1998, de 13 de julio, de 
Modificación del Régimen Legal de las Tasas Estatales y Locales y de 
Ordenación de las Prestaciones Patrimoniales de Carácter Público, que se 
eleva con carácter general hasta la cantidad que resulte de la aplicación del 
coeficiente 1,03 a las cuantías exigibles en el año 2007. 

 

 Tasa de aproximación.  

Con efectos de 1 de enero de 2008 y vigencia indefinida, se elevan hasta la 
cantidad que resulte de la aplicación del coeficiente 1,03 las cuantías 
exigibles en el año 2007 de la tasa de aproximación, regulada en el artículo 
22 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre.  

 

 Tasa de aterrizaje.  

No obstante lo dispuesto en el artículo 74, con efectos de 1 de enero de 2008 
y vigencia indefinida, se elevan hasta la cantidad que resulte de la aplicación 
del coeficiente 1,03 las cuantías exigibles en el año 2008 de la tasa de 
aterrizaje, regulada en el artículo 11 de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre.  

 

 Tasa de seguridad aeroportuaria 

Con efectos de 1 de enero de 2008 y vigencia indefinida se elevan hasta la 
cantidad que resulte de la aplicación del coeficiente 1,10 a las cuantías 
exigibles en el año 2007 de la tasa de seguridad reguladas en el artículo 28 
de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, manteniéndose la bonificación del 50 
por ciento de la cuantía de la tasa cuando se trate de pasajeros 
interinsulares.  

Con efectos de 1 de enero de 2008 y vigencia indefinida se modifica el 
porcentaje de la recaudación de la tasa de seguridad a ingresar en el Tesoro 
Público, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional primera de 
la Ley 4/2004, de 29 de diciembre, quedando la redacción del artículo 
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contenido en la mencionada Ley como sigue:  «85 por ciento a ingresar en 
AENA y 15 por ciento a ingresar en el Tesoro Público.»  

 
SUBVENCIONES: 
 
A continuación transcribimos del BOE 8 DE JULIO DE 2008 la resolución del 
Ministerio de Igualdad de fecha 13 de junio de 2008 que prevé una 
subvención de 10.000 euros para el establecimiento de planes de igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres en el ámbito empresarial en el 
periodo 2008-2009. 
 
 
 
Artículo 1. Objeto de la resolución. 
 
1. La presente convocatoria tiene por objeto promover la concesión de 
subvenciones públicas en régimen de concurrencia competitiva destinadas a 
pequeñas y medianas empresas que voluntariamente adopten planes para 
fomentar la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en su 
organización, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley Orgánica 
3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad efectiva entre mujeres y hombres. 
2. La presente convocatoria se dicta de conformidad con la Orden 
TAS/535/2007, de 23 de febrero, por la que se aprueban las bases 
reguladoras para la concesión de subvenciones, ayudas y becas por el 
Instituto de la Mujer. 
 
Artículo 2. Contenido del Proyecto de promoción de la igualdad en la empresa. 
 
1. Los Proyectos de promoción de la igualdad en las empresas para los que se 
soliciten las subvenciones reguladas en la presente resolución deberán incluir 
las siguientes fases: 
a) La elaboración de un diagnóstico sobre la situación en la empresa en 
materia de igualdad entre hombres y mujeres. 
b) La elaboración de un plan de igualdad que corrija las deficiencias 
detectadas. 
c) La primera fase de aplicación del plan de igualdad. 
2. A los efectos de esta convocatoria, el diagnóstico, el plan de igualdad y la 
primera fase de aplicación se definen de la forma siguiente: 
El diagnóstico consiste en un estudio de la estructura organizativa de la 
empresa con el objetivo de saber el grado de cumplimiento del principio de 
igualdad en la empresa. El diagnóstico debe incluir información sobre los 
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elementos que pueden generar discriminaciones en la empresa (humanos, 
económicos, materiales, de organización, etc.) y de qué recursos dispone la 
empresa para plantear el cambio. 
El plan de igualdad de la empresa consiste en un conjunto ordenado de 
medidas, adoptadas después de realizar un diagnóstico de la situación, que 
tienden a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de oportunidades 
entre mujeres y hombres y a eliminar las discriminaciones en razón de sexo 
y/o género. Los planes de igualdad fijarán los objetivos concretos de igualdad 
a alcanzar, las estrategias y las acciones concretas a adoptar para su 
consecución, así como el establecimiento de sistemas eficaces de seguimiento 
y evaluación de los objetivos fijados. 
La primera fase de aplicación del plan de igualdad consiste en la implantación 
de las acciones definidas en éste como prioritarias, vistas las deficiencias 
detectadas en el diagnóstico, y a los efectos de esta subvención se deberá 
acreditar la realización completa de tres de estas actuaciones como mínimo. 
6. En las tres fases a las que se refiere este artículo deberá garantizarse 
la participación de los representantes legales de los trabajadores y las 
trabajadoras. 
 
Artículo 3. Contenido del plan de igualdad. 
 
1. La subvención que se establece en esta convocatoria tiene por finalidad dar 
apoyo a las empresas de menos de 250 personas trabajadoras que, en el 
ámbito de las relaciones laborales, adopten voluntariamente un plan de 
igualdad tendente a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y 
oportunidades entre mujeres y hombres y a eliminar la discriminación por 
razón de sexo. 
2. Se deberá garantizar el compromiso de la dirección de la empresa y la 
participación e implicación de la representación legal de las personas 
trabajadoras, o en su defecto, de las propias personas trabajadoras, en la 
elaboración, implantación y seguimiento del plan de igualdad. 
3. El plan de igualdad y las acciones a realizar en relación con las áreas de 
trabajo se deberán llevar a cabo utilizando y fomentando un lenguaje no 
sexista. 
4. A efectos de la solicitud, concesión y justificación de esta subvención, los 
planes de igualdad que se presenten deberán impulsar acciones en relación 
con las áreas de trabajo que se especifican a continuación, sin perjuicio de 
que puedan desarrollarse en otras áreas que se consideren oportunas: 
a) Área de acceso al empleo: Igualdad de oportunidades en el acceso a 
cualquier puesto de trabajo dentro de la organización. 
b) Área de condiciones de trabajo: clasificación profesional e igualdad en 
materia retributiva. 
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c) Área de promoción y formación: formación específica para mujeres que les 
permitan ocupar puestos de mayor responsabilidad o acceder a puestos de 
trabajo en los que estén subrepresentadas. Acciones de formación y 
sensibilización del personal de la empresa en igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres. 
d) Área de ordenación del tiempo de trabajo para favorecer, en términos de 
igualdad entre mujeres y hombres, la conciliación de la vida laboral, personal 
y familiar. 
e) Área de prevención del acoso sexual y del acoso por razón de sexo. 
 
Artículo 4. Financiación. 
 
1. La financiación de las subvenciones que se concedan de acuerdo con la 
presente convocatoria, se imputarán a la aplicación presupuestaria 
19.105.PO50.232B.473 correspondiente al Presupuesto del Instituto de la 
Mujer para el periodo 2008-2009. 
2. La cuantía total de las subvenciones convocadas es de 1.200.000€ de los 
cuales 780.000 euros corresponderán al ejercicio 2008 y 420.000 al 
ejercicio 2009. Dicho importe podrá incrementarse en un 10% sobre la 
cuantía total de esta convocatoria. 
3. El coste total de esta convocatoria de subvenciones será cofinanciado por 
el Fondo Social Europeo, en un 50% para las regiones del objetivo 
«Competitividad regional y empleo» (Cantabria, Aragón, Baleares, Madrid, 
Navarra, Cataluña, Rioja, País Vasco) y en un 80% para el resto de las regiones 
españolas, en el ámbito del Programa Operativo «Lucha contra la 
discriminación» del periodo 2007-2013. . 
 
Artículo 5. Cuantía de la subvención. 
 
1. La cuantía de cada subvención vendrá determinada por el importe total, sin 
incluir el IVA, de los gastos justificados especificados en el artículo siguiente 
y con un máximo de 10.000 euros cada una. 
2. En el caso de que al distribuir el crédito entre las entidades beneficiarias, 
según la puntuación obtenida, quedase un resto inferior a 10.000 euros, dicho 
importe no podrá ser atribuido a solicitante alguna.  
3. Sólo se otorgará una única ayuda para cada empresa. 
Artículo 6. Gastos susceptibles de subvención. 
 
1. Las subvenciones concedidas se destinarán a cubrir los siguientes gastos 
relativos a la implantación del Proyecto de promoción de la igualdad en la 
empresa y que se deberán desarrollar en los plazos de justificación 
establecidos en el artículo 13 de esta convocatoria: 
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a) Importe correspondiente al coste derivado de la asistencia técnica para la 
elaboración del estudio de diagnóstico de la situación de la empresa en 
relación con la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. 
b) Gastos derivados de la elaboración e implantación del plan de igualdad, 
como pueden ser los que provengan del asesoramiento técnico que pudiera 
requerirse para elaborar el plan de igualdad. 
c) Gastos derivados de la implantación de la primera fase de aplicación del 
plan de igualdad como los derivados de campañas de sensibilización interna 
y/o externa, acciones de formación, de promociones internas nuevas 
contrataciones relacionadas con el plan de igualdad u otros.  
2. El diagnóstico y el plan de igualdad puede ser elaborado por personal de la 
propia empresa o por encargo a una entidad externa especializada hasta un 
porcentaje que no exceda del 50% del importe subvencionado. 
En ambos casos deberá resultar acreditada la implicación de la dirección de 
la empresa y de la representación legal de las personas trabajadoras en todo 
el proceso y documentación que se derive de él, así como la capacitación 
profesional y especialización de las personas que elaboren esta 
documentación. 
 
Artículo 7. Beneficiarias de la subvención. 
 
1. Podrán ser beneficiarias de las subvenciones reguladas en la presente 
convocatoria todas aquellas empresas que, en el momento de la publicación de 
la presente Resolución, cumplan con los requisitos generales establecidos en 
el artículo 3 de la Orden TAS/535/2007, de 23 de febrero. 
2. El cumplimiento de los requisitos se acreditará mediante la aportación de 
la documentación establecida en el artículo 6.3 de la citada Orden 
TAS/535/2007. 
3. Además, deberán cumplir los siguientes requisitos: 
a) Cualquiera que sea la forma jurídica que adopten, tener una plantilla 
inferior a 250 personas, en la fecha de publicación de esta resolución en el 
Boletín Oficial del Estado. 
b) Ser independientes, entendiéndose como tal la definición establecida en la 
Recomendación 2003/361/CE de la Comisión Europea y en concreto que no 
estén participadas, vinculadas ni asociadas a otras empresas ni incluidas en 
las cuentas consolidadas de otras empresas. 
 
 
Artículo 8. Solicitud y plazo de presentación. 
 
1. Solicitud: La solicitante de la subvención deberá ser la empresa o el/la 
representante legal de la empresa solicitante y se presentarán en modelo 
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normalizado según anexo I. Las solicitudes se acompañarán de la 
documentación obligatoria especificada en el artículo siguiente. 
Según se establece en el artículo 6 de la Orden TAS/535/2007, las 
solicitudes, dirigidas a la Directora General del Instituto de la Mujer, 
deberán ser presentadas en el Registro General del Instituto de la Mujer 
(calle Condesa de Venadito, 34, 28027 Madrid) y en los registros y oficinas 
a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
2. Plazo de presentación: el plazo de presentación será de treinta días 
hábiles, contados a partir del día siguiente al de la publicación de la presente 
convocatoria en el «Boletín Oficial del Estado». 
 
Artículo 9. Documentación. 
 
1. Junto con la solicitud se deberá adjuntar, a efecto de esta convocatoria, 
la documentación siguiente: 
a) La establecida en el artículo 6.3 de la Orden TAS/535/2007. 
b) Descripción de la entidad, según modelo normalizado en anexo II. 
c) Memoria del proyecto del plan de igualdad, según modelo normalizado en 
anexo III, por el que se solicita la concesión de la subvención. 
d) Documentación que garantice el compromiso de la dirección de la empresa 
y la participación e implicación de la representación legal de las personas 
trabajadoras, o en su defecto, de las propias personas trabajadoras, en la 
elaboración, implantación y seguimiento del plan de igualdad . 
2. El Instituto de la Mujer podrá requerir a las empresas solicitantes la 
presentación de cualquier otra documentación que sea necesaria para la 
tramitación de la subvención. 
 
Artículo 10. Subsanación de errores y compulsas. 
 
En lo relativo a subsanación de errores y compulsas, se estará a lo dispuesto 
en la Orden TAS/535/2007. 
 
Artículo 11. Criterios de baremación. 
 
La concesión de la subvención se hará respetando los importes máximos 
establecidos en esta convocatoria, de acuerdo con los criterios de 
baremación siguientes, y según la ponderación que se establece para cada uno: 
a) Coherencia y planificación del proyecto de plan de igualdad presentado por 
la empresa hacia su propia situación (25 puntos). 
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b) Modo de participación previsto de la representación legal de la plantilla, o 
en su defecto, de las propias trabajadoras y trabajadores, en todo el proceso 
de elaboración, seguimiento y evaluación del plan de igualdad (25 puntos). 
c) Cantidad de recursos materiales y humanos en relación con los objetivos 
del proyecto de plan de igualdad (25 puntos). 
d) Herramientas de seguimiento y evaluación previstas en el proyecto de plan 
de igualdad (25 puntos). 
La puntuación mínima para poder optar a la subvención es de 60 puntos. 
 
Artículo 12. Instrucción, evaluación y resolución del procedimiento. 
 
1. Instrucción. El órgano competente para la instrucción del procedimiento 
será la Subdirección General de Programas del Instituto de la Mujer. 
2. Evaluación. Una vez valoradas la documentación y la memoria del proyecto 
de plan de igualdad correspondientes a cada empresa solicitante, de acuerdo 
con los criterios establecidos en el artículo 11 de esta convocatoria, la 
Comisión de Evaluación realizará un informe con el resultado de cada 
evaluación efectuada. 
Respecto a la constitución y funcionamiento de la Comisión de Evaluación, se 
ajustará a lo establecido en el artículo 8 de la Orden TAS/535/2007, de 23 
de febrero. 
3. Resolución. Se seguirá lo establecido en el artículo 10 de la misma Orden 
TAS/535/2007, con la particularidad de que la propuesta de resolución 
provisional que deberá emitir la Comisión de Evaluación tendrá carácter de 
definitiva, al no tenerse en cuenta otros hechos ni otras alegaciones ni 
pruebas que las aducidas por los interesados. 
La Directora General del Instituto de la Mujer dictará la Resolución de 
adjudicación de las subvenciones objeto de esta convocatoria. 
 
Artículo 13. Pago y justificación. 
 
a) Se hará un primer pago del 65% de la subvención concedida, en concepto 
de adelanto, que se hará efectivo en el momento de la notificación de la 
resolución. 
b) Se hará un segundo pago del 20% de la subvención concedida, en concepto 
de adelanto, cuando se justifique documentalmente el diagnóstico de la 
situación en la empresa en materia de igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres y se haya elaborado el plan de igualdad en la empresa. El 
plazo para presentar ambos documentos será entre el 15 y el 30 de marzo de 
2009. 
c) Se hará un tercer pago de hasta el 15% de la subvención concedida, cuando 
se hayan llevado a cabo las acciones correspondientes a la primera fase del 
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plan de igualdad, entendiéndose que como mínimo se deberá acreditar la 
realización de las tres actuaciones definidas en el plan como prioritarias. El 
plazo para presentar la justificación de las acciones llevadas a cabo será 
entre el 1 y el 15 de septiembre de 2009. 
El pago se realizará cuando se presente una memoria final o de cierre, en la 
que se expongan las fases y actuaciones llevadas a cabo que, como mínimo, 
deberán ser tres de las contempladas en el plan de igualdad como prioritarias, 
así como la justificación económica de éstas, con los justificantes y/o 
facturas de las actuaciones realizadas (campañas de sensibilización interna 
y/o externa, de formación, de promociones internas, nuevas contrataciones 
relacionadas con el plan de igualdad u otros) y los correspondientes recibos 
de pagos, la aportación de los contratos, recibos de salarios y detalle de las 
horas invertidas de las personas de la empresa implicadas en el plan de 
igualdad y, si procede, la factura de la realización del diagnóstico, en caso de 
que se haya subcontratado.  
d) La justificación económica del gasto se realizará coherentemente con el 
presupuesto presentado, mediante la aportación de original y fotocopia o 
copia compulsada, de los recibos de salarios y las facturas y recibos de pagos. 
 
Artículo 14. Obligaciones de las empresas beneficiarias de las subvenciones. 
 
Serán obligaciones de las empresas beneficiarias: 
a) Las establecidas en el artículo 13 de la Orden TAS/535/2007. 
b) Las entidades beneficiarias de las subvenciones reguladas en esta 
Resolución, al estar cofinanciadas por el Fondo Social Europeo, serán incluidas 
en la lista de beneficiarios que publica anualmente la Unidad Administradora 
del Fondo Social Europeo. 
c) Señalar la colaboración del Instituto de la Mujer y del Fondo Social 
Europeo en cuantas actividades se realicen en relación con la subvención 
recibida. 
d) Comunicar al Instituto de la Mujer aquellas circunstancias que, como 
consecuencia de la alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la 
concesión de la subvención, puedan dar lugar a la modificación de la resolución. 
e) Además, deberán comunicar los cambios de domicilio que se produzcan 
tanto durante la tramitación como durante los dos años inmediatamente 
posteriores a la fecha de la resolución aprobatoria. 
 
Artículo 15. Incompatibilidad. 
 
La obtención de estas subvenciones es incompatible con la de cualquier otra 
subvención, ayuda, ingreso o recurso para la misma finalidad, procedente de 
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cualquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la 
Unión Europea o de organismos internacionales. 
 
Artículo. 16 Modificación de la resolución de concesión. 
 
Procederá a la modificación de la resolución de concesión, en los siguientes 
casos: 
a) En los supuestos establecidos en el artículo 12 de la Orden      
TAS/535/2007. 
b) Obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para ello 
u ocultando aquéllas que lo hubiesen impedido. 
c) Incumplimiento total o parcial del objetivo o de la actividad que 
fundamenta la concesión de la subvención. 
d) Incumplimiento de la obligación de la justificación o la justificación 
insuficiente, en los términos establecidos en esta resolución y en el artículo 
30 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
 
Artículo 17. Responsabilidad y régimen sancionador. 
 
Las entidades beneficiarias de las subvenciones quedarán sometidas a las 
responsabilidades y régimen sancionador que, sobre infracciones 
administrativas en materia de subvenciones, establece el título IV de la Ley 
38/2003. Asimismo, quedarán sometidas a lo dispuesto en el título IX de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre y en el Real Decreto 1398/1993, de 4 de 
agosto, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para el 
Ejercicio de la Potestad Sancionadora. 
 
Artículo 18. Reintegros. 
 
1. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas, así como la exigencia 
del interés de demora desde el momento del pago de la subvención y hasta la 
fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, en los supuestos 
regulados en el artículo 37 de la Ley 38/2003, y el artículo 15 de la Orden 
TAS/535/2007. 
2. Cuando el cumplimiento por las beneficiarias, se aproxime, de modo 
significativo, al cumplimiento total y se acredite por éstas una  
actuación inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos, la 
cantidad a reintegrar vendrá determinada, respondiendo al criterio de 
proporcionalidad especificado en el artículo 15 de la Orden TAS/535/2007, 
por los objetivos y la metodología propuestos en el proyecto de plan de 
igualdad presentado. 
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3. Igualmente, en el supuesto contemplado en el artículo 19.3 de la Ley 
38/2003 procederá el reintegro del exceso obtenido sobre el coste de la 
actividad subvencionada, así como la exigencia del interés de demora 
correspondiente. 
 
Artículo 19. Criterios de graduación de incumplimientos. 
 
El incumplimiento total o parcial de las condiciones impuestas, con motivo de 
la concesión de las subvenciones, dará lugar a la obligación reintegrar las 
cantidades percibidas en todo o en parte, más los intereses de demora 
correspondientes, conforme a los siguientes criterios: 
El incumplimiento total y manifiesto de la elaboración del diagnóstico y del 
plan de igualdad, será causa de reintegro total de las cantidades percibidas. 
La realización de modificaciones no autorizadas en el presupuesto financiable 
supondrá la devolución del total de la subvención percibida. 
La no presentación, de acuerdo con lo establecido en esta convocatoria, y, en 
su caso, previo requerimiento adicional expreso por la Subdirección General 
de Programas, de la documentación e informes finales, tanto técnicos como 
económicos, conllevará la devolución de las cantidades percibidas y no 
justificadas. 
 
Artículo 20. Procedimiento de reintegro. 
 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 42 de la Ley 38/2003, y en el 
artículo 15 de la Orden TAS/535/2007, el procedimiento para el reintegro 
se ajustará a lo siguiente: 
1. El procedimiento de reintegro de subvenciones se regirá por las 
disposiciones generales sobre procedimientos administrativos contenidas en 
el título VI de la Ley 30/1992 sin perjuicio de las especialidades que se 
establecen en la Ley 38/2003, General de Subvenciones, y en el capítulo II 
del título III del Reglamento de la Ley 38/2003. 
2. El procedimiento de reintegro de subvenciones se iniciará de oficio, por 
acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa, bien como 
consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por 
denuncia. También se iniciará a consecuencia del informe de control 
financiero emitido por la Intervención General de la Administración del 
Estado. 
3. En la tramitación del procedimiento, se garantizará, en todo caso, el 
derecho del interesado a la audiencia. 
4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento 
de reintegro será de 12 meses, desde la fecha del acuerdo de iniciación. Dicho 
plazo podrá suspenderse y ampliarse, de acuerdo con lo previsto en los 
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apartados 5 y 6 del artículo 42 de la Ley de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
Si transcurre el plazo para resolver sin que se haya notificado resolución 
expresa, se producirá la caducidad del procedimiento, sin perjuicio de 
continuar las actuaciones hasta su terminación y sin que se considere 
interrumpida la prescripción por las actuaciones realizadas hasta la 
finalización del citado plazo. 
5. La resolución del procedimiento de reintegro pondrá fin a la vía 
administrativa. 
La prescripción del derecho de la Administración a liquidar o reconocer el 
reintegro se regirá por lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley 38/2003, 
General de Subvenciones, y en el título III del Reglamento de la Ley 
38/2003. 
Será competente para la iniciación y resolución del procedimiento de 
reintegro la Directora General del Instituto de la Mujer. 
Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho 
público, resultando de aplicación para su cobranza lo dispuesto en la Ley 
General Presupuestaria. 
El interés de demora aplicable en materia de subvenciones será el interés 
legal del dinero incrementado en un 25 por ciento, salvo que la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente. 
 
Artículo 21. Actuaciones de comprobación y control. 
 
Las entidades beneficiarias estarán sometidas a las actuaciones de 
comprobación a efectuar por el Instituto de la Mujer, así como al control 
financiero de la Intervención General de la Administración del Estado y al 
control fiscalizador del Tribunal de Cuentas, y, en su caso, a lo establecido 
en la normativa aplicable a la gestión de las subvenciones financiadas por el 
Fondo Social Europeo. 
 
Artículo 22. Archivo de solicitudes. 
 
Todas aquellas solicitudes desestimadas serán archivadas en el plazo de seis 
meses desde la publicación de la resolución de concesión en el Boletín Oficial 
del Estado. Las entidades interesadas podrán proceder a recuperar la 
documentación original que hubieran presentado, antes de dicho plazo, sin 
perjuicio de los posibles recursos. 
 
Artículo 23. Informe de Evaluación. 
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1. Durante el primer trimestre de 2010, el Instituto de la Mujer elaborará un 
informe de evaluación sobre los efectos en materia de igualdad entre mujeres 
y hombres en el trabajo en las empresas beneficiarias de las subvenciones 
establecidas en esta Resolución.  
2. Este informe incluirá una evaluación general sobre aspectos tales como el 
grado de cumplimiento de los objetivos planteados en los planes de igualdad 
subvencionados, principales dificultades detectadas en el proceso de 
implantación y desarrollo de las acciones previstas en los planes, y nivel de 
integración de la igualdad de oportunidades entre las trabajadoras y los 
trabajadores en las empresas beneficiarias después de la implantación de los 
planes, especialmente respecto a las reducciones de los desequilibrios 
existentes con anterioridad y a los cambios en las culturas de las empresas 
que se han conseguido como consecuencia de la implantación de los planes de 
igualdad. 
3. Para la elaboración del informe al que se refiere este artículo, el Instituto 
de la Mujer podrá requerir la colaboración de la dirección y de los 
representantes legales de los trabajadores y las trabajadoras de las 
empresas beneficiarias, permitiendo y facilitando la recogida de información 
que el Instituto de la Mujer considere necesaria en relación con la 
implantación del plan de igualdad para la que recibieron la subvención. 
Disposición final. Entrada en vigor. 
La presente Resolución surtirá efectos desde el día siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado. Madrid, 13 de junio de 2008. 
 
 
Por su parte el BOE de 7 de octubre de 2008 contiene la ORDEN 
TIN/2805/2008, de 26 de septiembre, por la que se desarrolla el Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema 
de formación profesional para el empleo, en materia de acciones de apoyo 
y acompañamiento a la formación y se establecen las bases reguladoras 
para la concesión de subvenciones públicas destinadas a su financiación.” 
que establece, en cuanto a las SUBVENCIONES: 
 
CAPÍTULO I 
 
Disposiciones generales 
Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
 
1. La presente orden tiene por objeto el establecimiento de las bases que 
regulan la concesión de subvenciones públicas destinadas a la realización de 
las acciones de investigación e innovación previstas en el artículo 30 del Real 
Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula BOE núm. 242 
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Martes 7 octubre 2008 40379 el subsistema de formación profesional para 
el empleo, sin perjuicio de lo previsto en la disposición transitoria. 
Las acciones de investigación e innovación, como base de generación de 
conocimiento y experiencia, tienen por finalidad contribuir a la mejora del 
subsistema de formación profesional para el empleo, potenciando la calidad 
de la formación de los trabajadores ocupados y desempleados a nivel sectorial 
o intersectorial, así como difundir y promover el conjunto del citado 
subsistema. 
2. El ámbito de aplicación de esta orden se extiende a todo el territorio 
estatal. 
 
Artículo 2. Objetivos generales de las acciones de investigación e innovación. 
 
Las acciones de investigación e innovación responderán a los siguientes 
objetivos generales: 
 
a) Actualizar la información disponible sobre la situación económica, 
empresarial y laboral de los sectores de actividad económica y la repercusión 
que tienen los cambios tecnológicos y organizativos sobre la competitividad 
de las empresas y la cualificación de los trabajadores. 
b) Ampliar el conocimiento de aquellas materias y temáticas que pueden 
afectar de manera general y transversal a la formación profesional para el 
empleo. 
c) Desarrollar los instrumentos, metodologías y herramientas que 
contribuyan a la mejora de la planificación, organización, desarrollo, 
impartición y evaluación de una formación profesional para el empleo de 
calidad. 
d) Mejorar la ordenación de la formación para el empleo en los distintos 
ámbitos de competencia profesional, teniendo como referente el Sistema 
Nacional de Cualificaciones Profesionales, y desarrollar los criterios y 
estándares de calidad que faciliten la adecuación de la formación a sus 
objetivos. 
e) Analizar y promover los procedimientos de acceso a la formación de las 
pequeñas y medianas empresas y de los trabajadores con mayores 
dificultades de integración laboral. 
f) Difundir y promocionar el subsistema de formación profesional para el 
empleo y los resultados que se obtengan de las acciones de investigación e 
innovación, garantizando así su mayor repercusión y su efecto transferible. 
g) Analizar y desarrollar los mecanismos que faciliten la inserción o 
reinserción laboral de los trabajadores desempleados en aquéllos ámbitos que 
requiere el sistema productivo. 
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Artículo 3. Tipos de acciones de investigación e innovación. 
 
Las acciones de investigación e innovación se adecuarán a los siguientes tipos: 
 
a) Acciones de prospección y análisis. Estas acciones estarán destinadas a 
profundizar en el conocimiento de los factores que configuran las demandas 
de formación, de los problemas y necesidades específicas de formación en 
los distintos sectores económicos o ámbitos territoriales y de otras materias 
que afectan de manera general a la formación profesional para el empleo, con 
el fin de anticiparse a los cambios en las cualificaciones profesionales y 
adaptar los módulos formativos de acuerdo con lo que se establezca en la 
normativa reguladora de los Certificados de Profesionalidad. 
Asimismo, facilitarán a los agentes implicados la información necesaria para 
que la formación profesional proporcione a los trabajadores desempleados y 
ocupados los conocimientos y prácticas adecuados a las competencias 
profesionales requeridas en el mercado de trabajo. 
Igualmente, estas acciones tendrán entre sus fines conocer las necesidades 
formativas de los trabajadores con mayor dificultad de inserción o de 
mantenimiento en el mercado de trabajo, a los que se refiere el artículo 5.3 
del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, y de las pequeñas y medianas 
empresas. 
b) Acciones para la elaboración y experimentación de productos, técnicas y/o 
herramientas de carácter innovador de interés para la mejora de la formación 
profesional para el empleo. Estarán destinadas a facilitar a las empresas y 
los distintos agentes que participan en la gestión de la formación de los 
trabajadores desempleados y ocupados los instrumentos que les permitan 
mejorar su organización, planificación y desarrollo. 
Tendrán especial consideración aquellas acciones referidas a herramientas y 
metodologías de aprendizaje basadas en nuevas tecnologías de información y 
comunicación que extiendan la formación a los trabajadores de pequeñas 
empresas. 
c) Acciones de evaluación de la formación profesional para el empleo. Estas 
acciones estarán destinadas a realizar procesos de evaluación de la formación 
de los diferentes sectores de actividad económica o ámbitos territoriales y 
a desarrollar metodologías y herramientas de evaluación para que puedan ser 
aplicados por quienes participan y gestionan la formación, con el fin de 
mejorar su calidad. 
  
d) Acciones de promoción y difusión. Tendrán por finalidad generar redes de 
conocimiento de la formación profesional para el empleo mediante centros 
virtuales de trabajo, bases documentales de consulta  campañas de difusión, 
publicaciones, foros de discusión en línea o presenciales, guías de buenas 
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prácticas y cualquier otra medida que favorezca la promoción y difusión de 
las iniciativas, estudios, herramientas y productos de formación profesional 
para el empleo entre los trabajadores, las empresas, las organizaciones 
empresariales y sindicales y los distintos agentes que participan en la 
formación, así como la promoción de agrupaciones de pequeñas y medianas 
empresas para la organización y gestión de sus programas de formación. 
 
Artículo 4. Requisitos de los beneficiarios. 
 
1. Podrán ser solicitantes y acceder a la condición de beneficiarios de las 
subvenciones reguladas en la presente orden las empresas, entidades u 
organizaciones que cumplan los requisitos que se establecen en esta orden y 
en las correspondientes convocatorias. Las convocatorias podrán establecer 
en función del tipo de acción el requisito de que los beneficiarios incluyan 
entre sus fines el desarrollo de actividades tipificadas como acciones 
financiables en el artículo 3 de esta orden o de actividades relacionadas con 
la formación profesional para el empleo. 
2. No podrán obtener la condición de beneficiarias aquellas entidades en 
quienes concurra alguna de las circunstancias contempladas en el artículo 13 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
 
Artículo 5. Obligaciones de los beneficiarios. 
 
Sin perjuicio de las demás obligaciones establecidas en el Real Decreto 
395/2007, de 23 de marzo, y en la presente orden, constituyen obligaciones 
de los beneficiarios: 
a) Aportar la información y documentación que se requiera durante la fase de 
instrucción del procedimiento, ejecución de la acción y justificación de la 
subvención. 
 
 
b) Haber realizado o, en su caso, garantizado las devoluciones de cantidades 
concedidas y pagadas en convocatorias anteriores y cuya devolución le haya 
sido exigida mediante reclamación previa a la vía ejecutiva o mediante 
resolución de procedencia de reintegro, salvo que se hubiera producido la 
suspensión del acto. 
c) Comunicar a la Administración competente la obtención de otras 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos que financien las actividades 
subvencionadas, con anterioridad a la justificación de la aplicación dada a los 
fondos percibidos. Estos ingresos serán incompatibles con la subvención 
destinada a la misma finalidad, por lo que ésta será minorada en la cantidad 
ya percibida. 
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d) Acreditar con anterioridad a dictarse la propuesta de resolución de 
concesión de la subvención y al pago de la misma que se encuentra al corriente 
en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad 
Social, en la forma que se determine en las convocatorias, sin perjuicio de lo 
previsto en el apartado 4 del artículo 22 del Real Decreto 887/2006, de 21 
de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 
e) Hacer constar, en los términos que establezcan las convocatorias, el 
carácter público de la financiación de la actividad subvencionada y, en su caso, 
la cofinanciación del Fondo Social Europeo. En este último supuesto, el 
beneficiario deberá incluir en las actividades de información de las acciones, 
en los productos finales y en las publicaciones el emblema del Fondo Social 
Europeo. 
En caso de incumplimiento de esta obligación, procederá el reintegro de la 
subvención en los términos previstos en el artículo 93 del Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.  
f) Cumplir con las demás obligaciones establecidas en el artículo 14 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en lo no previsto 
expresamente en este artículo. 
El beneficiario no resultará exonerado de las obligaciones anteriormente 
mencionadas si el desarrollo de las acciones se contrata con terceras 
personas físicas o jurídicas. 
 
CAPÍTULO II 
 
Procedimiento de gestión de las subvenciones 
 
Artículo 6. Inicio del procedimiento de concesión. 
 
1. El procedimiento para la concesión de las subvenciones públicas destinadas 
a financiar la ejecución de las acciones de investigación e innovación objeto 
de esta orden, que se tramitará en régimen de concurrencia competitiva, se 
iniciará de oficio mediante convocatoria pública realizada por el Director 
General del Servicio Público de Empleo Estatal u órgano competente de la 
respectiva Comunidad Autónoma, que será publicada en el diario oficial 
correspondiente. 
2. La convocatoria se realizará de acuerdo con las bases reguladoras 
establecidas en la presente orden y con el contenido señalado en el artículo 
23.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
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Las convocatorias podrán establecer los términos en que el crédito 
presupuestario no aplicado por la renuncia a la subvención de alguno de los 
beneficiarios pueda utilizarse por el órgano concedente para acordar, sin 
necesidad de una nueva convocatoria, la concesión de la subvención al 
solicitante o solicitantes siguientes a aquél en orden de su puntuación. 
 
Artículo 7. Solicitudes. 
 
Las solicitudes de concesión de subvenciones se dirigirán al Director General 
del Servicio Público de Empleo Estatal o al órgano competente de la 
Comunidad Autónoma, según el ámbito de la convocatoria. 
El lugar y plazo de presentación de las solicitudes, así como la documentación 
que deberá acompañar a las mismas se establecerá en las convocatorias. 
 
Artículo 8. Criterios de otorgamiento de la subvención. 
 
Serán objeto de financiación las solicitudes que respeten, en todo caso, los 
siguientes criterios: 
a) Adecuación de la actividad a realizar a las exigencias técnicas de los 
distintos tipos de acciones subvencionables, que se especificarán en la 
convocatoria y en las prescripciones técnicas que se establezcan para cada 
una de ellas. 
b) Capacidad acreditada para desarrollar las acciones contenidas en la 
solicitud, tanto de la entidad solicitante como de las que colaboran en la 
ejecución de las mismas, teniendo en cuenta experiencias anteriores y los 
medios personales y materiales puestos a disposición para la ejecución de las 
acciones. 
c) Obtención de la valoración técnica que se establezca en la metodología 
aprobada por la Administración pública competente. 
La ponderación otorgada a cada uno de estos criterios se establecerá en las 
convocatorias. 
  
 
Artículo 9. Instrucción del procedimiento de concesión. 
 
1. El órgano instructor designado por la Administración pública competente 
realizará de oficio cuantas actuaciones estime necesarias para la 
determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los 
cuales debe formularse la propuesta de resolución. 
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Una vez evaluadas las solicitudes, el órgano colegiado previsto en el artículo 
22.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones emitirá 
un informe en el que se concretará el resultado de la evaluación efectuada. 
El órgano instructor, a la vista del expediente y del informe del órgano 
colegiado, formulará la propuesta de resolución provisional que será sometida 
al trámite de audiencia de la entidad solicitante para que, en el plazo de 10 
días, presente las alegaciones que estime oportunas de acuerdo con el 
procedimiento establecido en el artículo 24 de la citada Ley. Las 
convocatorias podrán prever la concesión de un plazo máximo de 10 días para 
que los interesados presenten su aceptación ante la propuesta de resolución 
definitiva en los términos que aquéllas establezcan. 
2. Cuando el importe de la subvención de la propuesta de resolución 
provisional sea inferior al que figura en la solicitud presentada, se podrá 
instar del beneficiario la reformulación de su solicitud en los términos 
establecidos en el artículo 27 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones. 
 
Artículo 10. Determinación de la cuantía de la subvención. 
 
La cuantía de la subvención se calculará con arreglo a la metodología que 
establezca la Administración pública competente teniendo en cuenta, al 
menos, las actividades a realizar, la cantidad solicitada, las especificaciones 
de financiación y el número de proyectos a financiar establecido en las 
convocatorias para cada uno de los tipos de acciones de apoyo, en función de 
la disponibilidad presupuestaria de cada ejercicio. 
 
Artículo 11. Resolución. 
 
A la vista de la propuesta de resolución definitiva, el órgano competente 
resolverá el procedimiento. En el ámbito de la Administración General del 
Estado, el órgano competente para resolver será el Director General del 
Servicio Público de Empleo Estatal. En el ámbito autonómico, resolverá el 
órgano que determinen las convocatorias. 
El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento no 
podrá exceder de seis meses, contados desde la fecha de publicación de la 
convocatoria, salvo que la misma posponga sus efectos a una fecha posterior. 
Una vez transcurrido dicho plazo sin haberse notificado resolución expresa, 
la solicitud podrá entenderse denegada. 
La resolución de concesión identificará la parte de la subvención cofinanciada 
por el Fondo Social Europeo. 
 
Artículo 12. Modificación de la resolución. 
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Una vez recaída la resolución de concesión, el beneficiario podrá solicitar su 
modificación cuando afecte al contenido de la actividad subvencionada, a la 
forma o plazos de su ejecución o de justificación de los correspondientes 
gastos. La solicitud de modificación deberá fundamentarse suficientemente 
y deberá formularse con carácter inmediato a la aparición de las 
circunstancias que la justifiquen y, en todo caso, con anterioridad al momento 
en que finalice el plazo de ejecución de la actividad subvencionada. 
 
Las solicitudes de modificación se someterán a los órganos competentes para 
la instrucción del procedimiento de concesión, previo informe del órgano 
colegiado previsto en el articulo 10.1, y serán resueltas por el  órgano que 
dictó la resolución de concesión. La modificación sólo podrá autorizarse en el 
caso de que aparezcan circunstancias excepcionales o de fuerza mayor que 
alteren, dificulten o imposibiliten el desarrollo de la actividad subvencionada 
tal como fue aprobada y, en todo caso, si no daña derechos de terceros. 
El órgano competente deberá dictar resolución aceptando o denegando la 
modificación propuesta en el plazo de un mes desde la fecha en que la 
solicitud haya tenido entrada en el registro del órgano competente para su 
tramitación. Una vez transcurrido dicho plazo sin haberse notificado 
resolución expresa, la solicitud podrá entenderse desestimada. 
 
Artículo 13. Pago de la subvención. 
 
1. El pago de la subvención quedará condicionado a que las entidades 
beneficiarias acrediten, según lo previsto en el artículo 5.d) de esta orden, 
que se encuentran al corriente de sus obligaciones tributarias y frente a la 
Seguridad Social. No podrá realizarse el pago de la subvención cuando la 
entidad sea deudora por resolución firme de procedencia de reintegro. 
 
2. Podrá preverse el pago anticipado de las subvenciones en la cuantía y forma 
que se establezcan en las convocatorias. 
 
En ningún caso podrán realizarse pagos anticipados a beneficiarios en los 
supuestos previstos en el apartado 4, párrafo tercero, del artículo 34 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
 
Artículo 14. Ejecución de las acciones. 
 
1. La subvención otorgada tendrá el carácter de importe máximo y se 
destinará a la realización de las acciones subvencionadas. 
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2. El beneficiario deberá asumir, en todo caso, el diseño de la acción 
subvencionada, la elaboración final de resultados e informes, así como la 
coordinación de todas las fases de realización de la acción objeto de la 
subvención, no pudiendo delegar ni contratar con terceros el desarrollo total 
ni parcial de estas actividades. 
La ejecución de cualquier otra actividad necesaria para el desarrollo de la 
acción podrá ser subcontratada con otra entidad, teniendo en cuenta lo 
dispuesto en el artículo 29 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones y en la presente orden, así como lo que establezca la 
correspondiente convocatoria. 
Las entidades subcontratadas para la ejecución de la acción no podrán 
contratar, a su vez, con terceros aquello que es objeto del contrato suscrito 
con la entidad beneficiaria. 
 
3. La entidad beneficiaria deberá contar con recursos humanos y materiales 
propios para las funciones que según se indica en el apartado anterior le 
corresponden, y, en todo caso, asumirá la total responsabilidad de la 
ejecución de la actividad subvencionada frente a la Administración, debiendo 
asegurar, tanto aquélla como el subcontratista, el desarrollo satisfactorio de 
las funciones de los organismos de seguimiento y control. 
 
4. Las convocatorias podrán establecer el porcentaje de actividad 
subvencionada que la entidad beneficiaria podrá subcontratar con terceros 
para cada tipo de acción. En el supuesto de que la correspondiente 
convocatoria no fije dicho porcentaje se estará a lo dispuesto en el artículo 
29.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
 
5. La autorización previa del órgano concedente a que hace referencia el 
artículo 29.3.b) y 7.d) 2.ª de la Ley 38/2005, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, podrá realizarse de forma expresa en la resolución de 
concesión de la subvención o bien mediante resolución posterior emitida en el 
plazo de 15 días a contar desde la solicitud de la autorización. Se entenderá 
otorgada la autorización cuando transcurra el citado plazo sin 
pronunciamiento del órgano concedente. 
 
6. A los efectos de lo previsto en el articulo 31.3 de la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones, se considerará que el beneficiario 
ha cumplido lo allí establecido cuando justifique de modo razonado que la 
elección del proveedor responde a criterios de eficacia y economía, teniendo 
en cuenta el tipo de acción a realizar y el ámbito en que ésta se desarrolla, 
tal como dispone la disposición adicional quinta de la Ley 43/2006, de 29 de 
diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo. 
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7. Al objeto de garantizar el efecto transferible de las acciones 
subvencionadas, el beneficiario de la subvención deberá ceder al órgano 
concedente los derechos de explotación del material elaborado como 
resultado de la acción financiada, con reserva de los mismos a favor del 
beneficiario, dentro de los términos establecidos por el Real Decreto 
Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley de Propiedad Intelectual. 
 
La cesión de derechos anteriormente descrita se entenderá referida a los 
resultados o productos de la acción subvencionada. No se podrá obtener 
beneficio económico alguno de la utilización de dichos productos ni del 
ejercicio de los derechos de explotación de los mismos. 
 
Artículo 15. Justificación de la subvención. 
 
1. El beneficiario deberá justificar la realización de la actividad 
subvencionada, así como los gastos generados por dicha actividad. Para ello, 
deberá tener en cuenta lo establecido en el artículo 31 de la Ley 38/2003,de 
17 de noviembre, General de Subvenciones, así como la relación de costes 
subvencionables contenidos en el Anexo de esta orden. 
 
2. En el plazo máximo de dos meses tras la finalización de la ejecución de las 
acciones subvencionadas, el beneficiario deberá presentar ante el órgano que 
determinen las convocatorias y conforme a las instrucciones e impresos 
normalizados que se establezcan al efecto en aquéllas: 
 
a) La documentación justificativa de la realización de las actividades 
subvencionadas. 
 
b) Los productos finales íntegros, que den cumplimiento al objeto para el que 
se ha concedido la subvención conforme a lo dispuesto en la correspondiente 
convocatoria. 
 
c) La cuenta justificativa con la estructura y alcance que corresponda en 
función de la forma que se determine en las convocatorias de entre las 
previstas en la Sección 2.ª del Capítulo II del Título II del Reglamento de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, aprobado por el 
Real Decreto 887/2006, de 21 de julio. 
Si la cuenta justificativa adoptara la forma prevista en la Subsección 1.ª de 
la citada Sección 2.ª «cuenta justificativa con aportación de justificantes de 
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gastos», las convocatorias podrán prever el estampillado de los justificantes 
originales y su sustitución por fotocopias compulsadas. 
Asimismo, las convocatorias podrán establecer el método con arreglo al cual 
el órgano concedente de la subvención llevará a cabo la comprobación de la 
justificación documental de la subvención. 
 
d) La acreditación de haber ingresado el importe correspondiente a la 
diferencia entre la cantidad justificada y la recibida en concepto de anticipo, 
en su caso. 
Transcurrido el plazo establecido para la justificación de la subvención sin 
que se hubiese presentado la documentación a que se refiere este apartado, 
el órgano competente requerirá al beneficiario para que en el plazo 
improrrogable de 15 días aporte la misma. La falta de presentación de la 
justificación transcurrido este nuevo plazo llevará aparejada la pérdida del 
derecho al cobro de la subvención o, en su caso, el inicio del procedimiento de 
reintegro previsto en el artículo 18. 
 
En todo caso, si la documentación presentada fuese insuficiente para 
considerar correctamente justificada la subvención concedida, el órgano 
competente pondrá en conocimiento de los beneficiarios las insuficiencias 
observadas para que en el plazo de 10 días sean subsanadas. 
 
3. Cuando las actividades subvencionadas hayan sido financiadas, además de 
con la subvención, con fondos propios u otras subvenciones o recursos, deberá 
acreditarse en la justificación el importe, procedencia y aplicación de tales 
fondos a las actividades subvencionadas. 
 
4. El beneficiario de la subvención estará obligado a conservar, durante un 
plazo de 4 años, salvo que las convocatorias establezcan un plazo diferente, 
los justificantes de la realización de la actividad que fundamenta la concesión 
de la subvención, así como de la aplicación de los fondos recibidos. El citado 
plazo se computará a partir del momento en que finalice el período 
establecido para presentar la citada justificación por parte del beneficiario. 
En el supuesto de acciones cofinanciadas con fondos comunitarios, se aplicará 
a este respecto lo que establezca la normativa comunitaria. 
Las entidades que, sin haber transcurrido el citado período, decidan 
suspender su actividad o disolverse, deberán remitir copia de la citada 
documentación al órgano competente. 
5. Una vez presentada la documentación señalada en el apartado 2 de este 
artículo, se realizará por el órgano que establezcan las convocatorias la 
correspondiente comprobación técnico-económica. 
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Si como resultado de dicha comprobación se dedujera que el coste 
subvencionable ha sido inferior a la subvención concedida o que se han 
incumplido, total o parcialmente, requisitos establecidos en la normativa 
aplicable para la justificación de la subvención o los fines para los que fue 
concedida la misma el órgano concedente notificará tal circunstancia al 
interesado junto a los resultados de la comprobación técnico-económica, 
acordando el inicio del procedimiento de reintegro total o parcial de la 
subvención previsto en el artículo 18 o, en su caso, del procedimiento para 
declarar la pérdida del derecho al cobro de la subvención. 
 
CAPÍTULO III 
 
Calidad, evaluación, seguimiento y control. 
 
Artículo 16. Calidad y evaluación. 
1. De acuerdo con lo establecido en los artículos 16 y 17 de la ley Orgánica 
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, 
y en los artículos 36 y 37 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, las 
Administraciones competentes promoverán y garantizarán la calidad de las 
acciones de investigación e innovación y llevarán a cabo un seguimiento y 
evaluación de las mismas con objeto de asegurar su eficacia y adecuación 
permanente a la mejora de la formación profesional para el empleo o para la 
difusión del conjunto del subsistema de formación profesional para el empleo. 
 
2. El Servicio Público de Empleo Estatal, con el apoyo técnico de la Fundación 
Tripartita para la Formación en el Empleo, y los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas evaluarán, en sus respectivos ámbitos de gestión, 
entre otros aspectos, la eficacia y el impacto de las acciones de investigación 
e innovación en la formación profesional para el empleo o en la difusión del 
subsistema, así como la eficiencia de los recursos económicos y medios 
empleados. 
 
3. Las entidades beneficiarias y aquellas entidades subcontratadas para la 
ejecución de las acciones subvencionadas estarán obligadas a facilitar a los 
órganos concedentes los cuestionarios y documentos que sean necesarios 
para estos fines. 
 
Artículo 17. Seguimiento y control. 
 
1. El Servicio Público de Empleo Estatal, con el apoyo técnico de la Fundación 
Tripartita para la Formación en el Empleo, y las Comunidades Autónomas 
realizarán, en sus respectivos ámbitos de gestión, las actuaciones de 
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seguimiento y control de las acciones subvencionadas, con el fin de comprobar 
el adecuado desarrollo y verificar el cumplimiento de las condiciones y 
requisitos establecidos en esta Orden y en las respectivas convocatorias, 
según lo dispuesto en el artículo 38 del Real Decreto 395/2007, de 23 de 
marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el 
empleo. 
 
2. Teniendo en cuenta las características específicas de los tipos de acción 
que se financien, la correspondiente convocatoria establecerá las 
modalidades oportunas de seguimiento con el fin de supervisar el desarrollo 
de la actividad subvencionada durante su realización y facilitar la adecuación 
de la acción a las condiciones establecidas en las especificaciones técnicas de 
la convocatoria. 
 
3. Durante la ejecución de las acciones, el beneficiario deberá comunicar al 
órgano competente cualquier incidencia o cambio que se produzca en el 
desarrollo de las mismas, sin que pueda alterar las condiciones de la resolución 
de concesión. Estas incidencias deberán comunicarse con la antelación mínima 
que establezca la convocatoria. 
 
4. Una vez finalizada la ejecución de las acciones se realizarán las actuaciones 
de seguimiento ex-post, a través de las evidencias físicas, con el fin de 
comprobar, entre otros, los siguientes extremos: 
 
a) Ejecución de la actividad subvencionada. 
 
b) Documentación justificativa de los costes, su contabilización y pago, 
teniendo en cuenta los requisitos establecidos por la normativa española y la 
comunitaria respecto de la cofinanciación del Fondo Social Europeo. 
 
5. Tanto la entidad beneficiaria como las empresas o entidades 
subcontratadas para la ejecución de las acciones deberán facilitar dichas 
actuaciones de comprobación. El beneficiario no resultará exonerado de estas 
obligaciones si el desarrollo de las acciones resulta parcialmente contratado 
con terceros.. 
 
Artículo 18. Incumplimientos y reintegros. 
 
1. El incumplimiento de los requisitos establecidos en la presente orden y 
demás normas aplicables, así como de las condiciones que se hayan 
establecido en la correspondiente resolución de concesión dará lugar, previo 
el oportuno procedimiento de reintegro, a la obligación de devolver total o 
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parcialmente la subvención percibida y los intereses de demora 
correspondientes. 
 
2. La graduación de los posibles incumplimientos a que se hace referencia en 
el apartado anterior se determinará de acuerdo con los siguientes criterios: 
 
a) En el supuesto de incumplimiento total: El incumplimiento total de los fines 
para los que se concedió la subvención o de la obligación de justificación de 
la misma dará lugar al reintegro del 100 por ciento de la subvención concedida. 
 
b) En el supuesto de incumplimiento parcial: El incumplimiento parcial de los 
fines para los que se concedió la subvención o de la obligación de su 
justificación dará lugar al reintegro parcial de la subvención concedida. La 
subvención y el presupuesto financiable a justificar se minorará en el 
porcentaje que haya dejado de cumplirse, siempre que los gastos hayan sido 
debidamente justificados. 
 
Artículo 19. Infracciones y sanciones. 
 
La obligación de reintegro establecida en el artículo 18 se entenderá sin 
perjuicio de lo previsto en el título IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, en lo relativo a Infracciones y sanciones 
administrativas en materia de subvenciones, si concurriesen las 
acciones y omisiones tipificadas en la citada Ley. 
Las infracciones podrán ser calificadas como leves, graves o muy graves y 
llevarán aparejadas las sanciones que en cada caso corresponda de acuerdo 
con lo previsto en los artículos 59 y siguientes de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 
 
Disposición adicional primera. Órgano colegiado. 
 
En el ámbito de gestión de la Administración General del Estado, el órgano 
colegiado previsto en el artículo 22.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones tendrá la misma composición que la Comisión 
Permanente del Patronato de la Fundación Tripartita para la Formación en el 
Empleo. 
 
Disposición adicional segunda. Fundación Tripartita para la Formación en el 
Empleo. 
 
De conformidad con lo previsto en la disposición adicional quinta de la Ley 
43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo, 
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la Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo actuará como entidad 
colaboradora del Servicio Público de Empleo Estatal en la gestión de las 
convocatorias de subvenciones públicas que se realicen por dicho organismo 
en desarrollo de lo previsto en esta orden. La Fundación Tripartita colaborará 
en la instrucción de los procedimientos y en la elaboración de las propuestas 
relativas a la resolución y justificación de las subvenciones, correspondiendo 
al Servicio Público de Empleo Estatal las competencias de concesión y pago 
de las subvenciones. Asimismo, la Fundación Tripartita para la Formación en 
el Empleo tendrá la condición de entidad encargada del tratamiento de los 
datos incluidos en los ficheros de titularidad del Servicio Público de Empleo 
Estatal, que resulten de las actuaciones de colaboración descritas 
anteriormente.  
A estos efectos, ambas entidades suscribirán el correspondiente convenio de 
colaboración de acuerdo con lo establecido en los artículos 12 y siguientes de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
 
Disposición adicional tercera. Anticipo del pago de la subvención. 
 
Respecto a las acciones desarrolladas en el marco de la convocatoria de 
ámbito estatal, no será de aplicación lo dispuesto en la Orden 
TAS/1622/2002, de 13 de junio (Boletín Oficial del Estado de 29 de junio), 
por la que se determina la forma de garantizar los anticipos de pago de 
subvenciones concedidas por el Servicio Público de Empleo Estatal. 
 
Disposición adicional cuarta. Información y difusión. 
 
En el marco del Sistema Nacional de Empleo, el Servicio Público de Estatal 
con el apoyo técnico de la Fundación Tripartita para la Formación en el 
Empleo, pondrá a disposición de los posibles usuarios una base de datos que 
permita consultar los productos resultado de las acciones realizadas en el 
marco de esta orden, con el objetivo de garantizar la mayor difusión de estas 
acciones y su efecto transferible, sin perjuicio de otras medidas de 
información y difusión que adopten los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas con respecto a las acciones desarrolladas en sus 
respectivos ámbitos. 
 
Disposición adicional quinta. Planificación plurianual de las acciones. 
 
En tanto no se realice la planificación plurianual a la que se refiere el artículo 
30 del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el 
subsistema de formación profesional para el empleo, se estará a lo 
dispuesto en esta orden. 
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Con el fin de asegurar la complementariedad de las acciones ejecutadas, la 
Fundación Tripartita pondrá a disposición del Servicio Público de Empleo 
Estatal y los órganos competentes de las Comunidades Autónomas, los 
instrumentos que faciliten la recogida, integración y consulta de la 
información relativa a las acciones de investigación e innovación que se 
realizan en los diferentes ámbitos de competencia. 
 
Disposición adicional sexta. Devolución de la subvención. 
 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 90 del Reglamento de la Ley 
General de Subvenciones, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de 
julio, las convocatorias darán publicidad de los medios disponibles para que 
los beneficiarios puedan realizar, en su caso, la devolución voluntaria de la 
subvención. 
 
Disposición transitoria única. Acciones de información y orientación. 
 
1. Mientras no se desarrolle el artículo 31 del Real Decreto 395/2007, de 23 
de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para el 
empleo, las convocatorias que publiquen las Administraciones públicas 
competentes podrán contemplar la concesión de subvenciones para la 
financiación de acciones de información y orientación de acuerdo con las 
bases reguladoras contenidas en esta orden. 
 
2. El objetivo de este tipo de acciones será facilitar el desarrollo de los 
recursos necesarios para disponer de un sistema integrado de orientación 
profesional en materia de formación y empleo en relación con las posibilidades 
de acreditación de las competencias profesionales adquiridas por los 
trabajadores a través de procesos formativos formales y no formales y de la 
experiencia laboral. 
 
7. Estas acciones facilitarán a los trabajadores la información, 
acompañamiento y orientación sobre las posibilidades de formación y 
movilidad profesional, así como sobre las diferentes vías de acceso a las 
acciones de formación profesional para el empleo generadoras de 
competencias profesionales. 
 
8. Disposición final primera. Título competencial. 
 
La presente orden se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª 
de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia 

Memoria UNAV 2008 245   



 

de legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las 
Comunidades Autónomas. 
 
Disposición final segunda. Normativa aplicable. 
 
En todo lo no previsto en la presente orden será de aplicación la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, el Real Decreto 887/2006, de 
21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la misma, la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, el Real Decreto 395/2007, de 
23 de marzo, por el que se regula el subsistema de formación profesional para 
el empleo y cualquier otra disposición normativa aplicable por razón de la 
materia. 
 
Disposición final tercera. Facultades de aplicación. 
 
El Director General del Servicio Público de Empleo Estatal y los órganos 
competentes de las Administraciones autonómicas podrán dictar, en sus 
respectivos ámbitos competenciales, las disposiciones que sean necesarias 
para la aplicación de la presente orden. 
 
Disposición final cuarta. Entrada en vigor. 
 
La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado». Madrid, 26 de septiembre de 2008. El Ministro 
de Trabajo e Inmigración, Celestino Corbacho Chaves. BOE núm. 242 - Martes 
7 octubre 2008 40383 
 
 
ANEXO 
Costes financiables 
 
1. Costes directos de las acciones subvencionadas: 
 
a) Las retribuciones de personal interno y externo pudiéndose incluir salarios, 
seguros sociales y, en general, todos los costes imputables al personal en el 
ejercicio de las actividades que forman parte de la ejecución de las acciones 
aprobadas. 
 
b) Los gastos de amortización de equipos y plataformas tecnológicas 
utilizados, calculados con criterios de amortización aceptados en las normas 
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de contabilidad, así como el alquiler o arrendamiento financiero de los mismos, 
excluidos sus intereses, soportados en la ejecución de las acciones aprobadas. 
 
c) Gastos en bienes consumibles utilizados en la realización de las acciones 
aprobadas. 
 
d) Los gastos de alquiler, arrendamiento financiero, excluidos sus intereses, 
o amortización de los locales utilizados expresamente en el desarrollo de las 
acciones aprobadas. 
 
e) Gastos de transporte, manutención y alojamiento que se realicen en el 
territorio nacional, con los límites fijados en la Orden EHA/3771/2005, de 2 
de diciembre, imputables al personal que participa en la ejecución de las 
acciones aprobadas. Se podrán incluir en este apartado los costes de 
transporte, manutención y alojamiento fuera del territorio nacional cuando 
sea necesario para el desarrollo de alguna de las acciones subvencionables y 
así esté contemplado en la correspondiente convocatoria. 
 
f) Costes directamente ocasionados por la ejecución de las acciones 
subvencionadas, que no se recojan en el resto de los apartados, tales como 
publicidad, difusión, comunicación, entre otros, cuando estas actividades 
estén contempladas en la correspondiente convocatoria. 
En el caso de que la cuenta justificativa se realice con informe auditor de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 74 del Real Decreto 887/2006, de 21 
de julio, los gastos derivados de la realización de dicho informe serán 
subvencionables, estableciéndose en la convocatoria una financiación 
adicional sólo para el supuesto de que el citado informe sea preceptivo para 
el beneficiario. 
 
2. Costes asociados de las acciones subvencionadas: Luz, agua, calefacción, 
teléfono, mensajería, correo, limpieza, seguridad y otros costes, no 
especificados anteriormente, asociados a la ejecución de la actividad 
subvencionada. 
De conformidad con el artículo 31, apartado 9, de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, estos costes habrán de imputarse por 
el beneficiario a la actividad subvencionada en la parte que razonablemente 
corresponda de acuerdo con principios y normas de contabilidad 
generalmente admitidas y, en todo caso, en la medida en que tales costes 
correspondan al período en que efectivamente se realiza la actividad. 
La suma de los costes asociados no podrá superar el 10 por ciento del total 
de los costes directos de las acciones subvencionadas. 
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3. En todo caso, los costes subvencionables previstos en este anexo deben 
responder a costes reales, efectivamente realizados, pagados y justificados 
mediante facturas o documentos contables de valor. 
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CALENDARIO LABORAL PARA 2009 
 
 
 
Lo establece la Resolución de la dirección General de Trabajo de 5 de 
noviembre de 2.008 que publica la relación de Fiestas Laborales para 2.008 
que es la que se reproduce en el cuadro adjunto. 
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RELACIONES CON PROVEEDORES 
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IBERIA 

 
 
El día 16 de abril se mantuvo reunión con D. Luis Gimenez Cassinas con 
el único tema de abordar la problemática planteada en relación con el pago 
a las Agencias de Viajes de la subvención correspondiente a su S.F. 
El Sr. Gimenez Cassinas informó haber mantenido esa misma mañana, 
una reunión con un abogado del estado y una alta funcionaria de Aviación 
Civil, así como con otras compañías aéreas, en la que les explicaron que 
la situación en la que nos encontramos, se debían a su intento de atajar 
un fraude detectado (ajeno a las Agencias de Viajes). 
 
Además, señalaron que una inmensa mayoría de agencias de viajes, por 
desconocimiento o por mala información, no diferencian en la máscara del 
billete si el cargo por emisión era subvencionado o no, lo cual había 
provocado en Fomento una cierta perplejidad y puede que hubiera 
influenciado, en parte en las acciones actuales. 
 
La conclusión de la reunión fue que iban a estudiar de nuevo el asunto, y 
pensaban convocar nueva reunión en la siguiente semana para comunicar 
las decisiones a adoptar. 
 
Nuestra posición al respecto de la situación fue la siguiente: 
1/ Es necesaria una clarificación y directrices desde Aviación Civil a las 
Agencias de Viajes o, en su defecto, de las Compañías Aéreas de la 
operativa a aplicar de forma clara y concisa. 
2/ Que la aplicación sea desde una fecha concreta como, por ejemplo, a 
partir del 1 de mayo de 2008, es decir, que no tenga efectos retroactivos. 
3/ Que se puedan recuperar las bonificaciones de los cargos por emisión 
no cobradas desde Noviembre hasta la fecha en que entren en vigor 
dichas directrices. 
 
El día 10 de septiembre se mantuvo reunión con la compañía con el 
objetivo de resolver la problemática existente en cuanto al retraso del 
cobro de la subvención del S.F. de los agentes de viajes en billetes de 
residentes. 
 
Se informó que durante el mes de octubre se completaría la regularización 
de los mismos. 
 
Además se planteo la necesidad de conocer sus planteamientos en 
relación con el contrato para 2009. 
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Nos comunicaron no tenerlo todavía definido, dadas las circunstancias por 
las que se atravesaban, aunque si anticipaban que estaría en la misma 
línea del de 2008 y con los mismos conceptos. 
Así mismo avanzaron que tras la fusión de ClickAir y Vueling, esta ultima 
compañía tendrá código Iberia, y por tanto, el volumen total de ventas de 
cada agencia, sumará  y devengara para el cobro de incentivos variables. 
 
Por ultimo, aportaron datos de facturación muy negativos, desde el trágico 
accidente de Spanair. 
 
En relación a ello, FEAAV transmitió la necesidad de retomar el tema de 
protección de los pasajeros y agencias de viajes, señalándose la necesidad de 
realizar algún tipo de seguro que cubra los reembolsos al pasajero y los daños y 
perjuicios de las agencias de viajes en caso de quiebra de las compañías aéreas. 
 
 
- El día15 de diciembre de 2008 se celebro la siguiente reunión con IBERIA 
L.A.E. 
 
En primer lugar, la Representación de UNAV/FEAAV transmitió a la 
Compañía su malestar, tanto por la forma como por el fondo, de la reciente 
comunicación de IBERIA a las Agencias de Viajes, sobre el sistema 
retributivo para el año 2009, en la que la Compañía se permitió manifestar 
que “... el documento recoge las condiciones negociadas para el año 
2009...”, estando los representantes de la Federación en total desacuerdo 
con esta afirmación y considerando, por lo tanto, esta reunión como 
meramente informativa. 
 
Los representantes de la Compañía se disculparon, manifestando la 
premura de fechas, el haber avanzado en nuestro anterior Congreso que 
el sistema retributivo para 2009 básicamente no sufriría cambios respecto 
al año anterior, así como reiteraron su disponibilidad para el 
mantenimiento de reuniones y reconocimiento de que el texto de la carta, 
efectivamente había sido poco afortunada. 
 
A continuación procedieron a exponer el sistema retributivo  para el año 
2009. 
 
En relación a él, comunicaron habían procedido a la segmentación del 
mercado, estableciendo dos tipos de contratos. 
 
En el primero se encuentran incluidas el 80% de las Agencias de Viajes y 
contiene los mismos parámetros de incentivos y remuneración que el año 
anterior. 
 
En el segundo contrato, se encuentran encuadradas el 20% restante de 
agencias, cuya producción no es significativa para IBERIA. Según la 
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Compañía, el modelo de incentivos es similar al del año anterior, pero su 
cuantía desciende aproximadamente en un tercio. 
 
Los contratos de cada Agencia se encuentran a disposición de cada 
agencia en www.iberiagencias.es y la fecha máxima para que aquellas 
agencias que lo consideren oportuno los remitan firmados es el 15 de 
enero de 2009. En aquellos contratos recibidos por IBERIA con 
posterioridad a esa fecha, la retribución se realizará a partir de la fecha de 
recepción del contrato firmado y sin efectos retroactivos desde el 1 de 
enero. 
 
Finalmente, informaron que desde la implantación de los cargos por 
emisión IBERIA ha subvencionado los costes generados para el canal de 
agencias de viajes por la utilización del servicio proporcionado por IATA 
para procesar los mencionados cargos de billetes emitidos con tarjeta de 
crédito (TASF). Este compromiso que asumieron en su momento y al que 
se comprometieron por dos años y han prolongado hasta la fecha, no les 
es posible mantenerlo por más tiempo, por lo que con efectos 1 de enero 
de 2009 IBERIA no los asumirá más. 
 
La Representación de FEAAV manifestó su desacuerdo con que un 20% 
de las agencias de viajes vean reducida sus incentivos, así como con que 
IBERIA no asuma más el TASF, ya que para la Compañía tiene un coste 
mínimo y para la Agencia de Viajes conlleva problemas de contabilidad y 
operativos, solicitando a la Compañía que reconsidere esta decisión 
 
Se manifestó que dado que la retribución que perciben las Agencias de 
Viajes por parte de las Compañías Aéreas es prácticamente nula, por su 
labor de comercialización, es absolutamente necesario establecer tipos de 
remuneración distintos a los habituales hasta estos momentos. 
 
Se expuso la absoluta necesidad de que la Compañía no adopte, en 
ningún caso, prácticas comerciales desleales que incentiven la venta 
directa a través de ventajas adicionales de las que no disponen las 
Agencias de Viajes. Además, el Sr. Payno comunica a la Compañía se 
están recibiendo ADM´S por la no aceptación de la condición de 
residentes, en un número que él considera significativo. 
 
Se solicitó, por parte de la Compañía que le remitieran dos o tres casos 
con el fin de investigar este asunto. 
 
Hubo, no obstante, agradecimiento a IBERIA por el apoyo fundamental 
prestado ante Aviación Civil en la problemática de la aplicación a los 
service fees de las agencias de viajes de la bonificación en caso de 
residentes en Canarias y Baleares. 
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Se solicitó información a la Compañía sobre su política en cuanto al 
Recargo por combustible. 
 
El representante de IBERIA comentó que ya habían rebajado dicho 
recargo, pero que además serían reembolsables en los billetes no 
utilizados en su totalidad. 
 
En el mes de octubre Iberia remitió nota sobre la emisión de billetes para 
el Senado y el Congreso. 
 
En dicha nota informaban que a partir del 1 de noviembre no serian validos 
los talonarios de vales de viaje para la emisión de billetes del Senado, 
Congreso y Eurodiputados. 
 
Motivaban esta medida siguiendo instrucciones de las Cortes Generales, 
comunicaban que, a partir del 1 de noviembre de 2008 ya no serian validos 
los talonarios de viaje para emisión de billetes con cargo a dicho organismo 
y no podrían ser aceptados como liquidación de las agencias de viajes. 
Por tanto, quedaban sin efecto todas las circulares existentes sobre 
emisión de billetes para las Cortes Generales y Eurodiputados, abonados 
por medio de dichos talonarios. 
 
Desde esa fecha los billetes para Diputados y Senadores con cargo a las 
Cortes solo podrían ser emitidos por las agencias seleccionadas por el 
citado organismo. 
 
 
COMISIONES IBERIA 2008 
 
 
Contempla los siguientes aspectos: 
 
⇒ COMISION BASICA:     0% 
 
⇒ TRES CONCEPTOS RETRIBUTIVOS: 
 
1.- Incentivo del 0,4% sobre INGRESOS (billetes volados) para todas las 
tarifas comisionables en el modelo 2007 (no comisionables las de 
Touroperadores y las netas de empresa, como en el anterior. 
 
 
2.- Incentivo OD (Origen- Destino). 
 

Nivel 1     Nivel 2 
Tarifas C, J, Y    Tarifas A,D,B,H,K,     

corporates 
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Corto   -- €     --- € 
Medio  -- €               --- €    
Largo   -- €     --- € 
 
 
3.- Incentivo Variable. Crecimiento sobre largo radio. Con un máximo del 
1% de incentivo con un crecimiento de hasta el 10% 
 

 
 
 
 
 
⇒ Vuelos ClickAir: 
 
Bajo Código IB5000 tendrán la misma retribución, sumarán y devengarán, 
a diferencia del modelo 2007; señalaron que el incremento previsto para 
2008 en cuanto a número de aviones, pasará de los 14 actuales a 24 para 
el año próximo, así como en rutas en medio y largo radio. 
 

- El pago de los incentivos 1 y 2 se realizará mensualmente a través 
del BSP. 

 
- El pago del 3º a final de año. 
 
- El incentivo 3º (variable crecimiento) para las Agencias on-line 

tendrá otros conceptos. 
 
- El modelo de contrato (dijeron sufriría básicamente la eliminación de 

comisión), así como los anexos de incentivos, los remitirán el 
próximo viernes. 

 

0%

1%

0% 10%
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- Tienen previsto remitir el nuevo contrato con los anexos a los 
Agentes de Viajes para su firma, en los primeros días de noviembre, 
acompañada de una carta explicando el cambio. 

 
- Hoy en la Convención de Travel Advisors, a la que asistirá, no tienen previsto comunicar 

el Plan, al menos, en detalle. 
 
 
• CUADRO COMPARATIVO SISTEMAS RETRIBUTIVOS 2007 2008 
 
 
 2007 2008 
COMISIÓN BASICA 
 

0,4% 0% 

INCENTIVO 
INGRESOS 
 

----- 0,4% 

INCENTIVO OD 
 

 
 
------- 

 
N 1 N 2 
Corto -- €  -- € 
Medio -- € -- € 
Largo -- € -- € 
 

INCENTIVO CREC. 
LARGO RADIO 
 

Máximo de 3% en un 
crecimiento del 15% 

Máximo de 1% en un 
crecimiento del 10% 

PRODUCTO IBERIA Del 0,3% al 1,2% ------ 
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SPANAIR 

 
 
* El día 24 de septiembre se mantuvo reunión con SPANAIR, en la que, en primer 
lugar, D. Sergio Allard, Director Comercial de la Compañía,  agradeció el apoyo 
recibido del Sector de Agencias de Viajes con motivo del trágico accidente 
acaecido el pasado 20 de agosto, pasando a continuación a exponer: 
 

- sus áreas de actuación en relación con el accidente: 
o Seguimiento de los familiares de las víctimas. 
o Plan de comunicación. 
o Autoridades nacionales y locales. 
o Apoyo a la Comisión Investigadora. 

 
- sus ejes fundamentales: 

o Seguridad. 
o Continuidad del negocio: Plan de Viabilidad. 
 

En cuanto a la seguridad, reiteró ser, desde su fundación, su mayor prioridad, 
informando que, en todo momento, se han cumplido escrupulosamente todos los 
requisitos, así como se han superado ampliamente, todo tipo de controles y 
auditorias llevadas a efecto. 
 
En cuanto al Plan de Viabilidad, el Sr. Allard aseguró el total apoyo financiero de 
SAS, facilitándonos y explicando el documento “Plan de Viabilidad en el que se 
recoge el posicionamiento de la Compañía. 
 
Por parte de las Asociaciones se manifestó: 
 

- La importancia de transmitir al Sector confianza, en relación con la 
continuidad de la Compañía. 

- Diferencia de tarifas, en ocasiones, entre la página web de la Compañía 
y el CRS. 

- En relación a ello, el Sr. Allard reiteró el firme compromiso de SPANAIR 
de seguir una política comercial que no discrimine a ningún canal de 
distribución, por lo que los casos puntuales que pudieran haberse 
producido, han sido debidos a fallos del ATPCO, rogándonos se 
comunique a la Compañía, así como que, a partir del próximo 2 de 
noviembre, estarán solucionados definitivamente. 

- Se pidió información sobre la situación del abono de las liquidaciones de 
los Service Fee de Residentes en Canarias y Baleares a las Agencias de 
Viajes. 

 
 
Por último, y en cuanto a los términos del contrato para el año próximo, 
avanzaron que eran conscientes de su reducción de oferta, así como de la 
situación del mercado, por lo que harían un planteamiento que fuera favorable a 
las Agencias de Viajes, acordándose celebrar una nueva reunión en la que se 
abordaría este tema la segunda quincena del próximo  mes de noviembre. 
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* La siguiente reunión con SPANAIR se mantuvo el día 15 de diciembre y tenía 
por objeto dos temas principales, recibir la información  precisa del pago de las 
bonificaciones de los services fees de billetes de residentes pendientes, para lo 
cual se desplazaron a Madrid Dña. Margaret Martínez y D. Juan Andrés Prats, y 
el Acuerdo Marco de comisiones para el 2009. 
 
Por parte de los Representantes de la Compañía se hizo una síntesis de la 
problemática creada  a raíz de la publicación del nuevo Real Decreto 1340/2007, 
de 11 de octubre, que modifica el Real Decreto 1316/2001, de 30 de noviembre 
por el que se regula  la bonificación en las tarifas de servicios regulares de 
transporte aéreo y marítimo para los residentes en las Comunidades Autónomas 
de Canarias y las Illes Balears, y en las Ciudades de Ceuta y Melilla y de la 
interpretación que de este Real Decreto realizó la Subdirección General de 
Aviación Civil que excluía los service fees de las agencias de viajes de la 
aplicación de dichas bonificaciones. 
 
Asimismo, informaron sobre los problemas informáticos surgidos tras la 
implantación de las modificaciones para adecuarse al nuevo sistema que 
produjeron el retraso en los pagos, así como errores en su cálculo, informando 
que en el BSP del próximo mes de enero de 2009: 
 

- Realizarían los pagos pendientes. 
- Abonarían las diferencias, tanto a favor como en contra de pagos ya 

efectuados. 
 
D. Dámaso Payno puso de manifiesto que, independientemente de lo anterior 
Spanair no ha abonado correctamente las bonificaciones tanto de residentes 
como de familia numerosa. 
 
Los Representantes de SPANAIR manifestaron desconocer este aspecto, 
solicitando se remitieran algunos casos para su investigación. 
 
En cuanto al Acuerdo Marco de Comisiones para el año 2009, fue manifestada 
la disconformidad  en cuanto a la bajada de comisiones del 1 al 0,4%, ya que, en 
su opinión, este nuevo sistema reduce la retribución respecto al año anterior. 
 
Dña. Rocío Blázquez reiteró que el nuevo sistema mejora la rentabilidad 
aumentando los incentivos fijos, sin estar ligados al incremento necesario de 
ventas. 
 
Finalmente, se acordó se remitieran distintos casos de Agencias de Viajes con 
el fin de comprobar estas afirmaciones, comprometiéndose, además a remitirnos 
las Cuotas Medias Provinciales de SPANAIR (CMPS). 
 
Se transmitió la absoluta necesidad de que la Compañía no contemple en su 
política comercial ninguna acción que cree desventaja para su canal de ventas, 
las Agencias de Viajes. 
 
Se ssolicitó información a la Compañía sobre su política en cuanto al Recargo por 
combustible, a lo que la Compañía respondió que ya lo habían rebajado de 35€ a 19€. 
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En cuanto al texto legal del contrato quedó pendiente su revisión para poder aportar 
nuestra opinión. 

Finalmente, y una vez revisado el texto, jurídicamente nos pareció correcto. Este 
acuerdo marco no necesitaba ser firmado, ni devuelto a Spanair. Es un marco 
general que regula los pagos que JK hará a cualquier agencia que distribuya su 
producto. 

Además de estas dos reuniones, se ha permanecido en contacto con la 
Compañía, en las siguientes ocasiones: 

El 19 de febrero y respondiendo a nuestra solicitud, nos informaba que había 
firmado un acuerdo con AMADEUS, comprometiéndose a que sus tarifas, 
incluidas las de spanair.com, estuviesen disponibles en el sistema de 
distribución, sin ningún cardo adicional. 

Tras este acuerdo Spanair dejaba de aplicar al precio final del billete el recargo 
de 4€ por trayecto que la Compañía venía añadiendo cuando se efectuaban 
reservas de sus tarifas web, a través del sistema Amadeus, igualando así, el 
precio que ofrecía al cliente final, tanto si reserva en su propia web, como si 
decide acudir a la Agencia de viajes. 

TASF: ante la comunicación de la Compañía de finalizar la asunción de los 
costes de tarjeta de crédito que se originaron por el cobro del service, se remitió 
escrito solicitando a la Compañía que se replantease este tema, debido a los 
problemas operativos y de contabilidad, y por ser uno de los acuerdos adoptados 
con motivo del cambio del modelo retributivo. 
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AIR EUROPA 

 
 
El día 11 de Junio se mantuvo reunión en que se expuso al Sr. Clark que, ante 
las reiteradas afirmaciones del inmediato cobro de los atrasos en el pago de las 
bonificaciones en billetes de residentes, que se ha ido dilatando en el tiempo, la 
situación de las Agencias, con especial incidencia en las más pequeñas, era ya 
absolutamente insostenible, exigiéndose el conocimiento de la fecha, que deberá 
ser inmediata. 
 
 Asimismo, se planteó que, dado que Aviación Civil subvencionará la tarifa 
(no el transporte) los pagos del S.F. debía ser por la totalidad de billetes emitidos, 
independientemente de cupones volados o no volados. 
 
 Se solicitó que la liquidación de los atrasos fueran mes a mes, billete por 
billete, de manera que su control no requiriera ni a un experto ni gran cantidad 
de tiempo de los empleados. 
 
 El Sr. Clark aseguró estaban realizando el máximo esfuerzo para que el 
pago se efectuara a la mayor brevedad, informando del perjuicio que para la 
compañía supone dicho atraso. Acordándose que antes del próximo lunes nos 
remitirían infamación sobre la fecha prevista del pago, así como se coordinará 
reunión la que asistirá el Sr. Panadero para la operativa de dichos reembolsos.  
 
En cuanto a la diferencia de tarifa que, en ocasiones, se produce entre la web de 
la compañía y Amadeus, el Sr. Clark informó se debía al sistema informático 
actual y es consecuencia de la situación de plazas en la noche anterior, por lo 
que esta diferencia es de 24 horas, asegurando que cuando se detecte, la 
Agencia puede ponerse en contacto con la compañía, quién  autorizará la 
emisión al mismo nivel de tarifa que la web. 
 
 Ante esta respuesta, se solicitó el establecimiento de un buzón de correo 
electrónico, en el que las Agencias de Viajes puedan pasar la pantalla de la 
pagina web y localizador Amadeus a fin de que la compañía  autorice la emisión 
al nivel de la tarifa de la página web. 
 
 Como continuación a la reunión mantenida, Air Europa envió lo siguiente: 
 
Después de la reunión celebrada en el día de ayer con la Aviación Civil, paso a 
detallar como queda la situación con ref. al Service Fee y demás puntos tratados 
la semana pasada 
 

1. Service Fee 
 

- Cobro pendiente Nov 07 / May 08: Como muy pronto, el Ministerio nos 
liquidara las cantidades pendientes, aprox. finales de Agosto. Hemos 
insistido en la injusta situación, pero nada mas podemos hacer. El motivo 
que alegan es que nos vimos obligados a rectificar toda la documentación 
a petición de ellos, y esta no les llego completa hasta finales de Mayo. 
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- Aplicar sobre reserva y no volando: Imposible, debe aplicarse sobre 
volado, tal como el descuento de residente histórico. 

- Liquidación mes a mes: No hay posibilidad ninguna, intentaran agilizar al 
máximo, pero nunca por debajo de los 60 días. 

 
2. Diferencia Tarifaría: 

 
Como comentamos, estamos trabajando para reducir el tema de las 24 hrs. 
Mientras tanto la dirección para informarnos de incidencias es: 
 

gestionpostventa@air-europa.com 
 

Inmediatamente AIREUROPA remitió comunicado sobre el funcionamiento de su 
web en referencia a las tarifas y la disponibilidad, así como su interacción con 
AMADEUS y sobre su estrategia respecto a las ventas web y las Agencias de 
Viajes on-line. 
 
Respecto al primer asunto, nuestra web funciona de la siguiente manera: 
 

- Disponibilidad de rutas, clases y horarios, lo consultamos directamente 
de AMADEUS. La reserva se hace finalmente en el mismo AMADEUS. 

- Tarifas y tasas las calculamos basándonos en un sistema propio. Este 
sistema hace una captura diaria de las condiciones de las mas de 50.000 
tarifas publicadas que tenemos dadas de alta de los GDS. Esta carga 
automática demostró ser insuficiente debido a que las modificaciones que 
se hacían en el día no aparecía en nuestra web hasta el día siguiente. 
Así que desde hace dos meses, a esta carga masiva le sumamos un 
trabajo de BackOffice manual para modificar las condiciones que se iban 
cambiando en el día. Con este modelo, os podremos encontrar 
diferencias de condiciones de tarifas puntuales y debido a que la carga 
en los diferentes sistemas no se hace de forma coordinada en el tiempo. 

 
Por esta razón, habrá casos en los que puntualmente aparezcan diferencia de 
tarifas (y ojo, que  estas diferencias pueden ser positivas o negativas) entre 
AMADEUS, nuestra web y GALILEO. Incluso  en las Agencias de Viajes on line, 
aunque usen AMADEUS, hay casos en los que hemos reportado diferencias 
importantes en disponibilidades, horarios y precios respecto a los GDS. 
 
Con esto te quiero decir que no es nuestra estrategia y nunca lo ha sido ni mucho 
menos el tener precios más baratos en nuestra web que en GDS. 
 
Incluso, debido a la complejidad de las tarifas, hemos renunciado a la venta de 
determinadas tarifas de determinadas rutas de vuelos de Air Europa (clases 
bajas de los España-Francia, por ejemplo) y tampoco vendemos a través de 
nuestra web vuelos en Codeshare, como si hacen el resto de webs de Aerolíneas 
tradicionales. 
 
Tampoco ofertamos tarifas negos privadas, cosa que si hemos visto que hacen 
algunas líneas aéreas. 
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También tenemos el Service Fee de 20 euros por billete RT a trabes de nuestra 
web muy superior al que venden el resto de las líneas aéreas y del resto de 
AAVV on line. Y como podrá demostrar, nuestra estrategia on line no es tan 
agresiva como la del resto de las líneas aéreas. Entendemos desde hace ya 
varios años que debemos de tener una WEB funcional y cómoda para el cliente 
que desee comprar directamente, pero no la promocionamos con campañas de 
marketing como as que hemos visto en otras líneas aéreas. 
 
Respecto al segundo asunto, nuestra estrategia con los AAVV online es no 
darles ninguna tarifa neta, ni nego especial ni nada que no se encuentre 
públicamente en AMADEUS. Incluso hacemos labores de control al respecto y 
detectamos  y quitamos de la venta algunas negos (Étnicas, Pymes) que han 
aparecido en algunas WEBS. 
 
Con todo esto,  quiero comentar que nuestra estrategia ha sido, es, y seguirá 
siendo, el trabajar codo con codo con el canal de AAVV. 
 
El día 22 de diciembre la compañía remitió circular con las comisiones aplicables 
para 2009. Es de destacar el mantenimiento de la comisión básica en el 1% y 
ofrece variables a las agencias de viajes. 
 
Este acuerdo marco no necesitaba ser firmado, ni devuelto a Air Europa, ya que 
es un marco general que regula los pagos que la compañía hará a  cualquier 
agencia que distribuya su producto. 
 
Por último, el día  29 de octubre se mantuvo en Palma de Mallorca, una  reunión 
con la Compañía para tratar el pago de las liquidaciones de las bonificaciones 
de residentes, que, a esa fecha, ya estaban prácticamente finalizadas y el 
tratamiento de los ADM´s por parte de Air Europa. 
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COMISIONES AEREAS 
 
 

A lo largo de todo el año se han remitido las variaciones que se han ido 
produciendo sobre ellas. Procediéndose, al final del ejercicio, a contactar 
con todas y cada una de las compañías aéreas con el fin de facilitar dicha 
información. 

 
 

(Según la información que dispone UNAV a 31 de diciembre de 2008) 
 

   
COMPAÑIA Comisión TASF 

AER LINGUS 1% NO 
AEROLÍNEAS ARGENTINAS 1% SI 

AEROMEXICO 2% SI 
AEROREPUBLICA 1,5% NO 

AEROSUR 1% NO 
AIR BERLIN 1% NO 
AIR CANADA 1% NO 
AIR EUROPA 1% SI 
AIR FRANCE 0,4% NO 

AIR ONE 1% NO 
AIR NEW ZEALAND 1% NO 
AIR PLUS COMET 1% NO 

AIR SENEGAL 1,5% SI 
ALITALIA 1% NO 

AMERICAN AIRLINES 1% NO 
AUSTRIAN AIRLINES 1% SI 

AVIANCA 1% SI 
BINTER 3% NO 

BRITHISH AIRWAYS 0,4% SI 
BRITISH MIDLAND 1,5% NO 

BRUSSELS AIRLINES 0,4% NO 
BULGARIA AIR 0% NO 

CATHAY PACIFIC 2% NO 
CONDOR 1% NO 

CONTINENTAL AIRLINES.  2% tarifas negociadas 
Billetes con salida EE.UU y Canadá Comisión 0% 

1% NO 

COPA AIRLINES 1,5% NO 
CSA-CZECH AIRLINES 1% NO 

DELTA AIRLINES 0,4% NO 
EL AL 1% SI 

FINNAIR 0,4% SI 
IBERIA 0% SI 

JAPAN AIRLINES 1% NO 
ICELAND AIR 1% NO 

KLM 0,4% NO 
LAGUNAIR 1% NO 

LANCHILE/LANECUADOR/LANDOMINICANA/LANPERU 1% NO 
LOT 1% SI 
LTU 1% NO 
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LUFTHANSA 1% SI 
LUXAIR 1% NO 

MALEV (hasta 31.03.07) 1% NO 
MERIDIANA 4% NO 

MEXICANA DE AVIACIÓN 2% NO 
MONARCH SHEDULED 0% NO 

OLYMPIC AIRLINES 2% NO 
PLUNA 1% NO 

PORTUGALIA 1% SI 
QATAR AIRWAYS 1% NO 

ROYAL AIR MAROC 1% NO 
SANTA BARBARA 3% SI 

SAS 0,5% NO 
SINGAPORE AIRLINES Tarifas netas NO 

SPANAIR 1% NO 
SWISS INTERNATIONAL 1% NO 

SYRIAN AIRLINES 0,56% NO 
TACV CABO VERDE AIRLINES 1% NO 

TAP AIR PORTUGAL 1% NO 
TAROM 1% NO 
THAI 1% NO 

TUNISAIR  1% NO 
TURKISH Airlines 1% NO 

TWIST FLY 7,5 € por 
segmento, 
persona y 

vuelo 

NO 

UKRAINE INTERNATIONAL 
A partir del 1 de enero de 2008 el 0,4% 

1% SI 

UNITED AIR LINES 
Domésticos de EE.UU 0% 

1% SI 

U.S. AIRWAYS 1% NO 
VARIG 1% NO 

VIETNAM AIRLINES 0% NO 
VIRGIN ATLANTIC 2% NO 

 
 

⇒ COMPAÑÍAS QUE MANTIENEN SUS SISTEMAS HABITUALES DE COMISIONES:  
 

• COMPAÑÍA 
AÉREA 

 

 
 

AEROFLOT 

9% en todos los vuelos salvo Rusia 
7% para vuelos desde Rusia excepto Moscú. 

5% combinando otras compañías 
5% para vuelos con origen Moscú 

AIR ALGERY 7% 
AIR NAMIBIA 7,5% 

CHINA AIRLINES 7%, excepto vuelos domésticos: 5% 
CHINA EASTERN 9%/7% si es un tramo internacional de MU sin/con otros 

tramos de otras compañías.; 7%/5% si es un tramo entre 
HKG y ciudades internas o entre TPE u otras ciudades de 
Taiwan y ciudades internas de China sin/con tramos de 
otras Compañías; 3%/2%:Tramos internos sin/con tramos 
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de otras Cías. Si se mezclan en un billete trayectos nac. 
e internac. Se da la comisión menor. 

CHINA SOUTHERN             - Vuelos Puros CZ: 5% 
            - Vuelos de CZ en combinación con otras 
aerolíneas: 5%  (CZ Operating Carrier)  
            - Vuelos en otras compañías: 0%    (CZ Marketing 
Carrier) 

CUBANA DE 
AVIACION 

5% 

ISLAS AIRWAYS Residentes Canarios 16.5%/No Residentes 9% 
HAHN AIR LINES 5% 
MADAGASCAR 7% 

 
                             

 
Madrid, a 31 de diciembre de 2008 

 
UNAV no se responsabiliza del contenido de la información que suministran las 
compañías aéreas, ni facilitar esta información al público en general, ni debe 
entenderse, en modo alguno, como una toma de postura respecto a la misma. Esta 
información es la que cada compañía aérea ha hecho pública de forma 
previa. UNAV desea recordar, de nuevo, que no es parte ni interviene en las 
concretas relaciones contractuales y económicas entre las compañías aéreas y las 
agencias de viajes. 
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APJC 
 
 
El día 21 de Enero tuvo lugar la 25 Reunión del Consejo Conjunto del Programa 
de Agencias – APJC. 
Abrió la reunión D. Jean Charles Odelé-Gruau, Director para España y Portugal 
abordando el primer punto del Orden del Día. 
 
 

- Billete electrónico: 
 
El día 1 de junio de 2008 desaparecerán definitivamente los billetes en 
papel. En la actualidad España emite en esta modalidad el 95,28%. 
 
Se está trabajando con BSP-Link- CRS y VISA España, para encontrar 
alternativas a los documentos que siguen, utilizándose en papel (MPD`S y 
CCCF’S), asegurando el Sr. Odele la distribución a las Agencias de Viajes 
de estos documentos después del 1 de junio, si a esa fecha no se ha 
conseguido otra posibilidad. 
 

- ADM´S y disputas: 
Datos 2007: 
Billetes emitidos BSP:  23.233.648 
ADM´S:    354.807 (1,53%) 
ADM´S disputados:  7344,5 (2,07%) 
 
En relación a este punto, el Sr. Odelé, además de facilitar estos datos 
estadísticos, recordó que ya está en aplicación desde el 1 de marzo de 2007 
los siguientes: 
 

o Los agentes, en cualquier momento pueden registrar una disputa con 
el Administrador de Agencias, sobre el importe a pagar a una 
Compañía Aérea BSP. Será suficiente con presentar evidencia 
escrita para evitar que se produzca una acción de irregularidad o de 
default sobre la Agencia. 

o Si en algún momento el Administrador de Agencias tiene 
conocimiento por cualquier fuente, de que una Agencia ha sido 
declarada en default por una disputa bilateral con una Compañía 
Aérea, se retirará la declaración de default. 

o Resolución 850m.- Los billetes emitidos sin manipulación de la 
tarifa no pueden ser sujetos a ADM. 

 
 

- Mejoras BSP-Link.- Aplicación final enero 2008. 
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o 45 días después de la disputa, BSP remitirá e-mail a la Compañía si 
no ha habido respuesta. 

o 60 días después de la disputa BSP cancelará automáticamente el 
ADM. 

o Si una Compañía rechaza una disputa, BSP pedirá a la Compañía 
que confirme que ha sido de mutuo acuerdo con la Agencia (respecto 
a este punto, el panel de Agencias solicitó que dicha confirmación se 
solicitara a ambas partes, Compañía Aérea y Agencia). 

 
Asimismo, y en relación con la resolución 850m y las obligaciones de Compañías 
Aéreas y Agencias de viajes comunicó que: 

 
- Todavía hay Compañías Aéreas que no publican su política de ADMS. 
- No todas las tarifas están grabadas en los CRS. 
- Pocas Compañías aéreas autorizan disputas en BSP-Link (sólo 19 de 

142). 
 

En relación con las Agencias de Viajes: 
 
- Cupones robados (obligación contractual de su custodia). 
- CCCFS no cumplimentados. 

 
En cuanto a la problemática de ADM´S, el panel de Agencias solicitó 
formalmente: 
 

- Que de igual manera que las compañías aéreas tienen la potestad de cursar 
cargos administrativos por la emisión de ADM’s, lo tengan las Agencias de 
Viajes para cobrar los gastos originados por ADM’s generados por errores 
de la compañía. 

- Todas las tarifas estén grabadas en los CRS. 
- Que los ADM’s puedan disputarse a través de BSP-Link por todas las 

compañías aéreas.  
- Se realicen negociaciones con VISA con el fin de que acepten las mismas 

condiciones que en algunos países europeos, en los que no es necesario el 
uso de la bacaladera, ni la presencia física del cliente. 

 
Dña. Matilde Torres expuso los cambios que se están produciendo en el sector 
entre otros 
 - la remuneración que perciben las agencias de viajes son prácticamente 
cero, por lo que sus responsabilidades debería ser igualmente cero. 
 - Hemos pasado de una situación en la que ser Agencia IATA conllevaba 
crédito a que seamos las Agencias de Viajes quienes financien a las Compañías 
Aéreas, debido a las condiciones establecidas, por las cuales debe procederse a la 
emisión y consecuentemente pago de los billetes, en múltiples casos, con varios 
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meses de antelación a la fecha de salida y en muchos más, antes de la finalización 
del viaje. 
 
Debido a este cambio de situación considera la necesidad de plantearse la utilidad 
del BSP, así como la de ir adelgazándolo a través de la compra en la web de la 
compañía, así como la realización del pago con la tarjeta de crédito del cliente. De 
ésta manera, y para estas operaciones, la agencia no recibiría ningún ADM y toda 
la responsabilidad pasaría directamente a la propia compañía aérea. 
 
 
A continuación, expuso diversas cuestiones que han de reconducirse: 
 

- Ampliar el plazo de emisión del billete en relación con la fecha de reserva; 
así como, el establecimiento de garantías por parte de las compañías aéreas. 

- Revisión de los criterios y cuantías que se aplican a los ADM’s y fijación 
de cargos máximos. En la actualidad se están utilizando como criterio las 
tarifas IATA, acordadas por las Compañías Aéreas practica que está 
absolutamente prohibida por Competencia. 

- La necesidad de que las Compañías aéreas comuniquen fehacientemente a 
los TTOO, los cambios producidos en las tarifas, ya que el modelo de 
negocio del TTOO es muy diferente del de la Agencia minorista. 

- Habilitación de buzón, en el que a través de Internet, las Agencias puedan 
colgar los ADM’s  más significativos con el fin de evaluar sus causas, 
cuantías y compañías aéreas que las generan. 

 
Por último, el Sr. Odelé informó, en relación con las noticias aparecidas en la 
prensa del Sector, sobre la posibilidad de cambio del pago mensual a semanal de 
las liquidaciones del BSP, que para su aplicación en España requeriría un amplio 
consenso del Sector y, en cualquier caso, no está prevista la realización de dicho 
cambio. 
 
El día 15 de enero habiendo tenido conocimiento de la imposibilidad de realizar, 
ese mismo día, el pago de B.S.P. correspondiente al mes de  diciembre, FEAAV 
se puso en contacto con el Director General para España de IATA, quien nos 
informó que dado que el problema se había generado por el bloqueo del sistema 
informático de Banesto, podría realizarse el ingreso de los cheques el día 16, sin 
que ello tuviera como consecuencia incurrir en incidencia o default. 
 
En el mes de marzo, como parte de las actividades  de acreditación, IATA organizo 
una campaña europea de recogida de información. Su principal objetivo era 
conseguir un “Feedback” de mercado sobre el programa de acreditación  y los 
servicios y productos asociados a dicha acreditación, a través de un cuestionario 
que se realizó en un foro virtual los días 20 y 21 de febrero en el que participó la 
vicepresidenta de la Federación. En el Consejo Directivo del 7 de marzo, se 
consideró importante obtener las respuestas a dicho cuestionario, de los agentes de 
viajes españoles, para plantear en el foro del APJC sus opiniones y sugerencias. 
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La secretaría remitió dicho cuestionario a sus asociaciones miembros con el fin de 
cumplimentarlo. 
 

• Eliminación de billetes en papel.  
 

En el mes de abril, IATA solicito la colaboración de FEAAV con el fin de instar a 
las agencias de viajes se registraran en la pagina web de Saflog a la mayor brevedad 
posible, ya que era la única manera para que pudieran coordinar las más de 800 
recogidas de stock que tendrían que llevar a cabo entre el 1 y el 15 de junio. Se 
remitió también el procedimiento. 
 
En el mes de mayo FEAAV remitió carta a IATA comunicándole que la retirada 
de billetes en papel iba a representar problemas con algunas compañías que aun no 
tenían acuerdos con otras compañías para la emisión de billetes electrónicos. 
 
Este hecho dificultaría la actividad de las agencias de viajes por lo que se estaba 
valorando la opción de negarnos a la retirada de los billetes en papel hasta tanto no 
fuera resuelto este aspecto. 
 
IATA nos respondió que, en estos casos, la compañía actúa correctamente al 
informar a la agencia de viajes del procedimiento que deberían seguir con sus 
billetes a partir del 1  de junio, siendo responsabilidad de cada compañía el 
informar a las agencias del procedimiento a seguir, según el caso, así como es 
responsabilidad de la agencia el seguir esos procedimientos, teniendo en cuenta 
que cada agencia es libre para trabajar y emitir el billete de la compañía que 
estimara oportuno, así mismo nos comunicaban que, a partir del 1 de junio no se 
podría emitir ningún billete de papel IATA. Así como ninguna agencia estaba 
autorizada a hacerlo ni tampoco a negarse a entregar los billetes de papel que 
estuvieran en su poder. 
 
Como consecuencia de dicha respuesta FEAAV remitió al Director General de 
IATA la siguiente carta. 
 
Estimado amigo: 
 
De acuerdo con vuestra política y objetivos acordados para todas las líneas aéreas 
regulares del mundo, a partir del día 1 de junio de 2008, se suprime el formato de 
papel (ATB) para todos sus documentos de transportes. 
 
Sin embargo, como sabes, no todas las líneas aéreas están totalmente preparadas 
para adaptarse a esta situación, como ya os hemos denunciado.  
 
En nombre de Consejo Directivo de FEAAV te traslado nuestro malestar ante 
vuestra respuesta que te transcribo a continuación y que consideramos cuando 
menos simple, dada que esta iniciativa parte de vuestra Organización: 
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“En relación con su consulta sobre qué deberán hacer a partir del 1 de junio 
si no pueden generar un billete electrónico para un pasajero,  
desafortunadamente, IATA no puede proporcionar asesoramiento dado que 
las políticas de cada línea aérea pueden variar notablemente.  
 
Hemos recordado a las líneas aéreas la necesidad de que les proporcionen a 
ustedes sus políticas individuales y, si no han tenido noticias de ellas hasta 
este momento, les recomendamos que se pongan en contacto directamente 
con ellas”. 
 

Tu respuesta nos parece inadecuada por varias razones: 
 

- La cuota que pagan las Agencias de Viajes a IATA, al menos, debería 
resolver los problemas por ella generados y no trasladarlos. 

- Cuando una Organización adopta una decisión que implica a varias partes, 
debe tener la seguridad de que los mecanismos para el cambio estarán 
resueltos. 

- El incremento de coste que esta situación supone para las Agencias de 
Viajes. 

- En determinados supuestos de conexiones entre diferentes compañías y de 
acuerdos de código compartido, que hasta ahora solo se podían emitir en un 
solo billete si se emitía en billete papel, ahora la agencia se verá obligada a 
emitir billetes electrónicos separados. Ello puede conllevar inconvenientes 
a los pasajeros, quienes hasta ahora podían embarcar y facturar hasta su 
destino final, y sin embargo ahora se verán obligados a embarcar y facturar 
por separado en función de los diferentes billetes que tengan.  

 
En estos momentos, principios de la temporada turística, para la emisión de billetes 
con conexiones, que son la mayoría para media y larga distancia, en aquellos casos 
en los que las diferentes compañías no tengan aún ultimado los acuerdos para la 
emisión del billete electrónico, se incrementará para los Agentes de Viajes el 
tiempo necesario para su emisión, que, como sabes, en la actualidad las Compañías 
Aéreas remuneran con comisión “cero”, así como tendrán que costear los gastos 
de recogida o envío, para los casos en que los tenga que emitir en papel la 
Compañía Aérea, así como ponerse en contacto con las diferentes Compañías para 
conocer sus políticas individuales. 
 
Por todo ello, creemos que IATA debe dar instrucciones concretas a las Compañías 
Aéreas, o posponer la fecha para la retirada de los billetes en formato papel. 
 
La respuesta del Director General de IATA fue la siguiente: 
 
“Acuso recibo de tu escrito y lo he trasladado a nuestra central de Ginebra ya que 
como podrás imaginar, estamos recibiendo muchas cartas sobre este asunto en 
todos los países y al ser una organización global, necesitamos tener una 
coordinación central de estos asuntos. 
 

Memoria UNAV 2008 271   



 

Sin embargo, te confirmo que nuestro mensaje a las compañías aéreas es muy claro 
y lo se lo estamos repitiendo a diario para que se den la máxima rapidez en 
comunicar los procedimientos de emisión alternativos en caso de no poder emitir 
billetes electrónicos. Estos procedimientos son imprescindibles para que el 
impacto, tanto financiero como operativo sea el mejor posible sobre el canal de 
agencias. 
 
En cuanto una compañía nos comunica dichos procedimientos, los colgamos de 
inmediato en los buzones de BSPlink de las agencias para que tengan conocimiento 
de ello cuanto antes. 
 
Después de analizar varios procedimientos, estamos observando que las 
compañías en general, piden que la agencia, en el caso de no poder emitir un billete 
electrónico, emita un MPD o un MCO para la posterior emisión del billete por la 
compañía. Este procedimiento garantiza al agente una perfecta continuidad de su 
negocio y sobre todo, permite que el agente pueda seguir prestando el mismo 
servicio a sus clientes, sin aumento de coste, solo cambiando la operativa de la 
emisión”. 
 
FEAAV remitió escrito a las compañías aéreas con el fin nos comunicaran los 
procedimientos de emisión alternativos en caso de no poder emitir billetes 
electrónicos, procediéndose por parte de la secretaria a remitir cuantas respuestas 
nos fueron facilitadas. 
 

• Suspensiones de Compañías en el B.S.P. En cada uno de los casos  FEAAV 
ha remitido la comunicación y procedimiento a seguir en relación con: 

 
o Nationwide 
o Aeropostal 
o Santa Bárbara 
o LagunAir 

 
• El día 15 de octubre volvió a bloquearse el sistema de Banesto. FEAAV se 

puso en contacto con el Director General de IATA, informándosenos se 
procediera a realizar transferencia desde el Banco de España, con las 
consiguientes molestias que ello conlleva, solicitando la Federación  que 
asumieran el coste de las  mismas asegurándose que estaban abiertos en 
buscar una solución con aquellos agentes de viajes afectados 
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RENFE 

 
 
Ante la grave problemática existente por el mal funcionamiento de la 
página web de RENFE y las incompatibilidades entre el Sistema SIRE e 
Internet, solicita reunión de urgencia que se produjo el día 7 de agosto: 
 
Comenzó el encuentro agradeciendo a D. Víctor Bañares la rápida 
respuesta a nuestra solicitud de reunión, transmitió que el objeto de la 
misma era poner de manifiesto el mal funcionamiento de la pagina web de 
RENFE y las incompatibilidades entre el sistema SIRE e internet, lo que 
estaba provocando desconfianza por parte del cliente hacia la agencia de 
viajes y el deterioro de la imagen de la propia agencia, incidiendo en la 
adquisición de otros servicios, además de la pérdida de rentabilidad. 
 
Por último, manifestó la conveniencia de retomar las reuniones de la 
Comisión Mixta, ya que, con una existencia de 30 años, siempre se han 
considerado positivas.  
 
Se expuso la necesidad de alcanzar soluciones a la problemática 
existente, así como fechas de compromiso para las mismas. 
 
D. Víctor Bañares manifestó su deseo, transmitido a la Gerente, de 
reanudar las reuniones periódicamente, por lo que veía positivo mantener 
dichas reuniones (quizás, no con el nombre de Comisiones Mixtas), que 
permitiesen resolver la problemática que pudiera presentarse, así como 
establecer canales de cooperación, avanzando su interés en trasladarse 
tanto a Canarias como a Baleares, con el fin de intensificar relaciones, 
dado el potencial que RENFE supone para el transporte dentro de la 
Península. 
 
Asimismo, expuso que desde el año 2006, RENFE ha realizado la mayor 
inversión en flota de su historia, así como un profundo cambio en la 
Compañía, y cambio en un sistema de venta obsoleto como era el SIRE. 
 
Reconoció que el canal alternativo no funciona con una fiabilidad del 100% 
pero que trabajan para alcanzarla lo más rápidamente posible. 
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Asimismo, indicó que, en este tiempo, se habían cumplido gran parte de 
los compromisos adquiridos a raíz del cambio del modelo retributivo, tales 
como: 
 

• Billete electrónico. 
• Creación de más producto. 
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• Integración en XML. 
• Bajada de 17 puntos en la venta en estaciones. 
• Apoyo a las Agencias de Viajes. 

 
Seguidamente, los asistentes expusieron pormenorizadamente la 
problemática existente en cuanto a: 
 
- Mal funcionamiento de la pagina web de la Compañía, provocando 

infinidad de dificultades a las Agencias de Viajes, lo que producía muy 
mala imagen ante el cliente y un exceso de trabajo para la Agencia. 

- Incompatibilidades entre el SIRE e internet:  
 

• Aparecían, en ocasiones, coches completos, cuando en realidad no 
es así 

• Dificultad en los cambios. 
• Facturación irregular: El sistema daba errores y duplicidad en la 

facturación de billetes de la propia agencia, lo que obligaba a las 
agencias a revisar, uno por uno, los billetes facturados, hasta 
detectar dichas duplicidades, denunciar las irregularidades a 
RENFE, que, a su vez, tardaba mucho tiempo en subsanarlas y 
originaba numerosas llamadas a los departamentos de 
administración. 

• Gastos y problemáticas situaciones cuando el pago se realiza contra 
la tarjeta de crédito del cliente de empresa. 

• Necesidad de realizar muchos trámites para los cambios de billetes 
electrónicos o cancelar el billete y realizar una nueva emisión. 

• Necesidad de tener ATB, ya que si no, no se pueden emitir literas, 
camas, niños,... 

 
Ante toda esta exposición de problemáticas, el Sr. Bañares reconoció que 
el sistema producía, en ocasiones, errores; no obstante, el sistema se va 
perfeccionando: 
 
- Desde el 29 de julio los cambios en los billetes electrónicos habían 

mejorado de manera notable. 
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- A partir del 15 de septiembre y con la nueva versión se mejoraría la 

fiabilidad del sistema. 
- A partir del mes de septiembre se podría emitir el billete electrónico a 

través de AMADEUS. 
- El día 31 de diciembres finalizaría el sistema SIRE, realizándose las 

ventas a través del GDS y web. 
- Todas las tarifas entrarían en todos los sistemas y con el mismo precio. 
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A continuación, fue transmitida al Sr. Bañares la problemática que estaban 
teniendo algunos grupos con el equipaje, a lo que contestó que los trenes 
de alta velocidad no disponen de vagones de equipaje, conociendo las 
Agencias las condiciones generales de viajeros, en cuanto a equipajes, ya 
que están publicadas en la web, y en las que se establece que: 
 
“Se considerará equipaje todo bulto de mano que contenga prendas y 
objetos de uso personal o profesional pertenecientes al viajero, cuya 
naturaleza no contravenga en las disposiciones de seguridad establecidas 
en las leyes y reglamentos no represente peligro o molestias para los otros 
viajeros.  
 
Todo viajero provisto de billete podrá llevar consigo, bajo su custodia y 
responsabilidad, en los lugares destinados al efecto, hasta dos bultos de 
mano con una limitación total de 20 Kg. Las dimensiones del bulto mayor 
no podrán exceder de 70 x 50 x 25 cm. 
 
El viajero deberá colocar adecuadamente el equipaje que lleve consigo, 
en evitación de posibles daños o molestias a los demás viajeros o 
desperfectos al material, siendo de su exclusiva responsabilidad la 
vigilancia de los mismos.  
 
RENFE-Operadora no será responsable de ninguna incidencia, robo, 
extravío o daños ocasionados en el equipaje que puedan sufrir por su mala 
colocación o contenido, salvo que le fueran imputables”. 
 
El 10 de septiembre se produjo reunión con los técnicos de RENFE en la 
que se analizó la problemática. 
Por parte de RENFE se comprometieron a visitar una Agencia de Viajes 
con el fin de demostrar in situ lo expuesto en la reunión y con el objetivo 
de subsanarlas a la mayor brevedad posible. 
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Asimismo, informaron que, aunque la mayoría de estas anomalías estaban 
muy próximas a subsanarse, a 1 de enero todos los trabajos estarían 
concluidos. 
 
El 26 de septiembre, y habiendo tenido conocimiento de que RENFE 
estaba distribuyendo entre las Agencias de Viajes folletos de horarios en 
los que se reflejaba el siguiente texto: 
"Adquiera sus billetes fácil y rápidamente en www.renfe.com o en reservas 
telefónicas 902.24.02.02" 
 
Se transmitió inmediatamente a la Compañía, para transmitirle nuestra 
sorpresa y malestar al ignorar al canal de distribución de las Agencias de 
Viajes. 
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RENFE nos transmitió que se trataba de un desgraciado error, indicando 
se procediera a tirarlos y reiterando su política de apoyo al canal de 
Agencias de Viajes, como se demuestra en todo tipo de publicidad que 
realizan, así como que, en ese momento, se estaba realizando campaña 
publicitaria en prensa y radio en Valencia, Cataluña y Alicante, en la que, 
como es habitual, se cita a las Agencias de Viajes. 
 
El 19 de noviembre se remitió información sobre la nueva solución de 
emisión de billetes de RENFE en DIN A4 que Amadeus había desarrollado 
para las agencias usuarias de Sire, así como el comunicado de RENFE 
con las especificaciones de esta nueva solución. 
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MAYORISTAS 

 
 
La Sección de Mayoristas de UNAV, se reunió para tratar algunos aspectos 
relativos a diversas problemáticas, según se expresa a continuación: 
 
Reunión 17/06/2008, en la que se abordaron los siguientes temas: 

 
 

1) Información general de últimas novedades: Turcorreos- V. Crisol 
 

Se informó de la iniciativa de Viajes Crisol y Turcorreos para propiciar la 
recarga des saldos de tarjetas para alojamientos, en las oficinas públicas 
de Correos, informando que UNAV, conjuntamente con FEAAV van a  
presentar las denuncias pertinentes, por entender que hay indicios de 
intrusismo y por tanto es de obligado cumplimiento intervenir en estas 
prácticas. 
 
Asimismo se analizó que, aunque esta iniciativa fuera totalmente legal, es 
un mal precedente que pude dar lugar a que cualquier canal de 
distribución pueda intermediar, si más condicionantes, en la distribución 
del producto turístico, reservado, legalmente a las AAVV. 

 
2) Análisis de la aplicación del Real Decreto 1/2007 de 16 nov. en 

relación con: 
 

a) Precio final de paquetes turísticos, que deben incluir impuestos, 
suplementos, tasas y gastos de gestión (si los hubiere): 
 
Se trató ampliamente este asunto, llegándose a la conclusión de 
que una parte de las ofertas y anuncios publicitarios podrían ser  
incorrectos con lo que dice textualmente la Ley, lo que ha originado 
denuncias por parte de alguna Asociación de Consumidores que 
podrían desembocar en sanciones hacia Mayoristas y 
especialmente minoristas que no publican el precio final con todos 
los conceptos. 

 
Se planteó como uno de los aspectos más problemáticos, la postura 
de las Cías. Aéreas, en cuanto a la aplicación de las  “tasas” YQ, 
ya que están actuando al margen de la citada Ley, cuando no 
respetan el precio de transporte contratado, incluido dentro de un 
paquete, cuando dicha modificación  se produce dentro de los 20 
días antes del viaje, que, como se sabe, el precio contratado por el 
cliente es inamovible. 

 
Se comentó la posibilidad de mantener alguna reunión entre 
FEAAV y Asociaciones de Cías. Aéreas, AECA, ALA o incluso y 
especialmente con IATA para trasmitirles este malestar por los 
perjuicios que se están ocasionando a las AAVV. 
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Se acordó igualmente que UNAV enviara una nota informativa a las 
AAVV para que impugnen todo ADM que consideren que no 
corresponde, informando al respecto a la Asesoría Jurídica de la 
Asociación para que analice su procedencia. 

 
b) Inclusión de la fecha de emisión en ofertas y anuncios 

publicitarios: 
 

Se recuerda que todas las ofertas que se lancen al mercado, 
además del precio final, han de exhibir la fecha de dicho 
lanzamiento, con la indicación de que tales precios podrían sufrir 
variaciones, por conceptos tales como: aumento de carburantes, 
cambio de divisas, suplidos, etc., eso sí, siempre con anterioridad 
a los 20 días de la fecha de salida del viaje. 
 

c) Acciones a llevar  a cabo por UNAV 
 

Teniendo en cuenta que la potestad sancionadora de la nueva Ley 
corresponde a las Direcciones Generales de Turismo de cada 
Comunidad, se consideró muy conveniente que UNAV propiciara 
una reunión con los responsables de Turismo de la Comunidad de 
Madrid, a fin de analizar en profundidad todos estos asuntos y no 
sindiquen al menos si se está procediendo adecuadamente o no 
por parte del as AAVV, en todo lo que se trata en los apartados a) 
y b), para después enviar un informe preciso a todos los asociados, 
tanto Mayoristas como Minoristas. 
 
No obstante lo dicho, se solicitaría a la Asesoría Jurídica que llevará 
a cabo un resumen de estos aspectos para enviardos, a través de 
flash informativo, a todos los asociados 
 

3) Situación actual y previsiones para el próximo verano. 
 
El comentario general de los presentes fue que, efectivamente, la 
crisis también está afectando a los productos turísticos y se 
apreciaba un verano con ciertas dificultades, especialmente en los 
productos de menor costeo  relativos   aun tipo de clientela 
vacacional familiar 
 
Los productos que mejor comportamiento estban teniendo son: 
EEUU, Cruceros y Oriente Medio (especialmente Turquía). 

 
4) INTERNET 

 
Volvió a surgir el asunto de la competencia que la Red hacía para la venta, 
si bien se llegó a la conclusión de que era para unos destinos y un público 
muy concreto, que no mermaba sustancialmente la venta de los clásicos 
productos programados, no obstante lo cual era muy conveniente hacer 
valer los servicios y garantías que supone para el comprador la 
transacción a través de las AAVV. 
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A este respecto informó el Gerente de la campaña de publicidad de imagen, a 
favor de la compra a través del as AAVV, que comenzaba el 19 de Junio y que 
vendría a ser la primera acción en beneficio de este sector en la Comunidad de 
Madrid. 
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INTRUSISMO 

 
 
Siguiendo la política de años anteriores, UNAV ha venido denunciando todos 
aquellos indicios de intrusismo, tanto en la Comunidad e Madrid como en otras. 
 
Casos concretos en los que se ha intervenido>: 
 
RUMTOR 
GLOBAL SERVICIES INCOMING TO SPAIN 
EL CORTIJO SUBACUATICO 
HOTELOPIA (BBVA VIAJES) 
FUERZAS DE VENTAS S.A. (SPANANIR) 
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ACCIONES ASOCIATIVAS 
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APOYO ASOCIATIVO ANTE ANOMALÍAS DE 

COBRO DE CANTIDADES ADEUDADAS A 
NUESTRAS EMPRESAS 

 
 
 
Como ya se ha informado reiteradamente, este servicio ampara, a nuestros 
asociados, en un primer momento, para la reclamación extrajudicial y amistosa 
de la cantidad que se les adeude, cuando entienden que han entrado en 
morosidad. Se ha de reiterar la conveniencia de que la reclamación extrajudicial 
de deudas se encargue, sin permitir que transcurra un excesivo lapso de tiempo 
desde su origen y ello por obvias razones de eficacia y conservación. 
 
Por si contribuyera formar, en estos casos,  en nuestros asociados, la decisión 
pertinente, hemos de comentar que se viene experimentando, afortunadamente, 
una reducción en tiempos en la duración de los procedimientos judiciales 
reclamando estas cantidades, lo que se potencia, cuando nos referimos a la 
demanda de cifras inferiores a 30.000 euros que, constituyen el llamado 
Procedimiento Monitorio. 
 
UNAV tiene a disposición de todos sus asociados la infraestructura de apoyo 
documental y técnico necesaria para sus reclamaciones. 
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CEIM 
(CONFEDERACIÓN EMPRESARIAL DE MADRID) 

 
 
 

UNAV sigue siendo miembro de pleno derecho de esta Confederación 
Empresarial, representando el área de Agencias de Viajes. 
 
A tal efecto, viene asistiendo y/o participando en aquellos aspectos que 
puedan ser significativos, inherentes al Turismo y todo su entorno. 
 
A lo largo de 2008 participamos de forma presencial en algunas de las más 
importantes reuniones relativas a: 
 

- Formación 
- Seguridad en la ciudad e Madrid 
- Promoción de la Comunidad de Madrid 
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FITUR 
 
 
 
 
Como en años precedentes, UNAV estuvo presente en la más importante  feria 
internacional de turismo, con  stand propio e independiente, así como con 
presencia en el de la Comunidad de Madrid.  
 
Desde aquí se establecieron contactos y se dieron diversas informaciones a 
cuantos socios y colaboradores se acercaron por nuestro stand 

 
En dicha feria pudimos contactar igualmente con proveedores y organizaciones 
interesadas en determinadas acciones promocionales a través de UNAV. 

 
DATOS DE PARTICIPACIÓN DE FITUR 2007: 
 
1.-Superficie de exposición:      
a)Bruta (en m2): 200.000 
b) Neta (en m2):                         100.499 
 
2.-Empresas expositoras: 13.530

  
3.- Titulares de stand: 87

  
a)Área Nacional 491 
b)Área Internacional 383 
- Mayoristas/Touroperadores 822 
- Agencias de Viajes: 893 
4.- Países/regiones participantes: 170 
 
5.- Profesionales participantes:    157.299 
a)Visitantes profesionales: 67.918 
b)Expositores: 82.274

 
  

d)Periodistas: 8.333 
6.- Público no profesional: (fin de semana) 98.518 
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PRENSA E IMAGEN 

 
 
 

UNAV ha estado presente en los medios del sector de forma muy directa, cada 
vez que se ha considerado que sus declaraciones, artículos o acciones de 
diversos contenidos, eran precisos para atajar alguna arbitrariedad que se cometa 
en el sector o aplaudir las iniciativas que se han considerado positivas para el 
mismo.  
 
Cabe destacar las siguientes noticias que ocasionaron gran impacto: 
 
 UNAV advierte que las Agencias seguirán sufriendo “arbitrariedades” si no 

logran la unidad asociativa (hosteltur 08/07/2008) 
 Artículo: “Tergiversar no es estético, demagogia y descalificaciones 

tampoco” (nexotur 18/06/2008) 
 UNAV insiste en dotarse de una voz sectorial única (agenttravel y hosteltur 

08/06/2008) 
 Denuncias a Cías. Aéreas por incumplimientos en variación de precios por 

carburantes (nexotur 28/06/2008 
 Exigencia a la Mayoristas de una competencia leal y fiel cumplimiento de la 

Ley de Viajes Combinados  (nexotur 14/10/2008) 
 “Las Agencias de Viajes sortean la crisis de manera heroica”  

(agenttravel.es, 16/09/2008) 
 Reclamaciones ante IATA, por los perjuicios que supuso la caída del 

sistema de BANESTO (hosteltur 26/10/2008) 
 Reunión de las AAVV con Mayoristas para analizar la calidad del servicio 

(agenttravel.es 29/07/2008) 
 Críticas a Pullmantur por la exagerada subida del suplemento por 

carburante (agentravel 15/06/2008, hosteltur 29/08/2008,) 
 Rechazo de la política de reducción de comisiones a las AAVV por parte de 

determinados Mayoristas (AGENTTRAVEL.es 10/12/2008) 
 
En cuanto a la presencia de UNAV, hemos estado presentes en diversos foros, 
presentaciones y reuniones profesionales, aportando ideas y fórmulas de hacer frente 
a problemas sectoriales. 
 
Un año más UNAV ha manifestado, de forma repetitiva que si las Asociaciones no 
son sensibles a la problemática que entraña la falta de una única voz del sector, 
éste seguirá soportando los ataques y problemáticas que afectan a su imagen 
y a su actividad. 
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CAMPAÑA DE PUBLICIDAD AGENCIAS DE VIAJES 
 
 
 
Con el apoyo y la colaboración de la Dirección General de Turismo de la 
Comunidad de Madrid, en el otoño de 2008, fue diseñada y lanzada una  
Campaña publicitaria a favor de las Agencias de Viajes, a través de la prensa 
diaria y la emisión y envío de carteles y folletos a todas las Agencias de esta 
Comunidad. 
 
Esta iniciativa es la segunda que se ha llevado a cabo, ya que el año 1.991 se 
realizó otra de gran intensidad, que supuso un notable éxito y afianzó la 
imagen de las Agencias de Viajes. 
 
Reproducimos el folleto básico de la Campaña. 
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CONVENCIÓN UNAV 
 

Nuestro XI Congreso se llevó a cabo en la bella ciudad de Zamora, a instancias de la 
Comunidad de Castilla y León, entre los días 17 y 20 de abril 2008.  
 
Las sesiones de trabajo fueron diseñadas para abordar las temas más candentes de la 
actualidad turística, que se desarrollaron bajo los sugerentes títulos de: 
 
 LOS PROVEEDORES… ¿Colaboradores o enemigos comerciales? 
 
 LA UNIDAD ASOCIATIVA 
 
En estos paneles, como se expresa más abajo, participaran los más prestigiosos y 
representativos profesionales de los diversos sectores del Turismo, aportando 
valiosas opiniones, sin olvidar e “caliente” debate que tuvo lugar entre ponentes y 
congresistas. 
 
Fuimos agasajados, con una hospitalidad sincera y abierta, por parte de las 
Autoridades y Organismo de la ciudad, recorriendo los lugares más emblemáticos de 
la misma. 
 
La excursión del sábado, no llevó hasta los “Arribes del Duero”, un increíble espacio 
natural, insólito, en medio del desgarrado paisaje castellano. 
 
A continuación se refleja, detalladamente el amplio programa que fue organizado por 
el Comité del Congreso, para esta ocasión 
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PRESIDENCIA Y ORGANIZACIÓN DEL CONGRESO 

 
 
PRESIDENTE DE HONOR: Excmo. Sr. D. Juan Vicente Herrera Campo
      Presidente del Gobierno de Castilla y León
  
COMITE DE HONOR:  Excma. Sra. Dª María José Salgueiro Cortiñas 

Consejera de Cultura y Turismo de C. y L. 
Ilma. Sra. Dª Rosa Valdeón Santiago 

Alcaldesa de Zamora 
     Ilma. Sra. Dª Rosa Urbón Izquierdo 
      Directora General de Turismo de C. y L. 
     Ilmo. Sr. D. Luis Javier Alonso Ledesma 
      Concejal de Turismo de Zamora 
     Ilmo. Sr. D. Fernando Martínez Maíllo 
      Presidente Patronato de Turismo de Zamora 
     Sr. D. José María Barrios Tejero 
      Vice-Presidente Patronato de Turismo de Zamora 
     
      
PRESIDENTE DEL CONGRESO: D. José Luis Prieto 
      Presidente de UNAV 
 
COMITÉ ORGANIZADOR:   D. José Luis Prieto  
      D. Leocadio Santamatilde 
      D. Antonio Vicario 
      Dª Natalia Frutos 
      D. José Luis Barbero 
      D. José Luis García Lozano 
      D. Ramón Buendía 
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PROGRAMA OFICIAL 
 
 
 

Jueves, 17 abril 
 

 
 
Llegada de participantes al Hotel AC-Zamora y Meliá Zamora. Distribución 
de habitaciones. 
 
 
20,30 Recogida en los hoteles y traslado de todos los asistentes al 

Parador de Turismo de Zamora, donde el Ayuntamiento de 
Zamora, a través de su Concejalía de Turismo, nos dará la 
bienvenida a la ciudad.  
Se servirá un cóctel-cena ofrecido por dicha Entidad, en el bello 
marco del Parador, amenizado por una actuación musical. 
Regreso al Hotel. Alojamiento. 

  
 

Viernes, 18 de abril 
 
 
 
Desayuno en el hotel 
 
09,00 Traslado de congresistas y acompañantes al Auditorio “Campus 

Viriato” del recinto de la Universidad de Zamora (situado 
frente al Hotel AC), para asistir a la solemne Sesión de Apertura del 
Congreso. 
 Intervendrán el Presidente de UNAV, la Alcaldesa de Zamora y el 
Presidente de la Junta de Castilla y León, quién llevará a cabo la 
inauguración oficial del Congreso.  

 
09,45 Salida del grupo de acompañantes para efectuar una visita guiada, a 

pié, de 1/2 día de duración por lugares de interés de Zamora, 
patrocinada por el Ayuntamiento de esta ciudad.  

 Almuerzo junto con el resto de los congresistas 
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SESIONES DE TRABAJO  
 
VIERNES 19 DE ABRIL 
 
08,45 Retirada de documentaciones  
09,15 Inauguración del Congreso, por las Autoridades Locales y 
Autonómicas 
09,50 Inicio del programa. 
 
Presentación de Zamora y provincia, por parte del  Ayuntamiento. 
 
10,10 Breve intervención de Pipeline software 
 
10,15 Inicio de las sesiones técnicas: 
 
 

 
1ª MESA REDONDA 

 
“LOS PROVEEDORES… ¿Colaboradores o enemigos comerciales” 

 
• “LA EMPRESA DE MEDIACIÓN DE PRODUCTOS TURÍSTICOS” 
• Problemática actual y futuro de las Agencias de Viajes 
• El concepto de empresa de mediación 
• Aspectos económicos: 

 La remuneración derivada por representar proveedores y productos 
y gestionar la ventad e los servicio de aquellos. 

 El “fee”: Como pago, por parte del cliente, a la Agenciad e Viajes en 
concepto de asesoramiento e información. 
 

INTERVIENEN: 
 

 D. Paul de Villiers, Dir. Gral. AMADEUS ESPAÑA 
 D. Javier Alonso, Dir. Ventas España IBERIA LAE 
 D. Roberto Ramos, Dir. Gral. GALILEO/Travelport 
 D. Juan Carlos Ugalde, Jefe de Distribución Programación RENFE 
 D. Miguel Pardo, Dir. Comercial NATIONAL-ATESA 
 D. Julio de Cruz, Dir. Gral. TRANSHOTEL  
 D. Carlos Díaz, Dir. Expansión y Desarrollo Corporativo AC-HOTELES,  
 D. Antonio ALONSO, Consejero Delegado TALONOTEL 
 Dña. Matilde Torres, Dir. General de CATAI  
 D. Jesús Nuño de la Rosa, Dir. Gral. VIAJES EL CORTE INGLÉS 
 D. José Luis Ramil, Dir. Gral. Grupo UNIDA 
 Moderador: D. Ramón Buendía, Gerente de UNAV 

 
12,00 COFFEE BREAK 
 
12,15 Reanudación de las sesiones de trabajo.  
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2ª MESA REDONDA 

 “UNIDAD ASOCIATIVA: La vía para el fortalecimiento del 
sector de las Agencias de Viajes y la defensa de sus intereses” 

 
INTERVIENEN:   
 

 
D. Joan Molas, Presidente de CEHAT (Confederación Española de 
Hoteles y Aptos. Turísticos).   
 
D. José Manuel Maciñeiras, Presidente de AEDAVE 
D. Jesús Martínez, Presidente de FEAAV 
D. Rafael Serra, Presidente de UCAVE 
D. Antonio Távora, Presidente del a FED. ANDALUZA 
D. Pedro Iriondo, Presidente AVIBA 
D. Agustín Lamana, Presidente de AGRUPA 
D. Juan José Oliván: Grupo AIRMET 
 
Moderador: D. José Luis Prieto, Presidente de UNAV 

 
− ¿Están realmente concienciadas todas las entidades asociativas de AAVV de 

la necesidad de llevar a cabo la tan comentada unificación? 
− ¿Cuáles son los escollos que pueden impedir alcanzar una única 

representación sectorial para temas de interés común? 
− En caso de que ello pudiera ser factible, ¿cómo debería llevarse a efecto el 

proceso? 
− ¿Qué tipo de estructura, organización y operativa se requeriría? 

 
 
14,40 FIN DE LAS SESIONES DE TRABAJO 

 
14,50 Almuerzo en el restaurante Rey D. Sancho 2, para participantes. 
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CENA DE GALA 
 
Ofrecida por la Consejería de Turismo de Castilla y León  
 
20,00  Salida del hotel, para trasladarnos al Hotel NH-

Zamora donde tendrá lugar la cena de gala. 
 Espectáculo de magia a cargo de un reconocido mago local. 
  

 Lectura de conclusiones de las sesiones de trabajo. 
 Entrega de reconocimientos 
 Clausura oficial del XI Congreso UNAV 

 
 

Sábado, 19 de abril 
 
 
Excursión patrocinada por el Patronato de Turismo de Zamora. 
 
08,00 Desayuno en el hotel  
08,30 Salida en autocares paral llevar  a cabo un  
 
CRUCERO FLUVIAL:    “LOS ARRIBES DEL DUERO” 

 
A final del crucero (sobre las 12,00 has. nos trasladaremos al bello pueblo 
de FERMOSELLE, donde, tras un paseo libre por el mismo, durante el que 
se podrán efectuar algunas compras, disfrutaremos de  un exquisito 
almuerzo. 
Regreso al hotel. Noche libre 
 
Domingo, 20 de abril 
 

Desayuno en el hotel. Check out.  
Salida hacia los correspondientes destinos 

 
Fin del XI Congreso UNAV 
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    PROGRAMA ACOMPAÑANTES 
 
Viernes, 18 de abril 
 
 
Visita turística guiada, de medio día de duración, recorriendo los  lugares 
más emblemáticos y representativos de la bella ciudad medieval de 
Zamora. 
 
Regreso para almuerzo con los congresistas 
 
 

TORNEO DE GOLF  
 
VILLAMAYOR (SALAMANCA) 
 
Patrocinador:  
“Patronato de Turismo de la Costa del Sol” 
 
 
 
Miércoles, 16 de abril 
 
Llegada libre a Zamora. Check- in en el Hotel AC-Zamora. 
Cena Libre. Alojamiento 
 

Jueves, 17 abril 
 
Desayuno en el hotel.  
08,00 Traslado al campo de golf de Villa Mayor: Celebración del Torneo. 
Almuerzo. Entrega de premios. 
Regreso al hotel. Tiempo libre, hasta el comienzo del programa oficial  
(noche) 
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CONCLUSIONES AL XI CONGRESO UNAV 2.008 EN ZAMORA  
  
 
 
1.- Ratificar que las AA.VV. son el canal de distribución más seguro y de mayor garantía 
para la representación y distribución del producto turístico. 
 
2.- Que como tales representantes oficiales de los proveedores de servicios turísticos 
reivindican, ahora y en el futuro, una remuneración justa y adecuada a su labor de 
intermediación y gestión. 
 
3.- Solicitar a los proveedores un decidido apoyo en la labor de promoción y venta del 
producto turístico promoviendo su distribución a través de las AAVV, sin menoscabo de 
otros canales alternativos. 
 
4.- Rechazo enérgico a las practicas de competencia desleal, ejercida por determinados 
proveedores, que ofrecen ventajas y beneficios al cliente, no disponibles para el canal de 
las AAVV.  
 
5.- Constatar que la unión asociativa, en la forma que se estime oportuna, es, una 
necesidad urgente para  fortalecer la representatividad del sector de las AAVV frente a 
los  grandes retos actuales. 
 
6.- Que dicha inquietud es compartida por la práctica totalidad de las entidades asociativas 
de nuestro país, como ha quedado constatado en este Congreso. 
 
7.-  Que Zamora es un destino turístico de primer orden, por su extraordinaria oferta 
cultural, y artística, que, unida a la calidad humana de sus gentes, la hacen recomendable 
tanto para un turismo vacacional, como de eventos de tipo medio. 
  
8.- Que en virtud del acuerdo firmado entre el Excmo. Ayuntamiento de Zamora y la 
UNAV,  nuestra Asociación  potenciará el desarrollo turístico de esta bella ciudad . 
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Hotel AC-
Zamora                

 
 

 
Hotel Meliá Zamora 

Hotel NH 
Zamora 

Parador de Turismo de 
Zamora 

 
 
 
 

      Zamora 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 
 

 
 
 

           
 

Memoria UNAV 2008 300   

http://www.jcyl.es/
http://www.segurtour.com/
http://poliz.usal.es/politecnica/principal.html
http://www.ac-hotels.com/main.asp
http://es.solmelia.com/home.htm
http://www.nh-hoteles.es/
http://www.parador.es/


 

 
FORMACIÓN 

 
          
 
Como en años anteriores, UNAV, consciente de la importancia que la formación 
tiene para la actividad de nuestras empresas asociadas presentó un nuevo plan 
de formación continua totalmente gratuito. 

 
Como resumen citaremos los siguientes datos: 

 
 

Cursos Presenciales: 
  
ORGANIZACIÓN CONGRESOS, CONVENCIONES Y REUNIONES.-  9.1 de 30 
horas: 
-Fecha Inicio: 07/04/2008. 
-Fecha Fin:    18/04/2008. 
-Horario: de Lunes a Viernes, de 14:00 a 17:00. 
-Lugar: zona de Cuatro Caminos. 
  
INFORMATICA DE GESTION APLICADA (SAVIA AMADEUS) 1.1 de 40 
horas: 
-Fecha Inicio: 04/04/2008. 
-Fecha Fin:    25/04/2008. 
-Horario: de Lunes a Viernes, de 19:30 a 22:00. 
-Lugar: zona de Cuatro Caminos. 
  
  
TELEFORMACIÓN 
 

Nº 
Acción Denominación Modalidad 

2 POWERPOINT TELEFORMACIÓN 
3 ACCESS TELEFORMACIÓN 
4 EXCEL TELEFORMACIÓN 
5 INGLES INICIAL TELEFORMACIÓN 
6 INGLES MEDIO TELEFORMACIÓN 
7 INGLES AVANZADO TELEFORMACIÓN 
8 TECNICAS DE VENTA EN COMERCIO TELEFORMACIÓN 
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RELACION DE ASOCIADOS UNAV 
 

 
 
GRUPOS 
AIRMET 
CYBAS 
STAR VIAJES 
UNIDA 
 
AGENCIAS DE VIAJES 
2000 
ACUARELA 
AIRBUS 
ALOMEM, S.L. 
AMADIS EXPRESS 
ANGALIA TOUR OPERADOR 
ARAQUE 
ARENAS 
ARISTA 
ARIZONA 
ARPA 
ASESORES DE VIAJES MERIDIANO 
ATENEO 
AVIATOUR 
AZOR CENTRO 
BALIBER 
BIOTOUR 
CAMPA 
CATAI 
CELLAR TOURS 
CEMO / TROTAMUNDOS 
CENTURY - INCOMING, S.L. 
CLUB ARTE Y CULTURA 
COLUMBIA 
COMETA 
COSTA CROCIERE SPA SUCURSAL EN ESPAÑA 
CREATUR 
CRUCEMAR CRUCEROS 
DA VINCI TOUR 
DESTINIA-GLOBAL RESERVAS 
DESTINO/TRAVELIDER 
DOLPHINS TRAVEL 
DUBLIN 
EBOOKERS 
EJECUTIVO 
EL CORTE INGLES 
ELIGE TU VIAJE 
EMERTRAVEL, S.A. 
ESCORIAL 
EUROPA ACTIVE CLUB 
EUROPA MUNDO VACACIONES 
EVASION 
GALATUR VIAJES 
GETOUR 
GOLFSPAIN TOURS 
GRAN CHINA 
GRAND CIRCLE MALAGA 
GRECOTOUR 
GRUPO ODA VIAJES 
GULLIVER'S TRAVEL ASSOCIATES, S.A. 

HELICE 
HIGH QUALITY S.L 
HIMALAYA 
I.A. VIAJES 
ICU 
IGUAZU 
INOVA 
INTERNACIONALES PRISMA 
INTERNATIONAL QUETZAL TOURS, S.L. 
ITACA 
IXION TRAVEL 
JTB VIAJES SPAIN S.A. 
JUCAR / GENERAL TOURS 
KARISMA 
KUONI TOURS 
L4 VIAJES 
MADE FOR SPAIN, S.A. 
MANJON 
MAPA PLUS 
MAPA TOURS 
MAPFRE 
MARITZ ESPAÑA, S.L. 
MAS AMERICA, TOUR OPERADOR 
METRO 
MILENIO TOURS 
MILLAN TRAVEL 
MONDEL 
MSC CRUCEROS 
MTZ, DESTINATION MANAGEMENT COMPANY 
MUCHOVIAJE 
MUNVIAJE 
N.L. VIAJES 
N.Q.  TRAVEL 
NEPTUNO 
NOBEL 
O.K. 
OLYMPIA MADRID, S.A. 
OMEGA PLUS, S.L. 
PANAVISION 
PEGASUS 
PEGASUS-PEGATUR, S.A. 
PERFECT DAY TRAVEL BUSSINES 
PLEAMAR 
POLVANI 
PROTEL/BANCOTEL 
PROVIAS 
PROXIMO ORIENTE 
RURALIA-MARKETING Y TURISMO RURAL 
RUTAS DE VINO 
SELASI 
SET VIAJES, S.L. 
SIASA 
SINOWIND 
SPACE TRAVEL / PORTUGAL TOURS 
SPECIAL TOURS 
SURLAND 
TAJO 
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TALONOTEL 
TEAM 3 
THERM HOTELS VIAJES S.L 
TIERRA VIVA 
TIJE - TURISMO INDEPENDIENTE PARA 
JOVENES Y ESTUDIANTES 
TORRE VIAJES 
TOURALP TRAVEL, S.A. 
TOURHISPAN 
TRANSHOTEL CENTRAL DE RESERVAS, S.L. 
TRANSIBERICA 
TRANSRUTAS 
TRAVELLING CONSULTANTS 
TUR CONGRES 
TURISMO Y PEREGRINACIONES 2000 
TURYOCIO 
UPPER CLASS, S.L. 
VERDEMAR 
VIAJAR MAS VISTA, S.L. 

VIAJES Y VACACIONES RIO TAJO 
WIN TRAVEL 
ZAFIRO 
ZEPPELÍN 
 
ADHERIDOS 
AC HOTELS, S.A. 
AMADEUS ESPAÑA 
CORIS ASISTENCIA S.L 
GALILEO ESPAÑA 
GRUPO IRIS 
GRUPO SOL-MELIA 
LAS ROZAS VILLAGE 
NATIONAL ATESA 
PATRONATO DE TURISMO DE CORDOBA 
PIPELINE SOFTWARE 2000 
SEGURTOUR 
TAEDS - CORREDURIA 
WINTERTHUR-SARTORIO 
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CIERRE 

 
El año 2009 es en el que UNAV cumple treinta y dos años y ha hecho posible 
la intensa y extensa actividad de UNAV en 2008, de la que a través de esta 
Memoria ahora damos cuenta y sometemos a la Asamblea. Es un verdadero 
honor y orgullo desde aquí, hacer mención especial a los asociados de UNAV 
que se relacionan en esta Memoria, sin cuya participación asociativa, en forma 
alguna, hubiera sido posible el desarrollo de tal actividad con la extensión y 
profundidad de la de UNAV en 2008. Tal agradecimiento lo tenemos que 
hacer extensivo a todos los que forman y formaron parte del Consejo 
Directivo de nuestra Asociación. 
 
 
D. JOSÉ LUIS PRIETO 
OTERO
  
D. LEOCADIO 
SANTAMATILDE
  
D. JOSÉ GORDO MARTÍNEZ 
Dª. NATALIA FRUTOS RUIZ 
Dª. MATILDE TORRES  
D. JOSÉ LUIS BARBERO 
  
D. JOSÉ LUIS MÉNDEZ 
  

D. MANUEL SOLANS ESCARIO           
D. JOSÉ LUIS GARCÍA LOZANO  
D. MIGUEL NAVARRETE VEGA 
D. MARIANO GONZÁLEZ 
D. JUAN JOSE OLIVAN  
Dª INMACULADA MORENO  
D. MAXIMO VILLEGAS 
Dª ANA ROMERO MUÑOZ 
D. JESUS CALLEJA 
D. AGUSTIN LAMANA 
D. VICENTE GARCIA 
D. JOAQUIN INFANTE 
D. RAMÓN BUENDÍA

D. FELIPE CAÑIZARES CHAVES 
D. JESÚS NUÑO DE LA ROSA 
 
 
Desgraciadamente hemos de detenernos para hacer especial énfasis en el 
recordatorio de nuestro amigo y colega Antonio Vicario, Vicepresidente que 
fue, ocupándose de los asuntos económicos y financieros de UNAV. Quienes 
le conocimos o, simplemente tratamos con él, somos la mejor prueba de su 
dedicación continúa a la mejora del posicionamiento social económico, de 
principios y de formación de los Agentes de Viajes, su permanente inquietud 
por el asociacionismo al que dedicó muchísimas horas de su fructífera vida 
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profesional. Con su marcha, todos hemos perdido a una gran persona y a un 
gran Agente de Viajes. 
 
No podemos terminar este Cierre sin expresar nuestro explícito 
agradecimiento a los medios de comunicación de nuestros sector y al equipo 
humano de la Asociación por su colaboración y esfuerzo. 
 
 

Repetimos. Muchas gracias a todos. 
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